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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

DECRETO por el que se reforman y adicionan los artículos 38 y 102 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de suspensión de derechos para ocupar cargo, empleo o comisión del servicio 
público. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 
sabed: 

Que la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"LA COMISIÓN PERMANENTE DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, EN USO DE LA FACULTAD QUE LE 
CONFIERE EL ARTÍCULO 135 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y PREVIA 
APROBACIÓN DE LAS CÁMARAS DE DIPUTADOS Y DE SENADORES DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, ASÍ COMO LA MAYORÍA DE LAS LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS Y DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO, 

DECLARA 

SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 38 Y 102 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE SUSPENSIÓN DE DERECHOS PARA OCUPAR CARGO, EMPLEO O 
COMISIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO 

Artículo Único.- Se reforma el párrafo segundo del Apartado A del artículo 102 y se adiciona una fracción 
VII al artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 38. ... 

I. a IV. ... 

V.  Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la orden de aprehensión hasta que prescriba 
la acción penal; 

VI.  Por sentencia ejecutoria que imponga como pena esa suspensión, y 

VII. Por tener sentencia firme por la comisión intencional de delitos contra la vida y la integridad 
corporal; contra la libertad y seguridad sexuales, el normal desarrollo psicosexual; por violencia 
familiar, violencia familiar equiparada o doméstica, violación a la intimidad sexual; por violencia 
política contra las mujeres en razón de género, en cualquiera de sus modalidades y tipos. 

 Por ser declarada como persona deudora alimentaria morosa. 

 En los supuestos de esta fracción, la persona no podrá ser registrada como candidata para 
cualquier cargo de elección popular, ni ser nombrada para empleo, cargo o comisión en el 
servicio público. 

... 

Artículo 102. 

A. ... 

Para que una persona pueda ser titular de la Fiscalía General de la República se requiere: ser ciudadana 
mexicana por nacimiento, en ejercicio de sus derechos; tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el 
día de la designación; contar, con antigüedad mínima de diez años, con título profesional de licenciatura en 
derecho; gozar de buena reputación, y no haber sido condenada por la comisión de delito doloso. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

B. ... 
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Transitorios 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial  de 
la Federación. 

Segundo.- Dentro de los 180 días naturales siguientes a su entrada en vigor, el Congreso de la Unión y 
las Legislaturas de las Entidades Federativas, deberán ajustar sus Constituciones y demás legislación que 
sea necesaria, a fin de dar cumplimiento al presente Decreto. 

Ciudad de México, a 24 de mayo de 2023.- Sen. Alejandro Armenta Mier, Presidente.- Dip. Olimpia 
Tamara Girón Hernández, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 26 de mayo de 2023.- Andrés Manuel López 
Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica. 

 

 

CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Quintana Roo, 
que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto AVGM/QROO/AC01/SESESP/031, que permita 
dar cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las declaratorias de 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO FEDERAL POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 
“GOBERNACIÓN”; A TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, 
REPRESENTADA POR SU TITULAR, ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL 
PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, 
REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO, REPRESENTADO POR LA GOBERNADORA DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO, MARÍA ELENA HERMELINDA LEZAMA ESPINOSA, ASISTIDA POR LA SECRETARIA DE GOBIERNO, 
MARÍA CRISTINA TORRES GÓMEZ; EL SECRETARIO DE FINANZAS Y PLANEACIÓN, EUGENIO SEGURA VÁZQUEZ, 
Y POR EL SECRETARIO EJECUTIVO DEL SECRETARIADO EJECUTIVO DEL SISTEMA ESTATAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE, ADRÍAN 
MARTÍNEZ ORTEGA, ASÍ COMO LA TITULAR DEL CENTRO ESTATAL DE PREVENCIÓN SOCIAL DEL DELITO Y 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RECEPTORA, VIRGINIA CABRERA RAMÍREZ; A 
QUIENES EN LO SUCESIVO Y PARA LOS EFECTOS DEL PRESENTE INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ EL 
“GOBIERNO DEL ESTADO”; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS 
PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), establece en su 
Título II. “Modalidades de la Violencia”, Capítulo V. "De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres”, que la alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres, detener la violencia en su contra y eliminar las 
desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 25 de la LGAMVLV, corresponde al Gobierno Federal, a 
través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, al respecto notificará la declaratoria al 
Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate, con la finalidad de detenerla y erradicarla a través 
de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por “GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en 
coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

El 1 de junio de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) con el objeto de ejercer las atribuciones que 
la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 
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Que del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en 
el DOF el 28 de noviembre de 2022, se derivan los recursos asignados para la implementación de medidas 
que atiendan los estados y municipios que cuenten con la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (DAVGM), así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario, 
los cuales ascienden a $110,998,792.50 (Ciento diez millones novecientos noventa y ocho mil setecientos 
noventa y dos pesos 50/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberán, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo, 
tanto por grupo específico como por región del país, entidad federativa y municipio; ii) incorporar mecanismos 
periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o 
decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los 
informes trimestrales. 

Aunado a lo anterior, los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), disponen que los subsidios cuyos beneficiarios sean 
los gobiernos de las Entidades Federativas y en su caso; de los municipios, se considerarán devengados  a 
partir de la entrega de los recursos a dichos órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE) los recursos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que 
al cierre del Ejercicio Fiscal de que se trate, no se hayan devengado o que no se encuentren vinculados 
formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 

En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará los recursos previstos en el 
PEF 2023, para que se otorguen y apliquen en las Entidades Federativas y en la Ciudad de México en las que 
se haya decretado la DAVGM, así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario; 
para atender las acciones descritas, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la obtención y 
aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios, para el Ejercicio Fiscal 2023 
(LINEAMIENTOS) publicados en el DOF el 03 de febrero de 2023. 

Por lo anterior, y dada la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social 
contra las mujeres en todo el país, así como coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del 
fenómeno, y en la promoción de los derechos humanos de las mujeres. De conformidad con el Formato 1. 
Solicitud de subsidio de fecha 20 de enero de 2023, suscrito por Adrián Martínez Ortega, en su carácter de 
Secretario Ejecutivo del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de 
Quintana Roo del “GOBIERNO DE ESTADO”, solicitó en tiempo y forma a la CONAVIM recursos federales 
para el acceso a los subsidios destinados para el proyecto: AVGM/QROO/AC01/SESESP/031. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los LINEAMIENTOS, el 
Comité de Evaluación de Proyectos (COMITÉ), determinó viable el proyecto presentado, por lo que se 
autorizó la cantidad de $1,000,000.00 (Un millón de pesos 00/100 M.N.) para la ejecución del proyecto 
AVGM/QROO/AC01/SESESP/031. Dicha situación se notificó a la Entidad Federativa mediante el oficio 
número CONAVIM/CAAEVF/250/2023 de fecha 02 de febrero de 2023. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan su interés de formalizar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 
I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 
I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de los artículos 

90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN); 1o., 2o., fracción 
I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2.  El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3.  La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y del Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional 
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.4.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con facultades para la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5.  Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios”, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00050. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia 
Narvarte Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 
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II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 
II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN; 1, 2, 3 y 4 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, es una Entidad Federativa que 
es parte integrante de la Federación, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su 
régimen interior, constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. La Gobernadora del Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda Lezama Espinosa, cuenta 
con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en 
los artículos 78, 90, fracciones I y XX de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano  de 
Quintana Roo; 1, 2, 3, 8 y 16 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Quintana Roo. 

II.3.  La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres Gómez, cuenta con facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 92 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19, fracción I, 21, 30, 
fracción VII y 31, fracción VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Quintana Roo; 8 y 9, fracción XX del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.4. El Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos 92 y 116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19, 
fracción III, 21, 30, fracción VII y 33, fracción XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Quintana Roo; 2, 5, 9 y 10, Apartado B, fracción IV del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Finanzas y Planeación. 

II.5.  El Secretario Ejecutivo del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública del 
Estado de Quintana Roo, y Titular de la Instancia Local Responsable, Adrián Martínez Ortega, quien 
acredita su personalidad mediante el Nombramiento expedido a su favor por la Gobernadora del 
Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda Lezama Espinosa, de fecha 25 de septiembre de 
2022, y manifiesta que cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 1, 2, 5, 6, fracciones XII y XXIV de la Ley que crea el 
Organismo Público Descentralizado denominado Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de 
Seguridad Pública del Estado de Quintana Roo; 7, fracción I y 47, párrafo segundo de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo, 2 y 3 de la Ley de las Entidades 
de la Administración Pública Paraestatal del Estado de Quintana Roo. 

II.6.  La Titular del Centro Estatal de Prevención Social del Delito y Participación Ciudadana, y Titular de 
la Instancia Local Receptora, Virginia Cabrera Ramírez, quien acredita su personalidad mediante el 
nombramiento expedido a su favor por Adrián Martínez Ortega, Secretario Ejecutivo del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Quintana Roo, de 
fecha 29 de Septiembre de 2022, así como también cuenta con facultades para suscribir el presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en el artículo 9, fracción VII del Acuerdo por 
el que se crea el Centro Estatal de Prevención Social del Delito y Participación Ciudadana del 
Estado de Quintana Roo. 

II.7. Para los efectos del presente instrumento jurídico, tiene como su domicilio el ubicado en Calle 22 de 
enero, número 01, Colonia Chetumal Centro, Código Postal 77000, del Municipio de Othón P. 
Blanco, del Estado de Quintana Roo. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 
III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la 

suscripción de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 
III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y ejecutar 

acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres. 
III.3.  Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 

niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 
justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4.  Consideran como acción para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres, la 
Acción de Coadyuvancia siguiente: 1. Atención. Son las acciones destinadas a la atención de las 
mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se 
encuentran, así como garantizar espacios libres de violencia contra las mujeres, las niñas y la 
protección de las víctimas. 

III.5.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de 
los Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 
PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 

de subsidio para el Proyecto: AVGM/QROO/AC01/SESESP/031, que permita dar cumplimiento a la aplicación 
de recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023; y que se encuadra en la 
siguiente Acción de coadyuvancia: 
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Acción coadyuvante 

1. Atención: Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, 
tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres 
de violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 
Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia, se realizará de conformidad con lo establecido en el Anexo 

Técnico aprobado por el COMITÉ, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 
SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 

anterior, “GOBERNACIÓN” asignará la cantidad de $1,000,000.00 (Un millón de pesos 00/100 M.N.), para el 
Proyecto: AVGM/QROO/AC01/SESESP/031, aprobado por el COMITÉ en la Instalación y Primera Sesión 
Ordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/ISO/115/01022023. 

Los recursos federales se radicarán al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Planeación, en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, aperturada para tal efecto, de 
conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), y la que se 
identifica con los siguientes datos:  

Nombre del Beneficiario:  GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUINTANA ROO 

Nombre del Proyecto:  AVGM/QROO/AC01/SESESP/031 

Nombre de la Institución Financiera:  BANCO AZTECA S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA 
MÚLTIPLE 

Clave Bancaria Estandarizada (CLABE) de 18 
dígitos:  

127180001327948870 

Número de Cuenta Bancaria:  01720132794887 

Tipo de Cuenta:  PRODUCTIVA 

Tipo de Moneda:  MXN PESO MEXICANO 

Número de Sucursal:  0172 TSF CORPORATIVO EKT 

Número de Plaza:  0172 

Fecha de apertura de la Cuenta:  14 DE FEBRERO DE 2023 

 
Es un requisito indispensable para la transferencia de dichos recursos, que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 

haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 
establecido en el numeral Vigésimo sexto de los LINEAMIENTOS. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la LGCG. Por su parte, el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” deberá registrar en su contabilidad los recursos federales recibidos, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas federales y locales aplicables, así como rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, con 
independencia de los que deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 
de los mismos de acuerdo al PEF 2023, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la 
transferencia o la cancelación de los recursos asignados, derivado de las disposiciones administrativas 
presupuestarias ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” cualquier eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 

“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 
facturación que lleve a cabo el “GOBIERNO DEL ESTADO” para la ejecución de los proyectos aprobados, por 
lo que éste se compromete a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 
cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a.  Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 
Proyecto, en términos del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

b.  Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. 

c.  Apegarse a lo establecido en la LGCG, LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en 
materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 
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a.  Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS 
PRIMERA y SEGUNDA, habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en 
términos del numeral Vigésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 

b.  Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 
marco del presente instrumento. 

c.  Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 
que se proporcionarán en el marco del presente instrumento. 

d.  Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; en caso de ser aplicables al Proyecto aprobado. 

QUINTA. COMPROMISOS DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 
LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a.  Destinar, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Planeación, los recursos asignados a través 
de subsidios exclusivamente destinados para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ. 

b.  Devengar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico aprobado por el 
COMITÉ, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

c.  Iniciar las acciones para dar cumplimiento al Proyecto en un plazo no mayor a 15 (quince) días 
naturales, contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la 
cuenta bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

d.  Realizar por conducto del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, las 
acciones, contrataciones y adquisiciones necesarias para la consecución de los fines del Proyecto, 
en estricto apego a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y su 
respectivo Reglamento, así como en la demás normatividad local aplicable en la materia. 

e.  Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica, licencias, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para 
la realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 

f.  Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuente con la documentación legal y administrativa 
que resulte necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 

g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 
cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 
subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 
conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 
aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del Proyecto 
financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i.  Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 
en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de Proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente, por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 
CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto, validada 
por la Secretaría de Finanzas y Planeación, con su debido soporte documental. Dichos informes 
deberán entregarse dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k.  Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 
lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos E015 promover la atención 
y prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l.  En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 15 de enero de 
2024, un Acta de cierre del Proyecto, firmada por el Titular del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Estatal de Seguridad Pública y por el Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, en la que se 
incluyan los datos generales, objetivo y descripción del Proyecto; los antecedentes de la ejecución 
del mismo; los principales compromisos establecidos entre “LAS PARTES”, y el reporte de las 
acciones administrativas que la Entidad Federativa ha llevado a cabo al 31 de diciembre de 2023 
para la correcta ejecución de los recursos otorgados, y demás documentos y requisitos que se 
establecen en el inciso j) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del Proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 
acciones que se realizan a partir del mismo, con el fin de que con dichos datos se puedan generar 
indicadores de proceso, de resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 
página de internet que para ese efecto se habilite. 
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n.  Cumplir y observar en todo momento las disposiciones previstas en la LFPRH y su Reglamento, el 
PEF 2023, y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Convenio de Coordinación y 
Adhesión; y Anexo Técnico correspondiente. 

ñ. Llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de los 
Acuerdos que emita la CONAVIM a través del COMITÉ. 

SEXTA. ENLACES. Para el adecuado desarrollo y seguimiento de las acciones del Proyecto, que deriven 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y de sus Anexos Técnicos, “LAS PARTES” designan 
como Enlaces a los siguientes servidores públicos: 

POR “GOBERNACIÓN” 

Nombre: Susana Vanessa Otero González. 

Cargo: Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de la 
Violencia Feminicida. 

Dirección: Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia Narvarte Poniente, 
Demarcación Territorial, Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de 
México. 

Teléfono institucional: 52098800 extensión 30367 

Correo electrónico 

Institucional: 

 

sotero@segob.gob.mx 

POR EL “GOBIERNO DEL ESTADO” 

Nombre: Virginia Cabrera Ramírez 

Cargo: Titular del Centro Estatal de Prevención Social del Delito y Participación 
Ciudadana. 

Dirección: Calle 1° de Mayo, sin número, Colonia Proterritorio, Código Postal 77086, 
Ciudad de Chetumal, Municipio de Othón P. Blanco, Estado de Quintana Roo. 

Teléfono Institucional:  983 83 2 77 72 

Correo electrónico 

Institucional: 

 

vcabrera.cepsqroo@gmail.com 

 

A través de las personas designadas como enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de 
la operación del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. Además, serán las o los responsables 
internos de las actividades encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 
a su vez, designar a las o los servidores públicos del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan 
en las funciones encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias. 

SÉPTIMA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o notificación que se 
deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios señalados en las 
DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen en lo sucesivo, lo deberán 
notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con 10 (diez) días de anticipación. 

OCTAVA. INFORME DE RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública informará a “GOBERNACIÓN” a través de la CONAVIM, 
los avances de la ejecución del Proyecto y del subsidio, en los cuales se deberá reportar el avance en el 
cumplimiento de objetivos y; en su caso, los resultados de las acciones que lleve a cabo de conformidad con 
el presente instrumento, y el inciso h) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS; con su 
debido soporte documental, dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre, a 
partir de la fecha del depósito del recurso al que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión. 

NOVENA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán al “GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ, no 
perderán su carácter de federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, 
comprobación, pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones 
contenidas en la legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta específica, con característica de productiva, a 
la cual se transferirá el subsidio en el Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser reintegrados a la TESOFE, previo a la 
presentación del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las 
disposiciones aplicables. 
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DÉCIMA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 
conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 
a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo del “GOBIERNO DEL 
ESTADO” a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 
resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 

DÉCIMA PRIMERA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
no devengue los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 
31 de diciembre de 2023 deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo dispone el numeral Quincuagésimo 
de los LINEAMIENTOS. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad del “GOBIERNO DEL ESTADO” dar aviso por escrito y solicitar a 
“GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que 
“GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la Entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM original de la 
documentación comprobatoria del reintegro realizado. 

Asimismo, el “GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que 
no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la 
contraparte podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan 
recíprocamente de cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad 
social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 
cuarto de los LINEAMIENTOS, procederá a la cancelación del Proyecto aprobado y; en consecuencia, dará 
por terminado el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará al “GOBIERNO DEL ESTADO” la 
restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores competentes para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública, realice la Auditoría Superior del Estado y/o la Secretaría de la Contraloría 
del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales o locales, así como los particulares que intervengan 
en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este instrumento, serán 
sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que  “LAS 
PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 
de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 
interrupción en la ejecución del Proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEXTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá adicionarse o modificarse en cualquier momento durante su vigencia de común acuerdo entre  “LAS 
PARTES”, mediante Convenios Modificatorios los cuales formarán parte integrante del presente instrumento, y 
surtirán efectos a partir de la fecha de su suscripción, los cuales deberán ser publicados en el DOF y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO” en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles a 
partir de dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a.  Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y; en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b.  En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 
que presente el “GOBIERNO DEL ESTADO”. 
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Para tales efectos, se levantará una minuta en la que se hagan constar las circunstancias específicas que: 
i) se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que; en su caso, procedan. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión entrará en vigor a partir 
del día de su firma y hasta el 31 de diciembre de 2023. Lo anterior, no exime al “GOBIERNO DEL ESTADO” 
de presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados 
a los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA NOVENA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe; por lo que, los conflictos y controversias que llegasen a 
presentar con motivo de su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento, serán resueltos 
de común acuerdo entre “LAS PARTES” a través de los Enlaces a que se refiere la CLÁUSULA SEXTA de 
este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

VIGÉSIMA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, y las demás disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
tratados; (v) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación y Adhesión se 
publicará en el DOF y en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo en un plazo de 60 días hábiles a 
partir de su dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos, y entrará en vigor a partir de 
la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 13 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.-  La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Gobernadora del Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda 
Lezama Espinosa.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres Gómez.- Rúbrica.- El 
Secretario de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez.- Rúbrica.- El Secretario Ejecutivo del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública del Estado de Quintana Roo y Titular de la 
Instancia Local Responsable, Adrián Martínez Ortega.- Rúbrica.- La Titular del Centro Estatal de Prevención 
Social del Delito y Participación Ciudadana y Titular de la Instancia Local Receptora, Virginia Cabrera 
Ramírez.- Rúbrica. 
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ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 
PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 
MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación y Adhesión de fecha 13 de marzo de 
2023 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Gobierno del Estado de Quintana Roo de conformidad 
con el numeral Trigésimo segundo de los Lineamientos para la obtención y aplicación de recursos destinados 
a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género contra las mujeres 
en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023 (LINEAMIENTOS), se estipula lo siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Estado Libre y Soberano de Quintana Roo 

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/QROO/AC01/SESESP/031 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio: 

Atención: Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes 
a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres de 
violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

20 de enero de 2023 

 

Instancia Local Responsable: 

Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública 

 

Instancia Local Receptora: 

Centro Estatal de Prevención Social del Delito y Participación Ciudadana 

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$1,000,000.00 (un millón de pesos 00/100 M.N.) 

 
Monto coparticipación: (En caso de aplicar) 

No aplica 

 
Fecha de inicio del Proyecto: 

01 de Mayo de 2023 

 
Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2023 

30 de octubre de 2023 

 
C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 

En ese sentido, en cumplimiento al Convenio de Coordinación y Adhesión, he tenido a bien designar como 
enlace ante CONAVIM a: 

Nombre: Virginia Cabrera Ramírez 

Cargo: Titular del Centro Estatal de Prevención Social del Delito y Participación 
Ciudadana 

Dirección: Calle 1° de Mayo, sin número, Colonia Proterritorio, Código Postal 77086, 
Ciudad de Chetumal, Municipio de Othón P. Blanco, Estado de Quintana Roo 

Teléfono Institucional:  983 83 2 77 72 

Correo electrónico 

Institucional: 

 

vcabrera.cepsqroo@gmail.com  
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D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

D.1 Justificación 

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública ha calificado por primer año para 
acceder al subsidio para el ejercicio fiscal 2023 con el proyecto: AVGM/QROO/AC01/SESESP/031, mismo 
que tiene como objetivo operar un Modelo de Intervención desagregado en atención y prevención de la 
violencia hacia las mujeres. 

En Quintana Roo, el mecanismo inició en el año de 2015, a partir de la solicitud con procedimiento No. 
AVGM/08/2015, y se estableció en la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres el siete 
de julio de 2017. 

La atención de la violencia de género en Quintana Roo se lleva, de forma integral, mediante un 
mecanismo interinstitucional con el que se aplican acciones emergentes y transversales en los tres órdenes 
de gobierno, orientado a promover la cultura de la igualdad sustantiva y el bienestar social 

Se trabaja con Acciones en el marco del Mecanismo Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres, en 
los que se han creado en los municipios del Estado Grupos Especializados para la Atención de la Violencia 
Familiar y Género los cuales pertenecen a las corporaciones policiales, mediante un Diagnostico se detectó 
que requiere fortalecerse a estos grupos con personal especializado en atención y contención a las víctimas, 
así como que pueda efectuar canalizaciones institucionales y acompañamiento jurídico. Por lo que se requiere 
fortalecer a los municipios de Lázaro Cárdenas, José María Morelos y Felipe Carillo Puerto con Psicólogos y 
licenciados en derecho calificados y capacitados, para que puedan proporcionar atenciones optimas a las 
Víctimas de Violencia familiar y de Género, así mismo se requiere fortalecer con herramientas técnicas y 
equipamiento al personal. 

Medida de Atención Acción Coadyuvante Objetivo General 

Crear y/o fortalecer las agrupaciones 

estatales, municipales o mixtas 

especializadas en seguridad pública, 

así como células municipales de 

reacción inmediata. 

Estas agrupaciones deberán integrarse 

multidisciplinariamente, actuar 

coordinadamente entre ellas y otros 

actores estratégicos, y su personal 

deberá estar capacitado y contar con 

los recursos materiales suficientes para 

ejecutar sus funciones con perspectiva 

de género. 

(DAVGM) 

Atención: Son las acciones destinadas 

a la atención de las mujeres y las niñas 

y las adolescentes, tendientes a 

disminuir las condiciones de riesgo en 

el que se encuentran, así como 

garantizar espacios libres de violencia 

contra las mujeres, las niñas y la 

protección de las víctimas.  

Fortalecer a las agrupaciones 

municipales, especializadas en 

atención a la violencia familiar y de 

género (GEAVIG), de 3 municipios del 

Estado de Quintana Roo. Para 

contribuir a la disminución de la 

violencia contra las mujeres por medio 

de personal especializado para 

identificar, canalizar y dar seguimiento 

a mujeres y niñas en situación de 

violencia de género. 

Guiarlas hacia la recuperación integral, 

con la ayuda y el apoyo de un equipo 

multidisciplinario con conocimientos de 

prevención y atención de la violencia. 

 

d.2 Metodología 

Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

Servicio Integral para contratar a 

7 profesionistas con experiencia 

de trabajo, que cuenten con 

licenciatura en Psicología y 

Derecho, para brindar atención, 

asesoría orientación o en su caso 

vinculación con instituciones para 

atención y seguimiento. 

Fortalecer a los GEAVIG y así 

contribuir con la reducción de la 

violencia en mujeres y niñas.  

Contratación de Servicio 

integral para contratar a 

personas profesionistas en 

la rama de psicología y 

derecho, para fortalecer a 

los GEAVIG (Grupos 

Especializados en Atención 

a la Violencia Familiar y de 

Género) para brindar 

atención, resguardo y 

canalización a mujeres y 

niñas víctimas de violencia. 

Número de personas 

contratadas 

Número de atenciones 

Número de personas que 

se canalizan. 

-Informe de resultados 

-Contrato de prestación de 

servicios 

-Memoria fotográfica. 
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D.2.1 Pasos a desarrollar 

Paso Descripción 

1  Contratación de Servicio Integral 

 Se contratará a 7 profesionistas con licenciatura en derecho y psicología 

 Se fortalecerá a los Grupos especializados en atención a la violencia familiar y de género de 3 
municipios para el cumplimiento de sus funciones. 

2  Una vez detectados los casos de violencia de género en mujeres y niñas, se procederá al primer 
contacto, para resolver las situaciones más apremiantes e inmediatas de las mujeres y niñas, serán 
atendidas y/o canalizadas de a las instancias correspondientes para recibir, contención, apoyo y/o 
resguardo. 

3  Se fortalecerá la vinculación interinstitucional a través de la creación de flujogramas de actuación 
basados en las características institucionales de las municipalidades y del Estado, así como de los 
protocolos de actuación el atención víctimas. 

 

D.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 

 
 

D.4 Actores estratégicos 

No. Actor Tipo de participación 

1 Policías Municipales  Vinculación para la realización del proyecto 

 

D.5 Identificación de riesgos y cómo afrontarlos 

Riesgo Medidas de afrontamiento 

Falta de suficiencia presupuestal Gestionar otros fondos para actividades complementarias 

Activación de la Alerta epidemiológico 
Adopción de las medidas sanitarias pertinentes para la 
ejecución del proyecto 
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D.6 Cronograma de actividades y gasto 

 
 

D.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 
proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 
elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas 

Tipo de perfil requerido: 

Áreas de  
Especialización 

Años de Experiencia 
Mínima Requerida 

Grado o Nivel de 
Especialización 

Número de Personas  a Contratar 

Derecho 1 año Licenciatura  

Geografía 1 año Licenciatura  

Antropología Social 1 año Licenciatura  

Criminología 1 año Licenciatura  

Sociología 1 año Licenciatura  

Psicología 1 año Licenciatura  

Trabajo Social 1 año Licenciatura  

 

Otro tipo de perfil requerido: 

D.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar las personas morales que realizarán el proyecto. 

Perfil 
Años de Experiencia  

Mínima Requerida 
Grado o Nivel de 
Especialización 

Especifique el 
Grado o Nivel 

Número de 
Personas  a 

Contratar 

Proveedor 2 años Elija un elemento. 

-Perspectiva de 
género 

-Derechos 
Humanos 

Proveedor 

 

Esquema de Contratación: 

 
 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal firman el Anexo Técnico en cuatro 
ejemplares, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS, para la realización del 
Proyecto AVGM/QROO/AC01/SESESP/031 en la Ciudad de México el día 13 del mes de marzo de 2023.-  
Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús 
Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las 
Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Gobernadora del Estado de 
Quintana Roo, María Elena Hermelinda Lezama Espinosa.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, María 
Cristina Torres Gómez.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez.- 
Rúbrica.- El Secretario Ejecutivo del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública del 
Estado de Quintana Roo y Titular de la Instancia Local Responsable, Adrián Martínez Ortega.- Rúbrica.-  La 
Titular del Centro Estatal de Prevención Social del Delito y Participación Ciudadana y Titular de la Instancia 
Local Receptora, Virginia Cabrera Ramírez.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave, que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto 
AVGM/VER/AC04/FGE/058, que permita dar cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las acciones 
de coadyuvancia para las declaratorias de Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y 
Municipios para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.-
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO FEDERAL POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 
“GOBERNACIÓN”; A TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, 
REPRESENTADA POR SU TITULAR, ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL 
PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, 
REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL 
ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE, REPRESENTADO POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, 
CUITLÁHUAC GARCÍA JIMÉNEZ, ASISTIDO POR EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ERIC PATROCINIO CISNEROS 
BURGOS; EL SECRETARIO DE FINANZAS Y PLANEACIÓN, JOSÉ LUIS LIMA FRANCO, Y POR LA FISCALÍA GENERAL 
DEL ESTADO DE VERACRUZ Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE E INSTANCIA LOCAL 
RECEPTORA, VERÓNICA HERNÁNDEZ GIADÁNS; A QUIENES EN LO SUCESIVO Y PARA LOS EFECTOS DEL 
PRESENTE INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ EL “GOBIERNO DEL ESTADO”; A QUIENES ACTUANDO DE 
MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), establece en su 
Título II. “Modalidades de la Violencia”, Capítulo V. "De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres”, que la alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres, detener la violencia en su contra y eliminar las 
desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 25 de la LGAMVLV, corresponde al Gobierno Federal, a 
través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, al respecto notificará la declaratoria al 
Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate, con la finalidad de detenerla y erradicarla a través 
de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por “GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en 
coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

El 1 de junio de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) con el objeto de ejercer las atribuciones que 
la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 

Que del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en 
el DOF el 28 de noviembre de 2022, se derivan los recursos asignados para la implementación de medidas 
que atiendan los estados y municipios que cuenten con la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (DAVGM), así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario, 
los cuales ascienden a $110,998,792.50 (Ciento diez millones novecientos noventa y ocho mil setecientos 
noventa y dos pesos 50/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberán, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo, 
tanto por grupo específico como por región del país, entidad federativa y municipio; ii) incorporar mecanismos 
periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o 
decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los 
informes trimestrales. 

Aunado a lo anterior, los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), disponen que los subsidios cuyos beneficiarios sean 
los gobiernos de las Entidades Federativas y en su caso; de los municipios, se considerarán devengados a 
partir de la entrega de los recursos a dichos órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE) los recursos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que 
al cierre del Ejercicio Fiscal de que se trate, no se hayan devengado o que no se encuentren vinculados 
formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 
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En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará los recursos previstos en el 
PEF 2023, para que se otorguen y apliquen en las Entidades Federativas y en la Ciudad de México en las que 
se haya decretado la DAVGM, así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario; 
para atender las acciones descritas, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la obtención y 
aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios, para el Ejercicio Fiscal 2023 
(LINEAMIENTOS) publicados en el DOF el 03 de febrero de 2023. 

Por lo anterior, y dada la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social 
contra las mujeres en todo el país, así como coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del 
fenómeno, y en la promoción de los derechos humanos de las mujeres. De conformidad con el Formato 1. 
Solicitud de subsidio de fecha 20 de enero de 2023, suscrito por Verónica Hernández Giadáns en su carácter 
de Fiscal General del Estado de Veracruz del “GOBIERNO DE ESTADO”, solicitó en tiempo y forma a la 
CONAVIM recursos federales para el acceso a los subsidios destinados para el proyecto: 
AVGM/VER/AC04/FGE/058. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los LINEAMIENTOS, el 
Comité de Evaluación de Proyectos (COMITÉ), determinó viable el proyecto presentado, por lo que se 
autorizó la cantidad de $2,000,000.00 (Dos millones de pesos 00/100 M.N.) para la ejecución del proyecto 
AVGM/VER/AC04/FGE/058. Dicha situación se notificó a la Entidad Federativa mediante el oficio número 
CONAVIM/CAAEVF/277/2023 de fecha 02 de febrero de 2023. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan su interés de formalizar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de los artículos 
90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN); 1o., 2o., fracción 
I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2.  El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3. La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y del Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional 
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.4.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con facultades para la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios”, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00074. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia 
Narvarte Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 

II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN; 1 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, es un Estado libre y soberano en 
todo lo concerniente a su régimen interior y forma parte integrante de la Federación. 

II.2. Que el Poder Ejecutivo del Estado conforma y constituye parte integrante del Gobierno del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, cuyo ejercicio se deposita en el Gobernador del Estado, Cuitláhuac 
García Jiménez, quien cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 42 y 49, fracciones V, XVII y XXIII de la Constitución 
Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 8 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

II.3.  El Titular de la Secretaría de Gobierno, Eric Patrocinio Cisneros Burgos, cuenta con facultades para 
suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 50, 
primero y quinto párrafo de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 9, 
fracción I, 12, fracciones I, II, VI y 17 y 18, fracción XXX de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 1 y 15, fracciones XXXV y XXXVI del Reglamento Interior 
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de la Secretaría de Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, y el Acuerdo por el que 
se autoriza al Titular de la Secretaría de Gobierno, a celebrar Acuerdos y Convenios en el ámbito de 
su competencia, conforme a la normatividad aplicable, folio 2755, publicado en la Gaceta Oficial, 
Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, el 12 de diciembre de 2018, 
Tomo CXCVIII, Núm. Ext. 496. 

II.4. El Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, José Luis Lima Franco, cuenta con facultades 
para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 50, 
primero y quinto párrafos de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 9, 
fracción III, 12, fracciones I, II, VI y VII, 19 y 20, fracción XLII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 2 y 14, fracción XXX del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Finanzas y Planeación y el Acuerdo por el que se autoriza al Titular de la Secretaría de 
Finanzas y Planeación, a celebrar Acuerdos y Convenios en el ámbito de su competencia, folio 2722, 
publicado en la Gaceta Oficial, Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 
el 6 de diciembre de 2018, Tomo CXCVIII, el Núm. Ext. 488. 

II.5.  La Titular de la Fiscalía General del Estado de Veracruz y Titular de la Instancia Local Responsable e 
Instancia Local Receptora, Verónica Hernández Giadáns, cuenta con facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 21 y 116, fracción 
IX, de la CONSTITUCIÓN; 52, 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave; 1, 2, párrafo primero, 15, 26, 30, fracción XXIII, y 31 de la Ley Número 546 
Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 1, 3, 8, 17, 19 y 20 
del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave. 

II.6. Para los efectos del presente instrumento jurídico, tiene como su domicilio el ubicado en Avenida 
Xalapa, número 301, Colonia Unidad del Bosque Pensiones, Código Postal 91017, Municipio de 
Xalapa, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la suscripción 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y ejecutar 
acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres. 

III.3.  Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 
niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 
justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4.  Consideran como acción para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres, la 
Acción de Coadyuvancia siguiente: 4. Justicia. Son las acciones y medidas destinadas a fortalecer la 
investigación, que proporcione elementos para sancionar con perspectiva de género y de 
interseccionalidad, delitos y crímenes relacionados con la violencia de género contra las mujeres y 
las niñas para contribuir al acceso a la justicia pronta y expedita. 

III.5.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de 
los Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio para el Proyecto: AVGM/VER/AC04/FGE/058, que permita dar cumplimiento a la aplicación de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023; y que se encuadra en la siguiente 
Acción de coadyuvancia: 

Acción coadyuvante 

4. Justicia. Son las acciones y medidas destinadas a fortalecer la investigación, que proporcione elementos 
para sancionar con perspectiva de género y de interseccionalidad, delitos y crímenes relacionados con la 
violencia de género contra las mujeres y las niñas para contribuir al acceso a la justicia pronta y expedida. 

 

Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia, se realizará de conformidad con lo establecido en el Anexo 
Técnico aprobado por el COMITÉ, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 
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SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 
anterior, “GOBERNACIÓN” asignará la cantidad de $2,000,000.00 (Dos millones de pesos 00/100 M.N.), para 
el Proyecto: AVGM/VER/AC04/FGE/058, aprobado por el COMITÉ en la Instalación y Primera Sesión 
Ordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/ISO/178/01022023. 

Los recursos federales se radicarán al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Planeación en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, aperturada para tal efecto, de 
conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Nombre del Beneficiario:  GOBIERNO DEL ESTADO DE VERACRUZ 

Nombre del Proyecto: AVGM/VER/AC04/FGE/058 

Nombre de la Institución Financiera:  BANCO SANTANDER (MÉXICO), S.A., INSTITUCIÓN DE 
BANCA MÚLTIPLE. 

GRUPO FINANCIERO SANTANDER. 

Clave Bancaria Estandarizada (CLABE) de 18 
dígitos: 

014840655096698962 

Número de Cuenta Bancaria: 65509669896 

Tipo de Cuenta: CUENTA EMPRESARIAL (PRODUCTIVA) 

Tipo de Moneda: MONEDA NACIONAL (PESOS) 

Número de Sucursal: SUCURSAL PRINCIPAL JALAPA (NÚMERO 4953) 

Número de Plaza: 30001 JALAPA, VERACRUZ. 

Fecha de apertura de la Cuenta:  07 DE FEBRERO DE 2023 

 

Es un requisito indispensable para la transferencia de dichos recursos, que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 
establecido en el numeral Vigésimo sexto de los LINEAMIENTOS. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la LGCG. Por su parte, el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” deberá registrar en su contabilidad los recursos federales recibidos, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas federales y locales aplicables, así como rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, con 
independencia de los que deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 
de los mismos de acuerdo al PEF 2023, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la 
transferencia o la cancelación de los recursos asignados, derivado de las disposiciones administrativas 
presupuestarias ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” cualquier eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 

“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 
facturación que lleve a cabo el “GOBIERNO DEL ESTADO” para la ejecución de los proyectos aprobados, por 
lo que éste se compromete a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 
cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a.  Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 
Proyecto, en términos del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

b.  Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. 

c.  Apegarse a lo establecido en la LGCG, LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en 
materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 

a.  Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS 
PRIMERA y SEGUNDA, habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en 
términos del numeral Vigésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 
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b.  Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 
marco del presente instrumento. 

c.  Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 
que se proporcionarán en el marco del presente instrumento. 

d.  Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; en caso de ser aplicables al Proyecto aprobado. 

QUINTA. COMPROMISOS DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 
LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a.  Destinar, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Planeación, los recursos asignados a través 
de subsidios exclusivamente destinados para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ. 

b.  Devengar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico aprobado por el 
COMITÉ, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

c.  Iniciar las acciones para dar cumplimiento al Proyecto en un plazo no mayor a 15 (quince) días 
naturales, contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la 
cuenta bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

d.  Realizar por conducto de la Fiscalía General del Estado de Veracruz las acciones, contrataciones y 
adquisiciones necesarias para la consecución de los fines del Proyecto, en estricto apego a la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y su respectivo Reglamento, así como 
en la demás normatividad local aplicable en la materia. 

e.  Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica, licencias, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para 
la realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 

f.  Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuente con la documentación legal y administrativa 
que resulte necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 

g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 
cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 
subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 
conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 
aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del Proyecto 
financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i.  Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 
en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de Proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente, por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 
CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto, validada 
por la Secretaría de Finanzas y Planeación, con su debido soporte documental. Dichos informes 
deberán entregarse dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k.  Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 
lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos E015 promover la atención 
y prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l.  En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 15 de enero de 
2024, un Acta de cierre del Proyecto, firmada por el Titular de la Fiscalía General del Estado de 
Veracruz y por el Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, en la que se incluyan los datos 
generales, objetivo y descripción del Proyecto; los antecedentes de la ejecución del mismo; los 
principales compromisos establecidos entre “LAS PARTES”, y el reporte de las acciones 
administrativas que la Entidad Federativa ha llevado a cabo al 31 de diciembre de 2023 para la 
correcta ejecución de los recursos otorgados, y demás documentos y requisitos que se establecen en 
el inciso j) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del Proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 
acciones que se realizan a partir del mismo, con el fin de que con dichos datos se puedan generar 
indicadores de proceso, de resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 
página de internet que para ese efecto se habilite. 
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n.  Cumplir y observar en todo momento las disposiciones previstas en la LFPRH y su Reglamento, el 
PEF 2023, y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Convenio de Coordinación y 
Adhesión; y Anexo Técnico correspondiente. 

ñ. Llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de los 
Acuerdos que emita la CONAVIM a través del COMITÉ. 

SEXTA. ENLACES. Para el adecuado desarrollo y seguimiento de las acciones del Proyecto, que deriven 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y de sus Anexos Técnicos, “LAS PARTES” designan 
como Enlaces a los siguientes servidores públicos: 

POR “GOBERNACIÓN” 

Nombre: Susana Vanessa Otero González. 

Cargo: Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de 
la Violencia Feminicida. 

Dirección: Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia Narvarte Poniente, 
Demarcación Territorial, Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad 
de México. 

Teléfono institucional: 52098800 extensión 30367 

Correo electrónico Institucional: sotero@segob.gob.mx 

POR EL “GOBIERNO DEL ESTADO” 

Nombre: Carlos Orlando del Ángel Domínguez 

Cargo: Coordinador de Subsidios Federales 

Dirección: Circuito Guízar y Valencia número 707, Colonia Reserva Territorial, 
Código Postal 91096, Municipio de Xalapa, Estado de Veracruz. 

Teléfono institucional: 228 841 61 70 extensión 3120 

Correo electrónico Institucional: cdelangel@fiscaliaveracruz.gob.mx 

 

A través de las personas designadas como enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de 
la operación del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. Además, serán las o los responsables 
internos de las actividades encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 
a su vez, designar a las o los servidores públicos del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan 
en las funciones encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias. 

SÉPTIMA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o notificación que se 
deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios señalados en las 
DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen en lo sucesivo, lo deberán 
notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con 10 (diez) días de anticipación. 

OCTAVA. INFORME DE RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto de la Fiscalía 
General del Estado de Veracruz informará a “GOBERNACIÓN” a través de la CONAVIM, los avances de la 
ejecución del Proyecto y del subsidio, en los cuales se deberá reportar el avance en el cumplimiento de 
objetivos y; en su caso, los resultados de las acciones que lleve a cabo de conformidad con el presente 
instrumento, y el inciso h) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS; con su debido soporte 
documental, dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre, a partir de la 
fecha del depósito del recurso al que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión. 

NOVENA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán al “GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ, no 
perderán su carácter de federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, 
comprobación, pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones 
contenidas en la legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta específica, con característica de productiva, a 
la cual se transferirá el subsidio en el Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser reintegrados a la TESOFE, previo a la 
presentación del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las 
disposiciones aplicables. 



Lunes 29 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 
conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 
a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo del “GOBIERNO DEL 
ESTADO” a través de la Fiscalía General del Estado de Veracruz. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 
resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 

DÉCIMA PRIMERA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
no devengue los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 
31 de diciembre de 2023 deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo dispone el numeral Quincuagésimo 
de los LINEAMIENTOS. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad del “GOBIERNO DEL ESTADO” dar aviso por escrito y solicitar a 
“GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que 
“GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la Entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM original de la 
documentación comprobatoria del reintegro realizado. 

Asimismo, el “GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que 
no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la 
contraparte podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan 
recíprocamente de cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad 
social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 
cuarto de los LINEAMIENTOS, procederá a la cancelación del Proyecto aprobado y; en consecuencia, dará 
por terminado el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará al “GOBIERNO DEL ESTADO” la 
restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores competentes para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública, realice la Contraloría General del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales o locales, así como los particulares que intervengan 
en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este instrumento, serán 
sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que  “LAS 
PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 
de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 
interrupción en la ejecución del Proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEXTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá adicionarse o modificarse en cualquier momento durante su vigencia de común acuerdo entre  “LAS 
PARTES”, mediante Convenios Modificatorios los cuales formarán parte integrante del presente instrumento, y 
surtirán efectos a partir de la fecha de su suscripción, los cuales deberán ser publicados en el DOF y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO” en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles a 
partir de dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 
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a.  Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y; en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b.  En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 
que presente el “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Para tales efectos, se levantará una minuta en la que se hagan constar las circunstancias específicas que: 
i) se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que; en su caso, procedan. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión entrará en vigor a partir 
del día de su firma y hasta el 31 de diciembre de 2023. Lo anterior, no exime al “GOBIERNO DEL ESTADO” 
de presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados 
a los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA NOVENA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe; por lo que, los conflictos y controversias que llegasen a 
presentar con motivo de su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento, serán resueltos 
de común acuerdo entre “LAS PARTES” a través de los Enlaces a que se refiere la CLÁUSULA SEXTA de 
este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

VIGÉSIMA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, y las demás disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
tratados; (v) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación y Adhesión se 
publicará en el DOF y en la Gaceta Oficial, Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave en un plazo de 60 días hábiles a partir de su dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos 
Jurídicos, y entrará en vigor a partir de la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 31 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.-  La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador del Estado, Cuitláhuac García Jiménez.- Rúbrica.- El 
Secretario de Gobierno, Eric Patrocinio Cisneros Burgos.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y 
Planeación, José Luis Lima Franco.- Rúbrica.- La Fiscal General del Estado de Veracruz y Titular de la 
Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Verónica Hernández Giadáns.- Rúbrica. 



Lunes 29 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 

PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 

MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación y Adhesión de fecha 31 de marzo de 
2023 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave de conformidad con el numeral Trigésimo segundo de los Lineamientos para la obtención y aplicación 
de recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de 
Género contra las mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023 (LINEAMIENTOS), se 
estipula lo siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/VER/AC04/FGE/058 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio: 

Justicia. Acciones y medidas destinadas a fortalecer la investigación, que proporcione elementos para 
sancionar con perspectiva de género u de interseccionalidad, delitos y crímenes relacionados con la violencia 
de género contra las mujeres y las niñas para contribuir al acceso a la justicia pronta y expedita. 

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

20 de enero de 2023 

 

Instancia Local Responsable: 

Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 

. 

Instancia Local Receptora: 

Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$2,000,000.00 

 

Monto coparticipación:  

No aplica 

 

Fecha de inicio del Proyecto: 

02 de mayo de 2023 

 

Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2023 

31 de octubre de 2023 
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C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 
En ese sentido, en cumplimiento al Convenio de Coordinación y Adhesión, he tenido a bien designar como 

enlace ante CONAVIM a: 

Nombre: Carlos Orlando del Ángel Domínguez 

Cargo: Coordinador de Subsidios Federales 

Dirección:  Circuito Guízar y Valencia número 707, Colonia Reserva Territorial, Código Postal 
91096, Municipio de Xalapa, Veracruz. 

Teléfono institucional: (228) 841 61 70 Extensión: 3120 

Correo Institucional: cdelangel@fiscaliaveracruz.gob.mx 

 
D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 
D.1 Justificación 

Medida de Atención Acción Coadyuvante Objetivo General 

 III. Medida de Justicia 

De conformidad en el articulo 26 
de la Ley General de Acceso, se 
deberá realizar un plan 
individualizado de reparación 
integral del daño respecto a los 
casos de homicidio de mujeres 
y/o feminicidios.  

Justicia. Son las acciones y medidas 
destinadas a fortalecer la investigación, que 
proporcione elementos para sancionar con 
perspectiva de género y de 
interseccionalidad, delitos y crímenes 
relacionados con la violencia de género 
contra las mujeres y las niñas para contribuir 
al acceso a la justicia pronta y expedida 

B. Abatimiento al rezago en carpetas de 
investigación en los delitos de violación 
simple y equiparada, lesiones dolosas, abuso 
sexual, violencia contra la mujer, tentativa de 
feminicidio, feminicidio y homicidio doloso de 
mujeres y niñas. 

Garantizar el acceso a la justicia pronta, 
expedita e imparcial, a las víctimas 
directas o indirectas.  

 
D.2 Metodología 

Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

B. Abatimiento al rezago 
en carpetas de 
investigación en los 
delitos de violación simple 
y equiparada, lesiones 
dolosas, abuso sexual, 
violencia contra la mujer, 
tentativa de feminicidio, 
feminicidio y homicidio 
doloso de mujeres y 
niñas. 

1. Entregar carpetas de 
investigación iniciadas por los 
delitos de violación simple y 
equiparada, lesiones dolosas, 
abuso sexual, violencia contra la 
mujer, tentativa de feminicidio, 
feminicidio y homicidio doloso de 
mujeres y niñas al Personal 
contratado. 

2. Verificar que el Personal 
contratado realice diligencias en las 
carpetas de investigación iniciadas 
por los delitos de violación simple y 
equiparada, lesiones dolosas, 
abuso sexual, violencia contra la 
mujer, tentativa de feminicidio, 
feminicidio y homicidio doloso de 
mujeres y niñas. 

3. Recibir proyectos de 
determinación de las carpetas de 
investigación a la/el Fiscal de 
acuerdo al sentido que 
corresponda, presentados por el 
Personal contratado. 

4. Recibir informe mensual del 
Personal contratado respecto del 
número de carpetas entregadas, 
diligenciadas y determinadas. 

1. Número de carpetas de 
investigación 
entregadas/Número del 
Personal contratado 

2. (Número de carpetas 

de investigación 
diligenciadas / Número de 
carpetas de investigación 
entregadas) x100 

3. (Número de carpetas de 
investigación determinadas 
/ 

Número de carpetas de 
investigación diligenciadas) 
x 100 

4. Número de carpetas de 
investigación 
determinadas/Número de 
Personal contratado 

 

1. Registro general de 
carpetas de investigación 
entregadas al Personal. 

2. Registro general de 
carpetas de investigación 
diligenciadas. 

3. Registro total de 
carpetas de investigación 
determinadas. 

4. Registro mensual de 
asistencia del Personal 
contratado. 
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D.2.1 Pasos a desarrollar 

Paso Descripción 

1 

Entrega de carpetas de investigación por las/los Fiscales Especializados, de carpetas de investigación iniciadas 

por los delitos de violación simple y equiparada, lesiones dolosas, abuso sexual, violencia contra la mujer, 

tentativa de feminicidio, feminicidio y homicidio doloso de mujeres y niñas; y recepción por parte del Personal 

contratado con la finalidad de abatir el rezago de las mismas. 

2 

Recepción de registros mensuales rendidos por el Personal contratado respecto del número de carpetas de 

investigación diligenciadas y determinadas (en el sentido que corresponda), iniciadas por los delitos de violación 

simple y equiparada, lesiones dolosas, abuso sexual, violencia contra la mujer, tentativa de feminicidio, 

feminicidio y homicidio doloso de mujeres y niñas. 

 

D.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 

 

 

D.4 Actores estratégicos 

Actor Tipo de participación 

No aplica No aplica 

 

D.5 Identificación de riegos y cómo afrontarlos 

Riesgo Medidas de afrontamiento 

Dilación por parte del personal contratado en la entrega de 

reportes mensuales para su registro de información. 

Generar mecanismos precisos e idóneos de recolección de 

información. 
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d.6 Cronograma de actividades y gasto 
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D.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 

proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 

elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas 

Tipo de perfil requerido: 

ÁREAS DE 

ESPECIALIZACIÓN 

AÑOS DE EXPERIENCIA 

MÍNIMA REQUERIDA 

GRADO O NIVEL DE 

ESPECIALIZACIÓN 

NÚMERO DE PERSONAS 

A CONTRATAR 

Ciencias Jurídicas 1 AÑO Licenciatura 13 

Otro No Aplica Especifique en la Siguiente Sección 

 

TRO TIPO DE PERFIL REQUERIDO: 

d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar las personas morales que realizarán el proyecto. 

PERFIL 
AÑOS DE EXPERIENCIA 

MÍNIMA REQUERIDA 

GRADO O NIVEL DE 

ESPECIALIZACIÓN 

ESPECIFIQUE EL 

GRADO O NIVEL 

NÚMERO DE 

PERSONAS A 

CONTRATAR 

No aplica Elija un elemento. Elija un elemento.   

 

ESQUEMA DE CONTRATACIÓN: 

 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal firman el Anexo Técnico en cuatro 

ejemplares, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS, para la realización del 

Proyecto AVGM/VER/AC04/FGE/058, en la Ciudad de México a 31 de marzo de 2023.- Por Gobernación: el 

Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 

Rúbrica.- La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 

Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador del Estado, Cuitláhuac García 

Jiménez.- Rúbrica.- El Secretario de Gobierno, Eric Patrocinio Cisneros Burgos.- Rúbrica.- El Secretario de 

Finanzas y Planeación, José Luis Lima Franco.- Rúbrica.- La Fiscal General del Estado de Veracruz y Titular 

de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Verónica Hernández Giadáns.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave, que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto 
AVGM/VER/AC01/CEAIV/033, que permita dar cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las 
acciones de coadyuvancia para las declaratorias de Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y 
Municipios para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.-
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO FEDERAL POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 
“GOBERNACIÓN”; A TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, 
REPRESENTADA POR SU TITULAR, ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL 
PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, 
REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL 
ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE, REPRESENTADO POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, 
CUITLÁHUAC GARCÍA JIMÉNEZ, ASISTIDO POR EL SECRETARIO DE GOBIERNO, ERIC PATROCINIO CISNEROS 
BURGOS, EL SECRETARIO DE FINANZAS Y PLANEACIÓN, JOSÉ LUIS LIMA FRANCO, Y POR EL COMISIONADO 
EJECUTIVO DE LA COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS Y TITULAR DE LA 
INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE E INSTANCIA LOCAL RECEPTORA, CHRISTIAN CARRILLO RÍOS; A QUIENES EN 
LO SUCESIVO Y PARA LOS EFECTOS DEL PRESENTE INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ EL “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR 
DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), establece en su 
Título II. “Modalidades de la Violencia”, Capítulo V. "De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres”, que la alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres, detener la violencia en su contra y eliminar las 
desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 25 de la LGAMVLV, corresponde al Gobierno Federal, a 
través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, al respecto notificará la declaratoria al 
Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate, con la finalidad de detenerla y erradicarla a través 
de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por “GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en 
coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

El 1 de junio de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) con el objeto de ejercer las atribuciones que 
la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 

Que del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en 
el DOF el 28 de noviembre de 2022, se derivan los recursos asignados para la implementación de medidas 
que atiendan los estados y municipios que cuenten con la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (DAVGM), así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario, 
los cuales ascienden a $110,998,792.50 (Ciento diez millones novecientos noventa y ocho mil setecientos 
noventa y dos pesos 50/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberán, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo, 
tanto por grupo específico como por región del país, entidad federativa y municipio; ii) incorporar mecanismos 
periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o 
decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los 
informes trimestrales. 

Aunado a lo anterior, los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), disponen que los subsidios cuyos beneficiarios sean 
los gobiernos de las Entidades Federativas y en su caso; de los municipios, se considerarán devengados a 
partir de la entrega de los recursos a dichos órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE) los recursos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que 
al cierre del Ejercicio Fiscal de que se trate, no se hayan devengado o que no se encuentren vinculados 
formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 



Lunes 29 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

 

En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará los recursos previstos en el 
PEF 2023, para que se otorguen y apliquen en las Entidades Federativas y en la Ciudad de México en las que 
se haya decretado la DAVGM, así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario; 
para atender las acciones descritas, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la obtención y 
aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios, para el Ejercicio Fiscal 2023 
(LINEAMIENTOS) publicados en el DOF el 03 de febrero de 2023. 

Por lo anterior, y dada la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social 
contra las mujeres en todo el país, así como coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del 
fenómeno, y en la promoción de los derechos humanos de las mujeres. De conformidad con el Formato 1. 
Solicitud de subsidio de fecha 18 de enero de 2023, suscrito por Christian Carrillo Ríos en su carácter de 
Comisionado Ejecutivo de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas del “GOBIERNO DE 
ESTADO”, solicitó en tiempo y forma a la CONAVIM recursos federales para el acceso a los subsidios 
destinados para el proyecto: AVGM/VER/AC01/CEAIV/033. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los LINEAMIENTOS, el 
Comité de Evaluación de Proyectos (COMITÉ), determinó viable el proyecto presentado, por lo que se 
autorizó la cantidad de $1,762,500.00 (Un millón setecientos sesenta y dos mil quinientos pesos 00/100 M.N.) 
para la ejecución del proyecto AVGM/VER/AC01/CEAIV/033. Dicha situación se notificó a la Entidad 
Federativa mediante el oficio número CONAVIM/CAAEVF/252/2023 de fecha 02 de febrero de 2023. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan su interés de formalizar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de los artículos 
90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN); 1o., 2o., fracción 
I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2.  El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3.  La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y del Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional 
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.4.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con facultades para la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5.  Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios”, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00072. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia 
Narvarte Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 

II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN; 1 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, es un Estado libre y soberano en 
todo lo concerniente a su régimen interior y forma parte integrante de la Federación. 

II.2. Que el Poder Ejecutivo del Estado conforma y constituye parte integrante del Gobierno del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave, cuyo ejercicio se deposita en el Gobernador del Estado, Cuitláhuac 
García Jiménez, quien, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 42 y 49, fracciones V, XVII y XXIII de la Constitución 
Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 8 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
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II.3.  El Titular de la Secretaría de Gobierno, Eric Patrocinio Cisneros Burgos, cuenta con facultades para 
suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 50, 
primero y quinto párrafos de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 9, 
fracción I, 12, fracciones I, II, VI y 17 y 18, fracción XXX de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 1 y 15, fracciones XXXV y XXXVI del Reglamento Interior 
de la Secretaría de Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, y el Acuerdo por el que 
se autoriza al Titular de la Secretaría de Gobierno, a celebrar Acuerdos y Convenios en el ámbito de 
su competencia, conforme a la normatividad aplicable, folio 2755, publicado en la Gaceta Oficial, 
Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, el 12 de diciembre de 2018, 
Tomo CXCVIII, Núm. Ext. 496. 

II.4. El Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, José Luis Lima Franco, cuenta con facultades 
para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 50, 
primero y quinto párrafos de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, 9, 
fracción III, 12, fracciones I, II, VI y VII, 19 y 20, fracción XLII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 2 y 14, fracción XXX del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Finanzas y Planeación; y el Acuerdo por el que se autoriza al Titular de la Secretaría 
de Finanzas y Planeación, a celebrar Acuerdos y Convenios en el ámbito de su competencia, folio 
2722, publicado en la Gaceta Oficial, Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, el 6 de diciembre de 2018, Tomo CXCVIII, el Núm. Ext. 488. 

II.5.  El Comisionado Ejecutivo de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas y Titular 
de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Christian Carrillo Ríos, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos los artículos 20 c) y 116 de la CONSTITUCIÓN; 67, de la Constitución Política del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave; 35 de la Ley General de Victimas; 1, 2, 7, 11, 83, 95, 99 fracción IX y 
el tercer transitorio de la Ley 259 de Víctimas para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

II.6. Para los efectos del presente instrumento jurídico, tiene como su domicilio el ubicado en Avenida 
Xalapa, número 301, Colonia Unidad del Bosque Pensiones, Código Postal 91017, Municipio de 
Xalapa, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la suscripción 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y ejecutar 
acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres. 

III.3.  Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 
niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 
justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4.  Consideran como acción para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres, la 
Acción de Coadyuvancia siguiente: 1. Atención. Son las acciones destinadas a la atención de las 
mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se 
encuentran, así como garantizar espacios libres de violencia contra las mujeres, las niñas y la 
protección de las víctimas. 

III.5.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de 
los Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio para el Proyecto: AVGM/VER/AC01/CEAIV/033, que permita dar cumplimiento a la aplicación de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023; y que se encuadra en la siguiente 
Acción de coadyuvancia: 

Acción coadyuvante 

1. Atención. Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, 
tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres 
de violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 

Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia, se realizará de conformidad con lo establecido en el Anexo 
Técnico aprobado por el COMITÉ, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 
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SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 
anterior, “GOBERNACIÓN” asignará la cantidad de $1,762,500.00 (Un millón setecientos sesenta y dos mil 
quinientos pesos 00/100 M.N.), para el Proyecto: AVGM/VER/AC01/CEAIV/033, aprobado por el COMITÉ en 
la Instalación y Primera Sesión Ordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/ISO/148/01022023. 

Los recursos federales se radicarán al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Planeación en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, aperturada para tal efecto, de 
conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Nombre del Beneficiario: GOBIERNO DEL ESTADO DE VERACRUZ 

Nombre del Proyecto: AVGM/VER/AC01/CEAIV/033 

Nombre de la Institución Financiera: BANCO DEL BAJÍO S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA 
MÚLTIPLE  

Clave Bancaria Estandarizada (CLABE) de 18 dígitos: 030840900034612082 

Número de Cuenta Bancaria: 90003461208 

Tipo de Cuenta:  MAESTRA (PRODUCTIVA) 

Tipo de Moneda: MONEDA NACIONAL PESOS 

Número de Sucursal: 0241-XALAPA 

Número de Plaza: XALAPA 

Fecha de apertura de la Cuenta: 09 DE FEBRERO DE 2023 

 

Es un requisito indispensable para la transferencia de dichos recursos, que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 
establecido en el numeral Vigésimo sexto de los LINEAMIENTOS. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la LGCG. Por su parte, el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” deberá registrar en su contabilidad los recursos federales recibidos, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas federales y locales aplicables, así como rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, con 
independencia de los que deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 
de los mismos de acuerdo al PEF 2023, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la 
transferencia o la cancelación de los recursos asignados, derivado de las disposiciones administrativas 
presupuestarias ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” cualquier eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 

“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 
facturación que lleve a cabo el “GOBIERNO DEL ESTADO” para la ejecución de los proyectos aprobados, por 
lo que éste se compromete a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 
cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, “LAS 
PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a.  Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 
Proyecto, en términos del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

b.  Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. 

c.  Apegarse a lo establecido en la LGCG, LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en 
materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 

a.  Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS 
PRIMERA y SEGUNDA, habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en 
términos del numeral Vigésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 

b.  Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 
marco del presente instrumento. 
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c.  Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 
que se proporcionarán en el marco del presente instrumento. 

d.  Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; en caso de ser aplicables al Proyecto aprobado. 

QUINTA. COMPROMISOS DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 
LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a.  Destinar, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Planeación, los recursos asignados a través 
de subsidios exclusivamente destinados para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ. 

b.  Devengar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico aprobado por el 
COMITÉ, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

c.  Iniciar las acciones para dar cumplimiento al Proyecto en un plazo no mayor a 15 (quince) días 
naturales, contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la 
cuenta bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

d.  Realizar por conducto de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas las acciones, 
contrataciones y adquisiciones necesarias para la consecución de los fines del Proyecto, en estricto 
apego a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y su respectivo 
Reglamento, así como en la demás normatividad local aplicable en la materia. 

e.  Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica, licencias, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para 
la realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 

f.  Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuente con la documentación legal y administrativa 
que resulte necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 

g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 
cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 
subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 
conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 
aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del Proyecto 
financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i.  Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 
en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de Proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente, por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 
CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto, validada 
por la Secretaría de Finanzas y Planeación, con su debido soporte documental. Dichos informes 
deberán entregarse dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k.  Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 
lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos E015 promover la atención 
y prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l.  En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 15 de enero de 
2024, un Acta de cierre del Proyecto, firmada por el Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención Integral a Víctimas y por el Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, en la que se 
incluyan los datos generales, objetivo y descripción del Proyecto; los antecedentes de la ejecución 
del mismo; los principales compromisos establecidos entre “LAS PARTES”, y el reporte de las 
acciones administrativas que la Entidad Federativa ha llevado a cabo al 31 de diciembre de 2023 
para la correcta ejecución de los recursos otorgados, y demás documentos y requisitos que se 
establecen en el inciso j) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del Proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 
acciones que se realizan a partir del mismo, con el fin de que con dichos datos se puedan generar 
indicadores de proceso, de resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 
página de internet que para ese efecto se habilite. 

n.  Cumplir y observar en todo momento las disposiciones previstas en la LFPRH y su Reglamento, el 
PEF 2023, y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Convenio de Coordinación y 
Adhesión; y Anexo Técnico correspondiente. 

ñ. Llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de los 
Acuerdos que emita la CONAVIM a través del COMITÉ. 
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SEXTA. ENLACES. Para el adecuado desarrollo y seguimiento de las acciones del Proyecto, que deriven 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y de sus Anexos Técnicos, “LAS PARTES” designan 
como Enlaces a los siguientes servidores públicos: 

POR “GOBERNACIÓN” 

Nombre: Susana Vanessa Otero González. 

Cargo: Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de la 
Violencia Feminicida. 

Dirección: Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia Narvarte Poniente, 
Demarcación Territorial, Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de 
México. 

Teléfono institucional: 52098800 extensión 30367 

Correo electrónico Institucional: sotero@segob.gob.mx 

POR EL “GOBIERNO DEL ESTADO” 

Nombre: Berenice Maqueo Acosta 

Cargo: Jefa de Oficina de Atención Psicológica 

Dirección: Calle Veracruz número 44, Colonia Fraccionamiento Pomona, Código 
Postal 91040, Municipio de Xalapa, Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave. 

Teléfono institucional: 228 8172341 extensión 103 

Correo electrónico Institucional: avgm.ceeaiv@gmail.com  

 

A través de las personas designadas como enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de 
la operación del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. Además, serán las o los responsables 
internos de las actividades encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 
a su vez, designar a las o los servidores públicos del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan 
en las funciones encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias. 

SÉPTIMA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o notificación que se 
deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios señalados en las 
DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen en lo sucesivo, lo deberán 
notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con 10 (diez) días de anticipación. 

OCTAVA. INFORME DE RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto de la Comisión 
Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas informará a “GOBERNACIÓN” a través de la CONAVIM, los 
avances de la ejecución del Proyecto y del subsidio, en los cuales se deberá reportar el avance en el 
cumplimiento de objetivos y; en su caso, los resultados de las acciones que lleve a cabo de conformidad con 
el presente instrumento, y el inciso h) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS; con su 
debido soporte documental, dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre, a 
partir de la fecha del depósito del recurso al que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión. 

NOVENA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán al “GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ, no 
perderán su carácter de federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, 
comprobación, pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones 
contenidas en la legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta específica, con característica de productiva, a 
la cual se transferirá el subsidio en el Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser reintegrados a la TESOFE, previo a la 
presentación del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las 
disposiciones aplicables. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 
conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 
a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo del “GOBIERNO DEL 
ESTADO” a través de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 
resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 
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DÉCIMA PRIMERA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
no devengue los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 
31 de diciembre de 2023 deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo dispone el numeral Quincuagésimo 
de los LINEAMIENTOS. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad del “GOBIERNO DEL ESTADO” dar aviso por escrito y solicitar a 
“GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que 
“GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la Entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM original de la 
documentación comprobatoria del reintegro realizado. 

Asimismo, el “GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que 
no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la 
contraparte podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan 
recíprocamente de cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad 
social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 
cuarto de los LINEAMIENTOS, procederá a la cancelación del Proyecto aprobado y; en consecuencia, dará 
por terminado el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará al “GOBIERNO DEL ESTADO” la 
restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores competentes para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública, realice la Contraloría General del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales o locales, así como los particulares que intervengan 
en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este instrumento, serán 
sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que “LAS 
PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 
de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 
interrupción en la ejecución del Proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEXTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá adicionarse o modificarse en cualquier momento durante su vigencia de común acuerdo entre “LAS 
PARTES”, mediante Convenios Modificatorios los cuales formarán parte integrante del presente instrumento, y 
surtirán efectos a partir de la fecha de su suscripción, los cuales deberán ser publicados en el DOF y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO” en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles a 
partir de dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a.  Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y; en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b.  En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 
que presente el “GOBIERNO DEL ESTADO”. 
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Para tales efectos, se levantará una minuta en la que se hagan constar las circunstancias específicas que: 
i) se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que; en su caso, procedan. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión entrará en vigor a partir 
del día de su firma y hasta el 31 de diciembre de 2023. Lo anterior, no exime al “GOBIERNO DEL ESTADO” 
de presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados 
a los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA NOVENA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe; por lo que, los conflictos y controversias que llegasen a 
presentar con motivo de su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento, serán resueltos 
de común acuerdo entre “LAS PARTES” a través de los Enlaces a que se refiere la CLÁUSULA SEXTA de 
este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

VIGÉSIMA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, y las demás disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
tratados; (v) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación y Adhesión se 
publicará en el DOF y en la Gaceta Oficial, Órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave en un plazo de 60 días hábiles a partir de su dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos 
Jurídicos, y entrará en vigor a partir de la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 31 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador del Estado, Cuitláhuac García Jiménez.- Rúbrica.- El 
Secretario de Gobierno, Eric Patrocinio Cisneros Burgos.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y 
Planeación, José Luis Lima Franco.- Rúbrica.- El Comisionado Ejecutivo de la Comisión Ejecutiva Estatal de 
Atención Integral a Víctimas y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, 
Christian Carrillo Ríos.- Rúbrica. 
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ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 

PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 

MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación y Adhesión de fecha 31 de marzo de 
2023 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave de conformidad con el numeral Trigésimo segundo de los Lineamientos para la obtención y aplicación 
de recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de 
Género contra las mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023 (LINEAMIENTOS), se 
estipula lo siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave 

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/VER/AC01/CEAIV/033 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio: 

Atención. Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes 
a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres de 
violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

18 de enero de 2023 

 

Instancia Local Responsable: 

Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas 

 

Instancia Local Receptora: 

Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas  

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$1,762,500.00 (Un Millón setecientos sesenta y dos mil quinientos pesos 00/100 M.N.) 

 

Monto coparticipación: 

No aplica 

 

Fecha de inicio del Proyecto: 

01 de mayo de 2023 

 

Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2023 

31 de diciembre de 2023 
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C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 

En ese sentido, en cumplimiento al Convenio de Coordinación y Adhesión, he tenido a bien designar como 
enlace ante CONAVIM a: 

Nombre: Berenice Maqueo Acosta 

Cargo: Jefa de Oficina de Atención Psicológica 

Dirección: Calle Veracruz número 44, Colonia Fraccionamiento Pomona, Código 
Postal 91040, Municipio de Xalapa, Estado de Veracruz de Ignacio de 
la Llave. 

Teléfono institucional: 228 8172341 extensión 103 

Correo electrónico Institucional: avgm.ceeaiv@gmail.com  

 

D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

En la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas (CEEAIV), el objetivo a cumplir es otorgar 
atención oportuna, digna e integral a las víctimas directas e indirectas del delito, garantizar y respetar el 
ejercicio efectivo de sus derechos, a través de acciones y mecanismos en conjunto con las instituciones 
federales, estatales y municipales, para la protección y el respeto a los derechos constitucionales de las 
víctimas. Lo anterior, con la colaboración de equipos multidisciplinarios que desde un marco referencial que 
parte del enfoque psicosocial, la perspectiva de género y el respeto a los Derechos Humanos articulan sus 
esfuerzos para otorgar medidas de rehabilitación a quienes han sido víctimas de un delito y/o de una violación 
a sus Derechos Humanos. 

El proyecto tiene como objetivo fortalecer la intervención profesional mediante la contratación de 
profesionistas en las áreas de trabajo social y/o gestor intercultural para el desarrollo, psicología y derecho 
con el propósito de allegar los servicios de atención a niñas, adolescentes y mujeres víctimas de violencia con 
el fin de favorecer las condiciones para dar cumplimiento a la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las mujeres por violencia feminicida en la entidad veracruzana. 

Se operará con la contratación inicial de una persona que cubra el perfil de licenciatura en derecho y que 
posea conocimientos de administración, con experiencia comprobable en perspectiva de género, para asumir 
el monitoreo y seguimiento del proyecto, elaboración de informes operativos, administrativos y financieros. Se 
ubicará en las oficinas del Centro de Justicia para las Mujeres radicadas en la capital del estado, en el marco 
del convenio celebrado el 10 de junio del 2020 entre CEEAIV y el CEJUM. El perfil de puesto con funciones de 
coordinación, coadyuvará con el enlace designado para el seguimiento en las acciones comprometidas en el 
programa de trabajo de la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género Feminicida. 

Posteriormente, se emitirá una convocatoria pública la cual será difundida a través de los sitios oficiales de 
la CEEAIV, describirá el perfil de cada profesionista, destacando la experiencia laboral relativa a la 
implementación de la perspectiva de género en su labor, mínimamente por un año, así como experiencia en 
atención a víctimas de violencia. Se proyecta la contratación de tres licenciadas en trabajo social y/o gestor 
intercultural para el desarrollo, tres licenciadas en psicología, tres abogadas, con representación en las 
regiones norte, centro y sur del Estado de Veracruz incorporando su adscripción a los módulos de atención 
existentes de la CEEAIV en los municipios de Poza Rica, Coatzacoalcos y con la creación del módulo en el 
municipio de Tequila para la atención a población indígena. El proceso de selección constará de tres etapas: 
a) recepción de documentación, b) evaluación y c) entrevista. 

Cumplido el proceso de selección y contratación, se proporcionará capacitación interna referente al 
enfoque institucional de atención a víctimas, rutas de atención, vinculación y operativización del servicio. Los 
equipos de trabajo serán conformados en tríadas y se incorporarán a desempeñar labores en los municipios 
de Poza Rica, Tequila y Coatzacoalcos. Con el ejercicio del recurso se adquirirá equipo de cómputo y 
mobiliario para acondicionar los espacios de atención. Con el fin de no generar gastos y adecuarse a la ley de 
austeridad, las instalaciones (oficinas) espacios sedes donde se brindará la atención serán facilitadas por 
otras instituciones como: Poder Judicial del Estado de Veracruz, Institutos Municipales de Mujeres, 
Asociaciones Civiles y Organizaciones No Gubernamentales regionales, entre otros actores sociales 
estratégicos. 

Los municipios seleccionados, están reconocidos en la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las mujeres: dos de ellos urbanos y uno indígena. Son de orden prioritario atender para impactar con 
atenciones integrales en actividades tales: acompañamientos ante Fiscalía General del Estado para 
adolescentes y mujeres a denunciar delitos, atenciones psicológicas individuales y grupales, así como 
gestiones de trabajo social, vinculaciones institucionales en materia de salud, laboral, escolar y acceso a las 
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medidas de ayuda con cargo al Fondo de Ayuda Asistencia y Reparación Integral (FAARI) mediante la 
incorporación al programa de abasto alimentario para víctimas en situación de vulnerabilidad. Con estas 
acciones se contribuye a la restitución del proyecto de vida de las niñas, adolescentes y mujeres en situación 
de violencia, así como abonar en el Programa de Trabajo para dar cumplimiento a la Declaratoria de Alerta de 
Violencia de Género contra las mujeres. 

Por cuanto hace al área de Trabajo social, las actividades a realizar son gestiones ante dependencias de 
los diferentes órdenes de gobierno; suscripción de acuerdos y/o convenios de colaboración para acercar 
servicios sociales básicos, vinculación con la Secretaría de Trabajo y Previsión Social para inscribirlas en el 
Servicio nacional de empleo, incorporación en el padrón de becas Benito Juárez, canalización valoración de 
riesgo frente a la situación de violencia, elaboración de informes de trabajo social para la determinación de las 
medidas de ayuda previstas en la Ley 259, difusión de servicios en instituciones, ferias y jornadas 
interinstitucionales promovidas por gobierno estatal, sistematización de la información. 

En el área de psicología las modalidades de intervención serán individuales y grupales. En el primer caso, 
el enfoque de atención será promovido con base en la psicoterapia breve para la resolución de problemas. En 
el trabajo grupal, se realizarán grupos de encuentro desde el enfoque centrado en la persona, mismos que 
persiguen el objetivo de construir herramientas de autoconocimiento para lograr un fortalecimiento de 
capacidades personales y transitar del estado emocional producido por los efectos de la violencia en su vida. 

El equipo de jurídico, se encargará de proporcionar orientación con enfoque diferenciado y especializado a 
fin de garantizar la comprensión de las etapas procedimentales, desde la enunciación de la denuncia hasta la 
audiencia de juicio oral. En colaboración con los ayuntamientos se llevará a cabo la difusión de los derechos 
de las víctimas de violencia de género. 

Es necesario referir que, para la captación de la población beneficiaria se considerarán diferentes rutas; la 
primera será mediante la canalización que realiza la Fiscalía especializada en la investigación de delitos de 
Violencia contra la mujer, niñas, niños y trata de personas mediante un oficio de presentación ante la 
Comisión ejecutiva estatal de atención integral a víctimas donde solicita su intervención a efecto de que las 
víctimas tengan acceso a los servicios integrales de la dependencia, esta acción se encuentra descrita en el 
Capítulo V de las diligencias básicas a practicar, en la fracción VIII del Protocolo de diligencias básicas a 
seguir por las y los fiscales en la investigación de los delitos contra la vida y la salud personal; la libertad y la 
seguridad sexual; el libre desarrollo de la personalidad; la familia, de feminicidio; violencia de género y trata de 
personas. También se realizará jornadas de difusión para la promoción de los servicios de la CEEAIV a través 
del Ayuntamiento, centros escolares, centros de salud, Unidades y Sub unidades de procuración de justicia. 
En el municipio de Tequila se hará acercamiento con agentes municipales, así como jefaturas de manzana 
con el objetivo de conocer el contexto de la región a fin de promover acciones culturalmente pertinentes. 

Esto se podrá documentar mediante el monitoreo de la operatividad de los equipos multidisciplinarios y los 
informes mensuales que las profesionistas rendirán a la coordinación, que serán insumos para que la 
coordinación ubicada en oficinas del Centro de Justicia para las Mujeres integre los informes de avance 
operativo, administrativo y financiero con corte bimestral a CONAVIM. 

d.1 Justificación 

Para partir de marcos referenciales a nivel nacional, se cuenta como documento rector la Ley General de 
Víctimas, que se caracteriza por tener un marco normativo garantista, en ese mismo sentido, se encuentra la 
Ley 259 de Víctimas para el Estado de Veracruz que señala las atribuciones para la atención a las víctimas 
del delito y/o de violaciones a Derechos Humanos. A nivel federal, se incluye la Ley General de Acceso a una 
Vida Libre de Violencia, así como su homóloga estatal. 

Del Programa Veracruzano de Desarrollo 2019-2024 se deriva el Programa Especial A. Cultura de Paz y 
Derechos Humanos el cual determina la necesidad de prestar acción ante los hechos que ocurren en el 
estado de Veracruz respecto de la problemática de violencia y pone especial énfasis en garantizar a las 
víctimas su derecho a la justicia y a la reparación integral del daño. 

Para cubrir las necesidades de atención de la población beneficiaria que tiene la CEEAIV en el estado, se 
cuenta con 4 trabajadoras sociales localizadas con sede en Xalapa, 14 profesionistas en psicología de los 
cuales 9 se encuentran en Xalapa, 1 en Poza Rica, 1 en Veracruz, 1 Córdoba, 1 en Orizaba y 1 en 
Coatzacoalcos y con al menos 1 asesor jurídico por distrito judicial (conformados por aproximadamente 10 
municipios), para atender el catálogo de delitos y/o de violaciones a Derechos Humanos. En las instalaciones 
del Centro de Justicia para las Mujeres, ubicado en Xalapa, Veracruz, se encuentran dos asesorías jurídicas 
cubriendo guardas las 24 horas del día, sus principales funciones son: realizar primeros contactos, brindar 
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orientación jurídica y presentación jurídica para intervenir en las audiencias correspondientes, acompañando 
en todo momento a las víctimas en los procesos judiciales. En esa tesitura, resulta apremiante la necesidad 
de contratar personal que haga frente a la situación de violencia de género contra las mujeres en el estado 
con el objetivo de construir un proyecto de vida como sobrevivientes. 

Es una realidad el aumento progresivo de las víctimas directas e indirectas en el Estado, para el caso de la 
CEEAIV, en el año 2020 se realizaron 589 entrevistas, en el 2021 fueron 611 y finalmente en el 2022 se 
llevaron a cabo 666 primeros contactos respecto de delitos sexuales, violencia familiar, tentativa de 
feminicidio, feminicidio e incumplimiento en la obligación de dar alimentos, para el ofrecimiento de los 
servicios integrales con los que cuenta la dependencia. 

El acceso a este subsidio representa la oportunidad de llegar a atender a mayor población, e incluso tener 
presencia institucional en tres municipios, uno de ellos cuenta con población indígena, con un enfoque integral 
y que estas personas en situación de vulnerabilidad tengan acceso a derechos como: contar con atención 
psicológica, asesoría jurídica en un primer momento procesal, acompañamiento antes Fiscalía y 
representación jurídica a través de la Asesoría Jurídica Estatal CEEAIV, acceso a gestiones a través de 
vinculaciones institucionales y en los casos que sea necesario el acceso a medidas de ayuda provenientes del 
fideicomiso estatal destinado para este fin precisamente, además de dar puntual cumplimiento a las medidas y 
acciones específicas de trabajo enunciadas en el programa para dar cumplimiento a al Programa de Trabajo 
para atender la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género en contra de las mujeres por violencia 
feminicida. 

El cronograma de actividades y gastos demuestra las necesidades a atender y que cada recurso 
económico y humano (honorarios del equipo de profesionistas multidisciplinarios y coordinación) será 
destinado para el fin planeado, y cada recurso económico empleado para la adquisición de equipo de cómputo 
y mobiliario fue considerado de acuerdo a las necesidades de trabajo de los profesionistas que serán 
apremiantes como atenciones y elaboración de informes mensuales y bimestrales, por cada profesionista, 
estas posibles adquisiciones son planteadas conforme al marco jurídico financiero aplicable en la entidad y a 
la Ley Federal de Austeridad Republicana. 

Medida de atención Acción coadyuvante Objetivo general 

Seguridad 

Estrategia 1.3 Crear módulos de 
atención inmediata para mujeres 
en situación de riesgo en los 
municipios que comprende la 
declaratoria AVGM 

Atención: Son las acciones 
destinadas a la atención de las 
mujeres y las niñas y las 
adolescentes, tendientes a 
disminuir las condiciones de 
riesgo en el que se encuentran, 
así como garantizar espacios 
libres de violencia contra las 
mujeres, las niñas y la protección 
de las víctimas. 

Fortalecer la intervención profesional 
en los municipios de Poza Rica, 
Xalapa, Tequila y Coatzacoalcos a 
través de la contratación de equipos 
multidisciplinarios para la atención 
integral de niñas, adolescentes y 
mujeres en situación de violencia. 

 

d.2 Metodología 

Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

1.Contratar 1 profesionista 

que asuma la coordinación 

del proyecto; seguimiento de 

cédulas de atención a 

víctimas, monitoreo operativo 

en las sedes y realización de 

documentación 

administrativa. 

1.1 Contratación de 1 

profesionista para el 

acompañamiento, seguimiento 

operativo, de las atenciones a 

víctimas del delito, monitoreo y 

supervisión del proyecto 

1.2. Elaboración y publicación 

en los sitios oficiales de la 

CEEAIV la Convocatoria para 

la contratación de servicios 

profesionales en trabajo social 

y/o gestión intercultural para el 

desarrollo, psicología y 

ciencias jurídicas. 

1.3. Proceso de selección y 

Programa de Trabajo para 

el acompañamiento a los 

equipos de atención. 

4 Informes cuanti-

cualitativos mensuales y 

bimestrales. 

1 Informe cuanti-cualitativo 

de cierre del ejercicio fiscal 

  

Términos de referencia 

Contratos de prestación de 

servicios profesionales. 

Programa de Trabajo 

Informes cuanti-cualitativos 

mensuales y bimestrales. 

Informe cuanti-cualitativo de 

cierre del ejercicio fiscal 
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Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

contratación. 

1.4. Elaboración de informes 
cuanti-cualitativos mensuales y 
bimestrales. 

1.5. Identificación de actores 
estratégicos en los municipios 
de atención. 

1.6. Difusión mediante redes 
sociales institucionales de los 
equipos de atención instalados 
en las diferentes sedes. 

1.7. Coadyuvar en las 
actividades comprometidas en 
el Programa de Trabajo para 
atender la Declaratoria de 
Violencia Feminicida. 

1.8 Elaboración del informe 
cuanti-cualitativo de cierre del 
ejercicio fiscal 

2. Contratar tres equipos 
multidisciplinarios 
conformados por trabajadora 
social y/o gestora 
intercultural para el 
desarrollo, psicóloga y 
abogada en los municipios 
de Poza Rica, Tequila y 
Coatzacoalcos para 
garantizar la atención integral 
de niñas, adolescentes y 
mujeres en situación de 
violencia. 

2.1 Contratación de 
profesionistas: trabajo social 
y/o gestión intercultural para el 
desarrollo, psicología y 
ciencias jurídicas, que brinden 
atención integral a víctimas en 
las tres sedes Poza Rica, 
Tequila y Coatzacoalcos. 

2.2 Capacitación interna a 
cargo titulares de las áreas 
operativas de la CEEAIV, 
referente al enfoque 
institucional de atención a 
víctimas, rutas de atención, 
vinculación y operativización 
del servicio. 

Convocatoria para la 
contratación de servicios 
profesionales en trabajo 
social y/o gestión 
intercultural para el 
desarrollo, psicología y 
ciencias jurídicas. 

(Número de servicios 
profesionales programados 
para contratar /Número de 
servicios profesionales 
contratados). 

Convocatoria publicada 

Lista de candidatas 
seleccionadas. 

Currículum Vitae de las 
personas contratadas con 
anexo de documentación 
soporte de la experiencia 
profesional. 

Evaluaciones. 

Términos de referencia. 

Contratos de prestación de 
servicios profesionales por 
honorarios asimilados. 

3.Adquirir equipamiento de 
10 computadoras y 10 sillas 
secretariales, que serán las 
herramientas de trabajo para 
poder redactar promociones 
judiciales, elaborar 
expedientes psicológicos y 
realizar oficios para 
vinculaciones institucionales, 
así como los informes 
bimestrales a CONAVIM y 
materiales de difusión de 
derechos. 

3.1 Cotización con 
proveedores autorizados por la 
normativa vigente 

3.2 Sesión por parte del 
Subcomité de adquisiciones, 
arrendamientos, 
administración y enajenación 
de bienes muebles de la 
CEEAIV. 

3.3 Adquisición de 
equipamiento. 

3.4Acondicionamiento de los 
espacios de atención.  

Porcentaje de 
equipamiento adquirido 
para el desempeño de 
funciones en la atención a 
las niñas, adolescentes y 
mujeres en situación de 
violencia.  

Acta emitida por el Órgano 
Interno de Control. 

Comprobación financiera. 

Resguardo 

4.Articular la vinculación 
interinstitucional con los 
ayuntamientos de Poza Rica, 
Tequila y Coatzacoalcos.  

4.1 Reuniones con autoridades 
municipales para dar a 
conocer el proyecto. 

4.2 Difundir los servicios de 
atención integral que otorga la 
CEEAIV.  

(Número de reuniones con 
autoridades municipales 
programadas / número de 
reuniones municipales 
realizadas) * 100  

Oficios de vinculación 

Memoria fotográfica  

5.Otorgar atención 
individualizada en materia de 

5.1 A Realizar la entrevista de (Número de acuerdos y/o 
convenios de colaboración 

Acuerdos y/o convenios de 
colaboración con 
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Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

trabajo social y/o de gestión 
intercultural para el 
desarrollo para la 
construcción del Plan de 
Atención Integral en los 
municipios de Poza Rica, 
Tequila y Coatzacoalcos.  

primer contacto. 

5.2 Detectar las necesidades 
de atención y elaborar el plan 
de atención integral. 

5.3 Derivar ante las áreas 
responsables al interior de la 
CEEAIV. 

5.4 Canalizar ante las 
instituciones competentes  

con instituciones públicas 
programadas / número de 
acuerdos y/o convenios de 
colaboración realizados) * 
100 

(Número de gestorías en 
trabajo social programadas 
/ número de gestorías en 
trabajo social realizadas) * 
100 

instituciones públicas. 

Oficios de gestoría ante 
instituciones. 

Reportes mensuales de 
servicios integrales 

Informe operativo bimestral 

6.Brindar atención 
psicológica para niñas, 
adolescentes y mujeres en 
situación de violencia de 
género en los municipios de 
Poza Rica, Tequila y 
Coatzacoalcos.  

6.1 Proporcionar atención 
individual para niñas, 
adolescentes y adultas, siendo 
un servicio a petición de parte, 
tomando como base el 
enfoque de terapia breve 
centrada en soluciones. 

6.2 Realizar un grupo de 
encuentro con enfoque 
centrado en la persona por 
cada sede en la que 
participarán mujeres víctimas 
de violencia.  

(Número de atenciones 
psicológicas individuales 
programadas/ número de 
atenciones psicológicas 
individuales realizadas) * 
100 

(Número grupos de 
encuentro programados/ 
número de encuentros 
realizados) * 100 

Notas de sesión testadas 
para atenciones individuales. 

Listas de asistencia para los 
grupos de encuentro. 

Reportes mensuales de 
servicios integrales. 

Informe operativo bimestral. 

7.Proporcionar orientación en 
materia jurídica respecto de 
los procedimientos penales 
en los municipios de Poza 
Rica, Tequila y 
Coatzacoalcos.  

7.1 Impartir pláticas para la 
difusión de los derechos de las 
víctimas, así como de los 
servicios integrales de la 
CEEAIV 

7.2 Otorgar la orientación 
jurídica requerida. 

7.3 Proporcionar 
acompañamiento ante la 
Fiscalía Especializada en la 
Investigación de Delitos de 
violencia contra mujeres, 
niños, niñas y trata de 
personas.  

(Número de pláticas para la 
difusión de los derechos de 
las víctimas programados / 
número de pláticas para la 
difusión de los derechos de 
las víctimas realizados) * 
100 

(Número de orientaciones 
jurídicas para los delitos de: 
violencia familiar, violencia 
familiar equiparada, 
violación, tentativa de 
violación, violación a la 
intimidad sexual, 
pederastia, incumplimiento 
en la obligación de dar 
alimentos, violencia de 
género, tentativa de 
feminicidio y feminicidio 
programado / Número de 
orientaciones jurídicas para 
los delitos de: violencia 
familiar, violencia familiar 
equiparada, violación, 
tentativa de violación, 
violación a la intimidad 
sexual, pederastia, 
incumplimiento en la 
obligación de dar 
alimentos, violencia de 
género, tentativa de 
feminicidio y feminicidio 
realizado) * 100 

Listas de asistencia 

Formato de acompañamiento

Reportes mensuales de 
servicios integrales 

Informe operativo bimestral 

 

d.2.1 Pasos a desarrollar 
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PASO DESCRIPCIÓN 

1 Formalizar el Convenio y Anexo técnico con el Gobierno Federal 

2 
Recibir el subsidio federal de la cuenta única aperturada por la SEFIPLAN para uso exclusivo del 

proyecto 

3 
Contratación de 1 profesionista para la coordinación del proyecto (monitoreo operativo y 

administrativo).  

4 Procedimiento administrativo para la adquisición de los recursos materiales.  

5 
Sesión por parte del Subcomité de adquisiciones, arrendamientos, administración y enajenación de 

bienes muebles de la CEEAIV. 

6 Compra de bienes muebles (computadoras portátiles y/o de escritorio y sillas secretariales). 

7 

La persona que se encargue de la coordinación elaborará y publicará en los medios electrónicos 

oficiales de la CEEAIV la convocatoria pública para contratación de equipos multidisciplinarios para 

garantizar la atención integral de niñas, adolescentes y mujeres en situación de violencia en los 

municipios de Poza Rica, Tequila y Coatzacoalcos.  

8 
Proceso de selección de personal, recepción de documentación, evaluación y etapa de entrevistas 

a candidatas.  

9 Determinación de los perfiles idóneos para proceder a la contratación.  

10 

Elaboración de términos de referencia con las actividades profesionales consistentes en brindar 

servicios de atención integral del personal operativo (trabajo social y/o Gestión intercultural para el 

desarrollo, psicología y ciencias jurídicas). 

11 
 Contratación de profesionistas para otorgar la atención mediante la integración de equipos 

multidisciplinarios en los municipios de Poza Rica, Tequila y Coatzacoalcos.  

12 Elaboración de contratos laborales para profesionistas del periodo de junio a diciembre 2023. 

13 Gestión de espacios en las sedes, para ubicar a los profesionistas en oficinas de atención. 

14 Establecer oficinas de atención integral en las 3 sedes.  

15 Entrega y resguardo de equipo de cómputo y mobiliario en cada uno de los espacios de atención.  

16 
Capacitación a cargo del personal de CEEAIV, referente al enfoque institucional de atención a 

víctimas, rutas de atención, vinculación y operativización del servicio.  

17 Vinculación interinstitucional con los ayuntamientos de Poza Rica, Tequila y Coatzacoalcos. 

18 Establecer vinculación con actores estratégicos.  

19 
Realizar actividades de difusión de derechos, en las diferentes sedes de atención y a través de los 

sitios oficiales de la CEEAIV. 

20 Seguimiento y monitoreo de las actividades de atención y evaluación de la atención a víctimas.  

21 Elaboración de informes mensuales y bimestrales reportando avances operativos y administrativos. 

22 Elaboración de informe de cierre de ejercicio fiscal.  

d.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 
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d.4 Actores estratégicos 

No. ACTOR TIPO DE PARTICIPACIÓN 

1. Fiscalía General del Estado a través de la Fiscalía 

Especializada en la Investigación de Delitos de 

Violencia contra la Mujer, Niños, Niñas y Trata de 

Personas. Distrito Judicial Poza Rica  

Derivación mediante oficio de víctimas para el 

ofrecimiento de los servicios integrales con los 

que cuenta la CEEAIV. 

2. Fiscalía General del Estado a través de la Fiscalía 

Especializada en la Investigación de Delitos de 

Violencia contra la Mujer, Niños, Niñas y Trata de 

Personas. Distrito Judicial Zongolica  

Derivación mediante oficio de víctimas para el 

ofrecimiento de los servicios integrales con los 

que cuenta la CEEAIV. 

3. Fiscalía General del Estado a través de la Fiscalía 

Especializada en la Investigación de Delitos de 

Violencia contra la Mujer, Niños, Niñas y Trata de 

Personas. Distrito Judicial Coatzacoalcos  

Derivación mediante oficio de víctimas para el 

ofrecimiento de los servicios integrales con los 

que cuenta la CEEAIV. 

4. Fiscalía General del Estado a través de la Fiscalía 

Coordinadora Especializada en Asuntos Indígenas y 

de Derechos Humanos 

Colaboración con intérpretes en náhuatl variante 

centro en la sede Tequila.  

5. Secretaría de Salud del Estado de Veracruz a través Gestiones médicas para víctimas de violencia de 
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No. ACTOR TIPO DE PARTICIPACIÓN 

de la Subdirección de Atención Hospitalaria  género que no tengan derechohabiencia en 
otros servicios de salud.  

6. Secretaría de Educación del Estado de Veracruz  Gestiones escolares para víctimas de violencia 
de género. 

7. Coordinación Nacional de Becas para el Bienestar. 
Benito Juárez en el Estado de Veracruz. 

Gestiones para incorporación en padrón de 
beneficiarias de programas sociales.  

8. Secretaría del Trabajo, Previsión Social y 
Productividad del Estado de Veracruz 

Vinculación a víctimas de violencia de género en 
bolsas de trabajo.  

9. Secretaría de Desarrollo Social del Estado de 
Veracruz  

Gestiones para incorporación en padrón de 
beneficiarias de programas sociales.  

10. Centro de Justicia para las Mujeres Cumplimiento de convenio existente para el 
otorgamiento del espacio que albergue la 
coordinación. 

11. Institutos Municipales de las Mujeres  Colaboración en utilización de espacios y 
adecuación de instalaciones como oficinas para 
el personal multidisciplinario.  

12. Ayuntamientos  Comisión de igualdad sustantiva de género y 
Derechos Humanos para la difusión de los 
derechos de las NNA y mujeres en situación de 
violencia de género. 

Agentes municipales para el reconocimiento 
cultural del territorio. 

Procuraduría Municipal de Protección a Niños, 
Niñas y Adolescentes.  

13. Poder Judicial del Estado de Veracruz  Colaboración para la difusión de los servicios 
integrales de atención. 

Asignación de espacios.  

14. Asociaciones civiles y Organizaciones no 
gubernamentales  

A fin de conocer el contexto de la región con 
miras a la adecuación de las actividades para 
garantizar la pertinencia cultural.  

 

d.5 Identificación de riesgos y cómo afrontarlos 

Riesgo Medidas de afrontamiento 

Implementación de Semáforo COVID-19 

(color rojo-riesgo máximo) 

Acciones de prevención: cubrebocas, citas 
programadas, toma de temperatura corporal, 
utilización de gel antibacterial. 

Barrera por el idioma Vinculación con profesionista intérprete de 
Fiscalía General del Estado, con Instituto 
Veracruzano de Lenguas Indígenas.  

Falta de población beneficiaria NNA Vinculación con la Unidad de Género de la 
Secretaría de Educación de Veracruz para la 
identificación de necesidades y servicios de 
atención. 

Cierre temporal de los espacios en donde se ubican las 
sedes de la CEEAIV en Poza Rica y Coatzacoalcos  

Vinculación con los respectivos ayuntamientos 
para el otorgamiento de un lugar de atención 
provisional.  
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d.6 Cronograma de actividades y gastos 
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d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 

proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 

elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas 

Tipo de perfil requerido: 

ÁREAS DE 

ESPECIALIZACIÓN 

AÑOS DE EXPERIENCIA 

MÍNIMA REQUERIDA 

GRADO O NIVEL DE 

ESPECIALIZACIÓN 

NÚMERO DE PERSONAS 

A CONTRATAR 

Ciencias Jurídicas 1 año Licenciatura 4 

Psicología 1 año Licenciatura 3 

Trabajo Social y/o 

Gestión para el 

desarrollo intercultural 

1 año Licenciatura 3 

Otro No aplica  

 

d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 

proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 

elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas 

PERFIL 

AÑOS DE 

EXPERIENCIA 

MÍNIMA REQUERIDA 

GRADO O NIVEL DE 

ESPECIALIZACIÓN 

ESPECIFIQUE EL 

GRADO O NIVEL 

NÚMERO DE 

PERSONAS 

A CONTRATAR 

No aplica No aplica No aplica No aplica No aplica 

 

Esquema de contratación: 

 

 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal firman el Anexo Técnico en cuatro 

ejemplares, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS, para la realización del 

Proyecto AVGM/VER/AC01/CEAIV/033, en la Ciudad de México a 31 de marzo de 2023.- Por Gobernación: el 

Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- 

Rúbrica.- La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 

Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador del Estado, Cuitláhuac García 

Jiménez.- Rúbrica.- El Secretario de Gobierno, Eric Patrocinio Cisneros Burgos.- Rúbrica.- El Secretario de 

Finanzas y Planeación, José Luis Lima Franco.- Rúbrica.- El Comisionado Ejecutivo de la Comisión 

Ejecutiva Estatal de Atención Integral a Víctimas y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local 

Receptora, Christian Carrillo Ríos.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos del Programa de Registro e Identificación de Población, para el 
ejercicio fiscal 2023, que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Puebla. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.-
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS DEL PROGRAMA DE REGISTRO E 
IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL 
EJECUTIVO FEDERAL A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, POR 
CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 
POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, TITULAR DE LA 
UNIDAD DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY 
FERNÁNDEZ, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA 
PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, EN ADELANTE EL “GOBIERNO DEL 
ESTADO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR JULIO MIGUEL HUERTA GÓMEZ, EL SECRETARIO DE 
GOBERNACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE MARÍA TERESA CASTRO CORRO, SECRETARIA DE PLANEACIÓN Y 
FINANZAS, Y DE JUAN CARLOS MORENO VALLE ABDALA, SECRETARIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, CON LA 
ASISTENCIA DE MANUEL VALENTÍN CARMONA SOSA, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO DEL ESTADO CIVIL 
DE LAS PERSONAS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE 
LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 20 de julio de 2020 “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el Programa 
de Registro e Identificación de Población, con el objeto de establecer los mecanismos de coordinación entre 
“LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e Identificación de 
Población, a fin de contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y consolidación de la Base de 
Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los servicios que brinda la 
institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, homogénea y 
oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar su registro 
inmediatamente después de su nacimiento. 

En virtud de lo anterior, conforme a la Cláusula Sexta del Convenio de Coordinación para el Programa de 
Registro e Identificación de Población, “LAS PARTES” podrán suscribir Anexos de Asignación y Transferencia 
donde se contemplarán metas específicas y la aprobación del correspondiente Programa de Trabajo. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población 
(LINEAMIENTOS), publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 11 de octubre de 2018, 
establecen en su numeral Octavo. “Componentes”, Apartado A. “Fortalecimiento del Registro Civil”, numeral II. 
“Descripción”, que “GOBERNACIÓN”, a través de la Dirección General del Registro Nacional de Población e 
Identidad (DGRNPI), podrá asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del 
componente Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto 
apego a la normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el 
DOF el 28 de noviembre de 2022, señala en el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18. “Recursos para la 
Atención de Niñas, Niños y Adolescentes”, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de 
Población” la cual asciende a $41,910,592.00 (Cuarenta y un millones, novecientos diez mil, quinientos 
noventa y dos pesos 00/100 M.N.). 

Derivado de lo anterior, el 16 de diciembre de 2022 “GOBERNACIÓN” integró el Comité de Asignación y 
Distribución de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2023 (COMITÉ AD), conforme a los LINEAMIENTOS, en el 
cual resultó como beneficiario de recursos para el Fortalecimiento del Registro Civil, el Estado de Puebla. 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su Titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad con lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad 
con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, fracción XXXIV del 
RISEGOB. 

I.5 La DGRNPI, es una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Jorge 
Leonel Wheatley Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción 
del presente instrumento, de conformidad con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción 
XXIX, 10, fracción V y 58, fracciones, I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista por el 
COMITÉ AD y la Cláusula Tercera de este instrumento, de conformidad con el Reporte General de 
suficiencia presupuestaria número 00287. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en la Calle de 
Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, 
Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1 El Estado de Puebla es libre y soberano en todo lo concerniente a su régimen interior, parte 
integrante del Estado Mexicano, constituido como un gobierno republicano, representativo y popular 
de conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42 fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1 y 2 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Puebla. 

II.2 Julio Miguel Huerta Gómez, Secretario de Gobernación, acredita su personalidad con nombramiento 
expedido a su favor por el Gobernador Substituto del Estado Libre y Soberano de Puebla, en fecha 
16 de diciembre de 2022 y cuenta con las facultades necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 82 párrafo primero y 
83 párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 1, 3, 9, 
segundo párrafo, 10, 13, párrafo primero, 18, párrafo primero, 23, 24, 30, fracciones I y III, 31, 
fracción I, 32, fracciones I, VI y XXXIII, Séptimo y Noveno transitorios de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Puebla; y 3, 5 fracción I, 14 y 16, fracciones I, XXIV, XXXIV y 
XXXV del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno (actualmente Secretaría de 
Gobernación). 

II.3 María Teresa Castro Corro, Secretaria de Planeación y Finanzas, acredita su personalidad con 
nombramiento expedido por el entonces Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de 
Puebla, en fecha 1 de agosto de 2019, y cuenta con las facultades necesarias para participar en la 
suscripción del presente instrumento jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 82, 
párrafo primero y 83 párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Puebla; 1, 3, 9 párrafo segundo, 10, párrafo segundo, 13, párrafo primer, 18 párrafo primero, 23, 24, 
30 fracción III, 31, fracción II y 33, fracción IV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Puebla; y 3, fracción XII y 11, fracciones VI y XCV del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Planeación y Finanzas. 

II.4 Juan Carlos Moreno Valle Abdala, Secretario de la Función Pública, acredita su personalidad con 
nombramiento expedido por el entonces Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de 
Puebla, en fecha 20 de mayo de 2022, y cuenta con las facultades necesarias para la suscripción del 
presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido por los artículos 82, párrafo primero 
y 83 párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 1, 3, 9 
párrafo segundo, 10 párrafo segundo, 13 párrafo primero, 18 párrafo primero, 23, 24, 30 fracción III, 
31, fracción IV y 35, fracciones XVI, XXI y XLIV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Puebla; y 1, 5 fracción I, 7, fracción I, 8 párrafo primero y 12 fracciones XIV, XV y XLIV del 
Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública. 

II.5 La Dirección General del Registro del Estado Civil de las Personas, para efectos del presente 
instrumento jurídico es la Unidad Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su Titular Manuel 
Valentín Carmona Sosa, acredita su personalidad con nombramiento expedido por el entonces 
Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Puebla, en fecha 28 de agosto 2019, y 
cuenta con las facultades necesarias para participar en la suscripción del instrumento jurídico, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 5, fracción V.3, 6, 18, fracciones VI y VII y 65, fracción 
XXI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno (actualmente Secretaría de 
Gobernación); y 3 fracción III, 9 y 12, fracción XXV del Reglamento del Registro Civil de las Personas 
para el Estado de Puebla. 
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II.6 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en Calle 
11 Oriente, número 2224, Colonia Azcarate, Código Postal 72501, Municipio de Puebla, Estado de 
Puebla. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral de identidad y de población, a 
cumplir con las obligaciones establecidas en los LINEAMIENTOS y en las Directrices del 
Fortalecimiento del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de 
Registro Civil (CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo del presente instrumento y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del 
Programa de Registro e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, sin que medie error, 
dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda afectar en todo o en parte la validez del 
mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la UCE, acuerdan establecer y 
desarrollar mediante el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del Programa de Registro 
e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, las acciones y compromisos para el fortalecimiento 
del Registro Civil del Estado de Puebla, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la población y 
contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan como 
responsables de la coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las actividades, acciones y 
compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento, a las siguientes personas servidores 
públicos: 

Por “GOBERNACIÓN” Por el “GOBIERNO DEL ESTADO” 

- A la persona Titular de la Dirección General del 
Registro Nacional de Población e Identidad. 

- A la persona Titular de la Unidad Coordinadora 
Estatal de Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables antes señaladas, podrán ser asistidas para el 
vínculo, ejecución, seguimiento y verificación de las actividades, acciones y compromisos correspondientes, 
por personas servidoras públicas de la DGRNPI y la UCE con nivel jerárquico inferior, y cuya denominación 
para efectos del presente instrumento será el de Enlaces, los cuales se asentarán por escrito en la misma 
Acta de la Comisión de Seguimiento donde se apruebe el Programa de Trabajo. 

Para efectos del presente instrumento, se integrará una Comisión de Seguimiento, la cual estará 
compuesta por al menos dos representantes de la DGRNPI y dos representantes de la UCE y cuya función 
será dar el seguimiento, ejecución y vigilancia de los compromisos que deriven del presente Anexo. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera, “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN”, de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y 224 de su Reglamento, así como con los LINEAMIENTOS, hará una 
aportación de recursos federales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante 
fiscal emitido por este último, por la cantidad de $1,616,867.00 (Un millón seiscientos dieciséis mil 
ochocientos sesenta y siete pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva 
específica número 00119994416 del Banco BBVA México, S.A., sucursal 0688 Gobierno Puebla, 
plaza 650 Puebla y CLABE No. 012650001199944168. 

b) El “GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 6, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por la cantidad de $692,942.80 (Seiscientos noventa y dos mil novecientos cuarenta y dos 
pesos 80/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el segundo párrafo de la 
Cláusula Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales 
dentro de los 10 días hábiles posteriores a su realización. 

Una vez ministrado el recurso federal, la UCE como ente público ejecutor será la encargada y responsable 
de enviar a la DGRNPI, el comprobante bancario del depósito de los recursos y el complemento de pago que 
le requiera la DGRNPI. 
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CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros, para su plena identificación, registro y control se deberán depositar, 
permanecer y administrar exclusivamente hasta su total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica 
aperturada por la Secretaría de Planeación y Finanzas del “GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir 
al Programa de Registro e Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al 
Ejercicio Fiscal 2023; conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 82, fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y 224 del 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Respecto a los recursos aportados por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica en la cual se administrarán hasta su total aplicación; dicha cuenta 
bancaria no deberá ser la misma donde fueron depositados los recursos federales. 

De las cuentas bancarias antes señaladas el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 
remitir a la DGRNPI, copia de los estados de cuenta mensuales en los que se identifiquen los recursos 
aportados; asimismo, al finalizar la administración de dichos recursos, la UCE gestionará en el bimestre 
posterior, la cancelación de la cuenta bancaria, de la cual deberá remitir copia a la DGRNPI, a fin de verificar 
el uso de los recursos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $ 670,000.00 (Seiscientos setenta mil pesos 00/100 M.N.) para el análisis, validación 
o actualización de registros de defunción, lo cual permitirá su integración a la Base de Datos 
Nacional del Registro Civil (BDNRC). 

b) La cantidad de $600,000.00 (Seiscientos mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica de 
la UCE y 14 juzgados acordados por el COMITÉ AD, de conformidad con las especificaciones y 
objetivos que establezca la DGRNPI, la cual debe estar destinada para brindar servicios registrales. 

c) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil del “GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
O bien, para la capacitación que la DGRNPI proporcione en las reuniones del CONAFREC, al 
personal que esta convoque formalmente. 

d) La cantidad de $1,000,000.00 (Un millón de pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas 
especiales para el registro oportuno, universal y gratuito de nacimiento, orientadas a lograr una tasa 
de subregistro cero de nacimiento. 

e) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar la campaña especial 
“Soy México”, cuyo objetivo es la regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados 
Unidos de América, hijas o hijos de padre, madre o ambos mexicanos, para realizar su registro de 
nacimiento y asignación de la CURP. 

a) La cantidad de $2,309.80 (Dos mil trescientos nueve pesos 80/100 M.N.) para que se destine, en 
caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Función Pública del “GOBIERNO DEL 
ESTADO”, misma que deberá realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las 
acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento, en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento, se realice con oportunidad, eficiencia, eficacia, 
economía, honradez y transparencia, así como para programar los avances, entregables y la ejecución 
correcta de actividades, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto 
establece la DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, en un plazo que no 
excederá de 10 días hábiles a partir de la recepción de los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento, “LAS PARTES” a través de la DGRNPI y la UCE, 
deberán aprobar y autorizar mediante la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en las metas y en 
los conceptos de compra previamente aprobados en el Programa de Trabajo; previa justificación se podrán 
modificar las acciones para el cumplimiento de la meta comprometida, lo cual deberá quedar formalmente 
documentado y aceptado por la DGRNPI para los efectos pertinentes. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la BDNRC a cargo de la DGRNPI, la UCE inscribirá en 
el Sistema Nacional de Registro e Identidad (SID) los registros del estado civil de las personas y todas 
aquellas modificaciones de que fueren objeto los diferentes actos del Registro Civil. 
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La UCE certificará que los registros que se integren exitosamente en el SID y en la BDNRC, son copia fiel 
de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. De conformidad con la normativa en materia de 
protección de datos personales y demás normatividad aplicable, el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la 
UCE, será el responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, y 
autoriza a “GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como 
elemento de apoyo en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la 
identidad de la población del país y de los nacionales residentes en el extranjero. 

Además, la DGRNPI y la UCE utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información, la cual permanecerá temporalmente en la correspondiente 
carpeta del FTP, misma que se depurará trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará las acciones que 
correspondan con la finalidad de apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad, así 
como para lograr la unicidad de dicha clave. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, así como el 
registro universal y oportuno al agilizar y simplificar los trámites correspondientes, así como expedir 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento, conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del 
Decreto por el que se adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará las acciones necesarias para atender el registro extemporáneo de nacimiento, 
así como facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de 
abatir la falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos 
relacionados con la identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. El “GOBIERNO 
DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá mediante valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento, previa justificación que realice la 
UCE. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 
Federación (TESOFE) los recursos que la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o 
servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento, sin perjuicio de lo previsto en la Cláusula Décima 
Sexta del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. De conformidad con el artículo 83 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” no 
pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones efectuadas 
para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, la UCE 
enviará formalmente a la DGRNPI para su fiscalización conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, 
copia de los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas, los cuales deberán ser identificados 
con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de Registro e 
Identificación de Población, si su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2023, además se enviarán los 
demás documentos complementarios establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos 
acordados en la Comisión de Seguimiento. 

La UCE presentará la documentación comprobatoria a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a 
la conclusión del ejercicio de los recursos asignados, en estricta observancia de lo dispuesto por el artículo 68 
de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Además, en términos de lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el “GOBIERNO DEL ESTADO” deberá garantizar que la ejecución de los recursos aportados se 
realiza conforme a los criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia y rendición de cuentas. 
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DÉCIMA CUARTA.- ENTREGABLES. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 
acreditar a la DGRNPI, las acciones realizadas y el cumplimiento de las metas establecidas en la Cláusula 
Quinta del presente instrumento, mediante los métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de 
Gastos y Comprobación y aquellos que la DGRNPI y la UCE acuerden en la Comisión de Seguimiento. La 
UCE presentará los entregables a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a la conclusión de las 
acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o del ejercicio de los recursos asignados; o bien, conforme 
lo acuerde la Comisión de Seguimiento. 

Asimismo, la UCE deberá informar a la DGRNPI sobre cualquier situación no imputable a la misma, que 
retrase o modifique las acciones respectivas al cumplimiento de las metas establecidas. 

DÉCIMA QUINTA.- ECONOMÍAS. En caso de existir economías la UCE, de manera formal podrá solicitar 
a la Comisión de Seguimiento dentro de la vigencia del presente instrumento, reorientar los recursos en otros 
conceptos del Catálogo de Gastos y Comprobación aprobado, a fin de desarrollar otras modalidades 
relacionadas con los objetivos del Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

Previo a la solicitud planteada en el párrafo anterior, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la UCE, 
informará a la DGRNPI de manera formal que el recurso se encuentra ejercido o comprometido en términos 
presupuestales para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula Quinta. 

DÉCIMA SEXTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” mediante el presente instrumento y los rendimientos financieros que al final del Ejercicio Fiscal 
2023 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán reintegrarse 
invariablemente a la TESOFE dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del ejercicio fiscal. 
Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido pagados durante el 
Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser cubiertos mediante el pago respectivo a más tardar durante el primer 
trimestre del ejercicio fiscal siguiente; para ello, al cierre del ejercicio fiscal, el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
deberá remitir a la DGRNPI el informe de cuentas por pagar que integra el pasivo circulante; una vez cumplido 
el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros deberán reintegrarse a la TESOFE a 
más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos al 
“GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en relación con los diversos 13 y 17 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- INFORMES DE AVANCES Y RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a 
través de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta 
última, un informe con los avances y resultados obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las 
metas y objetivos para el Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste, lo referente a los avances del Fortalecimiento del Registro 
Civil, la administración de los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, además, enviará la 
documentación comprobatoria de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual 
seguimiento a la información aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento. 

Además, de conformidad con los artículos 85, fracción II, último párrafo de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria, en relación con el diverso 13, fracción VII, de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, el “GOBIERNO DEL ESTADO” publicará trimestralmente en los 
órganos locales oficiales de difusión, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los 
recursos transferidos y los pondrán a disposición del público en general a través de sus respectivas páginas 
electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión; el contenido de la información publicada será 
responsabilidad de los ejecutores de gasto, por lo que deberán asegurarse que dicha información es correcta. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento, corresponderá en el ámbito de sus respectivas atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de la 
Función Pública del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de la Función Pública del 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. La UCE informará de manera formal a dicha instancia sobre la suscripción del 
presente instrumento, la fecha de recepción de los recursos federales y la aportación del uno al millar 
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realizada conforme el artículo 82 fracción XI de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
para la fiscalización de los recursos conforme sus atribuciones legales, con el exhorto de realizar la vigilancia, 
inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
derivados del presente instrumento, presentando un informe a “GOBERNACIÓN” a través de la DGRNPI a 
más tardar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal. 

La DGRNPI, podrá efectuar visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus juzgados, lo que 
permitirá corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la 
UCE, acuerdan que los asuntos no expresamente previstos en el presente instrumento, así como las dudas y 
controversias que pudieran surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se 
resolverán de común acuerdo en la Comisión de Seguimiento; además ésta podrá establecer de manera 
pronta, las medidas o mecanismos que permitan afrontar las contingencias para el cumplimiento integral del 
presente instrumento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos administrativos de 
vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan que durante la vigencia del presente instrumento, podrán realizar modificaciones o ampliaciones al 
clausulado comprendido a partir de la Cláusula Quinta, o para ampliaciones en la aportación financiera que 
realice “GOBERNACIÓN”, siempre y cuando se justifique la finalidad de dar continuidad al Programa de 
Registro e Identificación de Población, formalizándose estos a través de Anexos Modificatorios o de 
Ampliación. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento, notificando lo anterior al “GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se acredite la 
causal que corresponda. En tal virtud, el “GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá reintegrar los 
recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin perjuicio de que 
“GOBERNACIÓN” informe a los órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante escrito 
en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por el “GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la TESOFE. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento, se encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento, sin el debido sustento legal. 

II. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento. 

III. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

IV. Se identifique que el “GOBIERNO DEL ESTADO” ha mantenido ociosos los recursos destinados al 
Programa de Trabajo, o en su caso, no ha realizado las actividades que permitan dar cumplimiento a 
las metas establecidas en el presente instrumento y en el Programa de Trabajo en los plazos y 
términos convenidos por “LAS PARTES”. 

V. Que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento. 

VI. Se identifique que los recursos aportados por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá la asignación de los recursos federales al “GOBIERNO DEL ESTADO”, de 
acuerdo a lo siguiente: 
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I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en las Cláusulas Cuarta y Décima Séptima del presente 
instrumento. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la TESOFE los recursos que la DGRNPI 
determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de 
Seguimiento. 

VI. El deficiente seguimiento al Programa de Registro e Identificación de Población. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del COMITÉ AD, en la cual se fundamenten y 
motiven las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el tiempo de duración de la suspensión 
para la entidad federativa. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento tendrá una vigencia a partir de la fecha de 
suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los recursos 
federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Cuarta y hasta el 31 de diciembre del 2023, salvo en 
los supuestos previstos para su Terminación Anticipada, de conformidad con la Cláusula Vigésima Primera del 
presente instrumento. 

En caso de que “GOBERNACIÓN” esté imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, 
la DGRNPI informará formalmente dicho acto al “GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento. 

En lo que respecta a los trabajos para la consecución de las metas o el finiquito de los pagos de los bienes 
o servicios contratados o adquiridos, estos podrán concluirse con posterioridad a la vigencia del presente 
instrumento, más tardar durante el primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, siempre y cuando los recursos 
estén comprometidos o devengados de conformidad con lo establecido en la Cláusula Décima Sexta. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento. Es obligación de 
“LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 (cinco) días hábiles a partir de 
que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través de un acta 
de la Comisión de Seguimiento, en la cual quedarán determinadas claramente las causas de fuerza mayor o 
caso fortuito. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus obligaciones. 
En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad de restablecer 
el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento, podrá terminarse anticipadamente, conforme lo 
dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN. El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para 
el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2023, se publicará en el Diario 
Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y en el 
Periódico Oficial del Estado de Puebla conforme al artículo 24, fracción II del Reglamento Interior de la 
Secretaría General de Gobierno, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre “LAS 
PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento, lo suscriben en ocho 
tantos en la Cuatro veces Heroica Puebla de Zaragoza, a los veintisiete días del mes de marzo de 2023.- Por 
Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez.- Rúbrica.- La Titular de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, Rocío 
Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e Identidad, 
Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario de Gobernación, 
Julio Miguel Huerta Gómez.- Rúbrica.- La Secretaria de Planeación y Finanzas, María Teresa Castro 
Corro.- Rúbrica.- El Secretario de la Función Pública, Juan Carlos Moreno Valle Abdala.- Rúbrica.- El 
Director General del Registro del Estado Civil de las Personas de la Secretaría de Gobernación, Manuel 
Valentín Carmona Sosa.- Rúbrica. 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos del Programa de Registro e Identificación de Población, para el 
ejercicio fiscal 2023, que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Querétaro. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.-
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS DEL PROGRAMA DE REGISTRO E 
IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL 
EJECUTIVO FEDERAL A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, POR 
CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 
POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, TITULAR DE LA 
UNIDAD DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY 
FERNÁNDEZ, DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA 
PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUERÉTARO, EN ADELANTE EL “ESTADO DE 
QUERÉTARO”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR MARÍA GUADALUPE MURGUÍA GUTIÉRREZ, SECRETARIA DE 
GOBIERNO DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO, CON LA PARTICIPACIÓN DE GUSTAVO ARTURO LEAL MAYA, 
SECRETARIO DE FINANZAS DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO, Y DE OSCAR GARCÍA GONZÁLEZ, 
SECRETARIO DE LA CONTRALORÍA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO, CON LA ASISTENCIA DE J. APOLINAR 
CASILLAS GUTIÉRREZ, DIRECTOR ESTATAL DEL REGISTRO CIVIL; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA 
CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 30 de diciembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, con el objeto de establecer los mecanismos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa de Registro e 
Identificación de Población, a fin de contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y 
consolidación de la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los 
servicios que brinda la institución registral en la entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, 
homogénea y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar 
su registro inmediatamente después de su nacimiento. 

En virtud de lo anterior, conforme a la Cláusula Sexta del Convenio de Coordinación para el Programa de 
Registro e Identificación de Población, “LAS PARTES” podrán suscribir Anexos de Asignación y Transferencia 
donde se contemplarán metas específicas y la aprobación del correspondiente Programa de Trabajo. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población 
(LINEAMIENTOS), publicados en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 11 de octubre de 2018, 
establecen en su numeral Octavo. “Componentes”, Apartado A. “Fortalecimiento del Registro Civil”, numeral II. 
“Descripción”, que “GOBERNACIÓN”, a través de la Dirección General del Registro Nacional de Población e 
Identidad (DGRNPI), podrá asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del 
componente Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto 
apego a la normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, publicado en el 
DOF el 28 de noviembre de 2022, señala en el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” del Anexo 18. “Recursos para la 
Atención de Niñas, Niños y Adolescentes”, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de 
Población” la cual asciende a $41,910,592.00 (Cuarenta y un millones novecientos diez mil quinientos noventa 
y dos pesos 00/100 M.N.). 

Derivado de lo anterior, el 16 de diciembre de 2022 “GOBERNACIÓN” integró el Comité de Asignación y 
Distribución de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2023 (COMITÉ AD), conforme a los LINEAMIENTOS, en el 
cual resultó como beneficiario de recursos para el Fortalecimiento del Registro Civil, el Estado de Querétaro. 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su Titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad con lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 
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I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento de conformidad 
con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55, fracción XXXIV del 
RISEGOB. 

I.5 La DGRNPI, es una Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Jorge 
Leonel Wheatley Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción 
del presente instrumento, de conformidad con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción 
XXIX, 10, fracción V y 58, fracciones, I y IV del RISEGOB. 

I.6 Cuenta con los recursos suficientes en la partida 43801 para hacer la asignación prevista por el 
COMITÉ AD y la Cláusula Tercera de este instrumento, de conformidad con el Reporte General de 
Suficiencia Presupuestaria número 00288. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en la Calle de 
Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, 
Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. El “ESTADO DE QUERÉTARO” declara que: 

II.1 El Estado de Querétaro es libre, soberano y autónomo en todo lo concerniente a su régimen interior, 
de conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116, primer párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1 y 10 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Querétaro. 

II.2 María Guadalupe Murguía Gutiérrez, Secretaria de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado, acredita 
su personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de Querétaro en fecha 
01 de octubre de 2021, cuenta con las atribuciones necesarias para suscribir el presente instrumento 
jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 6, 19 fracción I y 21 fracciones XL y LVIII de 
la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro, 2, 5 y 6, fracción IV del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro. 

II.3 Gustavo Arturo Leal Maya, Secretario de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de Querétaro en fecha 01 
de octubre de 2021, y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido por los artículos 19 fracción II, 22 
fracciones IV y XXVI de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro; 2, fracción 
XIV, 55 de la Ley para el Manejo de los Recursos Públicos del Estado de Querétaro; 1 y 5 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro, y 69 
de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, única y exclusivamente para efectos de transferir 
los recursos que ministre en los términos del presente instrumento, “GOBERNACIÓN” al “ESTADO 
DE QUERÉTARO”. 

II.4 Oscar García González, Secretario de la Contraloría del Poder Ejecutivo del Estado, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de Querétaro en fecha 01 
de octubre de 2021, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 19 fracción III, 23 
fracciones I, III y XXIX de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro, 1, 7 fracción 
VI y XI del Reglamento Interior de la Secretaría de la Contraloría del Poder Ejecutivo del Estado de 
Querétaro. 

II.5 La Dirección Estatal del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su Titular J. Apolinar Casillas Gutiérrez, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido por la Secretaria de Gobierno en fecha 01 de octubre de 
2021, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por el artículo 4 fracción III inciso b), 13 fracción 
VII y XVII, y 16, fracción VII del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno del Poder Ejecutivo 
del Estado de Querétaro, además del 48 del Código Civil del Estado de Querétaro. 

II.6 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en 5 de 
Mayo esquina Pasteur sin número, Colonia Centro, Código Postal 76000, Municipio de Santiago de 
Querétaro, Estado de Querétaro. 

III. “LAS PARTES” declaran que: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral de identidad y de población, a 
cumplir con las obligaciones establecidas en los LINEAMIENTOS y en las Directrices del 
Fortalecimiento del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de 
Registro Civil (CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo del presente instrumento y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 
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III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del 
Programa de Registro e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, sin que medie error, 
dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda afectar en todo o en parte la validez del 
mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la UCE, acuerdan establecer y 
desarrollar mediante el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos del Programa de Registro 
e Identificación de Población para el Ejercicio Fiscal 2023, las acciones y compromisos para el fortalecimiento 
del Registro Civil del Estado de Querétaro, a fin de garantizar el derecho a la identidad de la población y 
contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan como 
responsables de la coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las actividades, acciones y 
compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento, a las siguientes personas servidores 
públicos: 

Por “GOBERNACIÓN” Por el “ESTADO DE QUERÉTARO” 

- A la persona Titular de la Dirección General del 
Registro Nacional de Población e Identidad. 

- A la persona Titular de la Unidad Coordinadora 
Estatal de Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que las personas responsables antes señaladas, podrán ser asistidas para el 
vínculo, ejecución, seguimiento y verificación de las actividades, acciones y compromisos correspondientes, 
por personas servidoras públicas de la DGRNPI y la UCE con nivel jerárquico inferior, y cuya denominación 
para efectos del presente instrumento será el de Enlaces, los cuales se asentarán por escrito en la misma 
Acta de la Comisión de Seguimiento donde se apruebe el Programa de Trabajo. 

Para efectos del presente instrumento, se integrará una Comisión de Seguimiento, la cual estará 
compuesta por al menos dos representantes de la DGRNPI y dos representantes de la UCE y cuya función 
será dar el seguimiento, ejecución y vigilancia de los compromisos que deriven del presente Anexo. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera, “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN”, de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y 224 de su Reglamento, así como con los LINEAMIENTOS, hará una 
aportación de recursos federales al “ESTADO DE QUERÉTARO”, previa entrega del comprobante 
fiscal emitido por este último, por la cantidad de $1,217,468.00 (Un millón doscientos diecisiete mil 
cuatrocientos sesenta y ocho pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva 
específica número 165-99946-125-4 del Banco Regional, S.A., sucursal 165 Bernardo Quintana, 
plaza 025 Querétaro y CLABE No. 058680000149142000. 

b) El “ESTADO DE QUERÉTARO” de conformidad con el artículo 6, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
estatales por la cantidad de $521,771.23 (Quinientos veintiún mil setecientos setenta y un pesos 
23/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria referida en el segundo párrafo de la Cláusula 
Cuarta, informando por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 
10 (diez) días hábiles posteriores a su realización. 

Una vez ministrado el recurso federal, la UCE como ente público ejecutor será la encargada y responsable 
de enviar a la DGRNPI, el comprobante bancario del depósito de los recursos y el complemento de pago que 
le requiera la DGRNPI. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros, para su plena identificación, registro y control se deberán depositar, 
permanecer y administrar exclusivamente hasta su total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica 
aperturada por la Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del “ESTADO DE QUERÉTARO”, la cual deberá 
referir al Programa de Registro e Identificación de Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil 
(FRC) y al Ejercicio Fiscal 2023; conforme a lo establecido en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 82, fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y 224 del 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Respecto a los recursos aportados por el “ESTADO DE QUERÉTARO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica en la cual se administrarán hasta su total aplicación; dicha cuenta 
bancaria no deberá ser la misma donde fueron depositados los recursos federales. 
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De las cuentas bancarias antes señaladas, el “ESTADO DE QUERÉTARO” a través de la UCE, deberá 
remitir a la DGRNPI, copia de los estados de cuenta mensuales en los que se identifiquen los recursos 
aportados; asimismo, al finalizar la administración de dichos recursos, la UCE gestionará en el bimestre 
posterior, la cancelación de la cuenta bancaria, de la cual deberá remitir copia a la DGRNPI, a fin de verificar 
el uso de los recursos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $900,000.00 (Novecientos mil pesos 00/100 M.N.) para el equipamiento tecnológico 
de la UCE, con base en lo determinado por el COMITÉ AD, el cual debe estar destinado para brindar 
servicios registrales, de conformidad con las especificaciones y objetivos que establezca la DGRNPI. 

b) La cantidad de $200,000.00 (Doscientos mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización tecnológica de 
5 oficialías acordadas por el COMITÉ AD, de conformidad con las especificaciones y objetivos que 
establezca la DGRNPI, la cual debe estar destinada para brindar servicios registrales. [Se entenderá 
por Actualización Tecnológica la incorporación adicional o sustitución del equipo tecnológico, 
software y licencias; en este último caso, mediará un dictamen del área técnica de la entidad 
federativa con atribuciones para determinar los daños o la obsolescencia del equipo de cómputo y 
periféricos.] 

c) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N.) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil del “ESTADO DE QUERÉTARO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
O bien, para la capacitación que la DGRNPI proporcione en las reuniones del CONAFREC, al 
personal que esta convoque formalmente. 

d) La cantidad de $350,000.00 (Trescientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar 
campañas especiales para el registro oportuno, universal y gratuito de nacimiento, orientadas a 
lograr una tasa de subregistro cero de nacimiento. 

e) La cantidad de $250,000.00 (Doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M.N.) para implementar 
campañas especiales para el registro oportuno, universal y gratuito de nacimiento, mediante la 
operación de módulos de registro civil en instalaciones hospitalarias. 

f) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar la campaña especial 
“Soy México”, cuyo objetivo es la regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados 
Unidos de América, hijas o hijos de padre, madre o ambos mexicanos, para realizar su registro de 
nacimiento y asignación de la CURP. 

g) La cantidad de $1,739.23 (Un mil setecientos treinta y nueve pesos 23/100 M.N.) para que se 
destine, en caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de la Contraloría del “ESTADO DE 
QUERÉTARO”, misma que deberá realizar la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las 
acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento, en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento, se realice con oportunidad, eficiencia, eficacia, 
economía, honradez y transparencia, así como para programar los avances, entregables y la ejecución 
correcta de actividades, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto 
establece la DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, en un plazo que no 
excederá de 10 días hábiles a partir de la recepción de los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento, “LAS PARTES” a través de la DGRNPI y la UCE, 
deberán aprobar y autorizar mediante la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en las metas y en 
los conceptos de compra previamente aprobados en el Programa de Trabajo; previa justificación se podrán 
modificar las acciones para el cumplimiento de la meta comprometida, lo cual deberá quedar formalmente 
documentado y aceptado por la DGRNPI para los efectos pertinentes. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil (BDNRC) a 
cargo de la DGRNPI, la UCE inscribirá en el Sistema Nacional de Registro e Identidad (SID) los registros del 
estado civil de las personas y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los diferentes actos del 
Registro Civil. 

La UCE certificará que los registros que se integren exitosamente en el SID y en la BDNRC, son copia fiel 
de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 
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OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. De conformidad con la normativa en materia de 
protección de datos personales y demás normatividad aplicable, el “ESTADO DE QUERÉTARO” a través de 
la UCE, será el responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, y 
autoriza a “GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como 
elemento de apoyo en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la 
identidad de la población del país y de los nacionales residentes en el extranjero. 

Además, la DGRNPI y la UCE utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información, la cual permanecerá temporalmente en la correspondiente 
carpeta del FTP, misma que se depurará trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. El “ESTADO DE QUERÉTARO” a través de la UCE, realizará las acciones que 
correspondan con la finalidad de apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP en la Entidad, así 
como para lograr la unicidad de dicha clave. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. El “ESTADO DE QUERÉTARO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, así como el 
registro universal y oportuno al agilizar y simplificar los trámites correspondientes, así como expedir 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento, conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del 
Decreto por el que se adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará las acciones necesarias para atender el registro extemporáneo de nacimiento, 
así como facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de 
abatir la falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos 
relacionados con la identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS. El “ESTADO 
DE QUERÉTARO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
procederá mediante valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento, previa justificación que realice la 
UCE. El “ESTADO DE QUERÉTARO” a través de la UCE, se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 
Federación (TESOFE) los recursos que la DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o 
servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento, sin perjuicio de lo previsto en la Cláusula Décima 
Sexta del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. De conformidad con el artículo 83 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” no 
pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones efectuadas 
para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, la UCE 
enviará formalmente a la DGRNPI para su fiscalización conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, 
copia de los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas, los cuales deberán ser identificados 
con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de Registro e 
Identificación de Población, si su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2023, además se enviarán los 
demás documentos complementarios establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y aquellos 
acordados en la Comisión de Seguimiento. 

La UCE presentará la documentación comprobatoria a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a 
la conclusión del ejercicio de los recursos asignados, en estricta observancia de lo dispuesto por el artículo 68 
de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Además, en términos de lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el “ESTADO DE QUERÉTARO” deberá garantizar que la ejecución de los recursos aportados se 
realiza conforme a los criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, 
austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género. 
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DÉCIMA CUARTA.- ENTREGABLES. El “ESTADO DE QUERÉTARO” a través de la UCE, deberá 
acreditar a la DGRNPI, las acciones realizadas y el cumplimiento de las metas establecidas en la Cláusula 
Quinta del presente instrumento, mediante los métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de 
Gastos y Comprobación y aquellos que la DGRNPI y la UCE acuerden en la Comisión de Seguimiento. La 
UCE presentará los entregables a la DGRNPI a más tardar en el bimestre posterior a la conclusión de las 
acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o del ejercicio de los recursos asignados; o bien, conforme 
lo acuerde la Comisión de Seguimiento. 

Asimismo, la UCE deberá informar a la DGRNPI sobre cualquier situación no imputable a la misma, que 
retrase o modifique las acciones respectivas al cumplimiento de las metas establecidas. 

DÉCIMA QUINTA.- ECONOMÍAS. En caso de existir economías, la UCE, de manera formal podrá solicitar 
a la Comisión de Seguimiento dentro de la vigencia del presente instrumento, reorientar los recursos en otros 
conceptos del Catálogo de Gastos y Comprobación aprobado, a fin de desarrollar otras modalidades 
relacionadas con los objetivos del Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio registral. 

Previo a la solicitud planteada en el párrafo anterior, el “ESTADO DE QUERÉTARO”, a través de la UCE, 
informará a la DGRNPI de manera formal que el recurso se encuentra ejercido o comprometido en términos 
presupuestales para el cumplimiento de la o las metas señaladas en la Cláusula Quinta. 

DÉCIMA SEXTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados al “ESTADO DE 
QUERÉTARO” mediante el presente instrumento y los rendimientos financieros que al final del Ejercicio Fiscal 
2023 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán reintegrarse 
invariablemente a la TESOFE dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del ejercicio fiscal. 
Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido pagados durante el 
Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser cubiertos mediante el pago respectivo a más tardar durante el primer 
trimestre del ejercicio fiscal siguiente; para ello, al cierre del ejercicio fiscal, el “ESTADO DE QUERÉTARO” 
deberá remitir a la DGRNPI el informe de cuentas por pagar que integra el pasivo circulante; una vez cumplido 
el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros deberán reintegrarse a la TESOFE a 
más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos al 
“ESTADO DE QUERÉTARO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en relación con los diversos 13 y 17 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- INFORMES DE AVANCES Y RESULTADOS. El “ESTADO DE QUERÉTARO” a 
través de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta 
última, un informe con los avances y resultados obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las 
metas y objetivos para el Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil 
(SINAFREC), la UCE informará a través de éste, lo referente a los avances del Fortalecimiento del Registro 
Civil, la administración de los recursos y el cumplimento de las metas comprometidas, además, enviará la 
documentación comprobatoria de los recursos asignados. La DGRNPI a través del SINAFREC dará puntual 
seguimiento a la información aportada por la UCE en cumplimiento de los acuerdos del presente instrumento. 

Además, de conformidad con los artículos 85, fracción II, último párrafo de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria, en relación con el diverso 13, fracción VII, de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, el “ESTADO DE QUERÉTARO” publicará trimestralmente en 
los órganos locales oficiales de difusión, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los 
recursos transferidos y los pondrán a disposición del público en general a través de sus respectivas páginas 
electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión; el contenido de la información publicada será 
responsabilidad de los ejecutores de gasto, por lo que deberán asegurarse que dicha información es correcta. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento, corresponderá en el ámbito de sus respectivas atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de la 
Contraloría del “ESTADO DE QUERÉTARO”. 

“LAS PARTES” convienen que, del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de la Contraloría del “ESTADO DE 
QUERÉTARO”. La UCE informará de manera formal a dicha instancia sobre la suscripción del presente 
instrumento, la fecha de recepción de los recursos federales y la aportación del uno al millar realizada 
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conforme el artículo 82 fracción XI de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para la 
fiscalización de los recursos conforme sus atribuciones legales, con el exhorto de realizar la vigilancia, 
inspección, control y evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados por el “ESTADO DE QUERÉTARO” 
derivados del presente instrumento, presentando un informe a “GOBERNACIÓN” a través de la DGRNPI a 
más tardar en el semestre posterior al cierre del presente ejercicio fiscal. 

La DGRNPI, podrá efectuar visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que 
permitirá corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES”, a través de la DGRNPI y la 
UCE, acuerdan que los asuntos no expresamente previstos en el presente instrumento, así como las dudas y 
controversias que pudieran surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se 
resolverán de común acuerdo en la Comisión de Seguimiento; además ésta podrá establecer de manera 
pronta, las medidas o mecanismos que permitan afrontar las contingencias para el cumplimiento integral del 
presente instrumento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos administrativos de 
vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan que durante la vigencia del presente instrumento, podrán realizar modificaciones o ampliaciones al 
clausulado comprendido a partir de la Cláusula Quinta, o para ampliaciones en la aportación financiera que 
realice “GOBERNACIÓN”, siempre y cuando se justifique la finalidad de dar continuidad al Programa de 
Registro e Identificación de Población, formalizándose estos a través de Anexos Modificatorios o de 
Ampliación. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento, notificando lo anterior al “ESTADO DE QUERÉTARO” por escrito cuando se acredite la 
causal que corresponda. En tal virtud, el “ESTADO DE QUERÉTARO” como sanción deberá reintegrar los 
recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin perjuicio de que 
“GOBERNACIÓN” informe a los órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que el “ESTADO DE QUERÉTARO” desee dar por terminado el presente 
instrumento, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante escrito 
en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por el “ESTADO DE 
QUERÉTARO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos, así como los intereses generados, sean reintegrados a la TESOFE. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento, se encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento, sin el debido sustento legal. 

II. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento. 

III. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

IV. Se identifique que el “ESTADO DE QUERÉTARO” ha mantenido ociosos los recursos destinados al 
Programa de Trabajo, o en su caso, no ha realizado las actividades que permitan dar cumplimiento a 
las metas establecidas en el presente instrumento y en el Programa de Trabajo en los plazos y 
términos convenidos por “LAS PARTES”. 

V. Que el “ESTADO DE QUERÉTARO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento. 

VI. Se identifique que los recursos aportados por el “ESTADO DE QUERÉTARO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá la asignación de los recursos federales al “ESTADO DE QUERÉTARO”, de 
acuerdo a lo siguiente: 
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I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en las Cláusulas Cuarta y Décima Séptima del presente 
instrumento. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que el “ESTADO DE QUERÉTARO” no reintegre a la TESOFE los recursos que la DGRNPI 
determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de 
Seguimiento. 

VI. El deficiente seguimiento al Programa de Registro e Identificación de Población. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del COMITÉ AD, en la cual se fundamenten y 
motiven las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el tiempo de duración de la suspensión 
para la entidad federativa. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento tendrá una vigencia a partir de la fecha de 
suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN” deposite los recursos 
federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Cuarta y hasta el 31 de diciembre del 2023, salvo en 
los supuestos previstos para su Terminación Anticipada, de conformidad con la Cláusula Vigésima Primera del 
presente instrumento. 

En caso de que “GOBERNACIÓN” esté imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, 
la DGRNPI informará formalmente dicho acto al “ESTADO DE QUERÉTARO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento. 

En lo que respecta a los trabajos para la consecución de las metas o el finiquito de los pagos de los bienes 
o servicios contratados o adquiridos, estos podrán concluirse con posterioridad a la vigencia del presente 
instrumento, a más tardar durante el primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, siempre y cuando los 
recursos estén comprometidos o devengados de conformidad con lo establecido en la Cláusula Décima Sexta. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento. Es obligación de 
“LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 (cinco) días hábiles a partir de 
que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través de un acta 
de la Comisión de Seguimiento, en la cual quedarán determinadas claramente las causas de fuerza mayor o 
caso fortuito. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a restablecer el cumplimiento de sus obligaciones. 
En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad de restablecer 
el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento, podrá terminarse anticipadamente, conforme lo 
dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN. El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para 
el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2023, se publicará en el Diario 
Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro “La Sombra de Arteaga” conforme el artículo 6 fracción 
IX de la Ley de Publicaciones Oficiales del Estado de Querétaro, toda vez que deriva del Convenio de 
Coordinación celebrado entre “LAS PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento, lo suscriben en ocho 
tantos en la ciudad de Santiago de Querétaro, Querétaro, a los veintinueve días del mes de marzo de 2023.- 
Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús 
Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La Titular de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de 
Personas, Rocío Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población 
e Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Estado de Querétaro: la Secretaria de 
Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado, María Guadalupe Murguía Gutiérrez.- Rúbrica.- El Secretario de 
Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado, Gustavo Arturo Leal Maya.- Rúbrica.- El Secretario de la 
Contraloría del Poder Ejecutivo del Estado, Oscar García González.- Rúbrica.- El Director Estatal del 
Registro Civil, J. Apolinar Casillas Gutiérrez.- Rúbrica. 



Lunes 29 de mayo de 2023 DIARIO OFICIAL  

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se extingue el organismo público descentralizado denominado Financiera Nacional de 
Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, y se abroga su Ley Orgánica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 

sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DECRETA: 

SE EXTINGUE EL ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO DENOMINADO FINANCIERA NACIONAL DE 

DESARROLLO AGROPECUARIO, RURAL, FORESTAL Y PESQUERO, Y SE ABROGA SU LEY ORGÁNICA 

Artículo Primero. Se extingue el organismo público descentralizado denominado Financiera Nacional de 

Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, que conservará su personalidad jurídica exclusivamente 

para efectos del proceso de liquidación respectivo, en términos de las disposiciones administrativas y 

presupuestales aplicables. 

Artículo Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en su carácter de coordinadora de 

sector, a través de la Unidad de Banca de Desarrollo, será la responsable del proceso de extinción y 

liquidación de la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 

Artículo Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en su carácter de coordinadora de sector, 

a través de la Unidad de Banca de Desarrollo, dentro de un plazo de ciento ochenta días naturales, contados 

a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, publicará las bases de liquidación, atendiendo a lo 

dispuesto en la normativa aplicable. 

Artículo Cuarto. El proceso de liquidación de la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, 

Forestal y Pesquero, estará a cargo del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, quien fungirá como 

liquidador único del Gobierno Federal, conforme a las disposiciones legales aplicables, para lo cual tendrá las 

más amplias facultades para actos de administración, dominio, pleitos y cobranzas; para suscribir u otorgar 

títulos de crédito, así como para realizar cualquier acción que coadyuve a un eficiente proceso de liquidación. 

El proceso de liquidación deberá llevarse a cabo de manera oportuna, eficaz y con apego a las 

disposiciones jurídicas que lo rigen, cuidando en todo momento la adecuada protección a los intereses del 

público. 

Artículo Quinto. El liquidador deberá cumplir con los acuerdos aprobados por el Consejo Directivo de la 

Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero en las sesiones de fechas nueve 

de septiembre y quince de diciembre de dos mil veintidós, respecto del pago anticipado de los créditos 

multilaterales con el Banco Interamericano de Desarrollo, así como destinar los recursos que resulten de la 

recuperación de sus activos, para cubrir los pasivos y contingencias que se originen de la propia liquidación y 

los gastos de administración que realice en cumplimiento de su cargo, en términos del artículo décimo del 

presente Decreto. 

Artículo Sexto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública y la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el ámbito de sus respectivas competencias, vigilarán que el 

procedimiento de liquidación se realice conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo Séptimo. Las erogaciones que, en su caso, se generen con motivo de la entrada en vigor del 

presente Decreto, se cubrirán con cargo al presupuesto autorizado de la Financiera Nacional de Desarrollo 

Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero y del Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, según 

corresponda, por lo que no se autorizarán recursos financieros adicionales en el presente ejercicio ni en los 

subsecuentes. 
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En tal sentido, el liquidador deberá destinar los recursos que resulten de la recuperación de activos de la 

Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, para cubrir los pasivos y 

contingencias que se originen de la propia liquidación, así como los gastos de administración que realice en 

cumplimiento de su cargo. En el balance final de la liquidación se deberá precisar el destino desglosado de 

todos los recursos señalados en este artículo. 

La Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero deberá realizar a favor del 

Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado, la transferencia de los bienes, derechos y obligaciones, misma 

que se llevará a cabo conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

La transferencia de bienes y derechos a que se refiere el presente artículo, no quedará gravada por ningún 

impuesto federal, de conformidad con el artículo 2o., fracción XIII, de la Ley Federal para la Administración y 

Enajenación de Bienes del Sector Público. 

Artículo Octavo. Los bienes muebles e inmuebles de la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, 

Rural, Forestal y Pesquero que se liquidan podrán transmitirse a título gratuito, según su naturaleza y mejor 

aprovechamiento, a dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de conformidad con las 

disposiciones legales aplicables. 

Artículo Noveno. Los derechos laborales de las personas trabajadoras, incluyendo las indemnizaciones 

correspondientes, de la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, serán 

respetados íntegramente, conforme a las disposiciones laborales aplicables, por conducto del Instituto para 

Devolver al Pueblo lo Robado como liquidador. Para el pago de los conceptos referidos se estará a lo 

dispuesto en el artículo séptimo del presente Decreto. 

Artículo Décimo. Los recursos remanentes que resulten a la conclusión del proceso de liquidación de la 

Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, tendrán el tratamiento que 

corresponda, en términos de las disposiciones aplicables. 

Artículo Décimo Primero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como coordinadora de sector, 

una vez concluido el proceso de liquidación, informará al área correspondiente, para que se actualice la 

Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal. 

Artículo Décimo Segundo. Se abroga la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Desarrollo 

Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 26 de diciembre 

de 2002. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial  de 

la Federación. 

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones legales, administrativas y reglamentarias que sean 

contrarias a lo establecido en el presente Decreto. 

Tercero. Para el cumplimiento de las obligaciones con las personas trabajadoras jubiladas y pensionadas 

del Sistema Banrural, las mismas continuarán a cargo del Fondo de Pensiones del Sistema Banrural 

(FOPESIBAN) operado por el Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado (INDEP) y no afectarán los 

derechos adquiridos de las personas jubiladas y pensionadas del Sistema Banrural por la entrada en vigor del 

presente Decreto. 

Ciudad de México, a 28 de abril de 2023.- Dip. Santiago Creel Miranda, Presidente.- Sen. Alejandro 

Armenta Mier, Presidente.- Dip. María del Carmen Pinete Vargas, Secretaria.- Sen. Verónica Noemí 

Camino Farjat, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 26 de mayo de 2023.- Andrés Manuel López 

Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica. 
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OFICIO mediante el cual se modifican los términos de la autorización para la organización y operación de Banco 
Santander México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores.- Vicepresidencia de Normatividad.- 
Dirección General de Autorizaciones al Sistema Financiero.- Vicepresidencia de Supervisión de Grupos e 
Intermediarios Financieros A.- Dirección General de Supervisión de Grupos e Intermediarios Financieros A.- 
Oficio Núm.: 312-3/93898/2023.- Exp.: CNBV.3S.1,312 (67). 

Asunto:  Se modifican los términos de la autorización para 
la organización y operación de esa entidad. 

BANCO SANTANDER MÉXICO, S.A., 
INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE, 
GRUPO FINANCIERO SANTANDER MÉXICO 
Av. Vasco de Quiroga, Núm. 3900, Corporativo Diamante, Torre B, Piso 2. 
Col. Lomas de Santa Fe, Cuajimalpa de Morelos, 
C.P. 05300, Ciudad de México. 

AT’N.: MTRO. FELIPE FRANCISCO GARCÍA ASCENCIO 
Director General 

Mediante oficio 312-3/93573/2023 de fecha 3 de enero de 2023, esta Comisión aprobó, entre otras, la 
reforma al artículo Séptimo de los estatutos sociales de Banco Santander México, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México (Banco Santander), con motivo del ajuste a su 
capital social de la cantidad de $32,485’600,110.00 a la cantidad de $32,485’600,109.44, a fin de solventar la 
inconsistencia entre el monto del capital social y el valor nominal de las acciones, en términos del de acta de 
asamblea general ordinaria y extraordinaria de accionistas celebrada el 19 de julio de 2022 que remitieron 
para tal efecto. 

Con escrito presentado a esta Comisión el día 15 de marzo de 2023 través del correo electrónico 
VPSupervisionGIFA@cnbv.gob.mx, en cumplimiento al requerimiento contenido en nuestro oficio  312-
3/93573/2023 antes referido, Banco Santander presentó copia certificada de la escritura pública 107,377 de 
fecha 11 de enero de 2023, otorgada ante la fe del Licenciado Marco Antonio Ruiz Aguirre, notario público 
número 229 de la Ciudad de México e inscrita en el Registro Público del Comercio de esta misma ciudad el 
día 6 de marzo de 2023, bajo el folio mercantil electrónico número 63608-1, en la que se formalizó la 
modificación estatutaria de que se trata. 

Por lo anterior, con fundamento en el artículo 8, último párrafo de la Ley de Instituciones de Crédito, esta 
Comisión tiene a bien modificar la Base Cuarta de la “Resolución por lo que se autoriza la organización y 
operación de una Institución de banca múltiple filial denominada Banco Santander (México), S.A. Institución 
de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander”, actualmente denominada Banco Santander México, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México, otorgada por la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público mediante oficio 101-374 de fecha 27 de mayo de 2008, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 11 de junio de 2008, modificada por última vez mediante oficio 312-3/10039041/2021, emitido 
por esta Comisión el 8 de noviembre de 2021 y publicado en dicho Diario el 30 de noviembre de 2021, para 
quedar en los siguientes términos: 

“… 

CUARTA. -El capital social de Banco Santander México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Santander México asciende a la cantidad de $32,485’600,109.44 (treinta y dos mil cuatrocientos 
ochenta y cinco millones seiscientos mil ciento nueve pesos 44/100 M.N.). 

…” 

Asimismo, con fundamento en los artículos 8, último párrafo y 97 de la Ley de Instituciones de Crédito y 19 
de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se requiere a Banco Santander informe a esta 
autoridad la fecha de la publicación del texto del presente oficio de modificación, realizada en el Diario Oficial 
de la Federación y en dos periódicos de amplia circulación de su domicilio social, en un plazo de quince días 
hábiles contado a partir de la fecha de publicación. Lo anterior, en el entendido de que dichas publicaciones 
deberán tramitarse dentro de los quince días hábiles posteriores a la fecha de recepción de este oficio. 

El presente oficio se emite con fundamento en los artículos 16, antepenúltimo párrafo de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores; 14, 19, fracción X, 21, fracciones I, inciso c), II y III y último párrafo, 
44, fracciones I y IV y 64 del Reglamento Interior de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 4 de mayo de 2023.- Directora General de Autorizaciones al Sistema Financiero, Lic. 
Aurora de la Paz Torres Arroyo.- Rúbrica.- Directora General de Supervisión de Grupos e Intermediarios 
Financieros A, Lic. Cynthia Llamas Campos.- Rúbrica. 

(R.- 536679) 
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SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y 
TRANSPORTES 

ACUERDO Modificatorio al diverso Acuerdo por el que se dan a conocer las disposiciones técnico administrativas 
de carácter aeronáutico de la Agencia Federal de Aviación Civil, órgano desconcentrado de la Secretaría de 
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- COMUNICACIONES.- 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

JORGE NUÑO LARA, Secretario de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, con fundamento en 
los artículos 14, 16, 26 y 36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2, fracción XVIII;  6, 
fracciones I y VI de la Ley de Aviación Civil; 2, fracción VII Ter y 6 de la Ley de Aeropuertos; 4 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo; 5 de la Ley General de Mejora Regulatoria, y 4o. del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y 

CONSIDERANDO 

Que mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019 se aprobó el 
Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, el cual contiene los objetivos, acciones y metas que regirán la 
actuación del Gobierno Federal durante la presente administración; 

Que el 2 de julio de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el "Programa Sectorial de 
Comunicaciones y Transportes 2020-2024", que conduce los esfuerzos del Sector en su conjunto, durante el 
período 2020-2024, en él, se identifican los Objetivos y Estrategias Prioritarias, las Acciones puntuales, así 
como las Metas de Bienestar y Parámetros para dar cumplimiento a la Misión de la SICT, que pretende 
fundamentalmente, contribuir al bienestar social y al desarrollo regional de nuestro país, teniendo como 
principios rectores entre otros, no dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera y por el bien de todos, primero los 
pobres, tomando en cuenta las contribuciones de los distintos grupos sociales en las consultas celebradas a 
principios de esta administración, para conocer las demandas y necesidades más sentidas de la sociedad a la 
que se sirve; 

Que el referido "Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2020-2024", prevé como estrategia 
2.3.1. "Revisar, con base a las necesidades actuales, los ordenamientos jurídicos, normativos, de regulación y 
operación del transporte aéreo, integrando sistemas mixtos y de pasajeros para ofrecer condiciones óptimas 
de seguridad, calidad, eficiencia y competitividad."; 

Que en cumplimiento al Convenio sobre Aviación Civil Internacional (Convenio de Chicago), el cual fue 
firmado el 7 de diciembre de 1944 y ratificado por el Senado de la República el 31 de diciembre de 1945, y 
sus anexos, el Estado Mexicano tiene la obligación ante la comunidad internacional a efecto de lograr el más 
alto grado de uniformidad posible en las reglamentaciones, normas, procedimientos y organización relativos a 
las aeronaves, personal, aerovías y servicios auxiliares, en todas las cuestiones en que tal uniformidad facilite 
y mejore la navegación aérea; 

Que los artículos 6 de la Ley de Aviación Civil y 6 de la Ley de Aeropuertos, otorgan a la Secretaría de 
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes la atribución de emitir disposiciones técnico-administrativas en 
materia de aviación civil y aeroportuaria necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en ambas leyes y en 
los tratados de los que el Estado mexicano es parte, mismas que se publicarán en el Diario Oficial de la 
Federación y en la Publicación de Información Aeronáutica; 

Que el 2 de diciembre de 2022, esta Secretaría publicó en el Diario Oficial de la Federación el “ACUERDO 
por el que se dan a conocer las disposiciones técnico administrativas de carácter aeronáutico de la Agencia 
Federal de Aviación Civil, órgano desconcentrado de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 
Transportes”. 

Que el 24 de enero de 2023, esta Secretaría publicó en el Diario Oficial de la Federación el “ACUERDO 
modificatorio al diverso Acuerdo por el que se dan a conocer las disposiciones técnico administrativas de 
carácter aeronáutico de la Agencia Federal de Aviación Civil, órgano desconcentrado de la Secretaría de 
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes”. 

Que el 03 de mayo de 2023, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Aeropuertos y de la Ley de Aviación Civil. 

Que para continuar dando certeza y seguridad jurídica respecto de la vigencia y efectos jurídicos de las 
disposiciones administrativas de carácter técnico aeronáutico emitidas por la Agencia Federal de Aviación 
Civil, he tenido a bien expedir el siguiente: 
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ACUERDO MODIFICATORIO AL DIVERSO “ACUERDO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LAS 
DISPOSICIONES TÉCNICO ADMINISTRATIVAS DE CARÁCTER AERONÁUTICO DE LA AGENCIA 

FEDERAL DE AVIACIÓN CIVIL, ÓRGANO DESCONCENTRADO DE LA SECRETARÍA DE 
INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y TRANSPORTES” 

ÚNICO. Se MODIFICAN el número de circulares de asesoramiento de la fracción I; el numeral 4 del inciso 
A, de la fracción I; el número de circulares de asesoramiento del inciso C, de la fracción I; el número de 
circulares de asesoramiento del inciso D, de la fracción I; el número de circulares obligatorias de la fracción II; 
el número de circulares obligatorias del inciso B, de la fracción II; los numerales 11, 14, 33, 47 y 53 del inciso 
B, de la fracción II, y los numerales 1, 2, 3 y 12 del inciso C, de la fracción II, todos del apartado SEGUNDO; 
se ADICIONAN el numeral 18, al inciso C, de la fracción I; el numeral 3, al inciso D, de la fracción I; los 
numerales 80, 81 y 82, al inciso B, de la fracción II, todos del apartado SEGUNDO y; se DEROGA la fracción 
III del apartado SEGUNDO del ACUERDO por el que se dan a conocer las disposiciones técnico 
administrativas de carácter aeronáutico de la Agencia Federal de Aviación Civil, órgano desconcentrado de la 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
2 de diciembre de 2022 y su modificación publicada en el mismo medio de difusión el 24 de enero de 2023, 
para quedar, en lo conducente, en los siguientes términos: 

SEGUNDO. - … 

I. Circulares de Asesoramiento (CA): Total 29. 

A. … 

1. a 3. … 

4. CA AV-08/22 R1 Que adopta las definiciones establecidas del Anexo 8 de la Organización de 
Aviación Civil Internacional (OACI), en materia de aeronavegabilidad. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/810674/ca-av-08-22-r1-adopcion-def-an8-
oaci-aeronavegabilidad-21032023.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/ca-av-08-22-r1-adopcion-def-an8-oaci-aeronavegabilidad-
21032023.pdf 

B. … 

C. Concesionarios, Permisionarios y Operadores Aéreos (18). 

1. a 17. … 

18. CA AV-06/23 Que adopta las definiciones y abreviaturas establecidas en el Anexo 6 Parte I, Parte 
II y Parte III de la OACI, en materia de operación de aeronaves, para su aplicación en la normatividad 
aeronáutica nacional. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/807152/ca-av-06-23-01032023.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/ca-av-06-23-01032023.pdf 

D. Personal Técnico Aeronáutico y Centros de Capacitación/Adiestramiento (3). 

1. a 2. … 

3. CA LI-01/23 Que establece las definiciones relativas en el otorgamiento de Licencias de acuerdo 
con el Anexo 1 de la OACI, para su aplicación en la normatividad aeronáutica nacional. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/802865/ca-li-01-23-10022023.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/ca-li-01-23-10022023.pdf 

E. a H. … 

II. Circulares Obligatorias (CO): Total 139. 

A. … 

B. Concesionarios, Permisionarios y Operadores Aéreos (82). 

1. a 10. … 

11. CO AV-07.3/07 R3 Que establece el equipo de a bordo, comunicación y navegación que deben 
tener las aeronaves. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dav%2D07%2D3%2D07%2Dr3%2D10052023%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fm
agallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-07-3-07-r3-10052023.pdf 
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12. a 13. … 

14. CO AV-08/22 R1 Que establece la certificación de explotadores de servicios aéreos. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dav%2D08%2D22%2Dr1%2D10052023%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallo
n%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-08-22-r1-10052023.pdf 

15. a 32. … 

33. CO AV-022/22 R2 Registradores de vuelo. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dav%2D022%2D22%2Dr2%2Dregistradores%2Dde%2Dvuelo%2D27032023%2Epdf&parent=%2
Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&g
a=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-022-22-r2-registradores-de-vuelo-27032023.pdf 

34. a 46. … 

47. CO AV-50/07 R3 Que establece las reglas técnicas para las operaciones de aeronaves civiles de 
ala rotativa de servicio al público, privadas y las de Estado distintas de las militares. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dav%2D50%2D07%2Dr3%2D10052023%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallo
n%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-50-07-r3-10052023.pdf 

48. a 52. … 

53. CO AV-60/21 R3 Que establece el Sistema de Notificación de Dificultades en Servicio. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/812226/co-av-60-21-r3-28032023.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-60-21-r3-28032023.pdf 

54. a 79. … 

80. CO AV-036/23 Que Establece los límites máximos permisibles de ruido producidos por las 
aeronaves. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dav%2D036%2D23%2D04052023%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallon%5F
afac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-036-23-04052023.pdf 

81. CO AV-39.1/23 Que establece el manejo de la información obligatoria sobre el mantenimiento de 
la aeronavegabilidad emitida por los Estados de diseño. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/810673/co-av-39-1-23-21022023.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-39-1-23-21022023.pdf 

82. CO AV-040/23 Que establece el contenido del Manual de Despacho de Vuelos, Despacho de 
Vuelos y Control Operacional o Despacho de Vuelos y Control Operacional Centralizado. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dav%2D040%2D23%2D10052023%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallon%5F
afac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-040-23-10052023.pdf 
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C. … 

1. CO LI-01/21 R2 Que establece las condiciones técnico administrativas para la evaluación de 
capacidad de competencia lingüística y la autorización de centros evaluadores designados. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/824150/co-li-01-21-r2-09052023.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-li-01-21-r2-09052023.pdf 

2. CO LI-01/22 R1 Que establece las condiciones técnico administrativas para la aplicación de 
exámenes teóricos y prácticos. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dli%2D01%2D22%2Dr1%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgo
b%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-li-01-22-r1.pdf 

3. CO LI-02/22 R1 Que establece las condiciones técnico administrativas para obtener la autorización 
de examinadores designados en la evaluación del personal técnico aeronáutico y la autorización de 
centros evaluadores designados. 

SICT: https://mxafac-
my.sharepoint.com/personal/alejandro_magallon_afac_gob_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpe
rsonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES%2Fco
%2Dli%2D02%2D22%2Dr1%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Falejandro%5Fmagallon%5Fafac%5Fgo
b%5Fmx%2FDocuments%2FCIRCULARES&ga=1 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-li-02-22-r1.pdf 

4. a 11. … 

12. CO AV-18/22 Que estable los requisitos para la verificación, certificación y uso de los dispositivos 
de instrucción para simulación de vuelo "(Flight Simulation Training Device, FSTD)”. 

SICT: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/778801/co-av-18-22.pdf 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/SICT/co-av-18-22.pdf 

13. a 15. … 

D. a E. … 

III. Se deroga. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO. Con excepción de las modificaciones, adiciones y derogación señaladas en el presente 
Acuerdo, subsisten vigentes, en sus términos y condiciones, las circulares y disposiciones técnico 
administrativas a que se refiere el diverso “ACUERDO por el que se dan a conocer las disposiciones técnico 
administrativas de carácter aeronáutico de la Agencia Federal de Aviación Civil, órgano desconcentrado de la 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes” publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 2 de diciembre de 2022 y su modificación publicada en el mismo medio de difusión el 24 de enero de 2023. 

TERCERO. Para consultar el documento de su interés, se deberá dirigir al sitio web oficial de la Agencia 
Federal de Aviación Civil (https://www.gob.mx/afac/acciones-y-programas/circulares-276394). 

Ciudad de México, a 25 de mayo de 2023.- El Secretario de Infraestructura, Comunicaciones y 
Transportes, Lic. Jorge Nuño Lara.- Con fundamento en lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 49 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en suplencia por ausencia del C. 
Titular del Ramo y de los CC. Subsecretarios de Infraestructura, de Transporte y de Comunicaciones y del 
Oficial Mayor, Firma el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos, Lic. José Luis Palomares Mora.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la moral Laboratorios BYM, S.A. 
de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Área de Responsabilidades.- Expediente: PA-009/2023. 

OFICIALES MAYORES DE LAS 
DEPENDENCIAS, FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA Y EQUIVALENTES 
DE LAS ENTIDADES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE 
LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 
P R E S E N T E S 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO, ASÍ COMO A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, 

MUNICIPIOS Y ALCALDÍAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE DEBERÁN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS 

O CELEBRAR CONTRATOS CON LA MORAL LABORATORIOS BYM, S.A. DE C.V. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 26, décimo cuarto párrafo y 37, fracciones XII y XXIX de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 11, 59, 60, fracción IV, 61, último párrafo y 63 de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público; 114 y 115 de su Reglamento; 6, fracción III, apartado B, 

numeral 3, y 38, fracción III, numeral 12 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, y 4, 

fracción III y 66 del Estatuto Orgánico del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado; esta representación administrativa hace de su conocimiento que esta autoridad emitió resolución de 

veintiséis de mayo de dos mil veintitrés, dictada en el expediente administrativo de sanción a licitantes, 

proveedores y contratistas PA-009/2023, a través de la cual se impuso a la moral Laboratorios BYM, S.A. de 

C.V., una sanción administrativa consistente en inhabilitación por 30 (treinta) meses, término que se 

computará a partir del día subsecuente a aquél en que se publique la Circular respectiva en el Diario Oficial de 

la Federación; por lo que no podrá por sí misma o a través de interpósita persona, presentar propuestas, ni 

celebrar contrato alguno con las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, ni con 

Entidades Federativas, los Municipios o sus Entes Públicos, cuando utilizaran total o parcialmente recursos 

federales, conforme a los convenios que celebraran con el Ejecutivo Federal; así como contratos regulados 

por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y/o Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las Mismas. 

Lo anterior, en el entendido de que los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con la sociedad Laboratorios BYM, S.A. de C.V., no quedarán comprendidos en la aplicación 

de esta circular, en términos del artículo 112 del Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público. 

En caso de que al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación, la citada empresa no haya pagado la 

multa impuesta en la resolución en comento, la inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago 

correspondiente de la misma; lo anterior, con fundamento en lo previsto en el artículo 60, párrafo tercero de la 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2023.- Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Lic. Raúl Armando 

Morales Flores.- Rúbrica. 
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CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la moral Pea Capital, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Área de Responsabilidades.- Expediente: PA-007/2023. 

OFICIALES MAYORES DE LAS 
DEPENDENCIAS, FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA Y EQUIVALENTES 
DE LAS ENTIDADES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE 
LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 
P R E S E N T E S 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO, ASÍ COMO A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, 

MUNICIPIOS Y ALCALDÍAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE DEBERÁN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS 

O CELEBRAR CONTRATOS CON LA MORAL PEA CAPITAL, S.A. DE C.V. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 26, décimo cuarto párrafo y 37, fracciones XII y XXIX de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 6, fracción III, apartado B, numeral 3 y 38, fracción III, numeral 12 del 

Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública; 13, 77, párrafo primero, 78, fracción IV, 79, último 

párrafo y 81 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 272 y 273 de su 

Reglamento; y 4, fracción III y 66 del Estatuto Orgánico del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado; esta representación administrativa hace de su conocimiento que esta autoridad 

emitió resolución de veinticinco de mayo de dos mil veintitrés, dictada en el expediente administrativo de 

sanción a licitantes, proveedores y contratistas PA-007/2023, a través de la cual se impuso a la moral Pea 

Capital, S.A. de C.V., una sanción administrativa consistente en inhabilitación por 30 (treinta) meses, 

término que se computará a partir del día subsecuente a aquél en que se publique la Circular respectiva en el 

Diario Oficial de la Federación; por lo que no podrá por sí misma o a través de interpósita persona, presentar 

propuestas, ni celebrar contrato alguno con las Dependencias y Entidades de la Administración Pública 

Federal, ni con Entidades Federativas, los Municipios o sus Entes Públicos, cuando utilizaran total o 

parcialmente recursos federales, conforme a los convenios que celebraran con el Ejecutivo Federal; así como 

contratos regulados por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y/o Ley de 

Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Lo anterior, en el entendido de que los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con la sociedad Pea Capital, S.A. de C.V., no quedarán comprendidos en la aplicación de esta 

circular, en términos del artículo 270 del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados 

con las Mismas. 

En caso de que al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación, la citada empresa no haya pagado la 

multa impuesta en la resolución en comento, la inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago 

correspondiente de la misma; lo anterior, con fundamento en lo previsto en el artículo 78, párrafo tercero de la 

Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2023.- Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Lic. Raúl Armando 

Morales Flores.- Rúbrica. 
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CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la moral Unión Caromo, S.A. de 
C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Área de Responsabilidades.- Expediente: PA-008/2023. 

OFICIALES MAYORES DE LAS 
DEPENDENCIAS, FISCALÍA GENERAL 
DE LA REPÚBLICA Y EQUIVALENTES 
DE LAS ENTIDADES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE 
LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 
P R E S E N T E S 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO, ASÍ COMO A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, 

MUNICIPIOS Y ALCALDÍAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE DEBERÁN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS 

O CELEBRAR CONTRATOS CON LA MORAL UNIÓN CAROMO, S.A. DE C.V. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 26, décimo cuarto párrafo y 37, fracciones XII y XXIX de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 6, fracción III, apartado B, numeral 3 y 38, fracción III, numeral 12 del 

Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública; 13, 77, párrafo primero, 78, fracción III, 79, último 

párrafo y 81 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 272 y 273 de su 

Reglamento; y 4, fracción III y 66 del Estatuto Orgánico del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado; esta representación administrativa hace de su conocimiento que esta autoridad 

emitió resolución de veintiséis de mayo de dos mil veintitrés, dictada en el expediente administrativo de 

sanción a licitantes, proveedores y contratistas PA-008/2023, a través de la cual se impuso a la moral Unión 

Caromo, S.A. de C.V., una sanción administrativa consistente en inhabilitación por 45 (cuarenta y cinco) 

meses, término que se computará a partir del día subsecuente a aquél en que se publique la Circular 

respectiva en el Diario Oficial de la Federación; por lo que no podrá por sí misma o a través de interpósita 

persona, presentar propuestas, ni celebrar contrato alguno con las Dependencias y Entidades de la 

Administración Pública Federal, ni con Entidades Federativas, los Municipios o sus Entes Públicos, cuando 

utilizaran total o parcialmente recursos federales, conforme a los convenios que celebraran con el Ejecutivo 

Federal; así como contratos regulados por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 

Público y/o Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Lo anterior, en el entendido de que los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con la sociedad Unión Caromo, S.A. de C.V., no quedarán comprendidos en la aplicación de 

esta circular, en términos del artículo 270 del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas. 

En caso de que al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación, la citada empresa no haya pagado la 

multa impuesta en la resolución en comento, la inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago 

correspondiente de la misma; lo anterior, con fundamento en lo previsto en el artículo 78, párrafo tercero de la 

Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2023.- Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Lic. Raúl Armando 

Morales Flores.- Rúbrica. 
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CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa Dicipa S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 
Área de Responsabilidades.- Expediente Administrativo: PAR-3612/2021. 

OFICIALES MAYORES DE LAS DEPENDENCIAS, 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y 

EQUIVALENTES DE LAS ENTIDADES DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE LOS 

GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

PRESENTES 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO, ASÍ COMO A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, 

MUNICIPIOS Y ALCALDÍAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE DEBERÁN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS 

O CELEBRAR CONTRATOS CON LA EMPRESA DICIPA S.A. DE C.V. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 26, décimo cuarto párrafo y 37, fracciones XII y XXIX de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 1, 2, fracciones I y II, 3, fracción XIV, 4, fracción I, 5, 8, fracciones II y IV, 27, 

fracción II, inciso b), antepenúltimo párrafo y 28 y demás disposiciones legales y aplicables de la Ley Federal 

Anticorrupción en Contrataciones Públicas; 6, fracción III, letra B, numeral 3, 37, fracciones II y XXVII, en 

relación con el 38, fracción III, numerales 1, 2, 3, 4 y 19 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función 

Pública publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de abril de dos mil veinte, y 4, fracción III y 

66 del Estatuto Orgánico del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; esta 

representación administrativa hace de su conocimiento que esta autoridad emitió resolución el veinticinco 

de mayo de dos mil veintitrés, en el expediente de Responsabilidad Administrativa PAR-3612/2021, a 

través de la cual se impuso a la persona moral DICIPA S.A. DE C.V., una sanción administrativa consistente 

en inhabilitación por 3 (tres) años y 5 (cinco) meses, término que se computará a partir del día 

subsecuente a aquél en que se publique la circular respectiva en el Diario Oficial de la Federación; por lo que 

no podrá participar de manera directa o por interpósita persona en procedimientos de contratación, ni celebrar 

contratos con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y, en general, con cualquiera 

de las "Instituciones públicas contratantes" a que se refiere la fracción VIII, del artículo 3 de la Ley Federal 

Anticorrupción en Contrataciones Públicas vigente en la época de los hechos sancionados. 

Asimismo, durante el transcurso del término de inhabilitación las autoridades a que se refiere el artículo 30 

de la ley en cita no podrán otorgar a la infractora subsidios, donativos y otros beneficios previstos en la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley Federal para la Administración y Enajenación 

de Bienes del Sector Público y en los demás ordenamientos aplicables. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 29 de mayo de 2023.- El Titular del Órgano Interno de Control en el Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Doctor Luis Antonio García  Calderón.- 

Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de Salud, para 
regular el Sistema de Salud para el Bienestar. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes 

sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DECRETA: 

SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE SALUD, PARA 

REGULAR EL SISTEMA DE SALUD PARA EL BIENESTAR 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 1o.; 3o., fracción II bis, segundo párrafo; 4o., fracción IV; 7o., 

fracción II, segundo párrafo; 9o.; 13, Apartado B, fracción I Bis; 15, primer párrafo; 17; 18, primer párrafo; 19; 

21, fracciones IV, VII y XI; 28, primer y segundo párrafos; 29; 77 bis 1; 77 bis 2; 77 bis 3; 77 bis 5; 77 bis 6, 

primer y segundo párrafos y fracción V; 77 bis 7, primer párrafo y fracciones I, II y IV; 77 bis 8; 77 bis 9, 

primer, segundo y tercer párrafos; 77 bis 10, primer párrafo; 77 bis 11; 77 bis 12; 77 bis 13, primer párrafo; 77 

bis 15, primer y actual segundo párrafos; 77 bis 16 A, primero, segundo, tercero y actuales cuarto, quinto y 

sexto párrafos; 77 bis 17, primer párrafo; 77 bis 29, primer párrafo, fracción I y segundo párrafo; 77 bis 30, 

cuarto y quinto párrafos; 77 bis 31, Apartado A), primer y segundo párrafos, B) y C), primer párrafo; 77 bis 32, 

fracciones I, II, tercer párrafo y IV; la denominación del Capítulo VIII, para quedar como “De los Servicios de 

Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR)”; 77 bis 35, primer, 

segundo y tercer párrafos, fracciones IV, VIII, XI, XII y XIII; 77 bis 37, fracciones XV; 77 bis 38, fracciones II y 

VII; 77 bis 40, fracción II; 78, fracción I; 164, primer párrafo; 197, segundo párrafo; 224 Bis; 300; 314 Bis 1, 

primer párrafo; 337, primer párrafo; 421 Bis; 469 bis, primer párrafo, se adicionan los artículos 7o., fracción II, 

con un tercer párrafo; 15, con un segundo y tercer párrafos; 18, con un tercer párrafo; 28, con un tercer 

párrafo; 36, segundo párrafo; 77 bis 6, con las fracciones VI, VII, VIII y IX; 77 bis 15, con un segundo, tercer y 

penúltimo párrafos, recorriéndose los subsecuentes; 77 bis 16 A, con un cuarto párrafo; 77 bis 29, con un 

quinto párrafo; 77 bis 31, Apartado C), con un segundo párrafo, recorriéndose el subsecuente en su orden;  77 

bis 41; un Capítulo XI, denominado “Del Servicio Nacional de Salud Pública”, que comprende los artículos 77 

bis 42; 77 bis 43; 77 bis 44; 77 bis 45 y 77 bis 46; se derogan los artículos 20; 77 bis 9, cuarto párrafo;  77 bis 

16 A, actual séptimo párrafo; 77 bis 35 A; 77 bis 35 B; 77 bis 35 C; 77 bis 35 D; 77 bis 35 E; 77 bis 35 F; 77 

bis 35 G; 77 bis 35 H; 77 bis 35 I; 77 bis 35 J, de la Ley General de Salud, para quedar  como sigue: 

Artículo 1o.- La presente ley reglamenta el derecho a la protección de la salud que tiene toda persona en 

los términos del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece las bases 

y modalidades para el acceso a los servicios de salud, distribuye competencias y establece los casos de 

concurrencia entre la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general. Es de 

aplicación en toda la República y sus disposiciones son de orden público e interés social. 

Artículo 3o.- En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general: 

I. y II. ... 

II bis. ... 

Para efectos de la concurrencia a que se refiere el párrafo anterior, y en el caso de las entidades 

federativas que celebren convenios de coordinación en los términos del artículo 77 bis 16 A de esta Ley, los 

recursos que del artículo 25, fracción II de la Ley de Coordinación Fiscal correspondan a dichas entidades, 

éstas, en la parte que corresponda,  los deberán  transferir junto con los rendimientos financieros que 
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se hayan generado, al Fideicomiso Público Federal sin estructura orgánica denominado Fondo de 

Salud para el Bienestar dentro de los cinco días hábiles contados a partir del día hábil siguiente al que 

los reciban por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

III. a XXVIII. ... 

Artículo 4o.- ... 

I. a III. ... 

IV. Los gobiernos de las entidades federativas, incluyendo el Gobierno de la Ciudad de México. 

Artículo 7o.- ... 

I. ... 

II. ... 

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 

Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) colaborará con la Secretaría de Salud en lo que respecta a 

la prestación gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados que 

requieran las personas sin seguridad social, en el marco del Sistema de Salud para el Bienestar a que 

se refiere el Título Tercero Bis de esta Ley, para los fines que se precisan en esta Ley. 

Asimismo, Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-

BIENESTAR) participará en los procedimientos de contratación consolidada que instrumente, en su 

caso, la Secretaría de Salud, en los términos previstos en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público y demás disposiciones aplicables, en los que intervengan las 

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que presten servicios de salud, así 

como las correspondientes a las entidades federativas que ejerzan recursos federales para dicho fin, 

que tengan por objeto la adquisición y distribución de los medicamentos y demás insumos asociados 

para la salud que se requieran para la prestación de los referidos servicios, con la finalidad de 

garantizar el abasto de los mismos; 

II Bis. a XV. ... 

Artículo 9o.- Los gobiernos de las entidades federativas coadyuvarán, en el ámbito de sus respectivas 

competencias y, en su caso, en los términos de los acuerdos de coordinación que celebren con la Secretaría 

de Salud, en la operación, funcionamiento y fortalecimiento del Sistema Nacional de Salud. Para lo cual, 

planearán, organizarán y desarrollarán en sus respectivas circunscripciones territoriales, sistemas estatales 

de salud, procurando su participación programática en el Sistema Nacional de Salud. 

La Secretaría de Salud coordinará la concordancia de los programas federales en la materia con el 

de las entidades federativas, promoviendo que la planeación sea congruente, objetiva y participativa. 

Artículo 13.- ... 

A. ... 

I. a X. ... 

B. ... 

I. ... 

I Bis. Acordar con la Secretaría de Salud o con las entidades de su sector coordinado o bien con 

cualquier otra entidad, por sí o en coordinación con otras entidades, se hagan cargo de organizar, operar, 

supervisar y evaluar la prestación de los servicios de salubridad general a que se refiere la fracción anterior, 

en los términos que se estipulen en los convenios de coordinación y demás instrumentos jurídicos que al 

efecto se celebren; 
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II. a VII. ... 

C. ... 

Artículo 15.- El Consejo de Salubridad General es un órgano que depende directamente de la persona 

titular de la Presidencia de la República en los términos del artículo 73, fracción XVI, base 1a. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El Consejo de Salubridad General está integrado por la persona titular de la Secretaría de Salud 

quien lo presidirá, la persona titular de la Secretaría de dicho Consejo y las personas integrantes 

titulares que su reglamento interior determine, dos de los cuáles serán las personas titulares de la 

Academia Nacional de Medicina y de la Academia Mexicana de Cirugía. Las personas integrantes del 

Consejo contarán con derecho a voz y voto y ejercerán sus cargos a título honorífico. 

La persona titular de la Presidencia del Consejo, podrá invitar a las sesiones, cuando así lo 

requiera la naturaleza de los asuntos a tratar, por iniciativa propia o a sugerencia de alguna persona 

integrante del Consejo, a las personas servidoras públicas de los tres órdenes de gobierno o de 

cualquier otro organismo público o privado, quienes participarán en las sesiones con voz,  pero sin 

voto. 

Artículo 17.- ... 

I. ... 

II. Adicionar las listas de establecimientos destinados al proceso de medicamentos y las de enfermedades 

transmisibles prioritarias, no transmisibles más frecuentes, sindemias, así como las de fuentes de radiaciones 

ionizantes y de naturaleza análoga, así como determinar aquellos actos relacionados con el proceso de 

Insumos, que tengan fines de política sanitaria por razones de eficacia terapéutica y de beneficio 

colectivo; 

III. Aprobar y publicar en el Diario Oficial de la Federación, la declaratoria de emergencia y demás 

acuerdos que coadyuven con la Secretaría de Salud a instrumentar las acciones necesarias para 

enfrentar circunstancias epidemiológicas extraordinarias en el país o emergencia causada por 

deterioro súbito del ambiente que ponga en peligro inminente a la población; 

IV. Aprobar y publicar en el Diario Oficial de la Federación, la declaratoria en los casos de 

enfermedades graves que sean causa de emergencia o atenten contra la seguridad nacional, en la que 

se justifique la necesidad de atención prioritaria; 

V. Aprobar los acuerdos necesarios y demás disposiciones generales de observancia obligatoria 

en el país en materia de salubridad general, dentro del ámbito de su competencia; 

VI. Certificar la calidad de los establecimientos de atención médica y determinar los instrumentos y 

criterios para tal efecto; 

VII. Determinar las demás enfermedades transmisibles que requieren actividades de vigilancia 

epidemiológica, no transmisibles, emergentes y reemergentes y neoplasias malignas, de prevención y 

control, a que se refiere el artículo 134, fracción XIV de esta Ley; 

VIII. Opinar, a través de la persona titular de la Secretaría del Consejo, sobre programas y proyectos 

de investigación científica y de formación de recursos humanos para la salud, a solicitud de las 

instituciones públicas o privadas que así lo soliciten; 

IX. Opinar, a través de la persona titular de la Secretaría del Consejo, sobre el establecimiento de 

nuevos estudios profesionales, técnicos, auxiliares y especialidades que requiera el desarrollo nacional en 

materia de salud, a solicitud de las instituciones públicas que así lo soliciten; 
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X. Elaborar, actualizar y difundir en el Diario Oficial de la Federación el Compendio Nacional de 

Insumos para la Salud, en términos de lo establecido en esta Ley y las demás disposiciones 

aplicables; 

XI. Determinar las demás substancias que deban considerarse como estupefacientes o 

psicotrópicas y publicar la lista correspondiente en el Diario Oficial de la Federación, en términos de lo 

establecido en los artículos 234, último párrafo y 244 de esta Ley; 

XII. Participar, en el ámbito de su competencia, en la consolidación de la operación del Sistema 

Nacional de Salud; 

XIII. Rendir opiniones y formular sugerencias al Ejecutivo Federal tendientes al mejoramiento de la 

eficiencia del Sistema Nacional de Salud y al mejor cumplimiento del programa sectorial de salud; 

XIV. Proponer a las autoridades sanitarias el otorgamiento de reconocimientos y estímulos para las 

instituciones y personas que se distingan por sus méritos a favor de la salud; 

XV. Coordinar, a través de la persona titular de la Secretaría del Consejo, la entrega de 

condecoraciones, reconocimiento, premios y estímulos, que determinen las autoridades sanitarias, 

con sujeción a las disposiciones jurídicas aplicables; 

XVI. Analizar, a través de la persona titular de la Secretaría del Consejo, las disposiciones legales en 

materia de salud y formular propuestas de reformas o adiciones a las mismas, y 

XVII. Las demás que le correspondan conforme a esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 18.- Las bases y modalidades de ejercicio coordinado de las atribuciones de la Federación y de 

las entidades federativas en la prestación de servicios de salubridad general, deberán sujetarse al contenido 

de la presente Ley, acuerdos y convenios de coordinación que en su caso se suscriban, así como de las 

demás disposiciones y normatividad aplicable en la materia. 

... 

La Federación a través de los Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el 

Bienestar (IMSS-BIENESTAR) y de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables propondrá 

la celebración de convenios de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas en 

materia de prestación de los servicios a que se refieren las fracciones II y II Bis del artículo 3o. de esta 

Ley. 

Artículo 19.- La Federación y los gobiernos de las entidades federativas, de conformidad con las 

disposiciones legales aplicables, aportarán los recursos materiales, humanos y financieros que sean 

necesarios para la operación de los servicios de salubridad general, que queden comprendidos en los 

acuerdos y convenios de coordinación que al efecto se celebren, de conformidad con el artículo anterior. 

Los recursos que aporten las partes quedarán expresamente afectos a los fines del acuerdo o convenio 

respectivo y sujetos al régimen legal que les corresponda. La gestión de los mismos será definida en el 

instrumento legal al que refiere este artículo. 

Artículo 20.- Se deroga. 

Artículo 21.- ... 

I. a III. ... 

IV. Establecerán las obligaciones que adquiere la entidad federativa responsable de la ejecución del 

objeto de la coordinación; 

V. a VI. ... 
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VII. Establecerán que los ingresos que se obtengan por la prestación de servicios, se ajustarán a lo que 

dispongan la legislación fiscal y los acuerdos que celebren en la materia el Ejecutivo Federal y los gobiernos 

de las entidades federativas, salvo que se trate de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 

asociados a personas sin seguridad social, los cuales serán gratuitos; 

VIII. a X. ... 

XI. Indicarán el procedimiento para la resolución de las controversias y responsabilidad civil que, en su 

caso, se susciten con relación al cumplimiento y ejecución del acuerdo, con sujeción a las disposiciones 

legales aplicables, y 

XII. ... 

Artículo 28.- Para los efectos del artículo anterior, habrá un Compendio Nacional de Insumos para la 

Salud, elaborado por el Consejo de Salubridad General, al cual se ajustarán las instituciones públicas del 

Sistema Nacional de Salud, y en el que se agruparán, caracterizarán y codificarán los insumos para la salud, 

que hayan aprobado su seguridad, calidad y eficacia terapéutica, en términos de lo dispuesto en esta 

Ley y demás disposiciones aplicables. 

Participarán en la elaboración del Compendio Nacional de Insumos para la Salud, las secretarías de 

Salud, de la Defensa Nacional y de Marina; las instituciones públicas de seguridad social; Petróleos 

Mexicanos; y los Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar  (IMSS-

BIENESTAR), así como las demás que señale el Ejecutivo Federal. 

Las actualizaciones del Compendio Nacional de Insumos para la Salud tendrán como objetivo la 

introducción de insumos para la salud y tecnologías innovadoras que contribuyan a mejorar la calidad 

en la prestación de los servicios a la población y optimicen los recursos para la detección, prevención 

y atención de las enfermedades que afectan a la población. 

Artículo 29.- Del Compendio Nacional de Insumos para la Salud, las instituciones públicas del Sistema 

Nacional de Salud, determinarán la lista de medicamentos y otros insumos esenciales para la salud, para 

otorgar, en el ámbito de su competencia, la prestación de servicios de salud a la población. 

Artículo 36.- ... 

Queda prohibido el cobro de cuotas de recuperación por la prestación de servicios de salud, 

medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social. 

... 

... 

... 

... 

Artículo 77 bis 1.- Todas las personas que se encuentren en el país que no cuenten con seguridad social 

tienen derecho a recibir de forma gratuita la prestación de servicios públicos de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados, al momento de requerir la atención, sin discriminación alguna y sin importar su 

condición social, de conformidad con los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

La protección a la salud a que se refiere este Título será garantizada por las entidades federativas y, 

en su caso, de manera concurrente con la Federación a través del Sistema de Salud para el Bienestar 

bajo los principios de universalidad e igualdad, deberá generar las condiciones que permitan brindar el acceso 

gratuito, progresivo, efectivo, oportuno, de calidad y sin discriminación alguna a todas las personas, a los 

servicios médicos, incluidas intervenciones quirúrgicas, farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan de 
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manera integral las necesidades de salud, mediante la combinación de acciones de salud pública, 

intervenciones de promoción de la salud, prevención, diagnóstico, tratamiento y de rehabilitación, 

seleccionadas en forma prioritaria según criterios de seguridad, eficacia, efectividad, adherencia a normas 

éticas profesionales y aceptabilidad social. Se deberán contemplar los servicios de consulta externa y 

hospitalización, así como a los medicamentos y demás insumos del Compendio Nacional de Insumos para la 

Salud. 

La organización, seguimiento, alcances y progresividad de la prestación gratuita de los servicios 

de salud, medicamentos y demás insumos asociados a que se refiere este Título, se regirán a través 

de los criterios que establezcan las disposiciones reglamentarias, de conformidad con la normatividad 

aplicable en la materia. 

Artículo 77 bis 2.- Para los efectos de este Título, se entenderá por prestación gratuita de servicios de 

salud, medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social, al conjunto de 

acciones que en esta materia provean las entidades federativas y, en su caso, de manera concurrente 

con la Federación a través del Sistema de Salud para el Bienestar. 

La Secretaría de Salud, en coordinación con las dependencias y entidades que conforman el 

Sistema de Salud para el Bienestar, planeará, organizará y orientará las acciones para la prestación 

gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados que requieran las personas sin 

seguridad social, cuando así lo haya pactado con las entidades federativas mediante la celebración de los 

convenios de coordinación a que se refiere este Título. 

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) 

coadyuvará con las entidades federativas en la consolidación de la operación de la prestación gratuita 

de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados a que se refiere este Título, a 

través de la implementación de acciones para ampliar la cobertura de la prestación gratuita de los 

servicios de salud, mediante la coordinación eficiente, oportuna y sistemática de la prestación de estos 

servicios. 

Artículo 77 bis 3.- El Sistema de Salud para el Bienestar se compone por la Secretaría de Salud, 

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), así 

como las instituciones y organismos que participan en el mismo y, en su caso, de manera concurrente 

por las entidades federativas en términos de este Título. 

El Sistema de Salud para el Bienestar tendrá un enfoque solidario y social, en favor de las personas 

que no cuenten con afiliación a las instituciones de seguridad social, mediante el Modelo de Atención 

a la Salud para el Bienestar que vincula los servicios de salud y la acción comunitaria, en un marco de 

respeto a los derechos humanos, con perspectiva de género y con enfoque intercultural en salud. 

Artículo 77 bis 5.- ... 

A) ... 

I. Establecer y conducir la política nacional en materia de salud para el bienestar, bajo los 

principios de universalidad, progresividad y calidad en la cobertura, para garantizar la prestación 

gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados, para las personas sin 

seguridad social, para lo cual formulará por sí o por conducto de Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), un programa estratégico en el que 

se defina la progresividad y la cobertura de servicios, así como el  Modelo de Atención a la Salud para 

el Bienestar, de conformidad con las disposiciones reglamentarias; 
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II. En coordinación con Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el 

Bienestar (IMSS-BIENESTAR), establecer, desarrollar, coordinar y supervisar las bases, estrategias, 

programas y acciones conforme a las cuales se llevará a cabo la prestación gratuita de los servicios 

de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad social; 

III. Garantizar la continuidad de la prestación de los servicios de atención médica y farmacéutica en 

las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud a favor de las personas beneficiarias del 

Sistema de Salud para el Bienestar que así lo requieran, a través de la implementación de redes 

integradas de servicios de salud en las que participen todas las instituciones públicas de salud, bajo 

los principios de accesibilidad, aceptabilidad, calidad, oportunidad, integralidad y continuidad; 

IV. Conocer y evaluar la prestación gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados para las personas sin seguridad social en todos los niveles de atención, que se 

brinden por las entidades agrupadas en su sector e impulsar el alcance de este tipo de servicios tanto 

a nivel federal como local; 

V. Impulsar el marco jurídico en el que se defina la progresividad y la cobertura de la prestación 

gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin 

seguridad social, con enfoque de género, interculturalidad e interseccionalidad y de derechos 

humanos, que contribuya a la igualdad en el acceso al derecho a la protección de la salud; 

VI. Impulsar la suscripción de acuerdos o convenios que contribuyan en la consolidación de la 

operación del Sistema de Salud para el Bienestar, a fin de ampliar la cobertura de la prestación 

gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin 

seguridad social; 

VII. Diseñar y elaborar los materiales de sensibilización, difusión, promoción y metodología de la 

capacitación en materias de salud pública que se utilicen en el Sistema de Salud para el Bienestar; 

VIII. Integrar la información que le proporcione Servicios de Salud del Instituto Mexicano del 

Seguro Social para el Bienestar relativa al padrón de personas beneficiarias del Sistema de Salud para 

el Bienestar, con la finalidad de contrastar, complementar y verificar la información con la que cuentan 

las diversas instituciones del Sistema Nacional de Salud en sus respectivos registros de afiliación; 

IX. Evaluar el desempeño de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados para las personas sin seguridad social, en los aspectos de accesibilidad, 

aceptabilidad, calidad, oportunidad e integralidad de los servicios prestados, y 

X. Emitir recomendaciones respecto a la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y 

demás insumos asociados para las personas sin seguridad social, en todo el territorio nacional. 

XI.  Se deroga. 

XII.  Se deroga. 

XIII. Se deroga. 

XIV.  Se deroga. 

XV.  Se deroga. 

XVI.  Se deroga. 

XVII. Se deroga. 
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B) ... 

I. Proveer los servicios de salud a que se refiere este Título en los términos previstos en la presente 

Ley, los reglamentos aplicables y las disposiciones que al efecto emita la Secretaría de Salud, 

garantizando la prestación gratuita de servicios públicos de salud, medicamentos y demás insumos 

asociados, al momento de requerir la atención, sin discriminación alguna, así como la infraestructura, 

personal, insumos y medicamentos necesarios para su oferta oportuna y de calidad; 

II. Dar cumplimiento y seguimiento en el ámbito de sus competencias, a las acciones mandatadas 

por las autoridades que conforman el Sistema de Salud para el Bienestar, en términos de la 

normatividad aplicable; 

III. Identificar a las personas beneficiarias del Sistema de Salud Para el Bienestar a través de 

actividades de difusión y promoción, así como las correspondientes al proceso de incorporación, 

incluyendo la integración, administración y actualización del padrón de beneficiarios en su entidad, 

conforme a los lineamientos establecidos para tal efecto por Servicios de Salud del Instituto Mexicano 

del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR). 

La información recabada en el párrafo anterior se entregará bimestralmente a Servicios de Salud 

del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) con la finalidad de que 

dicha entidad la integre al padrón de personas beneficiarias referido en el artículo 77 bis 41  de esta 

Ley; 

IV. Aplicar, de manera racional, transparente y oportuna, los recursos que sean transferidos por la 

Federación y los recursos que aporten, para la ejecución de las acciones de prestación gratuita de 

servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados, en los términos de este Título, las 

demás disposiciones aplicables y los acuerdos de coordinación que para el efecto se celebren. 

Para tal efecto, las entidades federativas estarán a lo dispuesto en la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Una vez transferidos por la Federación los recursos que corresponda entregar directamente a la 

entidad federativa de que se trate en los términos del artículo 77 bis 15, fracción I de esta Ley, los 

mismos deberán ser ministrados íntegramente, junto con los rendimientos financieros que se generen 

a los servicios estatales de salud, o dependencia o entidad estatal que corresponda dentro de los 

cinco días hábiles siguientes, debiendo estos últimos informar a la Secretaría de Salud o Servicios de 

Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) según 

corresponda, dentro de los tres días hábiles siguientes, el monto, la fecha y el importe de los 

rendimientos generados que le hayan sido entregados por la tesorería de la entidad federativa; 

V. Programar, de los recursos a que se refiere el Capítulo III de este Título, aquellos que sean 

necesarios para el mantenimiento, desarrollo de infraestructura y equipamiento conforme a las 

prioridades que se determinen en cada entidad federativa, en congruencia con el plan maestro que se 

elabore a nivel nacional por la Secretaría de Salud; 

VI. Adoptar esquemas de operación que mejoren la atención, modernicen la administración de 

servicios y registros clínicos, alienten la certificación de su personal y promuevan la certificación y 

acreditación de establecimientos de atención médica; para tal efecto podrán celebrar convenios entre 

sí y con instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud con la finalidad de optimizar la 

utilización de sus instalaciones y compartir la prestación de servicios, en términos de las 

disposiciones y lineamientos aplicables; 
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VII. Recabar, custodiar y conservar la documentación justificante y comprobatoria original de las 

erogaciones de los recursos en numerario que le sean transferidos, en términos del presente Título, la 

Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones aplicables, y proporcionar a la 

Secretaría de Salud, a Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

(IMSS-BIENESTAR) según corresponda, y a los órganos de fiscalización competentes, la información 

que les sea solicitada, incluyendo los montos y conceptos de gasto; 

VIII. Recabar la información que la Federación le solicite en relación al presente Título, y 

IX. Transferir a la Federación los recursos a los que se refieren los artículos 77 bis 13 y 77 bis 14 en 

los términos que se establezcan en los acuerdos de coordinación a que se refiere el artículo 77 bis 16 

A. 

Se deroga. 

Artículo 77 bis 6. Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

(IMSS-BIENESTAR) y las entidades federativas podrán celebrar convenios de coordinación para la 

ejecución de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 

personas sin seguridad social. 

En dichos convenios se estipulará, entre otros aspectos, lo siguiente: 

I. a IV. ... 

V. La estructura administrativa en la entidad federativa responsable de coordinarse con Servicios 

de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) para la 

prestación de los servicios de atención médica dirigidos a las personas beneficiarias del Sistema de 

Salud para el Bienestar; 

VI. Establecerán los derechos, bienes y obligaciones que se transferirán a Servicios de Salud del 

Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR); 

VII. Establecerán que se realizarán las gestiones para llevar a cabo las acciones tendientes a la 

transferencia del personal en los casos en que lo permita la normatividad aplicable, así como su 

respectiva fuente de financiamiento; 

VIII. La obligación de las entidades federativas de no realizar nuevas contrataciones en referencia a 

los servicios de salud que presta Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el 

Bienestar (IMSS-BIENESTAR), y 

IX. Cualquier otra necesaria para la prestación de los servicios objeto de dichos convenios. 

Artículo 77 bis 7.- Para que las personas puedan acceder a la prestación gratuita de los servicios de 

salud, medicamentos y demás insumos asociados a que se refiere el presente Título, se deberán reunir los 

siguientes requisitos: 

I. Encontrarse en territorio nacional; 

II. No ser derechohabiente de las instituciones de seguridad social; 

III. ... 

En caso de no contar con dicha clave, podrá presentarse acta de nacimiento, certificado de nacimiento o 

los documentos que se establezcan en las disposiciones reglamentarias, y 

IV. Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-

BIENESTAR) podrá establecer, a través de campañas, universos de personas beneficiarias en atención 

a las necesidades de cada grupo. 

V. Se deroga. 
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Artículo 77 bis 8.- Las personas derechohabientes de las instituciones de seguridad social, podrán 

acceder a los servicios prestados por Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para 

el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) ya sea por accesibilidad geográfica o por urgencia médica, en la 

operación de convenios para el intercambio de servicios, en cuyo caso la institución de seguridad 

social deberá compensar los gastos correspondientes. 

Los convenios de intercambio de servicios a que se refiere el párrafo anterior garantizarán la 

continuidad de la prestación de los servicios de atención médica y farmacéutica para las personas 

beneficiarias del Sistema de Salud Para el Bienestar en las instituciones públicas del Sistema Nacional 

de Salud que suscriban los referidos convenios con Servicios de Salud del Instituto Mexicano del 

Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) a cambio de las contraprestaciones que acuerden, 

bajo un principio de reciprocidad. 

Artículo 77 bis 9. Para incrementar la calidad de los servicios de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados a que se refiere el presente Título, el Sistema de Salud para el Bienestar contará 

con un Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar, el cual establecerá la base para la atención de 

las personas beneficiarias de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 

asociados, cumpliendo en todo momento con las obligaciones establecidas en la presente Ley, y las 

demás disposiciones jurídicas aplicables en la materia. 

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) 

llevará a cabo las acciones necesarias para que sus unidades médicas obtengan la certificación 

correspondiente del Consejo de Salubridad General y provean de forma integral, obligatoria y con calidad, 

los servicios de consulta externa y hospitalización para las especialidades básicas de medicina interna, cirugía 

general, ginecoobstetricia, pediatría y geriatría, de acuerdo con el nivel de atención, mismos que deberán 

operar como sistema de redes integradas de atención de acuerdo con las necesidades en salud de las 

personas beneficiarias. El acceso de las personas beneficiarias a los servicios de salud se ampliará en forma 

progresiva en función de las necesidades de aquéllos, de conformidad con las disposiciones reglamentarias 

de este Título. 

La Secretaría de Salud promoverá que las unidades médicas de las dependencias y entidades de la 

administración pública federal y local que provean servicios de atención médica a las personas sin 

seguridad social se apeguen a los mismos criterios. 

Se deroga. 

Artículo 77 bis 10.- Los gobiernos de las entidades federativas prestarán servicios de atención médica 

en los siguientes supuestos: 

I. a V. ... 

Artículo 77 bis 11.- La prestación gratuita de servicios públicos de salud, medicamentos y demás insumos 

asociados para la atención integral de las personas que no cuenten con afiliación a las instituciones de 

seguridad social, será financiada de manera solidaria por la federación y por las entidades federativas en 

términos de la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 77 bis 12.- El Gobierno Federal, conforme a lo que se establezca en el Presupuesto de Egresos 

de la Federación, destinará anualmente, a través de Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 

Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), recursos para la prestación gratuita de servicios de salud, 

medicamentos y demás insumos asociados, así como para personal, equipamiento e infraestructura, cuyo 

monto no deberá ser inferior al del ejercicio fiscal inmediato anterior, en términos de lo que se establezca en 

las disposiciones presupuestarias aplicables y sujeto a la disponibilidad presupuestaria. 
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Los recursos a que se refiere el párrafo anterior se entregarán a las entidades federativas, cuando no 

haya una concurrencia con Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el 

Bienestar (IMSS-BIENESTAR) en la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados a las personas sin seguridad social. 

Artículo 77 bis 13.- Para sustentar la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados, los gobiernos de las entidades federativas aportarán recursos sobre la base de lo que se 

establezca en los instrumentos o acuerdos de coordinación que se celebren, los cuales deberán prever las 

sanciones que aplicarán en caso de incumplimiento a lo previsto en este artículo. 

... 

Artículo 77 bis 15.- El acceso de las entidades federativas a cualquier recurso federal a que se 

refiere este Título estará condicionado a la cobertura previa y puntual de la aportación 

correspondiente a la respectiva entidad federativa de conformidad con lo establecido en los 

instrumentos o acuerdos de coordinación que al efecto se celebren. 

En los casos en que la entidad federativa concurra con Servicios de Salud del Instituto Mexicano 

del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), éste deberá solicitar a la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, en términos de los convenios de coordinación que al efecto se celebren, 

la autorización de un adelanto de participaciones en ingresos federales a su favor, correspondientes al 

ejercicio fiscal en curso, por el monto que se establezca en dichos convenios. 

En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, Servicios de Salud del Instituto Mexicano del 

Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) ejercerá los recursos públicos para la prestación 

gratuita de servicios de salud, medicamento y demás insumos asociados para las personas sin 

seguridad social, conforme a los convenios de coordinación a que se refiere este Título. 

En los casos en que la entidad federativa no concurra con Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), la transferencia de recursos a que se 

refiere el primer párrafo de éste artículo, podrá realizarse en numerario directamente a las entidades 

federativas; en numerario mediante depósitos en las cuentas que para tal fin constituyan los gobiernos de las 

entidades federativas en la Tesorería de la Federación; o en especie, conforme a los lineamientos que para tal 

efecto emitan la Secretaría de Salud y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, y se sujetará a lo siguiente: 

I. a III. ... 

... 

El control y la fiscalización del manejo de los recursos a que se refiere este Capítulo se realizará 

conforme a los términos establecidos en el Capítulo VII de este Título y demás disposiciones 

aplicables. 

... 

Artículo 77 bis 16 A.- En el caso de que las entidades federativas concurran con los Servicios de 

Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) para garantizar la 

prestación de los servicios de salud a que se refiere este Título, mediante convenios de coordinación 

acordarán la forma de colaboración en materia de personal, infraestructura, equipamiento, 

medicamentos y demás insumos asociados. 
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En el caso a que se refiere el presente artículo, las entidades federativas deberán entregar al fideicomiso 

público sin estructura orgánica a que hace mención el artículo 77 bis 29 de la presente, ley los 

recursos señalados en los artículos 77 bis 13 y 77 bis 14 de esta Ley, en términos de las disposiciones 

reglamentarias y en los respectivos convenios de coordinación. 

Por lo que se refiere a los recursos que correspondan a las entidades federativas en términos del artículo 

25, fracción II, de la Ley de Coordinación Fiscal, éstas, en la parte que corresponda, los deberán transferir 

junto con los rendimientos financieros que se hayan generado, al fideicomiso público sin estructura 

orgánica a que hace mención el artículo 77 bis 29 de la presente ley dentro de los cinco días hábiles 

contados a partir del día hábil siguiente al que los reciban por parte de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, lo anterior para efectos de lo previsto en el artículo 49, segundo párrafo de la Ley de 

Coordinación Fiscal. Dichos recursos deberán encontrarse identificados en subcuentas individuales 

correspondientes a cada entidad federativa. 

Las entidades federativas comprobarán el ejercicio de los recursos del Fondo de Aportaciones 

para los Servicios de Salud y de los intereses respectivos que sean entregados en términos del 

párrafo anterior, con la documentación que acredite la aportación de los mismos al fideicomiso antes 

referido, lo anterior, para efectos de lo establecido en la Ley de Coordinación Fiscal, en la Ley General 

de Contabilidad Gubernamental, y en las demás disposiciones aplicables. 

Los convenios de coordinación mediante los cuales se formalice lo relativo al presente artículo serán 

celebrados con base en el análisis técnico que elabore Servicios de Salud del Instituto Mexicano del 

Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR); y en los términos de las disposiciones reglamentarias 

deberán contemplar cuando menos: 

I. Criterios relativos a los recursos humanos, materiales y financieros objeto de los convenios de 

coordinación; 

II. a VI. ... 

Para efecto de la formalización de los convenios de coordinación a que se refiere este artículo, las 

entidades federativas deberán proporcionar previamente a Servicios de Salud del Instituto Mexicano del 

Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) la información que les requiera. 

Las entidades federativas serán responsables de llevar a cabo todos los actos necesarios a fin de que los 

recursos humanos, financieros y materiales objeto de los convenios de coordinación, se encuentren libres de 

cargas, gravámenes u obligaciones pendientes de cualquier naturaleza. En ningún caso Servicios de Salud 

del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) podrá asumir el 

cumplimiento de obligaciones adquiridas por las entidades federativas previo a la celebración de dichos 

convenios. 

Se deroga. 

Artículo 77 bis 17.- Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

(IMSS-BIENESTAR) con cargo a los recursos a que se refiere el artículo 77 bis 12 de esta Ley, canalizará 

anualmente al Fondo a que hace referencia el Capítulo VI de este Título, el equivalente al 11% de la suma de 

los recursos señalados en los artículos 77 bis 12 y 77 bis 13 de esta Ley, Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) asignará de estos recursos el 8% a la 

fracción I del artículo 77 bis 29, el 2% a la fracción II del artículo 77 bis 29, y el 1% a la fracción III del artículo 

77 bis 29. 

... 
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Artículo 77 bis 29.- El Fondo de Salud para el Bienestar, es un fideicomiso público sin estructura 

orgánica, constituido en términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria en una 

institución de banca de desarrollo, en el que Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social 

para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) funge como fideicomitente, y que tiene como fin destinar los recursos 

que integran su patrimonio a: 

I. La atención de enfermedades que impliquen un alto costo en los tratamientos y medicamentos 

asociados; 

II. y III. ... 

Asimismo, formarán parte del patrimonio del Fideicomiso los recursos que reciba en términos del artículo 

77 bis 16 A de esta Ley, los cuales se destinarán en términos de lo que se establezca en los convenios de 

coordinación referidos en ese artículo. Estos recursos y sus rendimientos financieros no formarán parte del 

remanente a que se refiere el artículo 77 bis 17, por lo que deberán permanecer afectos al Fideicomiso hasta 

el cumplimiento de sus fines. 

... 

... 

Para efectos de la fracción I del presente artículo, la subcuenta de atención de enfermedades que 

impliquen un alto costo en los tratamientos y medicamentos asociados deberán ser determinadas en 

las reglas de operación del Fondo en virtud de su grado de complejidad o especialidad y el nivel o 

frecuencia con la que ocurren. 

... 

Artículo 77 bis 30. ... 

... 

... 

Con la finalidad de racionalizar la inversión en infraestructura de salud, considerando tanto obra como 

equipamiento y garantizar la disponibilidad de recursos para la operación sustentable de los servicios, la 

Secretaría de Salud emitirá un plan maestro nacional al cual se sujetarán las instituciones públicas de 

salud que brinden servicios gratuitos de salud, medicamentos y demás insumos para las personas sin 

seguridad social, cuando la fuente de financiamiento sean recursos federales. 

No se considerarán elegibles para la participación en los recursos del fondo que se establezca en los 

términos del presente Capítulo los establecimientos de salud que no cuenten con los documentos de 

planeación que para el efecto expida la Secretaría de Salud, en congruencia con el plan maestro nacional 

a que se refiere el párrafo anterior. 

Artículo 77 bis 31. ... 

A) Las entidades federativas y, en su caso, la Secretaría de Salud y Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), cuando este último asuma la 

responsabilidad de la prestación de los servicios, en el ámbito de sus respectivas competencias, dispondrán lo 

necesario para transparentar su gestión de conformidad con las normas aplicables en materia de acceso y 

transparencia a la información pública. 

Para estos efectos, tanto la Federación, a través de la Secretaría de Salud y Servicios de Salud del 

Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), como los gobiernos de las 

entidades federativas, a través de los servicios estatales de salud, difundirán toda la información que tengan 
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disponible respecto de universos, coberturas, servicios ofrecidos, así como del manejo financiero de los 

recursos destinados para el acceso gratuito a los servicios de salud, medicamentos y demás insumos 

asociados, entre otros aspectos, con la finalidad de favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos. 

... 

B) Para efectos del presente Título, la supervisión tendrá por objeto verificar el cumplimiento de las 

acciones que se provean para el cumplimiento de la presente Ley, así como solicitar en su caso, la aclaración 

o corrección de la acción en el momento en que se verifican, para lo cual se podrá solicitar la información que 

corresponda. Estas actividades quedan bajo la responsabilidad en el ámbito federal, de la Secretaría de Salud 

y, en su caso, de Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-

BIENESTAR), y en el local, de los gobiernos de las entidades federativas, sin que ello pueda implicar 

limitaciones, ni restricciones, de cualquier índole, en la administración y ejercicio de dichos recursos. 

C) Además de lo dispuesto en esta Ley y en otros ordenamientos, las entidades federativas y, en su caso, 

la Secretaría de Salud y Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

(IMSS-BIENESTAR), en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán presentar la información a que 

se refiere el artículo 74 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

En el supuesto a que se refiere el artículo 77 bis 16 A, la información a que se refiere el artículo 74 

de la Ley General de Contabilidad Gubernamental será presentada por Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR). 

... 

Artículo 77 bis 32.- ... 

I. Desde el inicio del proceso de presupuestación, en términos de la legislación presupuestaria federal y 

hasta la entrega de los recursos correspondientes a las entidades federativas y, en su caso, a la Secretaría de 

Salud o a la entidad de su sector coordinado respectiva, o a cualquiera otra entidad que preste los 

servicios a que se refiere el Título Tercero Bis de esta Ley, corresponderá a la Secretaría de la Función 

Pública; 

II. ... 

... 

En el caso de que la prestación de los servicios a que se refiere el presente Título sea realizada por la 

Secretaría de Salud o alguna entidad de su sector coordinado, o bien, por cualquiera otra entidad, 

corresponderá a la Secretaría de la Función Pública; 

III. ... 

IV. La Auditoría Superior de la Federación, al fiscalizar la Cuenta Pública Federal, verificará que las 

dependencias del Ejecutivo Federal y, en su caso, las entidades de su sector coordinado o cualquiera otra 

entidad, cumplieron con las disposiciones legales y administrativas federales y, por lo que hace a la ejecución 

de los recursos a que se refiere este Título, la misma se realizará en términos de la Ley de Fiscalización y 

Rendición de Cuentas de la Federación. 

... 

... 

... 



 DIARIO OFICIAL Lunes 29 de mayo de 2023 

Capítulo VIII 

De los Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-

BIENESTAR) 

Artículo 77 bis 35.- El organismo público descentralizado Servicios de Salud del Instituto Mexicano 

del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) es la institución de salud del Estado Mexicano 

encargada de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados 

para la atención integral de las personas que no cuenten con afiliación a las instituciones de 

seguridad social, en el supuesto de concurrencia con las entidades federativas, con independencia de 

los servicios de salud que prestan otras instituciones públicas o privadas. 

Los Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-

BIENESTAR) se regirá por esta Ley, su Decreto de Creación y demás normatividad aplicable. 

Para el cumplimiento de su objeto, Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el 

Bienestar (IMSS-BIENESTAR) tendrá, entre otras, las funciones siguientes: 

I. a III. ... 

IV. Proponer, en su caso, a la Secretaría de Salud, adecuaciones a la normatividad reglamentaria que 

resulten necesarias en materia de prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 

asociados; 

V. a VII. ... 

VIII. Impulsar, en términos de las disposiciones presupuestarias aplicables, el establecimiento de 

estímulos como parte de la remuneración correspondiente, para el personal profesional, técnico y auxiliar para 

la salud, que preste sus servicios en comunidades marginadas o de difícil acceso; 

IX. ... 

X. Se deroga. 

XI. Formular y mantener actualizada la plantilla ocupada de los trabajadores que participan en la 

prestación de los servicios a que se refiere el presente Título, y operar, conforme a lo que se establezca en las 

disposiciones reglamentarias, un sistema de administración de nómina, en el cual se deberá identificar al 

menos el tipo, nivel, clave de la plaza y del centro de trabajo correspondiente. El sistema de administración de 

nómina deberá observar los criterios de control presupuestario de servicios personales, así como los 

principios de transparencia, publicidad y de rendición de cuentas; 

XII. Participar, en los procedimientos de contratación consolidada que instrumente, en su caso, la 

Secretaría de Salud, en los términos previstos en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 

Sector Público y demás disposiciones aplicables, en los que intervengan las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal que presten servicios de salud, así como las correspondientes a las entidades 

federativas que ejerzan recursos federales para dicho fin, que tengan por objeto la adquisición y distribución 

de los medicamentos y demás insumos asociados para la salud que se requieran para la prestación de los 

referidos servicios, con la finalidad de garantizar el abasto de los mismos; 

XIII. En los casos en que no haya concurrencia con los gobiernos de las entidades federativas, 

transferirá a las entidades federativas correspondientes con oportunidad y cuando así sea procedente, los 

recursos que les correspondan para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 

insumos asociados para las personas sin seguridad social, de conformidad con los lineamientos o las reglas 

de operación que para el efecto se expidan; 

XIV. a XVII. ... 

Artículo 77 bis 35 A.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 B.- Se deroga. 
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Artículo 77 bis 35 C.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 D.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 E.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 F.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 G.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 H.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 I.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 35 J.- Se deroga. 

Artículo 77 bis 37.- ... 

I. a XIV. ... 

XV.  Presentar quejas ante los servicios estatales de salud y, en su caso, ante Servicios de Salud del 

Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR), por la falta o inadecuada 

prestación de servicios establecidos en este Título, así como recibir información acerca de los procedimientos, 

plazos y formas en que se atenderán las quejas y consultas. 

XVI. ... 

Artículo 77 bis 38.- ... 

I. ... 

II. Empadronarse en el registro de personas beneficiarias del Sistema de Salud para el Bienestar; 

III. a VI. … 

VII.  Participar en las actividades de acción comunitaria correspondientes a la unidad médica de su 

adscripción; 

VIII. a XI. ... 

Artículo 77 bis 40.- ... 

I. ... 

II. Haga mal uso de la identificación que se le haya expedido como beneficiario, y 

III. ... 

... 

Artículo 77 bis 41. Para fortalecer la cobertura en favor de las personas beneficiarias del Sistema de 

Salud Para el Bienestar, Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

(IMSS-BIENESTAR) integrará la información relativa al padrón de personas beneficiarias y la hará del 

conocimiento de la Secretaría de Salud, con la finalidad de que ésta la contraste, complemente y 

verifique con la información que cuentan las diversas instituciones del Sistema Nacional de Salud en 

sus respectivos registros de afiliación. 

CAPITULO XI 

DEL SERVICIO NACIONAL DE SALUD PÚBLICA 

Artículo 77 bis 42. La Secretaría de Salud a través del Servicio Nacional de Salud Pública realizará 

acciones que permiten garantizar el derecho a la protección de la salud en su dimensión colectiva o 

social, con el objeto de promover, proteger, conservar y mejorar, hasta el más alto grado posible, el 

bienestar físico, mental y social de la población en su conjunto. 
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Artículo 77 bis 43. Las acciones de salud pública comprenden el desarrollo de políticas públicas; la 

evaluación y monitoreo del estado de salud de la población; la promoción de la salud, fomento de la 

participación comunitaria y de la sociedad civil organizada; la identificación, prevención, atención y 

recuperación de los problemas que afecten la salud de la población en general, y la atención de sus 

determinantes o causas estructurales. 

Artículo 77 bis 44. La Secretaría de Salud a través del Servicio Nacional de Salud Pública 

coordinará las acciones referidas en el artículo anterior con las dependencias y entidades de la 

administración pública federal y local, en el ámbito de sus competencias. 

Artículo 77 bis 45. Ante urgencias epidemiológicas, desastres o riesgos a la salud poblacional, la 

Secretaría de Salud a través del Servicio Nacional de Salud Pública ejecutará las acciones de salud 

pública que en su momento dicten las autoridades sanitarias en su respectivo ámbito de competencia, 

en términos de las disposiciones que emita la Secretaría de Salud. 

Artículo 77 bis 46. Para el cumplimiento de sus funciones, el Servicio Nacional de Salud Pública 

operará de manera conjunta y en un esquema cooperativo con las autoridades sanitarias locales, de 

acuerdo a la estructura operativa de las entidades federativas. Esta coordinación se realizará en tres 

niveles al interior de cada entidad federativa: 

I. Coordinación estratégica. Se realiza con la persona titular de la Secretaría de Salud estatal y las 

personas representantes de las distintas instituciones prestadoras de servicios de atención médica en 

la entidad federativa; 

II. Coordinación táctica. Se lleva a cabo a nivel del Distrito de Salud para el Bienestar y considera a 

todos los actores involucrados en este nivel funcional, y 

III. Operación territorial. La realización de acciones a implementar y desplegar en las comunidades 

según las estrategias y tácticas definidas. 

Artículo 78.- ... 

I. La Ley Reglamentaria del artículo 5o. Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en la Ciudad 

de México; 

II. a IV. ... 

Artículo 164.- La Secretaría de Salud coordinará sus actividades con la Secretaría del Trabajo y Previsión 

Social, así como con la Secretaría de Infraestructura Comunicaciones y Transportes y en general, con las 

dependencias y entidades públicas y con los gobiernos de las entidades federativas, para la investigación, 

prevención y control de los accidentes. 

... 

Artículo 197.- ... 

La Secretaría ejercerá las facultades relacionadas con el conjunto de actividades que en el ejercicio de su 

desempeño desarrollan los establecimientos dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de bienes de 

origen animal para consumo humano, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la Secretaría de 

Agricultura y Desarrollo Rural, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de Sanidad Animal. 

Artículo 224 Bis.- Medicamentos huérfanos: A los medicamentos que estén destinados a la prevención, 

diagnóstico o tratamiento de enfermedades raras reconocidas en el país o por organismos 

internacionales de los cuales el Estado mexicano es parte, las cuales tienen una prevalencia de no más 

de 5 personas por cada 10,000 habitantes. 
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Artículo 300. Con el fin de proteger la salud pública, es competencia de la Secretaría de Salud la 

autorización de la publicidad que se refiera a la salud, al tratamiento de las enfermedades, a la rehabilitación 

de las personas con discapacidad, al ejercicio de las disciplinas para la salud y a los productos y servicios a 

que se refiere esta Ley. Esta facultad se ejercerá sin perjuicio de las atribuciones que en esta materia 

confieran las leyes a las Secretarías de Gobernación, Educación Pública, Economía, Infraestructura, 

Comunicaciones y Transportes y otras dependencias del Ejecutivo Federal. 

Artículo 314 Bis 1.- El Subsistema Nacional de Donación y Trasplantes está constituido por las 

dependencias y entidades de la Administración Pública, tanto federal como de las entidades federativas, el 

Centro Nacional de Trasplantes, los Centros Estatales de Trasplantes y el de la Ciudad de México y las 

personas físicas o morales de los sectores público, social y privado que presten servicios de salud o se 

dediquen a actividades relacionadas con los trasplantes o la donación de órganos, tejidos y células, así como 

por los programas y los mecanismos de vinculación, coordinación y colaboración de acciones que se 

establezcan entre éstas. 

... 

Artículo 337.- Los concesionarios de los diversos medios de transporte otorgarán todas las facilidades 

que requiera el traslado de órganos y tejidos destinados a trasplantes, conforme a las disposiciones 

reglamentarias aplicables y las normas oficiales mexicanas que emitan conjuntamente las secretarías de 

Infraestructura, Comunicaciones y Transportes y de Salud. 

... 

... 

Artículo 421 Bis. Se sancionará con multa equivalente a quince mil hasta veinte mil veces el valor de la 

Unidad de Medida y Actualización, la violación de las disposiciones contenidas en los artículos 36, 100, 122, 

126, 146, 166 Bis 19, 166 Bis 20, 205, 235, 254, 264, 271 Bis, 281, 289, 293, 298, 325, 327 y 333 de esta Ley. 

Artículo 469 bis. ... 

La pena prevista en el presente artículo es sin perjuicio de las sanciones administrativas u otras penas que 

puedan determinarse conforme a lo dispuesto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 

así como en la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial  de 

la Federación. 

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal, a través de las instancias competentes, contará con 180 días 

hábiles, contados a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, para expedir las 

disposiciones reglamentarias y administrativas necesarias para la aplicación del presente Decreto. 

Tercero. Dentro de los 90 días hábiles posteriores a la publicación del presente Decreto en el Diario 

Oficial de la Federación, el Servicio de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

(IMSS-BIENESTAR) deberá llevar a cabo los actos necesarios para la modificación del Fideicomiso de Salud 

para el Bienestar para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 77 bis 29 de la Ley, para lo cual, con la 

participación que, en su caso, corresponda a las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de Salud, 

procederá a modificar el contrato del Fondo de Salud para el Bienestar. 

Cuarto. La Secretaría de Salud, en un plazo no mayor a 180 días naturales contados a partir de la entrada 

en vigor del presente Decreto emitirá las disposiciones que, entre otros aspectos, establezcan los términos 

plazos y condiciones para llevar a cabo la transferencia de los recursos humanos, presupuestarios, financieros 

y materiales, así como de los inmuebles, derechos y obligaciones del Instituto de Salud para el Bienestar a 

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) o la 

Secretaría de Salud según corresponda. 
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Los derechos laborales del personal del Instituto de Salud para el Bienestar que sea transferido a 

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) o a la 

Secretaría de Salud, se respetarán conforme a la Ley, las condiciones generales de trabajo y la demás 

normatividad aplicable. 

La Secretaría de Salud realizará las gestiones que resulten necesarias para llevar a cabo la extinción del 

Instituto de Salud para el Bienestar. 

De igual manera, en el mismo plazo previsto en el primer párrafo del presente transitorio, el Instituto de 

Salud para el Bienestar transferirá a Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el 

Bienestar (IMSS-BIENESTAR) o a la Secretaría de Salud los recursos materiales, humanos y financieros que 

corresponden a sus funciones de atención médica. 

Quinto. Cualquier referencia que se realice al Instituto de Salud para el Bienestar en cualesquiera acto, 

disposición, instrumento jurídico se entenderá referida a Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 

Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR). 

Sexto. Para el correcto cumplimiento de lo dispuesto en el presente Decreto, el programa estratégico a 

que se refiere el  artículo 77 bis 5 fracción I de la Ley General de Salud, es el referido en el Acuerdo por el que 

se emite el Programa Estratégico de Salud para el Bienestar, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

7 de septiembre de 2022; asimismo, el  Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar al que se refiere este 

Decreto, es el que se define en el Acuerdo por el que se emite el Modelo de Atención a la Salud para el 

Bienestar (MAS-BIENESTAR), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de octubre de 2022; 

mismos que deberán observarse y permanecerán vigentes por virtud del presente Decreto. 

Séptimo. El organismo público descentralizado denominado Servicios de Salud del Instituto Mexicano del 

Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) a que se refiere la presente ley continuará su operación 

y funcionamiento conforme a su Decreto de creación publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 

agosto de 2022, en todo lo que no se oponga al presente Decreto. 

Octavo. El Instituto Mexicano del Seguro Social y Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 

Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) celebrarán convenios de coordinación y colaboración para la 

continuidad de las labores encaminadas a garantizar la prestación de los servicios de salud a la población sin 

seguridad social, en tanto se concluyen las etapas procedimentales y se cumple con las obligaciones jurídicas 

referidas en este Decreto. Los convenios de coordinación que suscriba Servicios de Salud del Instituto 

Mexicano del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) con las entidades federativas a que se 

refiere el artículo 77 bis 16 A  tendrán una duración de al menos 30 años. 

Noveno. El Servicio Nacional de Salud Pública será una unidad administrativa adscrita a la Secretaría de 

Salud, la cual operará con los recursos que se le otorguen a la Secretaría de Salud anualmente en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación. 

Décimo. Las obligaciones y erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente 

Decreto se sujetarán a los recursos aprobados expresamente para esos fines en los respectivos presupuestos 

de egresos de los ejecutores del gasto correspondientes, por lo que no se autorizarán ampliaciones a sus 

presupuestos de egresos para el ejercicio fiscal en curso y subsecuentes. 

Ciudad de México, a 28 de abril de 2023.- Dip. Santiago Creel Miranda, Presidente.- Sen. Alejandro 

Armenta Mier, Presidente.- Dip. María del Carmen Pinete Vargas, Secretaria.- Sen. Verónica Noemí 

Camino Farjat, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 26 de mayo de 2023.- Andrés Manuel López 

Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Lic. Adán Augusto López Hernández.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se crea la Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones como un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría de Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 

facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con fundamento en los artículos 4o., párrafos cuarto y quinto, de la propia Constitución; 17 y 39 de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 3o., fracción VI, 5o., 6o., 7o., 27, fracción VI, 72, 74, 74 

Bis, 185, 187 y 191 de la Ley General de Salud, y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 4o., párrafos cuarto y quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establece que toda persona tiene derecho a la protección de la salud y a un medio ambiente sano para su 

desarrollo y bienestar, en el entendido de que el derecho a la salud debe concebirse como un derecho al 

disfrute de toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto 

nivel posible de salud; 

Que México ha firmado diversos instrumentos internacionales en materia de salud mental y adicciones, 

entre los que se encuentran: I) La Declaración de Caracas, Reestructuración de la Atención Psiquiátrica en 

América Latina, Caracas, Venezuela, la cual establece que la capacitación del recurso humano en salud 

mental y psiquiatría debe dirigirse a un modelo de servicio de salud comunitaria y propiciar la internación 

psiquiátrica en los hospitales generales, así como salvaguardar la dignidad, los derechos humanos y civiles; II) 

Los Principios de Brasilia, Principios Rectores para el Desarrollo de la Atención en Salud Mental en las 

Américas, que enfatizan la protección de los derechos humanos, el reemplazo de hospitales psiquiátricos por 

redes de servicios comunitarios, la atención integral y multidisciplinaria, la admisión de personas en crisis en 

los hospitales generales, y la participación de usuarios y de diversos actores sociales en la planificación y 

desarrollo de los programas y servicios de salud mental, y III) El Consenso de Panamá, que contempla la 

salud mental como prioridad en la política, el acceso universal y equitativo en redes de servicios, el 

fortalecimiento del modelo de atención comunitaria en la salud mental, la protección de los derechos 

humanos, y la eliminación del estigma y discriminación; 

Que México, como Estado miembro de la Organización Mundial de la Salud (OMS), se sumó en 2015 a la 

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la cual se conforma de 17 objetivos. El objetivo 3 determina 

garantizar una vida sana y promover el bienestar de todos a todas las edades. Dicha agenda es incluyente 

con las prioridades de salud mental y establece, entre otras, las siguientes metas: “3.4 De aquí a 2030, reducir 

en un tercio la mortalidad prematura por enfermedades no transmisibles mediante su prevención y 

tratamiento, y promover la salud mental y el bienestar; 3.5 Fortalecer la prevención y el tratamiento del abuso 

de sustancias adictivas, incluido el uso indebido de estupefacientes y el consumo nocivo de alcohol (…) y 3.a 

Fortalecer la aplicación del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del 

Tabaco en todos los países, según proceda”; 

Que la OMS, mediante la propuesta de la pirámide de Combinación Óptima de Servicios de Salud Mental, 

ha optimizado el autocuidado, cuidado comunitario informal, unidades de primer nivel de atención, hospitales 

generales y especializados, para proporcionar una guía a los países en materia de organización de servicios 

de salud mental; 

Que, con base en la pirámide propuesta por la OMS, se recomienda a los países el fortalecimiento de los 

servicios de salud mental en el primer nivel de atención; la reducción del número de hospitales psiquiátricos; 

el establecimiento de los servicios comunitarios de salud mental y la transformación de los mismos: la 

creación de los servicios de salud mental en los hospitales generales; la integración de la salud mental a la 

Atención Primaria en Salud; la creación de los servicios comunitarios de salud mental no formales; la 

promoción del autocuidado mediante la información y el fomento a la colaboración intrasectorial e 

intersectorial; 
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Que el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal otorga a las secretarías de 

Estado la posibilidad de contar con órganos administrativos desconcentrados que estén jerárquicamente 

subordinados y con facultades específicas para resolver sobre la materia y dentro del ámbito territorial que se 

determine en cada caso; 

Que la Ley Federal de Austeridad Republicana establece que todas las dependencias, entidades, 

organismos y demás entes que integran la Administración Pública Federal están obligados a combatir la 

desigualdad social, la corrupción, la avaricia y el despilfarro de los bienes y recursos nacionales; administrar 

los recursos con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los 

que están destinados y ajustar sus estructuras orgánicas y ocupacionales, para eliminar todo tipo de 

duplicidades y atender las necesidades de mejora y modernización de la gestión pública; 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 12 

de julio del 2019, como instrumento que identifica los problemas nacionales a resolver y enumera las 

soluciones en una proyección, dentro de su Eje General II. Política Social, apartado “Salud para toda la 

población”, estima que “el derecho a la salud le es denegado parcial o totalmente al sector más desprotegido 

de la población mexicana”, por lo que el Gobierno federal debe realizar las acciones necesarias para 

garantizar que todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria gratuita; 

Que, de acuerdo con el Estudio de la Carga Mundial de Enfermedad1 que realiza el Instituto de Métricas y 

Evaluación de la Salud de la Universidad de Washington, el cual proporciona datos específicos para cada 

país, y en el caso de México para cada estado, refiere que en 2019 se perdieron 1,710.62 años de vida 

saludable por cada 100,000 habitantes con padecimientos de trastornos mentales y del comportamiento, entre 

los que destacan el depresivo mayor (561.98), la ansiedad (347), el bipolar (207.43), la esquizofrenia (190.48) 

y la distimia (90.28), los cuales se registran con mayor índice estadístico en los estados de Quintana Roo, 

Yucatán, Baja California Sur, Campeche y Tabasco; asimismo, el consumo de tabaco, alcohol y otras 

sustancias, representa la pérdida de 3,075.44 años de vida saludable por cada 100,000 habitantes; 

Que la carga de enfermedad mide la pérdida de la salud atribuible a diversas enfermedades y lesiones, así 

como la muerte prematura y discapacidad derivada de estas condiciones. Los años de vida saludable 

perdidos son un indicador valioso, que permite apreciar el impacto de los problemas de salud mental y el 

consumo de sustancias psicoactivas en la salud, aunque es poco utilizado en la evaluación de la situación del 

consumo de sustancias en México; 

Que el Programa Sectorial de Salud 2020-2024, publicado en el DOF el 17 de agosto de 2020, establece 

los objetivos, estrategias y acciones a los que deberán apegarse las diferentes instituciones de la 

Administración Pública Federal para materializar el derecho a la protección de la salud, dentro de los que 

destacan: el objetivo prioritario 5 “Mejorar la protección de la salud bajo un enfoque integral que priorice la 

prevención y la sensibilización de los riesgos para la salud y el oportuno tratamiento y control de 

enfermedades, especialmente, las que representan el mayor impacto en la mortalidad de la población”; la 

estrategia prioritaria 5.3 “Garantizar el acceso a los servicios de salud mental y apoyo psicológico bajo un 

enfoque integral y diferenciado para atender los trastornos mentales y problemas relacionados con adicciones 

especialmente a grupos históricamente discriminados o en condición de vulnerabilidad”, y la acción puntual 

5.3.7 “Fortalecer los mecanismos para la intervención temprana, mediante la prevención, detección oportuna y 

tratamiento de los problemas de salud mental y adicciones, especialmente durante la infancia y la 

adolescencia”; 

Que, de acuerdo con los datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2021 sobre Covid-192, se 

estimó que entre la población adolescente de 10 a 19 años, 6.6% padece depresión, mientras que en la 

población adulta es el 16.1%; el 19.1% de la población consume tabaco; el 10.3% consume en exceso 

alcohol; en la población adolescente, el 21.1% consume alcohol y el 6.3% tienen ideas suicidas; 

                                                 
1 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/648021/INFORME_PAIS_2021.pdf 
2 https://ensanut.insp.mx/encuestas/ensanutcontinua2021/doctos/informes/220804_Ensa21_digital_4ago.pdf 
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Que en México, al igual que en el mundo, el trastorno mental y los trastornos mentales y del 

comportamiento debido al consumo de sustancias psicotrópicas, presentan un crecimiento acelerado que 

contribuye de forma importante a la morbilidad, mortalidad prematura y a una creciente discapacidad 

psicosocial, además de que aumentan el riesgo de padecer enfermedades crónico-degenerativas que 

impactan en el perfil de salud de la población; 

Que, en la actualidad, los recursos económicos, humanos y materiales disponibles para la atención de la 

salud mental no son suficientes y se encuentran mal distribuidos, lo que ha generado una gran brecha entre el 

número de personas con trastornos mentales que necesitan tratamiento y aquellos que lo reciben; 

Que la función rectora de la salud mental y adicciones en la Secretaría de Salud se encuentra distribuida 

de la siguiente manera: como unidad administrativa (I) el Secretariado Técnico del Consejo Nacional de Salud 

Mental, cuyo objeto es mejorar y ampliar los servicios de salud mental, brindar servicios de calidad con 

equidad y respeto pleno a los derechos humanos, y como órganos administrativos desconcentrados (II) los 

Servicios de Atención Psiquiátrica, cuyo objeto es contribuir a la reducción de la brecha de atención 

psiquiátrica mediante la prestación de servicios integrales especializados, con enfoque comunitario, de calidad 

y con pleno respeto a los derechos humanos, y (III) la Comisión Nacional contra las Adicciones, encargada de 

ejercer las atribuciones que las leyes y demás disposiciones aplicables otorgan a la Secretaría de Salud en 

materia de prevención y control de las adicciones; 

Que dicha unidad administrativa y órganos administrativos desconcentrados actúan de forma aislada, lo 

cual provoca que los establecimientos para la atención de la salud mental y adicciones estén desarticulados y 

subutilizados. Esto genera una amplia brecha entre el número de personas con trastorno mental, trastornos 

mentales y del comportamiento debido al consumo de sustancias psicotrópicas, y adicciones que necesitan 

tratamiento y aquellas que los reciben, y 

Que, con el fin de que la administración de los recursos públicos se realice con base en los criterios de 

eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad y control, en el marco de lo dispuesto por la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y demás disposiciones jurídicas 

aplicables, se estima pertinente la creación de un órgano administrativo desconcentrado que fusione las 

atribuciones y facultades del Secretariado Técnico del Consejo Nacional de Salud Mental, los Servicios de 

Atención Psiquiátrica y la Comisión Nacional contra las Adicciones, para que funja como instancia rectora, 

normativa y de conducción de la política nacional en salud, con el fin de integrar un modelo comunitario de 

salud mental y adicciones, que se enfoque en la Atención Primaria en Salud y respeto a los derechos 

humanos, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

Artículo Primero. Se crea la Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones como un órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de Salud, con autonomía técnica, operativa y administrativa, 

con domicilio en Ciudad de México. 

Artículo Segundo. La Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones tiene por objeto hacer efectivo el 

derecho a la prevención, control y atención de la salud mental y adicciones a la población mexicana, por 

medio de un modelo comunitario con enfoque de atención primaria a la salud integral con respeto a los 

derechos humanos, a la interculturalidad y a la perspectiva de género. 

Dicha comisión puede ejercer las atribuciones que las leyes y demás disposiciones aplicables otorgan a la 

Secretaría de Salud, en materia de prevención y control de la salud mental y adicciones, y de aquellas que 

requieran de la participación y coordinación de las dependencias y entidades de la Administración Pública 

Federal. 

Artículo Tercero. La Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones para la realización de su objeto 

cuenta con los siguientes recursos: 

I. Los bienes muebles e inmuebles, recursos materiales, tecnológicos y financieros que le sean 

asignados; 
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II. Los ingresos que obtenga por la prestación de servicios y gastos de ejecución, y 

III. Las asignaciones que establezca el Presupuesto de Egresos de la Federación en el ejercicio 

fiscal correspondiente. 

Artículo Cuarto. Para efectos del presente decreto se entiende por: 

I. Adicción o adicciones: enfermedad física y psicoemocional que crea una dependencia o 

necesidad hacia una sustancia, actividad o relación; 

II. Problemas de salud mental: trastornos mentales, discapacidades psicosociales y estados 

mentales asociados a una angustia considerable, discapacidad funcional o riesgo de conducta 

autolesiva; 

III. Salud mental: estado de bienestar físico, mental, emocional y social determinado por la 

interacción del individuo con la sociedad y vinculado al ejercicio pleno de los derechos humanos; 

IV. Trastorno mental: la alteración clínicamente significativa de la cognición, la regulación de las 

emociones o el comportamiento de un individuo asociado a angustia o a discapacidad funcional, 

entre otras áreas importantes, y 

V. Trastornos mentales y del comportamiento debido al consumo de sustancias psicotrópicas: 

conjunto de eventos psicopatológicos iniciados con la intoxicación aguda y sus diferentes 

manifestaciones que, de modo progresivo, pueden concluir en la adicción o dependencia, lo que 

incluye tanto expresiones características para cada tipo de sustancia psicotrópica en lo 

concerniente a los cuadros clínicos de la intoxicación aguda, crónica y dependencia, síndrome de 

abstinencia e incluso los trastornos psicóticos inducidos por tales sustancias, así como la 

comorbilidad médica general, familiar y social relacionadas. 

Las presentes definiciones son enunciativas, mas no limitativas, y atienden a las disposiciones que 

comprenden el marco normativo en la materia. 

Artículo Quinto. La Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones tiene las atribuciones siguientes: 

I. Elaborar y proponer a la persona titular de la Secretaría de Salud la política, las estrategias y los 

programas de promoción, prevención, atención oportuna, prestación de servicios especializados 

de recuperación, tratamiento, rehabilitación, capacitación e investigación en materia de salud 

mental y adicción (consumo de alcohol, de tabaco, de nicotina y de cualquier sustancia que 

pueda ocasionar un daño en la salud de la comunidad); 

II. Elaborar, en coordinación con las unidades competentes de la Secretaría de Salud, y proponer a 

la persona titular de la dependencia, las reformas a las disposiciones normativas sobre el control, 

producción, comercialización, publicidad, importación y exportación de los productos de tabaco, 

nicotina, alcohol y otras sustancias psicoactivas que puedan ocasionar un daño en la salud de la 

comunidad, así como lo relacionado en materia de salud mental y adicción; 

III. Proponer a la persona titular de la Secretaría de Salud mecanismos para coordinar la prestación 

de los servicios en materia de salud mental y adicción, con el fin de promover la participación, 

concertación, coordinación, colaboración, difusión e intercambio científico con autoridades de los 

tres órdenes de gobierno, organizaciones privadas y sociales, y la comunidad; 

IV. Proponer a la persona titular de la Secretaría de Salud la concertación, coordinación, 

colaboración, difusión y el intercambio científico y académico en materia de salud mental y 

adicción con los tres órdenes de gobierno, con organizaciones nacionales y extranjeras, y con la 

comunidad en general, para llevar a cabo acciones conjuntas; 

V. Elaborar y proponer a la persona titular de la Secretaría de Salud normas oficiales mexicanas en 

materia de salud mental y adicción, de conformidad con las disposiciones legales aplicables y la 

prestación de servicios en la materia, en términos de la Ley General de Salud; 
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VI. Dirigir, coordinar, supervisar y evaluar la implementación de las estrategias, modelos y programas 

en materia de salud mental y adicción emitidas por la Secretaría de Salud y aquellas 

contempladas en las leyes y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

VII. Diseñar, implementar y evaluar modelos comunitarios de atención a la salud mental y adicciones 

(consumo de alcohol, de tabaco, de nicotina y de cualquier sustancia que pueda ocasionar un 

daño en la salud de la comunidad), para lograr la rehabilitación y reinserción social de los 

usuarios de estos servicios de salud integral; 

VIII. Dirigir y coordinar la Red Integrada de Servicios de Salud Mental y Adicciones, y el Centro de 

Atención Ciudadana “Línea de la Vida”; 

IX. Establecer, con aprobación de la persona titular de la Secretaría de Salud, criterios para regular y 

supervisar los hospitales psiquiátricos y los programas de atención en los servicios de salud 

mental y psiquiatría de las unidades médicas de los diferentes niveles de atención, en favor de la 

población que requiera atención médica por trastorno mental, trastornos mentales y del 

comportamiento debido al consumo de sustancias psicotrópicas y adicciones; 

X. Diseñar, implementar y evaluar los lineamientos generales para el fomento y reconocimiento de 

los espacios ciento por ciento libres de humo de tabaco y emisiones, para proteger a la 

comunidad contra la exposición de segunda mano, así como para contar con un medio ambiente 

libre de humo de tabaco y emisiones; 

XI. Desarrollar, coordinar y promover acciones de investigación en materia de salud mental y 

adicción, así como publicar los resultados para que sean considerados en el diseño de los 

programas de promoción, prevención, atención oportuna, prestación de servicios especializados, 

rehabilitación, recuperación, capacitación e investigación; 

XII. Desarrollar y coordinar un sistema nacional e internacional de información, vigilancia y evaluación 

sobre la salud mental y adicciones, que permita la recolección de datos y análisis estadísticos; 

XIII. Establecer y operar el Observatorio Mexicano de Salud Mental y Adicciones, el cual debe 

concentrar la información de las instituciones de los tres niveles de gobierno; 

XIV. Establecer, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 

desconcentrados de la Secretaría de Salud, así como, en su caso, con las demás dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal, las estrategias de las campañas de comunicación 

y difusión, plataformas informáticas, programas, sistemas y demás elementos, que deban 

utilizarse para la prevención, diagnóstico y tratamiento de trastorno mental, trastornos mentales y 

del comportamiento debido al consumo de sustancias psicotrópicas, y adicciones; 

XV. Diseñar, producir y difundir materiales audiovisuales, auditivos e impresos de comunicación 

educativa, social y riesgo en materia de salud mental y adicción, en coordinación con las 

unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Salud y 

demás dependencias federales y estatales competentes; 

XVI. Normar y supervisar el modelo de evaluación del desempeño de las localidades, jurisdicciones 

sanitarias, entidades federativas, regiones, comunidades o establecimientos, según sea el caso, 

relacionado con los programas en materia de salud mental y adicción; 

XVII. Fungir como enlace de la Secretaría de Salud ante las instancias que las entidades federativas 

establezcan como responsables de la prevención y control en materia de salud mental y adicción, 

y con las organizaciones nacionales y extranjeras; 

XVIII. Proponer a la persona titular de la Secretaría de Salud las metodologías de detección, atención, 

diagnóstico y tratamiento en materia de salud mental y adicción, así como los mecanismos de 

certificación, supervisión y seguimiento de dichas metodologías, con el objetivo de otorgar una 

atención de calidad, con calidez y sustento científico; 
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XIX. Emitir, en coordinación con las instancias competentes de las entidades federativas, los 

lineamientos y procedimientos técnicos para la organización, programación y presupuestación 

relacionados con los programas a su cargo en materia de salud mental y adicción; así como 

definir criterios para la evaluación operativa de dichos programas; 

XX. Coadyuvar en la operación del Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica en el ámbito de su 

competencia; 

XXI. Emitir los acuerdos y disposiciones de carácter general y administrativo necesarios para el 

ejercicio eficaz de sus atribuciones; 

XXII. Imponer sanciones y aplicar medidas de seguridad en colaboración con la Comisión Federal para 

la Protección contra Riesgos Sanitarios, en el ámbito de sus atribuciones; 

XXIII. Coadyuvar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 

competentes de la Secretaría de Salud, en la formulación y presentación de denuncias ante las 

autoridades competentes, en caso de detectar ilícitos o irregularidades durante el desarrollo de 

las atribuciones de su competencia; 

XXIV. Coadyuvar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 

competentes de la Secretaría de Salud, en la definición de los requerimientos para la acreditación 

de unidades prestadoras de servicios de salud mental y adicciones del Sistema Nacional de 

Salud; 

XXV. Atender las solicitudes de las autoridades judiciales competentes, respecto de los servicios 

especializados en materia de salud mental y adicción, así como aquellas que requieran de la 

intervención de otras unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados, de 

conformidad a lo establecido en el Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, y 

XXVI. Ejercer las demás que le otorguen el Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, otras 

disposiciones jurídicas y administrativas aplicables, así como aquellas que le encomiende la 

persona titular de la dependencia. 

Artículo Sexto. La Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones está a cargo de una persona titular, 

la cual es nombrada y removida libremente por la persona titular de la Secretaría de Salud, y a quien le 

corresponde originalmente la representación, trámite y resolución de los asuntos a su cargo y ejerce todas las 

facultades necesarias, en términos de lo señalado en el presente decreto, el Reglamento Interior de la 

Secretaría de Salud y las demás que le señalen las disposiciones jurídicas aplicables. 

La persona titular de dicha comisión debe reunir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadana mexicana; 

II. Contar, el día del nombramiento, con título y cédula profesional expedidos por autoridad 

competente o institución legalmente facultada para ello y experiencia probada de, por lo menos, 

cinco años en áreas relacionadas con la salud mental y adicciones; 

III. No haber sido sentenciada por delitos dolosos que hayan ameritado pena privativa de la libertad 

por más de un año, o inhabilitada para ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, cargo 

o comisión en el servicio público, y 

IV. No desempeñar durante el periodo de su encargo otra comisión o empleo dentro de la 

Federación, entidades federativas, municipios, alcaldías de Ciudad de México, órganos 

autónomos constitucionales, organismos públicos descentralizados, empresas productivas del 

Estado, empresas de participación estatal o de algún particular, excepto los cargos o empleos de 

carácter docente y los honoríficos; asimismo, estará impedido para ejercer su profesión, salvo en 

causa propia. 
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Artículo Séptimo. Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Comisión Nacional de Salud Mental y 

Adicciones debe contar con las unidades administrativas que se determinen en el manual de organización que 

expida la persona titular de la Secretaría de Salud, de conformidad con las estructuras orgánica y ocupacional 

que autoricen las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente decreto entra en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. Se abrogan el “Decreto por el que se modifica la denominación, objeto, organización y 

funcionamiento del órgano desconcentrado Centro Nacional para la Prevención y el Control de las Adicciones, 

para transformarse en la Comisión Nacional contra las Adicciones como un órgano administrativo 

desconcentrado de la Secretaría de Salud”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de julio de 

2016; el “Acuerdo por el que se determina la integración y funcionamiento del Consejo Interno de la Comisión 

Nacional contra las Adicciones”, publicado en la normateca interna de la Secretaría de Salud el 10 de enero 

de 2017, y el “Acuerdo por el que se crea el Consejo Nacional de Salud Mental”, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el 21 de julio de 2004. 

TERCERO. A la entrada en vigor del presente decreto, los recursos humanos, materiales y financieros 

destinados a los Servicios de Atención Psiquiátrica, al Secretariado Técnico del Consejo Nacional de Salud 

Mental y a la Comisión Nacional contra las Adicciones, deben ser reasignados a la Comisión Nacional de 

Salud Mental y Adiciones, en un plazo no mayor a 90 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del 

mismo, con sujeción al presupuesto autorizado para el ejercicio fiscal correspondiente. 

Los derechos laborales del personal que en virtud del presente decreto cambien de adscripción, se deben 

respetar conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

CUARTO. Todas las referencias que hagan mención a los Servicios de Atención Psiquiátrica, al 

Secretariado Técnico del Consejo Nacional de Salud Mental y a la Comisión Nacional contra las Adicciones, 

deben entenderse hechas a la Comisión Nacional de Salud Mental y Adiciones. 

QUINTO. El Ejecutivo Federal tiene un plazo no mayor a 180 días naturales a partir de la entrada en vigor 

del presente decreto para emitir las disposiciones reglamentarias que permitan proveer en la esfera 

administrativa lo previsto en el presente decreto y actualizar las ya existentes, con el fin de su armonización, 

incluidas las normas oficiales mexicanas en la materia. 

SEXTO. Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del presente decreto se deben 

realizar con cargo al presupuesto autorizado de los ejecutores de gasto correspondientes. En caso de que se 

realice alguna modificación a la estructura orgánica de los mismos, debe hacerse mediante movimientos 

compensados conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, por lo que no se deben autorizar 

ampliaciones a su presupuesto para el presente ejercicio fiscal ni subsecuentes como resultado de la entrada 

en vigor del presente decreto. 

SÉPTIMO. Los asuntos administrativos que se encuentren pendientes de resolución por la Comisión 

Nacional contra las Adicciones, el Secretariado Técnico del Consejo Nacional de Salud Mental y los Servicios 

de Atención Psiquiátrica, deben continuar su trámite y ser atendidos por el órgano administrativo 

desconcentrado a que se refiere el artículo Primero del presente decreto. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de mayo de 2023.- Andrés 

Manuel López Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Salud, Jorge Carlos Alcocer Varela.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE CULTURA 
RESUMEN del Acuerdo por el que se da inicio al procedimiento para la emisión de la Declaratoria como Zona de 
Monumentos Históricos del Trazo del Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, ubicado en 
los municipios de Ixtaczoquitlán y Fortín, Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Cultura.- 
Instituto Nacional de Antropología e Historia. 

RESUMEN DEL ACUERDO POR EL QUE SE DA INICIO AL PROCEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DE LA 
DECLARATORIA COMO ZONA DE MONUMENTOS HISTÓRICOS DEL TRAZO DEL FERROCARRIL MEXICANO EN SU 
TRAMO SUMIDERO-FORTÍN DE LAS FLORES, UBICADO EN LOS MUNICIPIOS DE IXTACZOQUITLÁN Y FORTÍN, 
ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE 

Con fundamento en lo dispuesto en los 4o., párrafo decimosegundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1º., 2º., 7º. fracciones I y XII de la Ley Orgánica del Instituto Nacional de 
Antropología e Historia; 2o, 3º fracción IV, 5o, 5o. TER fracción I, 35, 36, fracción I y 44, de la Ley Federal 
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos; 4 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo; 9, 9 bis y 9 ter del Reglamento de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicas, 
Artísticos e Históricos, y considerando: los preceptos establecidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la Convención para la protección del patrimonio mundial, cultural y natural, adoptada en 
París, Francia el 23 de noviembre de 1972, la resolución A/HRC/RES/37/17 aprobada por el Consejo de 
Derechos Humanos de la Naciones Unidas, el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, el Programa Sectorial 
de Cultura 2020-2024, el Director General del Instituto Nacional de Antropología e Historia, emitió el Acuerdo 
por el que se inicia el procedimiento para la emisión de la Declaratoria como Zona de Monumentos Históricos, 
del Trazo del Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, ubicado en los municipios de 
Ixtaczoquitlán y Fortín, en el estado de Veracruz de la Llave, a que se refiere el artículo 5o. Ter de la Ley 
Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos; 

Que, conforme a la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos 
(LFMZAAH), es de utilidad pública la investigación, protección, conservación, restauración y recuperación de 
las zonas de monumentos históricos que integran el patrimonio cultural de México, por lo que se debe 
preservar el legado que existe en el Trazo del Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, 
municipios de Ixtaczoquitlán y Fortín, estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 

Que dentro de la riqueza cultural con la que cuenta el estado de Veracruz de Ignacio de la Llave se 
encuentra la zona histórica del Trazo del Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, 
ubicada en los municipios de Ixtaczoquitlán y Fortín, y tiene una extensión de 355-36-15.6 hectáreas en donde 
se ubican cinco inmuebles y dos conjuntos con valor histórico; 

Que el tramo Sumidero-Fortín de las Flores del Ferrocarril Mexicano abarca parte de los municipios de 
Ixtaczoquitlán y Fortín y se encuentra en la parte central del estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, en el 
área que es conocida como la zona central montañosa del estado; 

Que debido a la “fiebre férrea” acontecida durante el siglo XIX y la necesidad de una rápida transportación 
de productos y personas creció el interés de adquirir locomotoras y construir caminos de hierro; resultado de 
ello fue que el primero de enero de 1873 salió de Buenavista el tren inaugural de la línea completa del 
Ferrocarril Mexicano, en el que viajó el entonces presidente de la República, Sebastián Lerdo de Tejada; esta 
línea permitió la unión y comunicación de ciudades, poblados y regiones, logrando así la integración social y 
espacial del territorio nacional, que fue un factor indispensable para el desarrollo industrial y económico del 
país; 

Que para el trazo de la vía se eligió la ruta México-Veracruz por ser el Puerto de Veracruz la puerta por 
donde entraban los productos provenientes del exterior; mientras que la Ciudad de México era el primer 
mercado de consumo del país por su importancia política, administrativa y por su gran número de habitantes; 
por lo cual, el ferrocarril se convirtió en una línea propiamente comercial; 

Que en el tramo de la vía ferroviaria entre las estaciones Sumidero, en Ixtaczoquitlán, y Fortín de las 
Flores, en Fortín, se encuentra el antiguo Puente de Metlac, una de las obras civiles más importantes del siglo 
XIX, que significó la imposición del progreso ante la naturaleza; además, por la belleza de su entorno, sirvió 
como modelo para representación en el arte; 

Que a pesar de que el Ferrocarril Mexicano fue creado en medio del ambiente de inestabilidad política del 
siglo XIX, todos los gobiernos en turno lo consideraban como un elemento clave para el futuro de México, 
debido a ello, el subsidio directo e indirecto del proyecto provino principalmente del Gobierno mexicano e 
inversionistas nacionales, además, la mano de obra fue, en su mayoría, mexicana; 

Que a partir de 1970 el Puente de Metlac comenzó a presentar serios problemas de estabilidad, lo que 
obligó al Estado a construir una vía adicional con un trazo diferente. Así, cuando la tecnología lo permitió, la 
histórica construcción fue sustituida por un puente moderno de trazo recto; 
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Que el antiguo trazo del ferrocarril entre las poblaciones de Sumidero y Fortín de las Flores se caracteriza 
por convivir con su entorno natural y contar, hasta nuestros días, con el Puente de Metlac, siete túneles 
dispuestos estratégicamente a lo largo de la barranca, dos estaciones de ferrocarril y múltiples elementos de 
infraestructura ferroviaria, tales como muros de contención, terraplenes, postes de telégrafos, señalamientos, 
etc. 

Asimismo, en la zona se localizan diversos inmuebles de carácter civil construidos entre los siglos XVI al 
XIX, mismos que conservan la tipología arquitectónica propia de la región y que destacan por su importancia 
en la historia local; 

Que en términos de lo dispuesto por el artículo 9 bis del Reglamento de la Ley Federal sobre Monumentos 
y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, el Instituto Nacional de Antropología e Historia, llevó a cabo la 
integración del expediente, con los antecedentes documentales que justifican el valor histórico del Trazo del 
Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, así como la información técnica de dicha 
zona y el plano que contiene la poligonal de la zona a declarar como Zona de Monumentos Históricos; 

Que el procedimiento de declaratoria como Zona de Monumentos Históricos da inicio con el Acuerdo que 
emita el Presidente de la República o la Secretaría de Cultura, por conducto del titular del Instituto Nacional de 
Antropología e Historia, como se prevé en la fracción I del artículo 5o. Ter de la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, por lo que se emite el siguiente 

ACUERDO POR EL QUE SE DA INICIO AL PROCEDIMIENTO PARA LA EMISIÓN DE LA 
DECLARATORIA COMO ZONA DE MONUMENTOS HISTÓRICOS, DEL TRAZO DEL FERROCARRIL 

MEXICANO EN SU TRAMO SUMIDERO-FORTÍN DE LAS FLORES, UBICADA EN LOS MUNICIPIOS DE 
IXTACZOQUITLÁN Y FORTÍN, ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE 

PRIMERO: Se da inicio de oficio al procedimiento para declarar como Zona de Monumentos Históricos, el 
Trazo del Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, ubicada en los municipios de 
Ixtaczoquitlán y Fortín, estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, que de acuerdo con el plano de 
delimitación realizado por el Instituto Nacional de Antropología e Historia se localiza en las coordenadas E 
709232.00, N 2091709.00, fue elaborado en el sistema de coordenadas proyectadas en Universal Transversa 
de Mercator (UTM) zona 14 norte, con Elipsoide GRS80 y Datum Horizontal ITRF08 época 2010, comprende 
una superficie total de 355-36-15.6 hectáreas y tiene los siguientes linderos: 

PERÍMETRO ÚNICO.- Se inicia en el vértice (1), ubicado en el cruce de los andadores 16 de Septiembre e 
Ignacio Allende, con coordenadas E 709483.19, N 2093046.12; a partir de este punto, a una distancia de 
272.30 metros, con un rumbo S 41° 0’ 39.5” E se ubica el vértice (2), en el andador Ignacio Allende, con 
coordenadas E 709661.87, N 2092840.64; a partir de este punto, a una distancia de 11.93 metros, con un 
rumbo S 80° 33’ 12.0” E se ubica el vértice (3), en la calle Cuauhtémoc, con coordenadas E 709673.64, N 
2092838.69; a partir de este punto, a una distancia de 60.21 metros, con un rumbo N 52° 1’ 8.3” E se ubica el 
vértice (4), en el cruce de la calle Cuauhtémoc y el boulevard General Emiliano Zapata, con coordenadas E 
709721.10, N 2092875.74; a partir de este punto, a una distancia de 110.11 metros, con un rumbo S 12° 11’ 
47.4” E se ubica el vértice (5), en el boulevard General Emiliano Zapata, con coordenadas E 709744.36, N 
2092768.11; a partir de este punto, a una distancia de 602.67 metros, con un rumbo S 28° 50’ 11.6” E se 
ubica el vértice (6), en el cruce de el boulevard General Emiliano Zapata, su continuación la calle 8 Norte, y la 
avenida 18 Poniente, con coordenadas E 710035.04, N 2092240.18; a partir de este punto, a una distancia de 
221.88 metros, con un rumbo S 28° 30’ 27.8” E se ubica el vértice (7), en la calle 8 Norte, con coordenadas E 
710140.94, N 2092045.20; a partir de este punto, a una distancia de 17.98 metros, con un rumbo S 20° 13’ 
3.3” E se ubica el vértice (8), en la calle 8 Norte, con coordenadas E 710147.15, N 2092028.32; a partir de 
este punto, a una distancia de 382.17 metros, con un rumbo S 8° 54’ 17.1” E se ubica el vértice (9), en el 
cruce de la calle 8 Norte y la avenida 14, con coordenadas E 710206.31, N 2091650.75; a partir de este punto, 
a una distancia de 163.80 metros, con un rumbo S 73° 48’ 59.4” W se ubica el vértice (10), en la avenida 14, 
con coordenadas E 710049.00, N 2091605.10; a partir de este punto, a una distancia de 213.81 metros, con 
un rumbo S 78° 40’ 16.8” W se ubica el vértice (11), en la avenida 14, con coordenadas E 709839.35, N 
2091563.10; a partir de este punto, a una distancia de 18.74 metros, con un rumbo S 61° 3’ 44.0” W se ubica 
el vértice (12), en la Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 709822.95, N 2091554.03; a partir 
de este punto, a una distancia de 157.24 metros, con un rumbo S 56° 29’ 52.4” E se ubica el vértice (13), en la 
Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 709954.07, N 2091467.24; a partir de este punto, a una 
distancia de 41.70 metros, con un rumbo S 47° 48’ 27.8” E se ubica el vértice (14), en la Vía Ferroviaria 
México-Veracruz, con coordenadas E 709984.96, N 2091439.23; a partir de este punto, a una distancia de 
60.07 metros, con un rumbo S 40° 53’ 3.3” E se ubica el vértice (15), en el cruce de la Vía Ferroviaria México-
Veracruz y la avenida 10 Poniente, con coordenadas E 710024.29, N 2091393.81; a partir de este punto, a 
una distancia de 47.04 metros, con un rumbo S 34° 42’ 7.8” E se ubica el vértice (16), en la Vía Ferroviaria 
México-Veracruz, con coordenadas E 710051.07, N 2091355.14; a partir de este punto, a una distancia de 
75.79 metros, con un rumbo S 32° 1’ 57.7” E se ubica el vértice (17), en la Vía Ferroviaria México-Veracruz, 
con coordenadas E 710091.27, N 2091290.88; a partir de este punto, a una distancia de 45.50 metros, con un 
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rumbo S 33° 6’ 39.2” E se ubica el vértice (18), en la Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 
710116.12, N 2091252.77; a partir de este punto, a una distancia de 44.51 metros, con un rumbo S 39° 4’ 6.9” 
E se ubica el vértice (19), en la Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 710144.18, N 
2091218.21; a partir de este punto, a una distancia de 55.70 metros, con un rumbo S 49° 1’ 32.9” E se ubica el 
vértice (20), en el cruce de la Vía Ferroviaria México-Veracruz y la avenida 6 Poniente, con coordenadas E 
710186.23, N 2091181.69; a partir de este punto, a una distancia de 55.44 metros, con un rumbo S 60° 11’ 
24.4” E se ubica el vértice (21), en la Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 710234.33, N 
2091154.13; a partir de este punto, a una distancia de 40.79 metros, con un rumbo S 70° 0’ 18.3” E se ubica el 
vértice (22), en la Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 710272.66, N 2091140.19; a partir de 
este punto, a una distancia de 37.54 metros, con un rumbo S 77° 56’ 7.8” E se ubica el vértice (23), en la Vía 
Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 710309.38, N 2091132.34; a partir de este punto, a una 
distancia de 33.52 metros, con un rumbo S 86° 0’ 54.5” E se ubica el vértice (24), en la Vía Ferroviaria México-
Veracruz, con coordenadas E 710342.81, N 2091130.01; a partir de este punto, a una distancia de 62.32 
metros, con un rumbo N 86° 22’ 20.6” E se ubica el vértice (25), en el cruce de la Vía Ferroviaria México-
Veracruz y la calle 6 Norte, con coordenadas E 710405.00, N 2091133.95; a partir de este punto, a una 
distancia de 582.01 metros, con un rumbo N 85° 4’ 24.7” E se ubica el vértice (26), en el cruce de la Vía 
Ferroviaria México-Veracruz y la calle 5 Norte, con coordenadas E 710984.87, N 2091183.93; a partir de este 
punto, a una distancia de 134.23 metros, con un rumbo N 6° 18’ 58.4” W se ubica el vértice (27), en la calle 5 
Norte, con coordenadas E 710970.10, N 2091317.35; a partir de este punto, a una distancia de 87.33 metros, 
con un rumbo N 0° 7’ 13.0” E se ubica el vértice (28), en la calle 5 Norte, con coordenadas E 710970.28, N 
2091404.69; a partir de este punto, a una distancia de 285.89 metros, con un rumbo N 9° 9’ 23.4” W se ubica 
el vértice (29), en el cruce de la calle 5 Norte y la avenida 12 Oriente, con coordenadas E 710924.79, N 
2091686.94; a partir de este punto, a una distancia de 28.74 metros, con un rumbo N 17° 16’ 3.5” W se ubica 
el vértice (30), en la calle 5 Norte, con coordenadas E 710916.26, N 2091714.38; a partir de este punto, a una 
distancia de 60.42 metros, con un rumbo N 30° 17’ 15.6” W se ubica el vértice (31), en el cruce de la calle 5 
Norte y la carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 710885.79, N 2091766.55; a partir 
de este punto, a una distancia de 101.45 metros, con un rumbo N 79° 18’ 54.7” E se ubica el vértice (32), en la 
carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 710985.48, N 2091785.36; a partir de este 
punto, a una distancia de 154.14 metros, con un rumbo N 80° 3’ 42.8” E se ubica el vértice (33), en la 
carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 711137.31, N 2091811.96; a partir de este 
punto, a una distancia de 112.14 metros, con un rumbo S 88° 11’ 49.0” E se ubica el vértice (34), en la 
carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 711249.40, N 2091808.43; a partir de este 
punto, a una distancia de 87.96 metros, con un rumbo S 73° 47’ 13.2” E se ubica el vértice (35), en la 
carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 711333.86, N 2091783.87; a partir de este 
punto, a una distancia de 69.36 metros, con un rumbo S 67° 29’ 20.5” E se ubica el vértice (36), en la 
carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 711397.94, N 2091757.31; a partir de este 
punto, a una distancia de 75.40 metros, con un rumbo S 67° 15’ 28.2” E se ubica el vértice (37), en la 
carretera federal Ciudad Mendoza-Córdoba, con coordenadas E 711467.48, N 2091728.17; a partir de este 
punto, a una distancia de 509.84 metros, con un rumbo S 14° 1’ 7.3” E se ubica el vértice (38), en la avenida 4 
Oriente, con coordenadas E 711590.98, N 2091233.51; a partir de este punto, a una distancia de 106.79 
metros, con un rumbo S 85° 7’ 14.1” W se ubica el vértice (39), en el cruce de la avenida 4 Oriente y la calle 1 
Norte, con coordenadas E 711484.58, N 2091224.43; a partir de este punto, a una distancia de 83.44 metros, 
con un rumbo S 11° 12’ 47.4” E se ubica el vértice (40), en el cruce de la calle 11 Norte y la avenida 2 Oriente, 
con coordenadas E 711500.81, N 2091142.59; a partir de este punto, a una distancia de 857.77 metros, con 
un rumbo S 81° 58’ 1.5” W se ubica el vértice (41), en el cruce de la avenida 2 Poniente y la calle 2 Norte, con 
coordenadas E 710651.45, N 2091022.72; a partir de este punto, a una distancia de 105.90 metros, con un 
rumbo N 7° 31’ 44.7” W se ubica el vértice (42), en el cruce de la calle 2 Norte y la avenida 4 Poniente 
Callejón, con coordenadas E 710637.58, N 2091127.71; a partir de este punto, a una distancia de 230.69 
metros, con un rumbo S 84° 33’ 44.2” W se ubica el vértice (43), en la avenida 4 Poniente Callejón, con 
coordenadas E 710407.92, N 2091105.85; a partir de este punto, a una distancia de 308.56 metros, con un 
rumbo S 85° 3’ 56.1” W se ubica el vértice (44), en la avenida 4 Poniente Callejón, con coordenadas E 
710100.51, N 2091079.31; a partir de este punto, a una distancia de 62.70 metros, con un rumbo S 81° 8’ 
30.3” W se ubica el vértice (45), en la avenida 4 Poniente Callejón, con coordenadas E 710038.56, N 
2091069.65; a partir de este punto, a una distancia de 9.65 metros, con un rumbo S 29° 29’ 44.6” W se ubica 
el vértice (46), en la calle 12 Norte, con coordenadas E 710033.80, N 2091061.25; a partir de este punto, a 
una distancia de 310.33 metros, con un rumbo S 26° 13’ 33.0” E se ubica el vértice (47), en el cruce de la calle 
12 Norte y la avenida 1 Poniente, con coordenadas E 710170.94, N 2090782.86; a partir de este punto, a una 
distancia de 173.65 metros, con un rumbo N 63° 11’ 49.7” E se ubica el vértice (48), en el cruce de la avenida 
1 Poniente y la calle 8 Norte, con coordenadas E 710325.93, N 2090861.16; a partir de este punto, a una 
distancia de 116.35 metros, con un rumbo N 74° 54’ 51.5” E se ubica el vértice (49), en el cruce de la avenida 
1 Poniente, la calle 6 Norte y la calle 6 Sur, con coordenadas E 710438.27, N 2090891.45; a partir de este 
punto, a una distancia de 99.03 metros, con un rumbo S 7° 47’ 39.2” E se ubica el vértice (50), en el cruce de 
la calle 6 Sur y la avenida 3 Poniente, con coordenadas E 710451.70, N 2090793.33; a partir de este punto, a 
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una distancia de 1274.18 metros, con un rumbo S 54° 49’ 44.5” W se ubica el vértice (51), en la carretera 
federal Tehuacán-Córdoba, con coordenadas E 709410.14, N 2090059.38; a partir de este punto, a una 
distancia de 1094.24 metros, con un rumbo N 30° 42’ 8.0” W se ubica el vértice (52), en el cruce de una 
vereda Sin nombre y la calle Nicolás Bravo, con coordenadas E 708851.45, N 2091000.24; a partir de este 
punto, a una distancia de 87.87 metros, con un rumbo N 59° 43’ 44.3” W se ubica el vértice (53), en la calle 
Nicolás Bravo, con coordenadas E 708775.56, N 2091044.53; a partir de este punto, a una distancia de 14.63 
metros, con un rumbo N 73° 34’ 46.1” W se ubica el vértice (54), en la calle Nicolás Bravo, con coordenadas E 
708761.54, N 2091048.67; a partir de este punto, a una distancia de 89.73 metros, con un rumbo S 85° 34’ 
19.8” W se ubica el vértice (55), en la calle Nicolás Bravo, con coordenadas E 708672.07, N 2091041.74; a 
partir de este punto, a una distancia de 21.57 metros, con un rumbo N 81° 58’ 39.3” W se ubica el vértice (56), 
en la calle Nicolás Bravo, con coordenadas E 708650.72, N 2091044.75; a partir de este punto, a una 
distancia de 285.14 metros, con un rumbo N 5° 27’ 25.9” E se ubica el vértice (57), en el cruce de la calle 
Nicolás Bravo y la avenida Morelos, con coordenadas E 708677.83, N 2091328.60; a partir de este punto, a 
una distancia de 82.51 metros, con un rumbo N 81° 46’ 52.8” W se ubica el vértice (58), en la avenida 
Morelos, con coordenadas E 708596.17, N 2091340.40; a partir de este punto, a una distancia de 356.48 
metros, con un rumbo N 84° 27’ 42.1” W se ubica el vértice (59), en el cruce de la avenida Morelos y la calle 
Álvaro Obregón, con coordenadas E 708241.35, N 2091374.80; a partir de este punto, a una distancia de 
160.28 metros, con un rumbo N 4° 36’ 24.1” E se ubica el vértice (60), en el cruce de la calle Álvaro Obregón y 
la avenida 5 de Mayo, con coordenadas E 708254.22, N 2091534.57; a partir de este punto, a una distancia 
de 291.66 metros, con un rumbo S 85° 7’ 40.7” E se ubica el vértice (61), en el cruce de la avenida 5 de Mayo 
y la calle Rafael Valenzuela, con coordenadas E 708544.83, N 2091509.79; a partir de este punto, a una 
distancia de 181.41 metros, con un rumbo N 5° 23’ 24.3” E se ubica el vértice (62), en el cruce de la calle 
Rafael Valenzuela y la Vía Ferroviaria México-Veracruz, con coordenadas E 708561.87, N 2091690.40; a 
partir de este punto, a una distancia de 1599.06 metros, con un rumbo N 33° 19’ 23.1” E se ubica el vértice 
(63), en el andador 16 de Septiembre, con coordenadas E 709418.36, N 2092993.13; a partir de este punto, a 
una distancia de 83.73 metros, con un rumbo N 50° 44’ 13.9” E se ubica el vértice (1) cerrándose así este 
perímetro. 

SEGUNDO.- Quedan comprendidos dentro de la zona materia del presente Decreto los monumentos 
históricos construidos durante los siglos XVI al XIX, destinados a templos, a fines benéficos, al servicio y 
ornato públicos, al uso de las autoridades civiles, así como las obras civiles relevantes de carácter privado 
situados en: 

1. Avenida 1 Poniente sin número, con número de Ficha Nacional de Catálogo de Monumento Histórico 
Inmueble I-30-00706. Rancho del Fortín. 

2. Avenida 1 Poniente sin número, con número de Ficha Nacional de Catálogo de Monumento Histórico 
Inmueble I-30-00127. 

3. Avenida 4 Oriente sin número, con número de Ficha Nacional de Catálogo de Monumento Histórico 
Inmueble C-30-00735. Hacienda Las Ánimas. 

 Casa Principal de la Hacienda Las Ánimas, con número de Ficha Nacional de Catálogo de 
Monumento Histórico Inmueble I-30-00707. 

 Capilla de la Hacienda Las Ánimas, con número de Ficha Nacional de Catálogo de 
Monumento Histórico Inmueble I-30-00736. 

 Almacén de la Hacienda Las Ánimas, con número de Ficha Nacional de Catálogo de 
Monumento Histórico Inmueble I-30-00737. 

4. Calle Sin nombre sin número, con número de Ficha Nacional de Catálogo de Monumento Histórico 
Inmueble I-30-00711. 

5. Brecha Sumidero-Fortín de las Flores sin número, con número de Ficha Nacional de Catálogo de 
Monumento Histórico Inmueble C-30-00123. Conjunto Ferroviario del Ferrocarril Mexicano en su 
Tramo Sumidero-Fortín de las Flores. 

 Estación de Ferrocarril de Sumidero, con número de Ficha Nacional de Catálogo de 
Monumento Histórico Inmueble I-30-00124. 

 Casa del Guardapuente del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de 
Ficha Nacional de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00125. 

 Puente de Metlac, con número de Ficha Nacional de Catálogo de Monumento Histórico 
Inmueble I-30-00126. 

 Estación de Ferrocarril de Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional de Catálogo de 
Monumento Histórico Inmueble I-30-00129. 

 Túnel 3 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00704. 



 DIARIO OFICIAL Lunes 29 de mayo de 2023 

 Túnel 4 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00699. 

 Túnel 5 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00700. 

 Túnel 6 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00701. 

 Túnel 7 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00702. 

 Túnel 8 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00703. 

 Túnel 9 del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha Nacional 
de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00130. 

 Tanque de Agua del Tramo Ferroviario Sumidero-Fortín de las Flores, con número de Ficha 
Nacional de Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00708. 

6. Carretera Federal Libre 150 Tehuacán-Córdoba sin número, con número de Ficha Nacional de 
Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00128. Puente San Miguel. 

7. Carretera Federal Libre 150 Tehuacán-Córdoba sin número, con número de Ficha Nacional de 
Catálogo de Monumento Histórico Inmueble I-30-00709. Rancho de Villegas. 

La antigüedad y destino de los monumentos históricos se comprueba con las constancias que obran en 
poder del Instituto Nacional de Antropología e Historia para consulta de los interesados. 

TERCERO.- A fin de preservar y conservar la zona histórica del Trazo del Ferrocarril Mexicano en su 
tramo Sumidero-Fortín de las Flores, municipios de Ixtaczoquitlán y Fortín, estado de Veracruz de Ignacio de 
la Llave, se establece como medida precautoria la prohibición para realizar la colocación de cualquier anuncio, 
aviso, carteles; cocheras, sitios de vehículos, expendios de gasolina o lubricantes; postes e hilos telegráficos y 
telefónicos, transformadores y conductores de energía eléctrica, e instalaciones de alumbrados; kioscos, 
templetes, puestos o cualesquiera otras construcciones permanentes o provisionales, construcciones u obras 
en los monumentos históricos, colindantes y demás ubicados dentro de la zona a declarar, sin contar con la 
autorización previa del Instituto Nacional de Antropología e Historia. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Acuerdo entrará en vigor a partir de su emisión 

SEGUNDO.- Notifíquese el inicio del procedimiento de la declaratoria como Zona de Monumentos 
Históricos del Trazo del Ferrocarril Mexicano en su tramo Sumidero-Fortín de las Flores, municipios de 
Ixtaczoquitlán y Fortín, estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, a cualquier persona que pudiera tener un 
interés jurídico por medio de publicaciones que contendrán un resumen del presente Acuerdo; en el Diario 
Oficial de la Federación, realizadas por tres días consecutivos, dentro de los diez días hábiles posteriores a la 
emisión del presente, tal y como lo establece la fracción II, del artículo 5o. Ter, de la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos. 

Del mismo modo realícese la notificación del resumen del presente Acuerdo, por medio de las 
publicaciones realizadas por tres días consecutivos en uno de los periódicos de mayor circulación en el estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave y uno de mayor circulación nacional y póngase a disposición de los 
interesados que así lo soliciten, el plano de la poligonal para su consulta. 

TERCERO.- En términos de lo dispuesto en la fracción III, del artículo 5o. Ter, de la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, se concede un plazo de quince días hábiles a 
partir de la última de las publicaciones a que se refiere el transitorio anterior, (los cuales de conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 38 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, serán contados a partir del día 
siguiente a aquel en que se realice la última publicación) para que los interesados manifiesten ante el Instituto 
Nacional de Antropología e Historia lo que a su derecho convenga y presenten las pruebas y alegatos que 
estimen pertinentes, mediante escrito dirigido a la Titular de la Coordinación Nacional de Monumentos 
Históricos ubicada en Correo Mayor Núm. 11, Col. Centro, Alcaldía Cuauhtémoc, C.P. 06060, Ciudad de 
México o al Director del Centro INAH Estado de Veracruz, ubicado en Benito Juárez número 425, colonia 
Centro, C. P. 91700 Veracruz, Veracruz, o mediante correo electrónico a las siguientes direcciones 
valeria_valero@inah.gob.mx, coordinacion.cnmh@inah.gob.mx y josemanuel_banuelos@inah.gob.mx. 

Dado en la Ciudad de México, a 18 de mayo de dos mil veintitrés.- El Director General del Instituto 
Nacional de Antropología e Historia, Diego Prieto Hernández.- Rúbrica.- La Titular de la Coordinación 
Nacional de Monumentos Históricos, Mtra. Valeria Valero Pié.- Rúbrica. 
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INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
ANEXO 4 Monto de recursos a transferir y conceptos de gasto del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en los términos previstos en el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud, para el ejercicio fiscal 2023, 
que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Yucatán. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

ANEXO 4 MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO DEL “ACUERDO DE 

COORDINACIÓN PARA GARANTIZAR LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y 

DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS PARA LAS PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL EN LOS TÉRMINOS PREVISTOS EN 

EL TÍTULO TERCERO BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD CELEBRADO POR EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS 

DE LA SECRETARÍA DE SALUD, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

YUCATÁN”, EN LO SUCESIVO “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, 

CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, EN LO SUCESIVO EL “INSABI”, 

REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, ASISTIDO POR LA  C.P. 

HILDA MARINA CONCHA VILORIA, COORDINADORA DE FINANCIAMIENTO Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE YUCATÁN, EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR LA MAP. OLGA ROSAS MOYA, EN 

SU CARÁCTER DE SECRETARIA DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS Y POR EL DR. MAURICIO SAURI VIVAS, EN SU 

CARÁCTER DE SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE YUCATÁN, A 

QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ LAS PARTES, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y ESTIPULACIONES SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 17 de febrero de 2020, “LAS PARTES” celebraron “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, 
con el objeto de establecer los compromisos a que se sujetarían para garantizar la prestación gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en el Estado de Yucatán. 

II. En la cláusula Décima de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” se estipuló que su Anexo 4 Monto 
de Recursos a Transferir y Conceptos de Gasto, sería actualizado de manera anual por conducto de 
los titulares del “INSABI”, de las secretarías de Salud y de Administración y Finanzas y de los 
Servicios de Salud de Yucatán y que éste sería publicado en el Diario Oficial de la Federación y en el 
Periódico Oficial de “LA ENTIDAD”. 

III. El 2 de marzo de 2023, el Dr. Jorge Carlos Alcocer Varela, Secretario de Salud, emitió los “Criterios 
de Operación del Programa de Atención a la Salud y Medicamentos Gratuitos para la Población sin 
Seguridad Social Laboral para el ejercicio fiscal 2023” (CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023), a los 
que debe sujetarse el ejercicio de los recursos a destinarse a la prestación de los servicios a que se 
refiere el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud (LGS). 

Expuesto lo anterior y reconociéndose “LAS PARTES” recíprocamente el carácter y facultades que 
ostentan, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 bis 6, fracciones II y III de la LGS y los 
CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023, y de conformidad con lo estipulado en la cláusula Décima de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”, determinan los siguientes: 

MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO 

1. Monto total de los recursos presupuestarios federales a destinarse a “LA ENTIDAD” para la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social en su circunscripción territorial. 

 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 12 de la LGS y a la previsión 
presupuestaria contemplada en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
2023, el monto total de recursos que el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD” para la prestación 
gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin 
seguridad social en su circunscripción territorial, durante el ejercicio fiscal 2023, con estricta sujeción 
a la disponibilidad presupuestaria, es por la cantidad de hasta $803,461,181.28 (ochocientos tres 
millones cuatrocientos sesenta y un mil ciento ochenta y un pesos 28/100 M.N.). 

 El periodo de aplicación de dichos recursos será el comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 2023. 
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2. Monto de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” ejercerá para la prestación 
de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral ii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN. 

Dichos recursos se ejercerán, atendiendo a la distribución y conceptos de gasto previstos en los 
numerales 5 y 6 del presente Anexo. 

3. Monto de los recursos presupuestarios federales a transferir a “LA ENTIDAD” para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN” será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral iii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN” 

 En el caso de que los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” no se celebren 
durante el ejercicio fiscal 2023, “LA ENTIDAD” será responsable del ejercicio del monto total de 
recursos presupuestarios federales que se le transfieran por el “INSABI” para la prestación gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en su circunscripción territorial, en los términos previstos en los numerales 5 y 6 del presente 
Anexo. 

4. Calendario de ministración de los recursos presupuestarios federales a transferir para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Las mencionadas transferencias estarán sujetas a lo señalado en los artículos 77 bis 12, párrafo 
segundo y 77 bis 13 de la LGS, así como a lo estipulado en el apartado B de la Cláusula Tercera de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

 Los recursos a que se refiere el numeral anterior serán transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” 
en cuatro ministraciones, conforme a lo siguiente: 

a. La primera ministración se realizará dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de 
firma del presente Anexo, siempre que “LA ENTIDAD”, cumpla con lo siguiente: 

i. Haber enviado a la Coordinación de Financiamiento del “INSABI” la documentación que 
sustente que ya fue efectuada la aportación solidaria estatal a que se refieren los artículos 
77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, correspondiente al ejercicio fiscal 2022. 

ii. Apertura de la cuenta bancaria productiva y específica a que se refiere el párrafo segundo 
del apartado B de la cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

b. Las tres restantes ministraciones se realizarán durante los meses de junio, agosto y noviembre 
de 2023, respectivamente, siempre que “LA ENTIDAD” compruebe ante la Coordinación de 
Financiamiento del “INSABI”, haber efectuado en tiempo la primera, segunda o tercera 
aportación parcial, correspondientes a la aportación solidaria estatal a que se refieren los 
artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, conforme a lo siguiente: 

Número de ministración de recursos 
presupuestarios federales 

Parcialidades de la aportación solidaria 
estatal que debe tenerse por comprobada 

Segunda Mayo de 2023 

Tercera Julio de 2023 

Cuarta Octubre de 2023 

 

En el caso de que “LA ENTIDAD”, cubra con posterioridad al plazo pactado, alguno de los 
montos parciales correspondientes a su aportación solidaria estatal, el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Financiamiento efectuará la ministración de recursos presupuestarios federales 
correspondiente, durante los treinta días hábiles siguientes a la fecha en la que “LA ENTIDAD”, 
compruebe haber efectuado la misma. 
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5. Distribución de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación de 
“LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

El ejercicio de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD”, 
para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” se sujetará a las bases siguientes: 

a. Hasta el 50 por ciento de los referidos recursos podrán destinarse exclusivamente al pago de las 
plantillas de personal que hasta el 31 de diciembre de 2022 estuviesen autorizadas a financiarse 
con cargo a los recursos transferidos por el “INSABI” para el mismo fin, cuyas funciones se 
encuentren directamente relacionadas con la prestación de servicios de salud a las personas sin 
seguridad social o, en su caso, nuevas contrataciones, en los términos previstos en el literal a 
del numeral 6 del presente Anexo. 

b. Al menos el 32 por ciento a la adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de 
medicamentos, material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

c. El remanente de los recursos para gasto de operación de las unidades médicas del primer, 
segundo y tercer niveles de atención de “LA ENTIDAD” que realicen la prestación de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que, de manera transversal, cuando menos el 20 por 
ciento total de los recursos transferidos deberán destinarse a acciones relacionadas con la 
prevención de enfermedades y la promoción de la salud. 

Sólo en casos plenamente justificados o excepcionales, la composición de dichos porcentajes se 
podrá modificar, siempre que las características financieras y de servicios de salud de “LA ENTIDAD” 
lo ameriten, en el entendido de que dichas modificaciones deberán acreditarse y ser aprobadas 
previamente por la Coordinación de Financiamiento del “INSABI”. 

“LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, el envío de la información y el cumplimiento de los requisitos necesarios en los 
términos señalados en el presente Anexo y demás normativa aplicable, para estar en condiciones de 
recibir las transferencias federales de manera regular, conforme a lo establecido en los artículos  77 
bis 12, párrafo segundo y 77 bis 15 de la LGS. 

6. Conceptos de gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación 
de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

a. Remuneraciones al personal médico, paramédico y afín. 

“LAS PARTES” convienen en que todo el personal médico, paramédico y afín que sea 
contratado con cargo a los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a “LA 
ENTIDAD” para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados, deberá contar con seguridad social y las prestaciones establecidas en la normativa 
aplicable, aun en el caso de tratarse de personal eventual, a efecto de cumplir cabalmente con la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores  del Estado. 

Para el ejercicio de estos recursos, “LAS PARTES” están conformes en que los mismos serán 
transferidos de manera líquida a “LA ENTIDAD”, en los términos previstos en el artículo 77 bis 
15, fracción I de la LGS y en el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. 

Durante el primer trimestre del año “LA ENTIDAD” deberá enviar al “INSABI”, en los términos 
que este último lo requiera, la información que permita identificar al personal contratado de 
manera previa al 31 de diciembre de 2022, su lugar de adscripción, las funciones que realiza y la 
remuneración que percibe. 

“LAS PARTES” están conformes en que, en el caso de generarse vacancias en las plantillas de 
personal, las contrataciones que “LA ENTIDAD” efectúe, deberán realizarse respecto de las 
plazas que hayan quedado vacantes, solo en el caso de que éstas formen parte de la rama 
médica, paramédica o afín. 

Adicionalmente, “LA ENTIDAD”, sujeto a la disponibilidad de los recursos para este concepto de 
gasto, podrá realizar la contratación de médicos, enfermeras, gestores comunitarios de atención 
primaria de salud, coordinadores de gestores comunitarios de atención primaria de salud y 
demás personal necesario para el fortalecimiento de la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social, preferentemente 
en el primer nivel de atención. Para tal fin, las contrataciones que se efectúen deberán asignarse 
a las unidades médicas que requieran el apoyo respectivo. 
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Las contrataciones que “LA ENTIDAD” realice para fortalecer el segundo y, en su caso, el tercer 
nivel de atención deberá focalizarse en personal médico especialista y de enfermería con 
capacitación especializada. 

Conforme a lo anterior, queda expresamente estipulado que “LA ENTIDAD” no podrá realizar 
contrataciones para llevar a cabo funciones de carácter administrativo con cargo a los recursos 
que se le transfieran para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. En 
consecuencia, “LA ENTIDAD” se obliga a cubrir con sus recursos propios, las contrataciones que 
efectúe en contravención a lo estipulado en el presente Anexo. 

De igual modo, “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá enviar de manera 
mensual al “INSABI”, a través del mecanismo que éste implemente, el listado nominal de las 
plazas pagadas con estos recursos. La información de los listados deberá contener al menos: 

 Nombre del empleado. 

 Cédula profesional. 

 Unidad Médica de Adscripción. 

 Tipo de Unidad y Clave Única de Establecimientos de Salud (CLUES). 

 Número de empleado. 

 Año, mes y quincena. 

 Entidad federativa. 

 R.F.C. 

 C.U.R.P. 

 Fecha de inicio de la relación laboral. 

 Tipo de contratación (federalizado, homologado, regularizado, formalizado o contrato). 

 Nivel y puesto o plaza. 

 Clave del puesto o plaza. 

 Turno. 

 Rama. 

 Percepción bruta total. 

 Total de deducciones. 

 Percepciones netas. 

 Fecha del timbrado. 

 ID factura. 

 Concepto de pago. 

 Estatus de incidencia. 

 Descripción de la incidencia. 

 En su caso, fecha de baja de la relación laboral. 

 Cualquier otro dato que el “INSABI” solicite para efectos de comprobación. 

La información antes señalada deberá ser presentada por “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, en los formatos y conforme a los procedimientos que mediante oficio le 
comunique el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. 

Asimismo, queda expresamente estipulado que, bajo ningún concepto, con cargo a estos 
recursos, podrá realizarse: 

i. El pago de finiquitos, indemnizaciones o cualquier otro concepto similar. 

ii. Pagos relativos a las partidas 12101 “Honorarios. 

iii.  15401 “Prestaciones Establecidas por Condiciones Generales de Trabajo o Contratos 
Colectivos de Trabajo”. 

iv. El pago de impuestos estatales sobre nómina. 
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b. Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, material de 
curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos del ejercicio de los recursos que se destinan a este concepto de gasto, “LAS 
PARTES” manifiestan su conformidad para que el “INSABI” retenga los recursos presupuestarios 
federales correspondientes y los entregue en especie a “LA ENTIDAD”. El detalle de 
medicamentos, material de curación y otros insumos asociados a la prestación de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, se incluirán en los Apéndices del presente Anexo, del que 
formarán parte integrante, una vez que los mismos sean formalizados por “LAS PARTES”. 

Para llevar a cabo la formalización de los Apéndices a que se refiere este literal, “LAS PARTES” 
reconocen que éstos se integrarán con los requerimientos que “LA ENTIDAD” cargue en el 
Sistema implementado para tal fin por el “INSABI”, denominado Ambiente de Administración de 
Atenciones en Salud (AAMATES). En el caso de los requerimientos relativos a los programas de 
salud pública a cargo de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, éstos se 
cargarán en el referido Sistema, por las personas servidoras públicas que al efecto designen por 
escrito el Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, el Centro Nacional de 
Programas Preventivos y Control de Enfermedades y el Centro Nacional de Equidad de Género 
y Salud Reproductiva, respectivamente. 

Para tal fin, la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y 
Equipamiento Médico, a través de la Coordinación de Abasto, la Coordinación de Optimización y 
Procesos del Abasto y la Coordinación de Distribución y Operación, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, serán responsables de (i) integrar los requerimientos de “LA ENTIDAD” en la 
demanda agregada de medicamentos, material de curación y demás insumos para la salud a 
adquirirse en el ejercicio fiscal; (ii) instrumentar los correspondientes procedimientos de 
contratación y formalizar los contratos respectivos, así como (iii) administrar la ejecución de 
estos últimos y realizar la distribución de los bienes a “LA ENTIDAD”. 

De acuerdo a lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA 
ENTIDAD” la correcta planeación y programación de los recursos asociados a “LOS SERVICIOS 
NO TRANSFERIDOS”. 

Para efecto de acreditar las entregas en especie que se prevén en el presente literal, “LA 
ENTIDAD” manifiesta su conformidad en que contará con un plazo de hasta treinta días 
naturales, contado a partir del día natural siguiente a la fecha de recepción de las mismas en sus 
almacenes, para manifestar su entera conformidad, en el entendido de que todo rechazo deberá 
estar plenamente justificado. En el caso de que transcurra el plazo anterior, sin que “LA 
ENTIDAD” haga pronunciamiento expreso al respecto, se entenderá que ha operado la tácita 
aceptación de los bienes con todas las implicaciones legales y administrativas que 
corresponderían a su aceptación expresa. 

“LAS PARTES” acuerdan que el “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Financiamiento, 
previa autorización expresa de la Coordinación de Abasto, podrá liberar a “LA ENTIDAD”, 
recursos líquidos correspondientes a los medicamentos, material de curación y demás insumos 
asociados que se incluyan en los Apéndices de este Anexo, para que esta última los adquiera, 
sujetándose para ello a las disposiciones del Título Tercero Bis de la Ley General de Salud y 
demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

En congruencia con lo anterior, queda bajo la absoluta responsabilidad de “LA ENTIDAD”, sin 
que requiera para ello, autorización por parte del “INSABI”, adquirir con cargo a los recursos 
líquidos que reciba en términos de la fracción I del artículo 77 bis 15 de la LGS, lo siguiente: 

 Claves no acordadas para ser entregadas en especie por el “INSABI”. 

 Volúmenes adicionales a los requerimientos pactados con el “INSABI” para su entrega en 
especie. 

c. Acciones de promoción, prevención y detección oportuna de enfermedades. 

Considerando el carácter transversal de estas acciones, los recursos destinados a este concepto 
de gasto no son adicionales, por lo que la integración de este monto incluye acciones 
transversales que inciden en la promoción de la salud, y la prevención y detección oportuna de 
enfermedades, las cuales se contabilizan en otros conceptos de gasto, tales como 
remuneraciones al personal de la rama médica, paramédica y afín, medicamentos, material de 
curación y otros insumos; siempre y cuando se ajusten individualmente a los límites y montos 
establecidos. 
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La pertinencia de los conceptos considerados para estas acciones deberá ser validada por el 
“INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación Nacional Médica. Para apoyar lo anterior, el 
“INSABI” podrá solicitar, a través de su Unidad de Coordinación Nacional Médica, la opinión 
técnica de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud de la Secretaría de Salud. 

d. Gasto de operación. 

El remanente de los recursos presupuestarios federales que se transfieran a “LA ENTIDAD” para 
la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” que se destinen a gasto de operación 
de las unidades médicas de primer, segundo y tercer niveles de “LA ENTIDAD” que realicen la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” incluye lo siguiente: 

i. Contribuir al gasto de operación de los Servicios de Salud de Yucatán, relacionado 
exclusivamente con la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. Para este 
fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le 
transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el 
apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

ii. Adquisición de bienes de inversión, como equipo médico, computadoras, impresoras, 
entre otros. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios 
federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 
15, fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. Dichas adquisiciones deberán cumplir con las disposiciones aplicables 
a gasto de inversión establecidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, su Reglamento, la LGS y demás disposiciones en la materia. 

 Tratándose de adquisición de equipo médico se requerirá la autorización expresa del 
“INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico. 

 Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo que antecede, “LAS PARTES” podrán convenir, 
cuando se trate de la adquisición de equipo médico, que las acciones relativas a este 
concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad de 
Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y Equipamiento Médico. En 
este supuesto, el importe de recursos correspondientes será ejercido directamente por el 
“INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico, y los bienes adquiridos serán considerados como 
transferencia de recursos en especie, en los términos establecidos en la fracción III del 
artículo 77 bis 15 de la LGS. 

iii. Conservación y Mantenimiento de las Unidades Médicas. “LA ENTIDAD” podrá asignar 
recursos para la conservación y mantenimiento de las unidades médicas, con el objeto de 
que éstas obtengan o mantengan la acreditación de la calidad a que se refiere el artículo 
77 bis 9 de la LGS. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios 
federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 
15 fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. 

Para determinar las acciones de conservación y mantenimiento a desarrollarse en el 
ejercicio fiscal, “LA ENTIDAD” deberá presentar para validación de la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud 
del “INSABI”, un “Proyecto de Programa de Conservación y Mantenimiento de las 
Unidades Médicas”, que deberá incluir lo siguiente: 

 Declaratoria signada por el Titular de los Servicios de Salud de Yucatán, dirigida al 
Titular de la Unidad de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de 
Establecimientos de Salud del “INSABI”, en la cual manifieste que se efectuó una 
adecuada planeación de los recursos para garantizar que los destinados a acciones 
de conservación y mantenimiento de las unidades médicas, vinculadas a la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, no presentan un impacto 
adverso en el financiamiento del resto de los conceptos de gasto previstos en el 
presente Anexo. 

 Determinación de las fuentes de financiamiento, considerando que los recursos 
destinados a este rubro podrán converger de distintas fuentes, supuesto en el que 
“LA ENTIDAD” deberá presentar el detalle de recursos convergentes, asegurando el 
uso distinto de cada uno de ellos, con propósito de evitar duplicidades en las 
autorizaciones de gasto. 
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 Cada proyecto que forme parte del Programa, deberá señalar el municipio y localidad 
en la que se encuentra la unidad médica, el tipo de unidad, la clave CLUES asignada, 
la población potencial beneficiaria, el número de beneficiarios y los montos 
programados a invertir, así como si la unidad médica se encuentra: (i) acreditada, (ii) 
en proceso de acreditación o reacreditación, o (iii) si iniciará su proceso de 
acreditación en el año 2023. 

 Los recursos que se destinen a este rubro deberán estar dirigidos a áreas médicas. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, “LAS PARTES” podrán convenir que las acciones 
relativas a este concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad 
de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de 
Salud. En este supuesto, el importe de recursos correspondientes será ejercido 
directamente por el “INSABI”, a través de la referida Unidad de Coordinación Nacional de 
Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud, y los avances y la entrega 
de los trabajos correspondientes serán considerados como transferencia de recursos en 
especie, en los términos establecidos en la fracción III del artículo 77 bis 15 de la LGS. 

e. Pago por servicios de salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud y por 
compensación económica entre entidades federativas. 

“LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le transfiera 
en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el apartado B de la 
Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, para la compensación económica 
entre entidades federativas, así como para el pago de servicios de salud a instituciones públicas 
del Sistema Nacional de Salud, por concepto de la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos de lo anterior, “LA ENTIDAD” deberá, además de apegarse a la normativa 
aplicable, suscribir los convenios de colaboración que correspondan con otras entidades 
federativas, así como con las referidas instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud para 
definir las condiciones y esquemas de pago. 

En todos los casos, para estar en condiciones de realizar pagos por la prestación de servicios de 
salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, éstas no deberán recibir recursos 
presupuestarios federales asignados a la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad social en los 
términos previstos en el Título Tercero Bis de la LGS, para su operación. 

“LA ENTIDAD”, por conducto de la Titular de los Servicios de Salud de Yucatán, enviará al 
“INSABI” durante el ejercicio, la relación de unidades mencionadas en el párrafo anterior, así 
como los convenios celebrados. No podrán realizarse pagos sin los acuerdos contractuales que 
manifiesten el detalle de la atención médica y los conceptos del pago. 

7. Partidas de gasto. 

 “LAS PARTES” están conformes en que las partidas específicas para el ejercicio de los recursos que 
se destinen a los conceptos de gasto que se contemplan en el presente Anexo, serán determinadas 
por el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento, mismas que deberán ser notificadas 
por escrito a “LA ENTIDAD” a través de los Servicios de Salud de Yucatán. 

8. Programación de los recursos. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto del Titular de los Servicios de Salud de Yucatán y del Director 
Administrativo de dicho organismo local, a enviar al “INSABI”, a través de la Coordinación de 
Financiamiento, la programación del gasto dentro del primer trimestre del año, para vigilar el apego a 
los porcentajes máximos establecidos en el presente documento. El Programa de Gasto deberá 
incluir la leyenda siguiente: “El presente Programa de Gasto incluye el monto de recursos 
presupuestados a destinarse, a través del Instituto de Salud para el Bienestar, a la compra y 
distribución de medicamentos, material de curación y otros insumos asociados y su entrega en 
especie, de acuerdo a los apéndices del Anexo 4 del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social”, y deberán tomarse en cuenta dentro del cómputo correspondiente a 
los recursos presupuestarios transferidos a “LA ENTIDAD”. 

La programación de gasto a que se refiere este numeral, podrá ser actualizada, a solicitud de “LA 
ENTIDAD”, previa validación del “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. En el caso 
de que las actualizaciones a la Programación de Gasto se realicen respecto del concepto de gasto 
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denominado Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, 
material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”, se requerirá la validación expresa de la Coordinación de Abasto y, ésta a su vez, 
deberá notificar a la Coordinación de Financiamiento dicha validación. Dichas actualizaciones podrán 
ser realizadas hasta dos veces durante el año fiscal (a más tardar el 31 de mayo y el 31 de octubre 
de 2023, respectivamente). 

9. Información del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

De conformidad con la fracción VIII, del apartado B del artículo 77 bis 5 de la LGS, “LA ENTIDAD”, 
por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá recabar, custodiar y conservar, la documentación 
justificante y comprobatoria original de las erogaciones de los recursos en numerario que le sean 
transferidos, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables, y proporcionar al “INSABI” y a los órganos de fiscalización competentes, la información 
que les sea solicitada, incluyendo los montos y conceptos de gasto. 

“LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a reportar al “INSABI”, en un plazo de 
30 días naturales, posteriores al día último de cada mes, el avance del ejercicio de los recursos 
presupuestarios transferidos. El resumen de los reportes generados deberá remitirse al “INSABI”, por 
el Titular de los Servicios de Salud de Yucatán y el Director Administrativo de dicho organismo local. 

La fecha límite para efectuar la comprobación de los recursos se sujetará a lo previsto en el artículo 
17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y demás 
disposiciones jurídicas aplicables. 

10. Otros informes. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto de la Unidad Ejecutora, a rendir los demás informes que 
determine el “INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico, la Unidad de Coordinación Nacional Médica, la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Restablecimiento de Establecimientos de Salud y la 
Coordinación de Financiamiento, que permitan observar y evaluar los resultados obtenidos con los 
recursos transferidos. 

11. Monto de los recursos del Ramo 33. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud que 
se destinarán al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral i del literal b del apartado D de la Cláusula Segunda de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

12. Monto de la aportación solidaria a efectuarse por “LA ENTIDAD” y modalidades de entrega. 

Conforme a lo pactado en el apartado E de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, el monto total de la aportación solidaria a realizarse por “LA ENTIDAD” durante el 
ejercicio fiscal 2023, para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados para las personas sin seguridad social en su circunscripción territorial, conforme 
a lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, será la cantidad de $609,840,735.98 
(seiscientos nueve millones ochocientos cuarenta mil setecientos treinta y cinco pesos 98/100 M.N.), 
en virtud de lo cual el importe anual líquido, que por este concepto deberá aportar “LA ENTIDAD” 
será la cantidad de $426,888,515.19 (cuatrocientos veintiséis millones ochocientos ochenta y ocho 
mil quinientos quince pesos 19/100 M.N.). 

En el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, el 
monto de la aportación solidaria que corresponde realizar a “LA ENTIDAD” que deberá ser entregada 
al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”, será determinado en la 
Adenda correspondiente, en los términos estipulados en el apartado E de la Cláusula Segunda de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

“LA ENTIDAD” deberá aportar y comprobar, en cuatro exhibiciones, el monto total antes referido en 
los términos estipulados en “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, sujetándose para ello a las fechas 
máximas que se presentan en la tabla siguiente: 
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Aportación Estatal 

Total Anual 

1ra. Aportación y 

Comprobación 

2da. Aportación y 

comprobación 

3ra. Aportación y 

comprobación 

4ta. Aportación y 

comprobación 

 $609,840,735.98 $152,460,184.00 $152,460,184.00 $152,460,184.00 $ 152,460,183.98 

30% $182,952,220.79 $45,738,055.20 $45,738,055.20 $45,738,055.20 $45,738,055.19 

70% $426,888,515.19 $106,722,128.80 $106,722,128.80 $106,722,128.80 $106,722,128.79 

 
Fecha límite de 

acreditación 
30 de abril de 2023 31 de mayo de 2023 31 de julio de 2023 31 de octubre de 2023 

 

Con la finalidad de dar debido cumplimiento a las obligaciones señaladas en “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, respecto al cuarto trimestre, “LA ENTIDAD” tendrá como fecha límite para la 
entrega de la comprobación del recurso, tanto líquido como en especie, el día 15 de enero de 2024. 

El “INSABI” podrá suspender la ministración subsecuente de recursos presupuestarios federales a 
“LA ENTIDAD”, hasta en tanto no se realicen las aportaciones correspondientes. 

A efecto de dar seguimiento a los recursos que por concepto de aportación solidaria aporte y ejerza 
la “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a notificar al “INSABI”, a través de 
la Coordinación de Financiamiento, lo siguiente: 

a. La cuenta bancaria productiva específica que destine para el uso y manejo exclusivo de los 
recursos de las aportaciones en numerario, en el ejercicio fiscal vigente, la cual deberá ser 
aperturada a nombre de Servicios de Salud de Yucatán, bajo la denominación “Aportación 
Líquida Estatal INSABI 2023”. 

b. El soporte documental de los depósitos o transferencias realizadas a dichas cuentas mediante el 
Sistema de Pagos Electrónicos Interbancarios. 

“LAS PARTES” están conformes en que el 30 % de la mencionada aportación solidaria que “LA 
ENTIDAD” podrá aportar en especie, se referirá al gasto efectuado para fortalecer la prestación de 
los servicios de salud a la persona, en el ejercicio fiscal vigente, que de manera exclusiva se haya 
destinado a (i) obra pública en curso o concluida, incluyendo acciones de mantenimiento y 
conservación, dirigida a la prestación de servicios de salud, siempre que la misma esté contemplada 
en el Plan Maestro Nacional de Infraestructura a que se refiere la LGS, o conforme al Plan Maestro 
de Infraestructura, según corresponda conforme a la fecha de inicio de las acciones 
correspondientes, que contribuyan a que dichas unidades obtengan o mantengan la acreditación de 
la calidad a que se refiere el artículo 77 bis 9 de la LGS, y (ii) a la adquisición del equipamiento 
relacionado con la salud que fortalezca la prestación de servicios de salud a la persona, incluyendo 
unidades médicas móviles en cualquiera de sus modalidades. Dichos conceptos deberán 
corresponder a las partidas correspondientes de los capítulos 5000 y 6000 del Clasificador por 
Objeto del Gasto. Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que podrá considerarse como 
entrega en especie de la referida aportación solidaria de “LA ENTIDAD”, la nómina del personal 
médico, paramédico y afín, así como el gasto en medicamentos, material de curación, equipamiento 
médico y demás insumos para la salud de hospitales públicos que tengan la naturaleza jurídica de 
organismos públicos descentralizados de “LA ENTIDAD”, que se cubran con ingresos propios que no 
tengan el carácter de trasferencias federales etiquetadas en términos de la fracción XL del artículo 2 
de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. 

Para acreditar dicha aportación en especie, “LA ENTIDAD” deberá proporcionar al “INSABI”, por 
unidad médica, la información que acredite el referido gasto. 

13. Las circunstancias no previstas en el presente Anexo, serán resueltas por el “INSABI”. 

El presente Anexo se firma en cuatro tantos originales a los ocho días del mes de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Coordinadora de 
Financiamiento, C.P. Hilda Marina Concha Viloria.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretaria de Administración y 
Finanzas, MAP. Olga Rosas Moya.- Rúbrica.- Secretario de Salud y Director General de los Servicios de 
Salud de Yucatán, Dr. Mauricio Sauri Vivas.- Rúbrica. 
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ANEXO 4 Monto de recursos a transferir y conceptos de gasto del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en los términos previstos en el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud, para el ejercicio fiscal 2023, 
que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Zacatecas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

ANEXO 4 MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO DEL “ACUERDO DE 

COORDINACIÓN PARA GARANTIZAR LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y 

DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS PARA LAS PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL EN LOS TÉRMINOS PREVISTOS EN 

EL TÍTULO TERCERO BIS DE LA LEY GENERAL DE SALUD CELEBRADO POR EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS 

DE LA SECRETARÍA DE SALUD, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

ZACATECAS”, EN LO SUCESIVO “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, 

CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, EN LO SUCESIVO EL “INSABI”, 

REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, ASISTIDO POR LA  C.P. 

HILDA MARINA CONCHA VILORIA, COORDINADORA DE FINANCIAMIENTO Y, POR LA OTRA, EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE ZACATECAS, EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR EL DR. RICARDO OLIVARES 

SÁNCHEZ, SECRETARIO DE FINANZAS Y POR EL DR. USWALDO PINEDO BARRIOS, EN SU CARÁCTER DE 

SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS DE SALUD DE ZACATECAS, A QUIENES  DE 

MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ LAS PARTES, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y 

ESTIPULACIONES SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 26 de febrero de 2020, “LAS PARTES” celebraron “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, 
con el objeto de establecer los compromisos a que se sujetarían para garantizar la prestación gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en el Estado de Zacatecas. 

II. En la cláusula Décima de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” se estipuló que su Anexo 4 Monto 
de Recursos a Transferir y Conceptos de Gasto, sería actualizado de manera anual por conducto de 
los titulares del “INSABI”, de las secretarías de Salud y de Finanzas y de los Servicios de Salud de 
Zacatecas y que éste sería publicado en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial de 
“LA ENTIDAD”. 

III. El 2 de marzo de 2023, el Dr. Jorge Carlos Alcocer Varela, Secretario de Salud, emitió los “Criterios 
de Operación del Programa de Atención a la Salud y Medicamentos Gratuitos para la Población sin 
Seguridad Social Laboral para el ejercicio fiscal 2023” (CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023), a los 
que debe sujetarse el ejercicio de los recursos a destinarse a la prestación de los servicios a que se 
refiere el Título Tercero Bis de la Ley General de Salud (LGS). 

Expuesto lo anterior y reconociéndose “LAS PARTES” recíprocamente el carácter y facultades que 
ostentan, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 bis 6, fracciones II y III de la LGS y los 
CRITERIOS DE OPERACIÓN 2023, y de conformidad con lo estipulado en la cláusula Décima de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”, determinan los siguientes: 

MONTO DE RECURSOS A TRANSFERIR Y CONCEPTOS DE GASTO 

1. Monto total de los recursos presupuestarios federales a destinarse a “LA ENTIDAD” para la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social en su circunscripción territorial. 

 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 12 de la LGS y a la previsión 
presupuestaria contemplada en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
2023, el monto total de recursos que el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD” para la prestación 
gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin 
seguridad social en su circunscripción territorial, durante el ejercicio fiscal 2023, con estricta sujeción 
a la disponibilidad presupuestaria, es por la cantidad de hasta $711,120,515.93 (setecientos once 
millones ciento veinte mil quinientos quince pesos 93/100 M.N.). 

 El periodo de aplicación de dichos recursos será el comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 2023. 
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2. Monto de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” ejercerá para la prestación 
de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

 Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral ii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda  de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN. 

 Dichos recursos se ejercerán, atendiendo a la distribución y conceptos de gasto previstos en los 
numerales 5 y 6 del presente Anexo. 

3. Monto de los recursos presupuestarios federales a transferir a “LA ENTIDAD” para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN” será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral iii del literal a del apartado D de la Cláusula Segunda de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN” 

 En el caso de que los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN” no se celebren 
durante el ejercicio fiscal 2023, “LA ENTIDAD” será responsable del ejercicio del monto total de 
recursos presupuestarios federales que se le transfieran por el “INSABI” para la prestación gratuita 
de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad 
social en su circunscripción territorial, en los términos previstos en los numerales 5 y 6 del  presente 
Anexo. 

4. Calendario de ministración de los recursos presupuestarios federales a transferir para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

 Las mencionadas transferencias estarán sujetas a lo señalado en los artículos 77 bis 12, párrafo 
segundo y 77 bis 13 de la LGS, así como a lo estipulado en el apartado B de la Cláusula Tercera de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

 Los recursos a que se refiere el numeral anterior serán transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” 
en cuatro ministraciones, conforme a lo siguiente: 

a. La primera ministración se realizará dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de 
firma del presente Anexo, siempre que “LA ENTIDAD”, cumpla con lo siguiente: 

i. Haber enviado a la Coordinación de Financiamiento del “INSABI” la documentación que 
sustente que ya fue efectuada la aportación solidaria estatal a que se refieren los artículos 
77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, correspondiente al ejercicio fiscal 2022. 

ii. Apertura de la cuenta bancaria productiva y específica a que se refiere el párrafo segundo 
del apartado B de la cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

b. Las tres restantes ministraciones se realizarán durante los meses de junio, agosto y noviembre 
de 2023, respectivamente, siempre que “LA ENTIDAD” compruebe ante la Coordinación de 
Financiamiento del “INSABI”, haber efectuado en tiempo la primera, segunda o tercera 
aportación parcial, correspondientes a la aportación solidaria estatal a que se refieren los 
artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, conforme a lo siguiente: 

Número de ministración de recursos 
presupuestarios federales 

Parcialidades de la aportación solidaria 
estatal que debe tenerse por comprobada 

Segunda Mayo de 2023 

Tercera Julio de 2023 

Cuarta Octubre de 2023 

 

En el caso de que “LA ENTIDAD”, cubra con posterioridad al plazo pactado, alguno de los 
montos parciales correspondientes a su aportación solidaria estatal, el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Financiamiento efectuará la ministración de recursos presupuestarios federales 
correspondiente, durante los treinta días hábiles siguientes a la fecha en la que “LA ENTIDAD”, 
compruebe haber efectuado la misma. 
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5. Distribución de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación de 
“LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

El ejercicio de los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD”, 
para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” se sujetará a las bases siguientes: 

a. Hasta el 50 por ciento de los referidos recursos podrán destinarse exclusivamente al pago de las 
plantillas de personal que hasta el 31 de diciembre de 2022 estuviesen autorizadas a financiarse 
con cargo a los recursos transferidos por el “INSABI” para el mismo fin, cuyas funciones se 
encuentren directamente relacionadas con la prestación de servicios de salud a las personas sin 
seguridad social o, en su caso, nuevas contrataciones, en los términos previstos en el literal a 
del numeral 6 del presente Anexo. 

b. Al menos el 32 por ciento a la adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de 
medicamentos, material de curación y otros insumos relacionados con la prestación  de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

c. El remanente de los recursos para gasto de operación de las unidades médicas del primer, 
segundo y tercer niveles de atención de “LA ENTIDAD” que realicen la prestación  de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que, de manera transversal, cuando menos el 20 
por ciento total de los recursos transferidos deberán destinarse a acciones relacionadas con la 
prevención de enfermedades y la promoción de la salud. 

Sólo en casos plenamente justificados o excepcionales, la composición de dichos porcentajes se 
podrá modificar, siempre que las características financieras y de servicios de salud  de “LA 
ENTIDAD” lo ameriten, en el entendido de que dichas modificaciones deberán acreditarse y ser 
aprobadas previamente por la Coordinación de Financiamiento del “INSABI”. 

“LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA ENTIDAD”, por conducto 
de la Unidad Ejecutora, el envío de la información y el cumplimiento de los requisitos necesarios 
en los términos señalados en el presente Anexo y demás normativa aplicable, para estar en 
condiciones de recibir las transferencias federales de manera regular, conforme a lo establecido 
en los artículos 77 bis 12, párrafo segundo y 77 bis 15 de la LGS. 

6. Conceptos de gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos para la prestación 
de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

a. Remuneraciones al personal médico, paramédico y afín. 

“LAS PARTES” convienen en que todo el personal médico, paramédico y afín que sea 
contratado con cargo a los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” transfiera  a “LA 
ENTIDAD” para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados, deberá contar con seguridad social y las prestaciones establecidas en la normativa 
aplicable, aun en el caso de tratarse de personal eventual, a efecto de cumplir cabalmente con la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Para el ejercicio de estos recursos, “LAS PARTES” están conformes en que los mismos serán 
transferidos de manera líquida a “LA ENTIDAD”, en los términos previstos en el artículo 77 bis 
15, fracción I de la LGS y en el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. 

Durante el primer trimestre del año “LA ENTIDAD” deberá enviar al “INSABI”, en los términos 
que este último lo requiera, la información que permita identificar al personal contratado de 
manera previa al 31 de diciembre de 2022, su lugar de adscripción, las funciones que realiza y la 
remuneración que percibe. 

“LAS PARTES” están conformes en que, en el caso de generarse vacancias en las plantillas de 
personal, las contrataciones que “LA ENTIDAD” efectúe, deberán realizarse respecto de las 
plazas que hayan quedado vacantes, solo en el caso de que éstas formen parte de la rama 
médica, paramédica o afín. 

Adicionalmente, “LA ENTIDAD”, sujeto a la disponibilidad de los recursos para este concepto de 
gasto, podrá realizar la contratación de médicos, enfermeras, gestores comunitarios de atención 
primaria de salud, coordinadores de gestores comunitarios de atención primaria de salud y 
demás personal necesario para el fortalecimiento de la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados a las personas sin seguridad social, preferentemente 
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en el primer nivel de atención. Para tal fin, las contrataciones que se efectúen deberán asignarse 
a las unidades médicas que requieran el apoyo respectivo. 

Las contrataciones que “LA ENTIDAD” realice para fortalecer el segundo y, en su caso, el tercer 
nivel de atención deberá focalizarse en personal médico especialista y de enfermería con 
capacitación especializada. 

Conforme a lo anterior, queda expresamente estipulado que “LA ENTIDAD” no podrá realizar 
contrataciones para llevar a cabo funciones de carácter administrativo con cargo a los recursos 
que se le transfieran para la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. En 
consecuencia, “LA ENTIDAD” se obliga a cubrir con sus recursos propios, las contrataciones que 
efectúe en contravención a lo estipulado en el presente Anexo. 

De igual modo, “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá enviar de manera 
mensual al “INSABI”, a través del mecanismo que éste implemente, el listado nominal de las 
plazas pagadas con estos recursos. La información de los listados deberá contener al menos: 

 Nombre del empleado. 

 Cédula profesional. 

 Unidad Médica de Adscripción. 

 Tipo de Unidad y Clave Única de Establecimientos de Salud (CLUES). 

 Número de empleado. 

 Año, mes y quincena. 

 Entidad federativa. 

 R.F.C. 

 C.U.R.P. 

 Fecha de inicio de la relación laboral. 

 Tipo de contratación (federalizado, homologado, regularizado, formalizado o contrato). 

 Nivel y puesto o plaza. 

 Clave del puesto o plaza. 

 Turno. 

 Rama. 

 Percepción bruta total. 

 Total de deducciones. 

 Percepciones netas. 

 Fecha del timbrado. 

 ID factura. 

 Concepto de pago. 

 Estatus de incidencia. 

 Descripción de la incidencia. 

 En su caso, fecha de baja de la relación laboral. 

 Cualquier otro dato que el “INSABI” solicite para efectos de comprobación. 

La información antes señalada deberá ser presentada por “LA ENTIDAD”, por conducto de la 
Unidad Ejecutora, en los formatos y conforme a los procedimientos que mediante oficio le 
comunique el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. 

Asimismo, queda expresamente estipulado que, bajo ningún concepto, con cargo a estos 
recursos, podrá realizarse: 

i. El pago de finiquitos, indemnizaciones o cualquier otro concepto similar. 

ii. Pagos relativos a las partidas 12101 “Honorarios. 
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iii. 15401 “Prestaciones Establecidas por Condiciones Generales de Trabajo o Contratos 
Colectivos de Trabajo”. 

iv. El pago de impuestos estatales sobre nómina. 

b. Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, material de 
curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos del ejercicio de los recursos que se destinan a este concepto de gasto,  “LAS 
PARTES” manifiestan su conformidad para que el “INSABI” retenga los recursos presupuestarios 
federales correspondientes y los entregue en especie a “LA ENTIDAD”.  El detalle de 
medicamentos, material de curación y otros insumos asociados a la prestación de “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, se incluirán en los Apéndices del presente Anexo, del que 
formarán parte integrante, una vez que los mismos sean formalizados por “LAS PARTES”. 

Para llevar a cabo la formalización de los Apéndices a que se refiere este literal, “LAS PARTES” 
reconocen que éstos se integrarán con los requerimientos que “LA ENTIDAD” cargue en el 
Sistema implementado para tal fin por el “INSABI”, denominado Ambiente de Administración de 
Atenciones en Salud (AAMATES). En el caso de los requerimientos relativos a los programas de 
salud pública a cargo de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, éstos se 
cargarán en el referido Sistema, por las personas servidoras públicas que al efecto designen por 
escrito el Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, el Centro Nacional de 
Programas Preventivos y Control de Enfermedades y el Centro Nacional de Equidad de Género 
y Salud Reproductiva, respectivamente. 

Para tal fin, la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y 
Equipamiento Médico, a través de la Coordinación de Abasto, la Coordinación de Optimización y 
Procesos del Abasto y la Coordinación de Distribución y Operación, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, serán responsables de (i) integrar los requerimientos de “LA ENTIDAD” en la 
demanda agregada de medicamentos, material de curación y demás insumos para la salud a 
adquirirse en el ejercicio fiscal; (ii) instrumentar los correspondientes procedimientos de 
contratación y formalizar los contratos respectivos, así como (iii) administrar la ejecución de 
estos últimos y realizar la distribución de los bienes a “LA ENTIDAD”. 

De acuerdo a lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que será responsabilidad de “LA 
ENTIDAD” la correcta planeación y programación de los recursos asociados  a “LOS 
SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

Para efecto de acreditar las entregas en especie que se prevén en el presente literal, “LA 
ENTIDAD” manifiesta su conformidad en que contará con un plazo de hasta treinta días 
naturales, contado a partir del día natural siguiente a la fecha de recepción de las mismas en sus 
almacenes, para manifestar su entera conformidad, en el entendido de que todo rechazo deberá 
estar plenamente justificado. En el caso de que transcurra el plazo anterior, sin que “LA 
ENTIDAD” haga pronunciamiento expreso al respecto, se entenderá que ha operado la tácita 
aceptación de los bienes con todas las implicaciones legales y administrativas que 
corresponderían a su aceptación expresa. 

“LAS PARTES” acuerdan que el “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Financiamiento, 
previa autorización expresa de la Coordinación de Abasto, podrá liberar a “LA ENTIDAD”, 
recursos líquidos correspondientes a los medicamentos, material de curación y demás insumos 
asociados que se incluyan en los Apéndices de este Anexo, para que esta última los adquiera, 
sujetándose para ello a las disposiciones del Título Tercero Bis de la Ley General de Salud y 
demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

En congruencia con lo anterior, queda bajo la absoluta responsabilidad de “LA ENTIDAD”, sin 
que requiera para ello, autorización por parte del “INSABI”, adquirir con cargo a los recursos 
líquidos que reciba en términos de la fracción I del artículo 77 bis 15 de la LGS, lo siguiente: 

 Claves no acordadas para ser entregadas en especie por el “INSABI”. 

 Volúmenes adicionales a los requerimientos pactados con el “INSABI” para su entrega  en 
especie. 
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c. Acciones de promoción, prevención y detección oportuna de enfermedades. 

Considerando el carácter transversal de estas acciones, los recursos destinados a este concepto 
de gasto no son adicionales, por lo que la integración de este monto incluye acciones 
transversales que inciden en la promoción de la salud, y la prevención y detección oportuna de 
enfermedades, las cuales se contabilizan en otros conceptos de gasto, tales como 
remuneraciones al personal de la rama médica, paramédica y afín, medicamentos, material de 
curación y otros insumos; siempre y cuando se ajusten individualmente a los límites y montos 
establecidos. 

La pertinencia de los conceptos considerados para estas acciones deberá ser validada por el 
“INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación Nacional Médica. Para apoyar lo anterior, el 
“INSABI” podrá solicitar, a través de su Unidad de Coordinación Nacional Médica, la opinión 
técnica de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud de la Secretaría de Salud. 

d. Gasto de operación. 

El remanente de los recursos presupuestarios federales que se transfieran a “LA ENTIDAD” para 
la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” que se destinen a gasto de operación 
de las unidades médicas de primer, segundo y tercer niveles de “LA ENTIDAD” que realicen la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS” incluye lo siguiente: 

i. Contribuir al gasto de operación de los Servicios de Salud de Zacatecas, relacionado 
exclusivamente con la prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. Para este 
fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le 
transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el 
apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

ii. Adquisición de bienes de inversión, como equipo médico, computadoras, impresoras, 
entre otros. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios 
federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 
15, fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. Dichas adquisiciones deberán cumplir con las disposiciones aplicables 
a gasto de inversión establecidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, su Reglamento, la LGS y demás disposiciones en la materia. 

 Tratándose de adquisición de equipo médico se requerirá la autorización expresa del 
“INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico. 

 Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo que antecede, “LAS PARTES” podrán convenir, 
cuando se trate de la adquisición de equipo médico, que las acciones relativas a este 
concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad de 
Coordinación Nacional de Abastecimiento de Medicamentos y Equipamiento Médico. En 
este supuesto, el importe de recursos correspondientes será ejercido directamente por el 
“INSABI”, a través de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico, y los bienes adquiridos serán considerados como 
transferencia de recursos en especie, en los términos establecidos en la fracción III del 
artículo 77 bis 15 de la LGS. 

iii. Conservación y Mantenimiento de las Unidades Médicas. “LA ENTIDAD” podrá asignar 
recursos para la conservación y mantenimiento de las unidades médicas, con el objeto de 
que éstas obtengan o mantengan la acreditación de la calidad a que se refiere el artículo 
77 bis 9 de la LGS. Para este fin, “LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios 
federales que el “INSABI” le transfiera en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 
15 fracción I de la LGS y el apartado B de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”. 

 Para determinar las acciones de conservación y mantenimiento a desarrollarse en el 
ejercicio fiscal, “LA ENTIDAD” deberá presentar para validación de la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud 
del “INSABI”, un “Proyecto de Programa de Conservación y Mantenimiento de las 
Unidades Médicas”, que deberá incluir lo siguiente: 
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 Declaratoria signada por el Titular de los Servicios de Salud de Zacatecas, dirigida al 
Titular de la Unidad de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de 
Establecimientos de Salud del “INSABI”, en la cual manifieste que se efectuó una 
adecuada planeación de los recursos para garantizar que los destinados a acciones 
de conservación y mantenimiento de las unidades médicas, vinculadas a la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”, no presentan un impacto 
adverso en el financiamiento del resto de los conceptos de gasto previstos en el 
presente Anexo. 

 Determinación de las fuentes de financiamiento, considerando que los recursos 
destinados a este rubro podrán converger de distintas fuentes, supuesto en el que 
“LA ENTIDAD” deberá presentar el detalle de recursos convergentes, asegurando el 
uso distinto de cada uno de ellos, con propósito de evitar duplicidades en las 
autorizaciones de gasto. 

 Cada proyecto que forme parte del Programa, deberá señalar el municipio y localidad 
en la que se encuentra la unidad médica, el tipo de unidad, la clave CLUES asignada, 
la población potencial beneficiaria, el número de beneficiarios y los montos 
programados a invertir, así como si la unidad médica se encuentra: (i) acreditada, (ii) 
en proceso de acreditación o reacreditación, o (iii) si iniciará su proceso de 
acreditación en el año 2023. 

 Los recursos que se destinen a este rubro deberán estar dirigidos a áreas médicas. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, “LAS PARTES” podrán convenir que las acciones 
relativas a este concepto de gasto, sean realizadas por el “INSABI”, a través de la Unidad 
de Coordinación Nacional de Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de 
Salud. En este supuesto, el importe de recursos correspondientes será ejercido 
directamente por el “INSABI”, a través de la referida Unidad de Coordinación Nacional de 
Infraestructura y Rehabilitación de Establecimientos de Salud, y los avances y la entrega 
de los trabajos correspondientes serán considerados como transferencia de recursos en 
especie, en los términos establecidos en la fracción III del artículo 77 bis 15 de la LGS. 

e. Pago por servicios de salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud y por 
compensación económica entre entidades federativas. 

“LA ENTIDAD” podrá destinar recursos presupuestarios federales que el “INSABI” le transfiera 
en términos de lo establecido en el artículo 77 bis 15, fracción I de la LGS y el apartado B de la 
Cláusula Tercera de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, para la compensación económica 
entre entidades federativas, así como para el pago de servicios de salud a instituciones públicas 
del Sistema Nacional de Salud, por concepto de la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”. 

Para efectos de lo anterior, “LA ENTIDAD” deberá, además de apegarse a la normativa 
aplicable, suscribir los convenios de colaboración que correspondan con otras entidades 
federativas, así como con las referidas instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud para 
definir las condiciones y esquemas de pago. 

En todos los casos, para estar en condiciones de realizar pagos por la prestación de servicios de 
salud a instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, éstas no deberán recibir recursos 
presupuestarios federales asignados a la prestación gratuita de servicios de salud, 
medicamentos y demás insumos asociados para las personas sin seguridad social en los 
términos previstos en el Título Tercero Bis de la LGS, para su operación. 

“LA ENTIDAD”, por conducto de la Titular de los Servicios de Salud de Zacatecas, enviará al 
“INSABI” durante el ejercicio, la relación de unidades mencionadas en el párrafo anterior, así 
como los convenios celebrados. No podrán realizarse pagos sin los acuerdos contractuales que 
manifiesten el detalle de la atención médica y los conceptos del pago. 

7. Partidas de gasto. 

“LAS PARTES” están conformes en que las partidas específicas para el ejercicio de los recursos que 
se destinen a los conceptos de gasto que se contemplan en el presente Anexo, serán determinadas 
por el “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento, mismas que deberán ser notificadas 
por escrito a “LA ENTIDAD” a través de los Servicios de Salud de Zacatecas. 
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8. Programación de los recursos. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto del Titular de los Servicios de Salud de Zacatecas y del 
Director Administrativo de dicho organismo local, a enviar al “INSABI”, a través de la Coordinación de 
Financiamiento, la programación del gasto dentro del primer trimestre del año, para vigilar el apego a 
los porcentajes máximos establecidos en el presente documento. El Programa de Gasto deberá 
incluir la leyenda siguiente: “El presente Programa de Gasto incluye el monto de recursos 
presupuestados a destinarse, a través del Instituto de Salud para el Bienestar, a la compra y 
distribución de medicamentos, material de curación y otros insumos asociados y su entrega en 
especie, de acuerdo a los apéndices del Anexo 4 del Acuerdo de Coordinación para garantizar la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados para las 
personas sin seguridad social”, y deberán tomarse en cuenta dentro del cómputo correspondiente a 
los recursos presupuestarios transferidos a “LA ENTIDAD”. 

La programación de gasto a que se refiere este numeral, podrá ser actualizada, a solicitud de “LA 
ENTIDAD”, previa validación del “INSABI”, a través de la Coordinación de Financiamiento. En el caso 
de que las actualizaciones a la Programación de Gasto se realicen respecto del concepto de gasto 
denominado Adquisición, distribución y demás costos asociados, respecto de medicamentos, 
material de curación y otros insumos relacionados con la prestación de “LOS SERVICIOS NO 
TRANSFERIDOS”, se requerirá la validación expresa de la Coordinación de Abasto y, ésta a su vez, 
deberá notificar a la Coordinación de Financiamiento dicha validación. Dichas actualizaciones podrán 
ser realizadas hasta dos veces durante el año fiscal (a más tardar el 31 de mayo y el 31 de octubre 
de 2023, respectivamente). 

9. Información del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos para la 
prestación de “LOS SERVICIOS NO TRANSFERIDOS”. 

De conformidad con la fracción VIII, del apartado B del artículo 77 bis 5 de la LGS, “LA ENTIDAD”, 
por conducto de la Unidad Ejecutora, deberá recabar, custodiar y conservar, la documentación 
justificante y comprobatoria original de las erogaciones de los recursos en numerario que le sean 
transferidos, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables, y proporcionar al “INSABI” y a los órganos de fiscalización competentes, la información 
que les sea solicitada, incluyendo los montos y conceptos de gasto. 

“LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a reportar al “INSABI”, en un plazo de 
30 días naturales, posteriores al día último de cada mes, el avance del ejercicio de los recursos 
presupuestarios transferidos. El resumen de los reportes generados deberá remitirse al “INSABI”, por 
el Titular de los Servicios de Salud de Zacatecas y el Director Administrativo de dicho  organismo 
local. 

La fecha límite para efectuar la comprobación de los recursos se sujetará a lo previsto en el artículo 
17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y demás 
disposiciones jurídicas aplicables. 

10. Otros informes. 

“LA ENTIDAD” se obliga, por conducto de la Unidad Ejecutora, a rendir los demás informes que 
determine el “INSABI”, por conducto de la Unidad de Coordinación Nacional de Abastecimiento de 
Medicamentos y Equipamiento Médico, la Unidad de Coordinación Nacional Médica, la Unidad de 
Coordinación Nacional de Infraestructura y Restablecimiento de Establecimientos de Salud y la 
Coordinación de Financiamiento, que permitan observar y evaluar los resultados obtenidos con los 
recursos transferidos. 

11. Monto de los recursos del Ramo 33. Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud que 
se destinarán al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”. 

Este monto, en el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, será determinado en la Adenda correspondiente al presente Anexo, en los 
términos estipulados en el numeral i del literal b del apartado D de la Cláusula Segunda de “EL 
ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

12. Monto de la aportación solidaria a efectuarse por “LA ENTIDAD” y modalidades de entrega. 

Conforme a lo pactado en el apartado E de la Cláusula Segunda de “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, el monto total de la aportación solidaria a realizarse por “LA ENTIDAD” durante el 
ejercicio fiscal 2023, para la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados para las personas sin seguridad social en su circunscripción territorial, conforme 
a lo dispuesto en los artículos 77 bis 11 y 77 bis 13 de la LGS, será la cantidad de $547,119,044.45 
(quinientos cuarenta y siete millones ciento diecinueve mil cuarenta y cuatro pesos 45/100 M.N.), en 
virtud de lo cual el importe anual líquido, que por este concepto deberá aportar “LA ENTIDAD” será la 
cantidad de $382,983,331.12 (trescientos ochenta y dos millones novecientos ochenta y tres mil 
trescientos treinta y un pesos 12/100 M.N.). 
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En el supuesto de que se suscriban los Anexos 1, 2 y 3 de “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, el 
monto de la aportación solidaria que corresponde realizar a “LA ENTIDAD” que deberá ser entregada 
al “INSABI” para la prestación de “LOS SERVICIOS TRANSFERIDOS”, será determinado en la 
Adenda correspondiente, en los términos estipulados en el apartado E de la Cláusula Segunda de 
“EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”. 

“LA ENTIDAD” deberá aportar y comprobar, en cuatro exhibiciones, el monto total antes referido en 
los términos estipulados en “EL ACUERDO DE COORDINACIÓN”, sujetándose para ello a las fechas 
máximas que se presentan en la tabla siguiente: 

 
Aportación Estatal Total 

Anual 

1ra. Aportación y 

Comprobación 

2da. Aportación y 

comprobación 

3ra. Aportación y 

comprobación 

4ta. Aportación y 

comprobación 

 $547,119,044.45 $136,779,761.11 $136,779,761.11 $136,779,761.11 $136,779,761.12 

30% $164,135,713.33 $41,033,928.33 $41,033,928.33 $41,033,928.33 $41,033,928.34 

70% $382,983,331.12 $95,745,832.78 $95,745,832.78 $95,745,832.78 $95,745,832.78 

 
Fecha límite de 

acreditación 
30 de abril de 2023 31 de mayo de 2023 31 de julio de 2023 

31 de octubre de 

2023 

 

Con la finalidad de dar debido cumplimiento a las obligaciones señaladas en “EL ACUERDO DE 
COORDINACIÓN”, respecto al cuarto trimestre, “LA ENTIDAD” tendrá como fecha límite para la 
entrega de la comprobación del recurso, tanto líquido como en especie, el día 15 de enero de 2024. 

El “INSABI” podrá suspender la ministración subsecuente de recursos presupuestarios federales a 
“LA ENTIDAD”, hasta en tanto no se realicen las aportaciones correspondientes. 

A efecto de dar seguimiento a los recursos que por concepto de aportación solidaria aporte y ejerza 
la “LA ENTIDAD”, por conducto de la Unidad Ejecutora, se obliga a notificar al “INSABI”, a través de 
la Coordinación de Financiamiento, lo siguiente: 

a. La cuenta bancaria productiva específica que destine para el uso y manejo exclusivo de los 
recursos de las aportaciones en numerario, en el ejercicio fiscal vigente, la cual deberá ser 
aperturada a nombre de Servicios de Salud de Zacatecas, bajo la denominación “Aportación 
Líquida Estatal INSABI 2023”. 

b. El soporte documental de los depósitos o transferencias realizadas a dichas cuentas mediante el 
Sistema de Pagos Electrónicos Interbancarios. 

“LAS PARTES” están conformes en que el 30 % de la mencionada aportación solidaria que “LA 
ENTIDAD” podrá aportar en especie, se referirá al gasto efectuado para fortalecer la prestación de 
los servicios de salud a la persona, en el ejercicio fiscal vigente, que de manera exclusiva se haya 
destinado a (i) obra pública en curso o concluida, incluyendo acciones de mantenimiento y 
conservación, dirigida a la prestación de servicios de salud, siempre que la misma esté contemplada 
en el Plan Maestro Nacional de Infraestructura a que se refiere la LGS, o conforme al Plan Maestro 
de Infraestructura, según corresponda conforme a la fecha de inicio de las acciones 
correspondientes, que contribuyan a que dichas unidades obtengan o mantengan la acreditación de 
la calidad a que se refiere el artículo 77 bis 9 de la LGS, y (ii) a la adquisición del equipamiento 
relacionado con la salud que fortalezca la prestación de servicios de salud a la persona, incluyendo 
unidades médicas móviles en cualquiera de sus modalidades. Dichos conceptos deberán 
corresponder a las partidas correspondientes de los capítulos 5000 y 6000 del Clasificador por 
Objeto del Gasto. Asimismo, “LAS PARTES” están conformes en que podrá considerarse como 
entrega en especie de la referida aportación solidaria de “LA ENTIDAD”, la nómina del personal 
médico, paramédico y afín, así como el gasto en medicamentos, material de curación, equipamiento 
médico y demás insumos para la salud de hospitales públicos que tengan la naturaleza jurídica de 
organismos públicos descentralizados de “LA ENTIDAD”, que se cubran con ingresos propios que no 
tengan el carácter de trasferencias federales etiquetadas en términos de la fracción XL del artículo 2 
de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. 

Para acreditar dicha aportación en especie, “LA ENTIDAD” deberá proporcionar al “INSABI”, por 
unidad médica, la información que acredite el referido gasto. 

13. Las circunstancias no previstas en el presente Anexo, serán resueltas por el “INSABI”. 

El presente Anexo se firma en cuatro tantos originales a los ocho días del mes de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Coordinadora de 
Financiamiento, C.P. Hilda Marina Concha Viloria.- Por la Entidad: Secretario de Finanzas, Dr. Ricardo 
Olivares Sánchez.- Rúbrica.- Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Zacatecas, Dr. 
Uswaldo Pinedo Barrios.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 175/2020, así como el Voto Concurrente del señor Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 175/2020 
PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. 

PONENTE: MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT 
SECRETARIAS: IRLANDA DENISSE ÁVALOS NÚÑEZ Y MARIANA AGUILAR AGUILAR 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al siete de febrero dos mil veintitrés. 

VISTOS los autos para resolver la acción de inconstitucionalidad 175/2020, promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos; y, 

RESULTANDO: 
1. PRIMERO. Antecedentes de la norma impugnada. En los meses de abril y junio de mil novecientos 

noventa y nueve se presentaron en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión dos iniciativas 
de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con el objetivo de incorporar en 
su texto una nueva garantía que protegiera la integridad y salvaguarda patrimonial de las personas 
respecto de la actividad del Estado y la obligación correlativa de éste de reparar las lesiones 
antijurídicas que con su actividad irrogara en el patrimonio de toda persona que gozara de esa 
garantía. 

2. El catorce de junio de dos mil dos se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que 
se adicionó un segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución Política del país, en el que se 
estableció que la responsabilidad del Estado por los daños que cause en los bienes o derechos de los 
particulares con motivo de su actividad administrativa irregular será objetiva y directa, así como que los 
particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que 
establezcan las leyes1. 

3. En el único artículo transitorio del mencionado decreto se estableció que la reforma entraría en vigor el 
uno de enero del segundo año siguiente al de su publicación y que la Federación, las entidades 
federativas y los municipios contarían con el periodo comprendido entre la publicación del decreto y su 
entrada en vigor para expedir las leyes o realizar las modificaciones necesarias a fin de proveer su 
debido cumplimiento e incluir en sus respectivos presupuestos una partida para hacer frente a su 
responsabilidad patrimonial2. 

4. En ese artículo transitorio también se estipuló que la aprobación de la reforma constitucional implicaría 
necesariamente la adecuación de las disposiciones jurídicas secundarias, tanto en el ámbito federal 
como en el local, a los criterios siguientes: a) el pago de la indemnización se efectuaría después de 
seguir los procedimientos para determinar que al particular efectivamente le corresponde esa 
indemnización; y, b) el pago de la indemnización estaría sujeto a la disponibilidad presupuestaria del 
ejercicio fiscal del que se tratara. 

                                                 
1  Artículo 113. (…) 
  La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de 

los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 
procedimientos que establezcan las leyes. 

2  Único. El presente Decreto entrará en vigor el 1o. de enero del segundo año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

   La Federación, las entidades federativas y los municipios contarán con el periodo comprendido entre la publicación del presente Decreto y 
su entrada en vigor, para expedir las leyes o realizar las modificaciones necesarias, según sea el caso, a fin de proveer el debido 
cumplimiento del mismo, así como para incluir en sus respectivos presupuestos, una partida para hacer frente a su responsabilidad 
patrimonial. 

   La aprobación de la reforma constitucional implicará necesariamente la adecuación a las disposiciones jurídicas secundarias, tanto en el 
ámbito federal como en el local, conforme a los criterios siguientes: 

   a) El pago de la indemnización se efectuaría después de seguir los procedimientos para determinar que al particular efectivamente le 
corresponde dicha indemnización, y 

   b) El pago de la indemnización estará sujeto a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal de que se trate. 
   Para la expedición de las leyes o la realización de las modificaciones necesarias para proveer al debido cumplimiento del decreto, se 

contaría con el periodo comprendido entre la publicación del decreto y su entrada en vigor. Según la fecha de aprobación del Decreto y su 
consiguiente publicación, el citado periodo no sería menor a un año ni mayor a dos. 
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5. El veintisiete de mayo de dos mil quince se publicó en el Diario Oficial de la Federación un nuevo 
decreto de reforma constitucional por el que el texto íntegro del párrafo segundo del artículo 113 de la 
Constitución Política del país se trasladó al último párrafo del diverso 1093. 

6. El veintiuno de febrero de dos mil veinte se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo 
el Decreto número 002 por el que se expidió la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de 
Quintana Roo. En dicha ley se precisa que su objeto es fijar las bases y procedimientos para reconocer 
el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en 
cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular de los 
entes públicos estatales y municipales en Quintana Roo. Asimismo, se indica que la responsabilidad 
extracontractual a cargo de los entes públicos estatales y municipales es objetiva y directa; y que la 
indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en la propia ley y en las demás 
disposiciones legales a que hace referencia. 

7. SEGUNDO. Presentación de la acción de inconstitucionalidad. Por escrito presentado el tres de 
agosto de dos mil veinte en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, María del Rosario Piedra Ibarra, Presidenta de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, promovió acción de inconstitucionalidad en contra del límite cuantitativo a la 
indemnización por daño moral que los entes públicos estatales o municipales en Quintana Roo estén 
obligados a cubrir, derivado de su actuación administrativa irregular, establecido en el segundo párrafo 
de la fracción II del artículo 14 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo, 
publicada el veintiuno de febrero de dos mil veinte en el periódico oficial de la entidad, emitida y 
promulgada por los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Quintana Roo. El precepto dispone lo 
siguiente: 

Artículo 14. Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma: (…) 

II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o jurisdiccional, en su caso, calculará 
el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil del 
Estado de Quintana Roo, y a falta de disposición de éste en el Código Civil Federal, debiendo 
tomar en consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante. 

La indemnización por daño moral que los entes públicos estatales o municipales estén 
obligados a cubrir no excederá del equivalente a tres mil seiscientos cincuenta veces del valor 
diario de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) vigente, por cada reclamante afectado, y 
(…). 

8. TERCERO. Artículos constitucionales y convencionales vulnerados. La Comisión accionante 
señaló como preceptos constitucionales y convencionales vulnerados los artículos 1, 17 y 109, último 
párrafo, de la Constitución Política del país y 1, 2 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 

9. CUARTO. Concepto de invalidez. La promovente sostuvo los siguientes argumentos en el único 
concepto de invalidez: 

 La norma impugnada, que establece que la indemnización por daño moral que los entes públicos 
estatales o municipales en Quintana Roo estén obligados a cubrir no excederá del equivalente a 
tres mil seiscientas cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización 
vigente (UMA) por cada reclamante afectado, constituye una restricción al derecho fundamental 
de acceso a la justicia, en relación con los derechos a la reparación integral del daño y a la justa 
indemnización. Además, crea incentivos contrarios al mantenimiento de la adecuada calidad de 
los servicios públicos. 

 Del proceso que culminó con la reforma constitucional en materia de responsabilidad patrimonial 
del Estado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el catorce de junio de dos mil dos (que 
adicionó el segundo párrafo del artículo 113, cuyo texto más tarde se trasladó al último párrafo 
del artículo 109), se desprende que la intención del Poder Reformador fue establecer un 
mecanismo de equidad en las cargas públicas en el que los particulares no tuvieran la obligación 
jurídica de soportar los daños que el Estado les ocasionara por su actividad administrativa 
irregular; esto, mediante la consagración del derecho a obtener la indemnización 
correspondiente. 

                                                 
3  Artículo 109. (…) 
   La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de 

los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 
procedimientos que establezcan las leyes. 
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 La parte del texto constitucional que dispone que el derecho a la indemnización debe sujetarse a 
los límites que establezcan las leyes no debe entenderse como una habilitación al legislador 
ordinario para establecer de manera discrecional topes cuantitativos a los montos que el Estado 
deba pagar a los particulares por concepto de indemnización. Hacerlo implicaría que en algunos 
casos las personas tengan que soportar los daños que el Estado les ocasiona por su actividad 
administrativa irregular, lo que resulta contrario a la intención del Poder Reformador. 

 Al limitar a un tope cuantitativo la reparación que el Estado deba cubrir por concepto de daño 
moral, derivado de su actuación administrativa irregular, la norma impugnada atenta contra los 
criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el sentido de que el 
derecho a la reparación integral debe permitir, en la medida de lo posible, anular todas las 
consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber existido con toda 
probabilidad si el acto no se hubiera cometido o, en caso de no ser esto posible, acceder al pago 
de una indemnización como medida resarcitoria de los daños ocasionados. 

 Es cierto que la indemnización no debe generar una ganancia a la víctima, ni ser excesiva. Sin 
embargo, limitar la responsabilidad patrimonial del Estado a un techo cuantitativo (como se hace 
en la norma impugnada) implica marginar las circunstancias concretas del caso y el valor real del 
daño causado, a la vez que impide que sea la autoridad jurisdiccional la que cuantifique justa y 
equitativamente el monto de las indemnizaciones con base en criterios de razonabilidad y 
conforme a las particularidades de cada caso. 

 A la luz de la reforma constitucional de dos mil once en materia de derechos humanos, el 
establecimiento de montos máximos no encuentra cabida en el parámetro de regularidad 
constitucional, pues los derechos a la reparación integral y a la justa indemnización no se 
encuentran restringidos a una cantidad determinada en la Constitución Política del país. 

 Es erróneo argumentar que la fijación de un tope tiene como objetivo garantizar que los recursos 
del Estado destinados a las indemnizaciones alcancen para reparar a todas las víctimas de su 
actuar irregular; lo que debe procurarse es que el cálculo de las indemnizaciones sea justo y 
equitativo y que atienda a las circunstancias particulares de cada caso. 

 En cierta medida, la cuantificación de los daños materiales obedece a parámetros objetivos, 
pues esos daños pueden ser reemplazados por bienes fungibles. En contraposición, la 
cuantificación del daño moral siempre atiende a un parámetro subjetivo y, por tanto, no es 
sencilla de realizar. No obstante, el Congreso del Estado de Quintana Roo determinó que el 
monto de la indemnización por un daño de esta naturaleza ocasionado por la actividad 
administrativa irregular de sus entes públicos no debe exceder del importe que, para dos mil 
veinte, ascendió a $317,112.00 (trescientos diecisiete mil ciento doce pesos 00/100 M.N.). 

 En la jurisprudencia 1a./J. 31/2017 (10a.), de rubro: “DERECHO FUNDAMENTAL A UNA 
REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y ALCANCE.”4, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció que el derecho 
fundamental a la reparación integral o justa indemnización no debe restringirse 
injustificadamente y que una indemnización es injusta cuando se le limita con topes o tarifas y, 
en lugar de ser la autoridad jurisdiccional la que la cuantifique justa y equitativamente, con base 
en criterios de razonabilidad, es el poder legislativo quien arbitrariamente fija montos 
indemnizatorios al margen del caso y de su realidad. 

 En consecuencia, debe considerarse que la norma impugnada es inconstitucional, ya que 
establece un límite injustificado al derecho fundamental de acceso a la justicia y vulnera los 
derechos a la reparación integral y a la justa indemnización. 

10. QUINTO. Registro y turno. Mediante acuerdo dictado el seis de agosto de dos mil veinte, el Ministro 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente 
relativo a esta acción de inconstitucionalidad con el número 175/2020, así como turnarlo a la Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat a efecto de que instruyera el procedimiento correspondiente. 

11. SEXTO. Admisión. En acuerdo de diez de agosto de dos mil veinte, la Ministra instructora admitió a 
trámite la acción de inconstitucionalidad; ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del 
Estado de Quintana Roo para que rindieran sus respectivos informes; y ordenó dar vista tanto a la 
Fiscalía General de la República, para que formulara el pedimento correspondiente, como a la 
Consejería Jurídica del Gobierno Federal, para que manifestara lo que a su representación 
correspondiera. 

                                                 
4  Jurisprudencia 1a./J. 31/2017 (10a.). Registro digital 2014098. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 41, 

abril de 2017, Tomo I, página 752. Último precedente: Amparo en revisión 706/2015. Sentencia emitida el 1 de junio de 2016, por 
unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
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12. SÉPTIMO. Informe del Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo. El once de septiembre de 
dos mil veinte, el Diputado Erick Gustavo Miranda García, Presidente de la Junta de Gobierno y 
Coordinación Política de la XVI Legislatura del Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo, presentó 
informe en el que adujo las siguientes razones y fundamentos jurídicos de validez de la norma 
impugnada: 

 El Estado de Quintana Roo había sido omiso en cumplir el mandato constitucional originado con 
la reforma de catorce de junio dos mil dos, pues no había emitido su ley reglamentaria en 
materia de responsabilidad patrimonial del Estado. Por ello, con la finalidad de cumplir con esa 
exigencia constitucional, y de no continuar reincidiendo en la omisión legislativa apuntada, 
mediante el Decreto 002 publicado en el periódico oficial de la entidad el veintiuno de febrero de 
dos mil veinte, la XVI Legislatura del Estado expidió la Ley de Responsabilidad Patrimonial del 
Estado de Quintana Roo. 

 Por ese medio se configuró a favor de los particulares la garantía para acceder a un 
procedimiento en materia de responsabilidad patrimonial del Estado, a través del cual puedan 
obtener una indemnización por los daños o perjuicios causados por la actividad administrativa 
irregular de los entes públicos estatales y municipales en el Estado de Quintana Roo. 

 La norma impugnada no transgrede los derechos a una reparación integral y a una justa 
indemnización, puesto que el hecho de fijar un monto máximo para la indemnización de los 
daños causados por la actividad administrativa irregular del Estado no significa la existencia de 
una limitación respecto del patrimonio que pueda o deba ser objeto de la restitución integral. 

 Lo que se pretendió con la fijación de ese monto máximo fue que, al haber restricciones 
presupuestales generales, se propicie que el presupuesto establecido se concentre en las 
indemnizaciones más completas para el cumplimiento de los actos establecidos a través de la 
determinación resolutiva que ponga fin a un procedimiento. Esto, en el entendido de que en esa 
determinación resolutiva se podrá fijar una cuantía que exceda de lo presupuestado para el 
ejercicio fiscal en turno, a lo que se podrá dar cumplimiento en el ejercicio inmediato siguiente. 

 Asimismo, aunque a primera vista pueda parecer que la norma impugnada transgrede los 
derechos contemplados en la Constitución Política del país, lo que se buscó mediante su 
expedición fue contemplar un parámetro conforme al cual, atendiendo a criterios de justicia, 
proporcionalidad y equidad, pueda establecerse una categorización precisa y puntual. 

 La reforma constitucional en materia de responsabilidad patrimonial del Estado de dos mil dos 
prevé que el pago de las indemnizaciones por daños causados por la actividad administrativa 
irregular del Estado estará siempre sujeto a la disponibilidad presupuestaria. 

 La norma impugnada está armonizada con la legislación federal en la materia. 

 La norma impugnada no contraviene en forma alguna la Constitución Política del país o los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte; por el contrario, con la 
expedición de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo se adoptaron 
medidas legales para regular la responsabilidad patrimonial del Estado. 

13. OCTAVO. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo. El treinta de septiembre de dos 
mil veinte, el licenciado Jesús Antonio Villalobos Carrillo, Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del 
Estado de Quintana Roo, presentó informe en el que propuso las siguientes razones y fundamentos 
jurídicos para sostener la validez de la norma impugnada: 

 La promulgación y publicación de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana 
Roo, que contiene la norma impugnada, es legal y no contraviene en forma alguna los preceptos 
constitucionales y convencionales que la accionante considera vulnerados, ya que tales actos de 
promulgación y publicación fueron realizados con apego a la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Quintana Roo y a la Ley del Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo. 

 No existe contradicción entre la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo 
y la Constitución Política del país, en el entendido de que las normas no deben interpretarse de 
manera aislada, sino hermenéuticamente. 

 De la interpretación hermenéutica de los artículos 1, tercer párrafo, 4, 12 y 14, fracción II, de la 
Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo se desprende que la 
reparación del daño moral debe ser objetiva y directa; que los montos de reparación por la 
actividad administrativa irregular del Estado serán fijados por la autoridad competente, que en 
este caso es el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Quintana Roo; que los 
magistrados de este tribunal calcularán el monto de la indemnización integral de acuerdo con los 
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dictámenes periciales ofrecidos por la parte reclamante y con los criterios que establece el 
Código Civil para el Estado de Quintana Roo o, a falta de disposición, de acuerdo con el Código 
Civil Federal; que la reparación del daño debe consistir en el restablecimiento de la situación 
anterior a él o, cuando ello no sea posible, en el pago total de los daños y perjuicios de orden 
económico ocasionados; y que, en caso de que los daños y perjuicios no sean cuantificables, la 
reparación no excederá del equivalente a tres mil seiscientas cincuenta veces el valor diario de 
la UMA vigente. 

 En el único artículo transitorio de la reforma constitucional en materia de responsabilidad 
patrimonial del Estado de dos mil dos se estableció como base que el pago de las 
indemnizaciones estará sujeto a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal de que se 
trate. Además, el texto constitucional expresamente dispone que el derecho de los particulares a 
recibir una indemnización será conforme a las bases, límites y procedimiento que establezcan 
las leyes. 

 En la tesis 1a. LIII/2009, de rubro: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL 
ARTÍCULO 113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS SUPONE LA DIVISIÓN COMPETENCIAL PREVIAMENTE 
ESTABLECIDA EN ELLA.”5, la Primera Sala dejó a la libre determinación del poder legislativo la 
configuración del marco normativo tratándose de la reparación del daño ocasionado por la 
actividad irregular del Estado. 

 En el amparo directo en revisión 1044/20116, la Primera Sala determinó que el procedimiento de 
naturaleza administrativa regulado en la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado 
no desnaturaliza el derecho consagrado en el artículo 113 constitucional, por lo que es 
infundado que no pueda condicionarse la reparación de los daños causados por la actuación 
administrativa irregular del Estado al trámite de un procedimiento administrativo. 

 Del proceso correspondiente a la reforma constitucional de dos mil dos se advierte que en 
repetidas ocasiones se hizo referencia a la necesidad de que la Federación y las entidades 
federativas expidieran leyes secundarias a fin de regular cuidadosamente el nuevo régimen de 
responsabilidad patrimonial del Estado, como, por ejemplo, los límites de la responsabilidad, 
cómo deben calcularse las indemnizaciones y cuál es el proceso de reclamación. 

 El límite establecido en la norma impugnada está permitido expresamente en la Constitución 
Política del país, en la parte que delega al legislador ordinario la regulación de las bases, límites 
y procedimiento para hacer valer el derecho de los particulares a recibir una indemnización. 

 El establecimiento de ese límite no es arbitrario, sino que responde a la consecución de un fin 
ulterior justificado ante una autoridad jurisdiccional competente, que consiste en evitar que los 
particulares interpongan reclamos injustificados y obtengan indemnizaciones excesivas cuando 
no sean cuantificables los daños morales causados. Por tanto, debe concluirse que la norma 
impugnada es constitucional. 

 Los fines de una justa indemnización se cumplen adecuadamente con otras dos medidas 
establecidas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo: 1) la 
estructura de procedencia de los reclamos, que delimita el trámite jurídico de las peticiones a 
aquellas consideradas justas; y, 2) los criterios individualizadores de las indemnizaciones, que 
vinculan a la autoridad jurisdiccional competente que los aplica a determinarlas de forma justa y 
proporcional. 

 Es cierto que en la jurisprudencia 1a./J. 31/2017 (10a.), de rubro: “DERECHO FUNDAMENTAL 
A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTO INDEMNIZACIÓN. CONCEPTO Y ALCANCE.”, se 
sentó criterio en el sentido de que una indemnización no es justa cuando se limita con topes o 
tarifas y, en lugar de ser la autoridad jurisdiccional la que la cuantifique con base en criterios de 
razonabilidad, es el poder legislativo quien arbitrariamente fija montos indemnizatorios al margen 
del caso y su realidad. Sin embargo, no debe hacerse una lectura parcial de la norma 
impugnada. 

                                                 
5  Tesis 1a. LIII/2009. Registro digital 167383. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXIX, abril de 2009, 

página 593. Amparo en revisión 903/2008. Sentencia emitida el 12 de noviembre de 2008, por unanimidad de cinco votos. Ponente: 
Ministro José Ramón Cossío Díaz. 

6  Amparo directo en revisión 1044/2011. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 15 de junio 
de 20211, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. 
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 El artículo 160, último párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Quintana Roo (el que es acorde con la Constitución Política del país) también dispone que la 
responsabilidad del Estado por los daños que7, con motivo de su actividad administrativa 
irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa; así como 
que los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 
procedimientos que establezcan las leyes. 

 A su vez, la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo señala que la 
reparación del daño será integral y que, en el caso del daño moral, la autoridad competente 
calculará su monto de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil para el Estado de 
Quintana Roo o, en su caso, en el Código Civil Federal. 

 Los argumentos propuestos por la accionante para demostrar la inconstitucionalidad de la norma 
impugnada son jurídicamente ineficaces, pues para interpretar el alcance de una disposición 
legal debe realizarse un análisis literal, sistemático, causal, teológico e integrado y, sólo cuando 
esto resulte insuficiente, se debe acudir a una interpretación histórica tradicional. 

14. NOVENO. Pedimento y manifestaciones. La Fiscalía General de la República no formuló pedimento, 
ni la Consejería Jurídica del Gobierno Federal hizo valer manifestación alguna. 

15. DÉCIMO. Alegatos. El veintiocho de enero de dos mil veintiuno se recibió el escrito de alegatos 
presentado por la Comisión accionante. 

16. DÉCIMO PRIMERO. Cierre de instrucción. En acuerdo de quince de abril de dos mil veintiuno, la 
Ministra instructora cerró la instrucción del asunto a efecto de elaborar del proyecto de resolución 
correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

17. PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para conocer y resolver esta acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política del país; 1° de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en el 
Punto Segundo, fracción II, del Acuerdo General Plenario Número 5/20138. 

18. Lo anterior, puesto que la Comisión accionante solicitó la invalidez del artículo 14, fracción II, párrafo 
segundo, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo, que establece un 
límite cuantitativo a la indemnización por daño moral que los entes públicos estatales o municipales en 
dicha entidad estén obligados a cubrir derivado de su actuación administrativa irregular, por considerar 
que vulnera diversos derechos humanos consagrados en la Constitución Política del país y en la 
Convención Americana, de la que el Estado Mexicano es parte. 

                                                 
7  Artículo 160. (…) 
   La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de 

los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y 
procedimientos que establezcan las leyes. 

8  Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: (…) 

   II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y 
esta Constitución. 

   Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la 
norma, por: (…) 

   g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos 
humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de 
protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; (…). 

   Artículo 1o. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las 
controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 

   Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
   I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (…) 
   Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución: (…) 
   II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea 

necesaria su intervención. (…) 
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19. SEGUNDO. Oportunidad. De conformidad con el primer párrafo del artículo 60 de la Ley 
reglamentaria, el plazo de treinta días naturales para ejercitar la acción de inconstitucionalidad se debe 
computar a partir del día siguiente a la fecha de publicación de la norma general impugnada9. 

20. En atención a las circunstancias extraordinarias por la pandemia provocada por el virus SARS-CoV2-
COVID-19, el Pleno declaró inhábiles para esta Suprema Corte de Justicia de la Nación los días 
comprendidos entre el dieciocho de marzo y el quince de julio de dos mil veinte. Posteriormente, 
canceló el periodo de receso y prorrogó la suspensión de plazos al periodo comprendido entre el 
dieciséis de julio y el dos de agosto de dos mil veinte. Lo anterior, con fundamento en los Acuerdos 
Generales 3/2020, 6/2020, 7/2020, 10/2020, 12/2020 y 13/2020. 

21. En el caso, el Decreto por el que se expidió la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de 
Quintana Roo fue publicado en el periódico oficial de la entidad el veintiuno de febrero de dos mil 
veinte, por lo que el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad 
transcurrió del veintidós de febrero al siete de agosto de dos mil veinte, sin contar en el cómputo el 
periodo comprendido del dieciocho de marzo al dos de agosto de dos mil veinte, por la suspensión de 
plazos antes mencionada. 

22. Consecuentemente, dado que la Comisión accionante presentó su escrito de demanda el tres de 
agosto de dos mil veinte, se satisface el presupuesto procesal de oportunidad. 

23. TERCERO. Legitimación. De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución 
Política del país, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos es un organismo legitimado para 
impugnar leyes de las entidades federativas cuando considera que vulneran los derechos humanos 
consagrados en la Constitución Política del país y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano es parte. 

24. Conforme a lo previsto en el primer párrafo del artículo 11 de la Ley reglamentaria, en relación con el 
59 del mismo ordenamiento legal10, la accionante debe comparecer por conducto de la persona 
servidora pública que esté facultada para representarla. 

25. En representación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos compareció su Presidenta, 
María del Rosario Piedra Ibarra, quien acreditó su personalidad con la copia certificada del escrito de 
doce de noviembre de dos mil diecinueve, signado por la Presidenta y el Secretario de la Mesa 
Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por medio del que se le dio a conocer 
su designación como Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos por parte del 
Pleno del mencionado órgano legislativo. 

26. La mencionada servidora pública cuenta con facultades para representar al mencionado órgano 
constitucional autónomo, con fundamento en la fracción I del artículo 15 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. Además, cuenta con atribuciones para promover acciones de 
inconstitucionalidad en contra de leyes de carácter estatal que considere vulneran los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución Política del país y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, con fundamento en la fracción XI del mismo precepto legal11. 

27. Asimismo, se observa que la promovente planteó que la norma impugnada de la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo viola los derechos a la reparación integral y 
justa indemnización, así como el de acceso a la justicia, contenidos en los artículos 1, 17, y 109, último 
párrafo, de la Constitución Política del país y 1, 2, 25 y 63.1 de la Convención Americana 12. 

                                                 
9  Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 

fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. (…) 

10  Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (…) 

   Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 

11  Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
   I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; (…) 
   XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de 

tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y (…) 

12  Aun cuando el artículo 63.1 de la Convención Americana no fue citado por la promovente, este Tribunal Pleno advierte que los derechos a 
la reparación integral o justa indemnización están previstos en él; por lo que, con fundamento en el diverso 71, primer párrafo, de la Ley 
reglamentaria, se corrige la cita del precepto. 

   Artículo 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de los 
preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá 
fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito 
inicial. Igualmente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá fundar su declaración de invalidez en la violación de los derechos 
humanos consagrados en cualquier tratado internacional del que México sea parte, haya o no sido invocado en el escrito inicial. (…) 



  DIARIO OFICIAL Lunes 29 de mayo de 2023 

28. En esos términos, este Tribunal Pleno concluye que la acción de inconstitucionalidad fue promovida por 
parte legitimada. 

29. CUARTO. Causas de improcedencia y sobreseimiento. Los Poderes Legislativo y Ejecutivo del 
Estado de Quintana Roo no plantearon causas de improcedencia de esta acción de 
inconstitucionalidad. 

30. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación tampoco advierte la existencia de alguna causa de 
improcedencia que se actualice de oficio, por lo que se procede al estudio de fondo de los 
planteamientos hechos valer por la Comisión accionante. 

31. QUINTO. Estudio de fondo. Como se indicó en el apartado de resultandos, la Comisión accionante 
impugnó el límite cuantitativo a la indemnización por daño moral que los entes públicos estatales o 
municipales en Quintana Roo estén obligados a cubrir derivado de su actuación administrativa irregular, 
previsto en el párrafo segundo de la fracción II del artículo 14 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado de Quintana Roo. 

32. A juicio de la accionante, tal limitante vulnera injustificadamente el derecho fundamental de acceso a la 
justicia, en relación con los derechos a la reparación integral y a la justa indemnización; a la vez que 
crea incentivos contrarios al mantenimiento de la adecuada calidad de los servicios públicos. 

33. Ello, ya que la medida implica que en algunos casos las personas tengan que soportar los daños que el 
Estado les ocasiona por su actividad administrativa irregular e impide que sean las autoridades 
jurisdiccionales quienes cuantifiquen justa y equitativamente el monto de las indemnizaciones con base 
en criterios de razonabilidad y conforme a las particularidades de cada caso. 

34. Este Tribunal Pleno considera que el planteamiento de la accionante es fundado y, en consecuencia, 
que debe declararse la invalidez de la norma impugnada. 

35. Lo anterior, ya que la limitante impugnada no permite responder a la dimensión real del daño moral 
causado por los entes estatales y municipales en el Estado de Quintana Roo, ni a las particularidades 
de cada caso. Además, porque en la propia ley existen otras reglas cuya finalidad es evitar la 
concreción de consecuencias perjudiciales para el erario de la entidad, por lo que la medida no resulta 
necesaria. 

36. Para efectos metodológicos y con el propósito de brindar la mayor claridad posible a la explicación de 
la conclusión alcanzada, el análisis se realizará en apartados y en el siguiente orden: A) Contenido y 
alcance del derecho a la justa indemnización por los daños causados por el Estado con motivo de su 
actividad administrativa irregular; y, B) Pronunciamiento sobre la invalidez del artículo 14, fracción II, 
párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo. 

A) Contenido y alcance del derecho a la justa indemnización por los daños causados por el 
Estado con motivo de su actividad administrativa irregular. 

37. El último párrafo del artículo 109 de la Constitución Política del país prevé el derecho a la justa 
indemnización por los daños causados por la actividad administrativa irregular del Estado en los 
siguientes términos: 

Artículo 109. (…) 

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa 
irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares 
tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que 
establezcan las leyes. 

38. Mediante la adición de esa disposición (originalmente introducida en el segundo párrafo del artículo 
113), el Poder Reformador dispuso que el Estado tiene el deber de responder objetiva y directamente 
por los daños que cause con motivo de su actividad administrativa irregular. En correlación con esta 
obligación, el Constituyente estableció el derecho de los particulares a recibir una indemnización 
conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. 

39. En la exposición de motivos de la reforma constitucional de catorce de junio de dos mil dos se describió 
la razón de adicionar el segundo párrafo del artículo 113 en los términos siguientes: 

(…) En la actualidad, las disposiciones jurídicas que abordan aspectos relacionados con la 
responsabilidad patrimonial del Estado, tienen como criterio rector un enfoque de responsabilidad 
civil subsidiaria y solidaria —previsto en los códigos civiles—, así como un sistema de 
responsabilidad administrativa de los servidores públicos —previsto en las leyes de 
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responsabilidades de los servidores públicos—, que en ciertos casos facilita el resarcimiento de los 
daños y perjuicios causados a un particular, mas no constituye un auténtico sistema de 
responsabilidad patrimonial del Estado, sino de los servidores públicos. Estos sistemas de 
responsabilidad no satisfacen las expectativas de una sociedad cada día más exigente y 
participativa, ya que la naturaleza indirecta y subjetiva de la responsabilidad del Estado como la 
regula el Derecho Privado, ha demostrado su incapacidad para resolver adecuadamente los 
problemas de indemnización a que tienen derecho los particulares cuando el Estado les infiere 
daños y perjuicios, a través de sus órganos representativos, es decir, los servidores públicos. 

(…) En tal virtud, Señores Secretarios de la Cámara de Diputados, es necesario remontar el grave e 
injustificado retraso que México tiene en relación con otros países, en cuanto al grado de desarrollo 
en materia de responsabilidad patrimonial del Estado. Por ello, resulta impostergable incorporar a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, una garantía de integridad patrimonial en 
favor de los particulares contra la actividad lesiva que sea consecuencia del funcionamiento regular 
o irregular del Estado, toda vez que esta incorporación constituiría la base para establecer el deber 
del Estado de indemnizar al particular que haya sufrido una lesión en su patrimonio, lo que sería a 
su vez el fundamento expreso para que en los ordenamientos legales secundarios se desarrollen y 
pormenoricen los mecanismos a partir de los cuales los particulares podrán reclamar la 
indemnización correspondiente, en contra de aquellas lesiones patrimoniales causadas por la 
autoridad estatal que no tengan la obligación jurídica de soportar. 

Derivado de lo anterior, la iniciativa que sometemos a la consideración del Honorable Congreso de 
la Unión, propone modificar la denominación del Título Cuarto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y adicionar un segundo párrafo al artículo 113 de la propia Carta Magna, 
a fin de incorporar en el texto constitucional dos aspectos fundamentales: 

1. El establecimiento expreso de una nueva garantía que proteja la integridad y salvaguarda 
patrimonial de los individuos respecto de la actividad del Estado, y 

2. La obligación correlativa del Estado a la reparación de las lesiones antijurídicas que con su 
actividad irrogue en el patrimonio de todo individuo que goce de dicha garantía. 

Estas modificaciones constitucionales permitirían desarrollar más adelante, a través de una ley 
reglamentaria de la materia, un sistema de responsabilidad directa y objetiva del Estado, en mérito 
del que se reconocería la obligación de éste, de resarcir los daños y perjuicios que cause a los 
particulares, cuando éstos no tengan la obligación jurídica de soportarlos y, al mismo tiempo, 
impulsar la eficiencia y el control de las actividades estatales en su conjunto. 

En relación a la indemnización a que tienen derecho los particulares por los daños causados por el 
Estado, es importante subrayar que la presente iniciativa se ha basado en un principio de 
ponderación al indicar que ‘todo aquel que sufra una lesión en sus bienes y derechos, con motivo de 
la actividad del Estado, tendrá derecho a ser indemnizado en forma proporcional y equitativa’, con lo 
que se busca equilibrar o cuando menos favorecer el equilibrio respecto del pago de 
indemnizaciones a los particulares que hayan sido afectados en su patrimonio. 

(…) La reforma constitucional que se propone, evidentemente, no busca convertir al patrimonio 
público en una especie de ‘aseguradora universal’, ni menos aún, entorpecer la actividad de las 
funciones públicas. Se trata más bien de un mecanismo de distribución de las cargas públicas que 
busca terminar con la impunidad de las actividades lesivas del Estado que causan daños a 
particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlos. Además, el objetivo fundamental de 
las adiciones al texto constitucional que se someten a consideración de esa Soberanía, consiste en 
avanzar en la consolidación de un Estado responsable, pues un Estado que asume en forma directa 
las consecuencias de su actuar, es un Estado que merece confianza. 

En suma, la incorporación de la institución de la responsabilidad patrimonial del Estado, como un 
instrumento solidario y resarcitorio de las lesiones que se causen a los particulares, tiene las 
siguientes finalidades: por una parte, la reparación del daño, que tendría un doble efecto: contribuir 
a robustecer la majestad, respetabilidad y confianza en el Derecho y, al mismo tiempo, en el Estado, 
lo que se traduce en la genuina expresión del Estado de Derecho; y por otra parte, la incorporación 
de este instituto sin duda propiciaría la elevación en la calidad de los servicios públicos. 

40. De la anterior transcripción es posible concluir que con la reforma constitucional se buscó superar el 
esquema subsidiario y solidario de responsabilidad del Estado imperante hasta ese momento, el que se 
encontraba disperso en normas secundarias de inspiración civilista cuyo sustento giraba en torno al 
concepto de responsabilidad subjetiva y al criterio de culpa. 
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41. A la vez, con motivo de la reforma, los particulares obtuvieron la titularidad de un derecho de rango 
constitucional que les permite reclamar directamente del Estado una indemnización (proporcional y 
equitativa) para reparar integralmente los daños que, sin obligación jurídica de soportarlos, sufran en 
cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de un actuar administrativo irregular. 

42. Lo anterior, con la finalidad de conseguir un doble efecto: por un lado, contribuir a robustecer la 
respetabilidad y confianza en el Derecho y en el Estado y, por el otro, propiciar la elevación de la 
calidad de los servicios públicos. 

43. Así lo entendió este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 4/200413, en la que se 
analizó el contenido normativo del segundo párrafo del artículo 113 constitucional. 

44. En ese asunto, el Tribunal Pleno concluyó lo siguiente en relación con el alcance material de la 
responsabilidad patrimonial del Estado: 

(…) Lo anterior se robustece si se toma en consideración que el objeto de la responsabilidad 
patrimonial del Estado está circunscrito a la reparación de los daños producidos, es decir, 
consiste en dejar indemne al sujeto activo de la relación, identificado con el que ha resentido 
en sus bienes o derechos los daños derivados de la actividad administrativa, compensándolo 
económicamente de manera tal que restaure la integridad del patrimonio afectado, cuando el 
daño ha surgido de la actividad irregular del Estado, entendida en el sentido antes apuntado, 
ya que el presupuesto de procedencia se centra en que el sujeto activo no tenga obligación 
jurídica de soportarlos. 

45. Como se observa, este Tribunal Pleno determinó que la responsabilidad patrimonial del Estado tiene 
como objeto la restauración de la integridad del patrimonio afectado, de modo que su alcance debe 
medirse en función de la obligación de dejar indemne al sujeto activo de la relación, compensándolo 
económicamente por el daño producido. 

46. Con el paso de los años, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de sus Salas, ha tenido 
la oportunidad de interpretar directamente el segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución 
Política del país (hoy último párrafo del artículo 109) y de desarrollar una doctrina constante en torno a 
su contenido y alcance. 

47. En una primera etapa14, anterior a la reforma constitucional en materia de derechos humanos de diez 
de junio de dos mil once, la Primera Sala de esta Suprema Corte entendió que el precepto en mención 
estableció para los particulares un derecho de rango constitucional, de contenido sustantivo y con 
ámbito de validez en todos los órdenes jurídicos del Estado Mexicano, que tiene su fundamento en la 
responsabilidad patrimonial del Estado, cuyas características esenciales son la de ser directa y 
objetiva. 

48. Asimismo, interpretó que este derecho constitucional, si bien no es absoluto, tiene un ámbito material 
mínimo propio que debe tutelarse en la forma en que está previsto en la norma constitucional y que no 
debe ser limitado arbitraria o desproporcionadamente por el poder legislativo ordinario, federal o 
estatal, al desplegar sus facultades de creación normativa. 

49. En esa misma línea, la Primera Sala determinó que el contraste de las normas secundarias con el 
artículo 113, párrafo segundo, de la Constitución Política del país es un análisis que se centra 
preferentemente entre normas de contenido sustantivo y que las violaciones que se podrían generar en 
contra del precepto constitucional están vinculadas, en su mayoría, con la determinación de si tales 
normas secundarias obstaculizan o no el disfrute de la extensión mínima que la Constitución Política 
del país garantiza. 

                                                 
13  Acción de inconstitucionalidad 4/2004. Sentencia emitida el 7 de febrero de 2008, por unanimidad de diez votos. Ponente: Ministro 

Sergio Salvador Aguirre Anguiano; en su ausencia hizo suyo el asunto el Ministro Mariano Azuela Güitrón. 
14  Amparo en revisión 903/2008. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 12 de noviembre de 

2008, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. Del asunto derivó la tesis 1a. LII/2009. Registro digital 
167384. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXIX, abril de 2009, página 592, de rubro: 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE UN DERECHO SUSTANTIVO EN FAVOR DE LOS PARTICULARES.” 

   Amparo en revisión 75/2009. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 18 de marzo de 
2009, por mayoría de cuatro votos. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. 

   Amparo directo en revisión 1044/2011. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 15 de junio 
de 2011, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. Del asunto derivó la tesis 1a. CXLVII/2011. Registro 
digital 161198. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 229, de rubro: 
“RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑOS DERIVADOS DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. LA POTESTAD 
REGULADORA DEL LEGISLADOR ES AMPLIA, PERO NO PUEDE LLEGAR A DESNATURALIZAR EL DERECHO A SER 
INDEMNIZADO, CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 113 CONSTITUCIONAL.” 
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50. Adicionalmente, la Primera Sala entendió que el Poder Reformador no sólo tuvo el propósito de 
consagrar a nivel constitucional la prerrogativa de los particulares a la indemnización, sino también el 
de asegurarles una vía procesal para obtener la satisfacción de ese derecho. 

51. Esto, pues en el texto del artículo 113, párrafo segundo, se estableció que la indemnización se otorgará 
“conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”; a la vez que en el único 
artículo transitorio de la reforma constitucional se previó un periodo para que la Federación, las 
entidades federativas y los municipios adecuaran las disposiciones jurídicas secundarias a fin de 
proveer el debido cumplimiento del contenido constitucional y de incluir en sus respectivos 
presupuestos una partida para hacer frente a su responsabilidad patrimonial. 

52. Así lo había adelantado ya este Tribunal Pleno al fallar la ya mencionada acción de inconstitucionalidad 
4/2004, en la que se subrayó que en el proceso de la reforma constitucional en materia de 
responsabilidad patrimonial del Estado se hizo referencia en varias ocasiones a la necesidad de que la 
Federación y las entidades federativas expidieran leyes secundarias en la materia, a fin de regular 
cuidadosamente todo el nuevo régimen de responsabilidad patrimonial. 

53. Lo que significa que al legislativo ordinario, federal o estatal, se le concedió una amplia facultad de 
configuración normativa, de ejercicio obligatorio, para dar operatividad al sistema de responsabilidad 
patrimonial del Estado introducido originalmente en el artículo 113, párrafo segundo, de la Constitución 
Política del país; la que, desde luego, no es una facultad total ni debe vulnerar o desnaturalizar el 
contenido mínimo del derecho a la indemnización en la forma en que fue concebido y está previsto en 
la norma constitucional. 

54. Una segunda etapa interpretativa del derecho a la indemnización por los daños causados por la 
actividad administrativa irregular del Estado se suscitó a partir de la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos de diez de junio de dos mil once, la que incluyó en el tercer párrafo del artículo 
1° de la Constitución Política del país un catálogo con las obligaciones genéricas y los deberes 
específicos del Estado mexicano en materia de derechos humanos, dentro de los cuales se reconoció 
el deber de “reparar las violaciones a los derechos humanos”15. 

55. La mencionada reforma constitucional fue el resultado de diversas iniciativas presentadas con la 
intención de incorporar al derecho interno la obligación de los órganos del Estado de respetar, aplicar y 
hacer efectivos los derechos humanos previstos en los instrumentos internacionales de los que México 
es parte. Entre esos derechos, destaca para este asunto el relativo a la reparación integral del daño o 
justa indemnización16. 

56. El derecho a la reparación integral del daño o justa indemnización ante la vulneración de derechos 
humanos está previsto en el artículo 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el que 
dispone lo siguiente: 

Artículo 63 

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, 
la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 
conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y 
el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. (…) 

                                                 
15  1o. (…) 
 Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

16  Amparo directo en revisión 1068/2011. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 19 de 
octubre de 2011, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Del asunto derivó la tesis 
1a. CXCIV/2012 (10a.). Registro digital 2001744. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima Época. Libro XII, septiembre 
de 2012, Tomo 1, página 522, de rubro: “REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO O JUSTA INDEMNIZACIÓN. ESTE DERECHO 
FUNDAMENTAL QUEDÓ INCORPORADO AL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO A RAÍZ DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 1o. 
CONSTITUCIONAL, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.” 

   Amparo directo en revisión 5826/2015. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 8 
de junio de 2016, por unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Del asunto derivó la tesis 
1a. CCCXXXVII/2018 (10a.). Registro digital 2018805. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 61, diciembre 
de 2018, Tomo I, página 400, de rubro: “REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. ORIGEN 
DE SU INCORPORACIÓN AL TEXTO CONSTITUCIONAL EN LA REFORMA DE 10 DE JUNIO DE 2011.” 



  DIARIO OFICIAL Lunes 29 de mayo de 2023 

57. Este derecho ha sido ampliamente desarrollado en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos17. Conforme a esa jurisprudencia interamericana, el deber de reparar implica 
anular o desaparecer todos los efectos y consecuencias de las violaciones cometidas para volver las 
cosas al estado en que se encontraban y restablecer la situación que debió haber existido con toda 
probabilidad si el acto no se hubiera cometido; de no ser esto posible, deberá pagarse una 
indemnización como compensación por los daños ocasionados. 

58. Para tales efectos, el daño causado será el que determine la indemnización; la naturaleza y monto de 
ésta dependerán del nexo causal con los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños 
acreditados y las medidas solicitadas para reparar los daños respectivos; y las reparaciones no podrán 
implicar enriquecimiento o empobrecimiento para la víctima o sus sucesores. 

59. Diversos asuntos resueltos en el marco de la reforma constitucional en materia de derechos humanos 
de dos mil once han llevado a ambas Salas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación a sostener 
que, si bien la actividad administrativa irregular del Estado no siempre implicará una violación de 
derechos humanos que exija que las personas deban acceder a medidas de reparación adicionales a la 
indemnización prevista en el ahora artículo 109, último párrafo, de la Constitución Política del país (lo 
que deberá analizarse y determinarse en cada caso), este derecho constitucional no prevé cualquier 
tipo de indemnización, sino que se trata de una indemnización justa18. 

60. Esto significa que el derecho contenido en el artículo 109, último párrafo, de la Constitución Política del 
país debe corresponder a una reparación apropiada y proporcional a la gravedad del daño y a las 
circunstancias del caso. Así, en la medida de lo posible, el Estado deberá tomar las medidas 
necesarias para anular todas las consecuencias del acto irregular que causó el daño y restablecer la 
situación que debió haber existido si el acto nunca se hubiera perpetrado. De no ser posible esto, el 
deber del Estado se traducirá en adoptar todas las providencias para reparar el daño mediante el pago 
de una indemnización que, sin generar una ganancia indebida a la víctima, le signifique un 
resarcimiento adecuado y completo. 

61. En ese entendido, si bien el último párrafo del artículo 109 de la Constitución Política del país contiene 
una cláusula de reserva que faculta y obliga al legislativo ordinario, federal o estatal, a regular y limitar 
el contenido del derecho constitucional a obtener una justa indemnización en caso de que el Estado 
cause un daño a las personas derivado de su actividad administrativa irregular; se refuerza la idea ya 
adelantada por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación consistente en que la 
normatividad que el legislador ordinario federal o estatal emita en ejercicio de esa facultad para 
establecer las bases, límites y procedimientos que regulen el derecho en comento no debe vulnerar o 
desnaturalizar arbitrariamente su contenido mínimo. 

62. Establecido lo anterior, conviene destacar que en diversos asuntos resueltos antes y después de la 
reforma constitucional en materia de derechos humanos de dos mil once, entre ellos, asuntos 
relacionados con la responsabilidad patrimonial del Estado, las Salas de esta Suprema Corte han 
resuelto consistentemente y con base en las razones hasta ahora expuestas que la existencia de 

                                                 
17  Corte IDH. Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de seis de agosto de dos mil ocho. Serie C No. 184. 
   Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

dieciséis de noviembre de dos mil nueve. Serie C No. 205. 
   Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

veintitrés de noviembre de dos mil nueve. Serie C No. 209. 
   Corte IDH. Caso Fernández Ortega y Otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de treinta de 

agosto de dos mil diez. Serie C No. 215. 
   Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de treinta y uno de 

agosto de dos mil diez. Serie C No. 216. 
   Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 

veintiséis de noviembre de dos mil diez. Serie C No. 220. 
18  Amparo directo en revisión 10/2012. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 11 de abril 

de 2012, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Del asunto derivó la tesis 1a. CLXXIII/2014 
(10a.). Registro digital 2006253. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 5, abril de 2014, Tomo I, página 
819, de rubro: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 113, PÁRRAFO SEGUNDO, 
CONSTITUCIONAL. CUESTIONES QUE DEBEN SER ATENDIDAS PARA QUE SE CUMPLA CON EL DERECHO A UNA JUSTA 
INDEMNIZACIÓN.” 

   Amparo directo en revisión 2131/2013. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 22 de 
noviembre de 2013, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Del asunto derivaron las tesis 
1a. CLXII/2014 (10a.). Registro digital 2006238. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 5, abril de 2014, 
Tomo I, página 802, de rubro: “DERECHOS A UNA REPARACIÓN INTEGRAL Y A UNA JUSTA INDEMNIZACIÓN POR PARTE DEL 
ESTADO. SU RELACIÓN Y ALCANCE.”; y 1a. CLXIII/2014 (10a.). Registro digital 2006237. Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Décima Época. Libro 5, abril de 2014, Tomo I, página 798, de rubro: “DERECHO A UNA JUSTA INDEMNIZACIÓN. 
INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL DE LAS LEYES QUE SE EMITAN CONFORME A LA CLÁUSULA DE RESERVA CONTENIDA 
EN EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 113 CONSTITUCIONAL.” 

   Amparo directo 18/2015. Sentencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 10 de mayo de 2017, 
por unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ministro Eduardo Medina Mora I. 
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topes, tarifas o montos mínimos o máximos que impidan que la cuantificación de una indemnización 
atienda a las características específicas de cada caso no es compatible con el derecho a la reparación 
integral del daño19. 

63. Ello, a partir de la noción de que el daño causado es el que determina la naturaleza y el monto de la 
indemnización; de modo que, sin implicar enriquecimiento o empobrecimiento para la víctima, los casos 
deben resolverse justa y equitativamente con base en criterios de razonabilidad y atendiendo a las 
circunstancias concretas que los rodean, en lugar de basarse en fórmulas o recetas generales 
previamente establecidas, al margen de las particularidades de cada caso y de su realidad. 

64. Por su relevancia, en seguida se reproduce la jurisprudencia 1a./J. 31/2017 (10a.) de la Primera Sala 
de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación20, relacionada con el concepto y alcance del derecho a 
una reparación integral o justa indemnización y con la imposición de límites cuantitativos a esta última: 

DERECHO FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O JUSTA INDEMNIZACIÓN. 
SU CONCEPTO Y ALCANCE. El derecho citado es un derecho sustantivo cuya extensión debe 
tutelarse en favor de los gobernados, por lo que no debe restringirse innecesariamente. Ahora 
bien, atento a los criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 
derecho a la reparación integral permite, en la medida de lo posible, anular todas las 
consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber existido con toda 
probabilidad, si el acto no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el pago de 
una indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo que no debe 
generar una ganancia a la víctima, sino que se le otorgue un resarcimiento adecuado. En ese 
sentido, el derecho moderno de daños mira a la naturaleza y extensión del daño a las víctimas 
y no a los victimarios. Así, el daño causado es el que determina la naturaleza y el monto de la 
indemnización, de forma que las reparaciones no pueden implicar enriquecimiento ni 
empobrecimiento para la víctima o sus sucesores; además, no se pretende que la 
responsabilidad sea excesiva, ya que debe subordinarse a requisitos cualitativos. Por otro lado, 
una indemnización será excesiva cuando exceda del monto suficiente para compensar a la 
víctima, sin embargo, limitar la responsabilidad fijando un techo cuantitativo implica marginar 

                                                 
19  Amparo en revisión 75/2009. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 18 de marzo de 

2009, por mayoría de cuatro votos. Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. Del asunto derivaron las tesis 1a. CLIV/2009. Registro 
digital 166301. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXX, septiembre de 2009, página 454, de rubro: 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL ESTABLECER UN TOPE MÁXIMO PARA LAS INDEMNIZACIONES POR DAÑO MORAL, VIOLA EL ARTÍCULO 113 
SEGUNDO PÁRRAFO DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA.”; 1a. CLVI/2009. Registro digital 166300. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXX, septiembre de 2009, página 456, de rubro: “RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA FIJACIÓN DE UN TOPE MÁXIMO PARA LOS MONTOS INDEMNIZATORIOS POR DAÑO MORAL, AL 
OCASIONAR QUE EN CIERTOS CASOS SEAN LOS PARTICULARES QUIENES ASUMAN LOS COSTOS Y RIESGOS DERIVADOS DE 
LA ACTIVIDAD ESTATAL, CONTRAVIENE LOS OBJETIVOS GENERALES DE LA LEY FEDERAL RELATIVA Y CREA INCENTIVOS 
CONTRARIOS AL MANTENIMIENTO DE LA ADECUADA CALIDAD DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS.”; y 1a. CLV/2009. Registro digital 
166456. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXX, septiembre de 2009, página 440, de rubro: “DAÑO 
MORAL Y RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LOS CRITERIOS ESTABLECIDOS EN EL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, A 
QUE REMITE EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGAN A LA AUTORIDAD 
JUDICIAL A INDIVIDUALIZAR LOS MONTOS DE MANERA OBJETIVA Y RAZONABLE.” 

   Amparo directo en revisión 1068/2011. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 19 de 
octubre de 2011, por unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Del asuntó derivó la tesis 1a. I/2011 
(10a.). Registro digital 2000015. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima Época. Libro III, diciembre de 2011, Tomo 3, 
página 2315, de rubro: “LÍMITE DE RESPONSABILIDAD EN CASO DE ACCIDENTES AÉREOS QUE CAUSEN DAÑOS A PASAJEROS. 
EL ARTÍCULO 62 DE LA LEY DE AVIACIÓN CIVIL VIOLA LOS DERECHOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 1o. Y 4o. DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL.” 

   Amparo directo en revisión 5826/2015. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 8 de junio 
de 2016, por unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Del asuntó derivaron las tesis 1a. CXCV/2018 
(10a.). Registro digital 2018806. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 61, diciembre de 2018, Tomo I, 
página 402, de rubro: “REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. TOPES MÍNIMOS Y 
MÁXIMOS DE LA CUANTIFICACIÓN DE LAS INDEMNIZACIONES, SU INCONSTITUCIONALIDAD.”; y 1a. CXCVI/2018 (10a.). Registro 
digital 2018641. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 61, diciembre de 2018, Tomo I, página 288, de 
rubro: “DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. EL ARTÍCULO 1796 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO, AL IMPONER LÍMITES A LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS INDEMNIZACIONES POR RESPONSABILIDAD CIVIL EN 
CASOS DE FALLECIMIENTO, ES INCONSTITUCIONAL.” 

   Amparo directo 50/2015. Sentencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 3 de mayo de 2017, por 
mayoría de tres votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Del asuntó derivaron las tesis 1a. CLXXXIX/2018 (10a.). Registro 
digital 2018646. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 61, diciembre de 2018, Tomo I, página 293, de 
rubro: “DERECHO A UNA JUSTA INDEMNIZACIÓN POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. SU RELACIÓN CON EL DERECHO 
DE DAÑOS.”; y 1a. CLXXXVII/2018 (10a.). Registro digital 2018644. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 
61, diciembre de 2018, Tomo I, página 290, de rubro: “DERECHO A UNA JUSTA INDEMNIZACIÓN. PARA DETERMINAR EL MONTO 
INDEMNIZATORIO, SE DEBE ATENDER A LA MULTIPLICIDAD DE CONSECUENCIAS DEL HECHO ILÍCITO.” 

   Amparo directo 18/2015. Sentencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 10 de mayo de 2017, 
por unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ministro Eduardo Medina Mora I. 

20  Jurisprudencia 1a./J. 31/2017 (10a.). Registro digital 2014098. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época. Libro 41, 
abril de 2017, Tomo I, página 752. Último precedente: Amparo en revisión 706/2015. Sentencia emitida el 1 de junio de 2016, por 
unanimidad de cinco votos. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
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las circunstancias concretas del caso, el valor real de la reparación o de la salud deteriorada; 
esto es, una indemnización es injusta cuando se le limita con topes o tarifas, y en lugar de ser 
el Juez quien la cuantifique justa y equitativamente con base en criterios de razonabilidad, al 
ser quien conoce las particularidades del caso, es el legislador quien, arbitrariamente, fija 
montos indemnizatorios, al margen del caso y de su realidad. 

65. Igualmente, a continuación se reproducen algunas de las consideraciones que sostuvo la Segunda 
Sala de este alto tribunal en el amparo directo 18/201521: 

Ahora bien, es cierto, a juicio de esta Segunda Sala, que el derecho a la reparación integral del 
daño no es un derecho absoluto, sino que admite limitaciones, lo cual además se deriva del 
texto expreso del artículo 109 constitucional, donde establece que los particulares tienen 
derecho a una indemnización conforme a los límites que establezcan las leyes. Sin embargo, 
dichos límites deben ser proporcionales, y el límite establecido en la fracción II del artículo 14 
de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, no es una medida legislativa 
proporcional, como a continuación se demuestra. 

Se trata de una medida que, sin duda, persigue una finalidad constitucionalmente válida, (…). 

Sin embargo, la medida legislativa consistente en poner un tope al monto por el que se puede 
condenar al Estado por concepto de indemnización, no es idónea, esto es, no contribuye a 
evitar reclamos injustificados e indemnizaciones excesivas por parte de los particulares, pues 
no sirve como control de la veracidad y autenticidad de los reclamos; ni tampoco sirve para 
encauzar el pago de indemnizaciones exclusivamente en favor de quienes de manera 
justificada lo reclamen, ni para generar parámetros objetivos y razonables para la 
individualización de las compensaciones. 

El tope contenido en el precepto impugnado tampoco es necesario, pues aún sin ese tope, no 
podría afirmarse que el operador jurídico tiene libertad ilimitada para fijar una cantidad 
exorbitante a cargo del Estado, de manera arbitraria; por el contrario, existen otras medidas en 
nuestro ordenamiento, que impiden jurídicamente que procedan reclamos injustificados e 
indemnizaciones excesivas. 

66. En suma, el derecho a la justa indemnización por los daños causados por la actividad administrativa 
irregular del Estado es un derecho de rango constitucional, de contenido sustantivo y con ámbito de 
validez en todos los órdenes jurídicos del Estado Mexicano. Dicho derecho tiene como objeto la 
reparación de la integridad del patrimonio afectado en proporción a la gravedad del daño y a las 
circunstancias del caso y su alcance debe medirse en función de la obligación de dejar indemne al 
sujeto activo de la relación. Si bien no es un derecho absoluto, tiene un ámbito material mínimo propio 
que debe tutelarse en la forma en que está previsto en la norma constitucional, por lo que no debe ser 
restringido arbitraria o desproporcionadamente por el poder legislativo ordinario en ejercicio de la 
facultad obligatoria de configuración normativa. En ese sentido, su limitación mediante el 
establecimiento de topes, tarifas o montos mínimos o máximos que impidan atender a criterios de 
razonabilidad no es compatible con el derecho a la reparación integral del daño. 

B) Pronunciamiento sobre la invalidez del artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo. 

67. Una vez que ha quedado precisado el contenido y alcance del derecho a la justa indemnización por los 
daños causados por el Estado con motivo de su actividad administrativa irregular, lo conducente es 
desarrollar por qué el límite contenido en el artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo es inconstitucional. 

68. En la iniciativa ciudadana de Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo y sus 
Municipios de veinticinco de febrero de dos mil diecinueve se asentó que “La responsabilidad directa 
y/o solidaria y/o subsidiaria del Estado, ayudaría de forma directa en la mejora de el (sic) servicio 
público, al obligar a los entes públicos a aumentar sus controles de calidad, capacitaciones, entregar 
mejores resultados y planear mejor sus acciones con el fin de no recaer en una responsabilidad 
patrimonial y administrativa, redundando en una mejor relación ciudadanos-gobierno.” 

69. En la iniciativa en comento, era el artículo 11, fracción II, párrafo segundo, de la ley el que 
originalmente disponía que “La indemnización por daño moral que las entidades estén obligadas a 
cubrir no excederá del equivalente a tres mil seiscientos cincuenta veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización por cada reclamante afectado.” 

                                                 
21  Amparo directo 18/2015. Sentencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 10 de mayo de 2017, 

por unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ministro Eduardo Medina Mora I. Párrafos 43, 44, 46 y 47. 
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70. Debe destacarse que de la exposición de motivos no se advierte la razón de ese límite cuantitativo. 

71. La iniciativa ciudadana fue turnada a la Comisión de Puntos Legislativos y Técnica Parlamentaria para 
su estudio, análisis y posterior dictamen. El veintiséis de noviembre de dos mil diecinueve fue aprobado 
el Dictamen con Minuta de Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo, en el que 
la Comisión de Puntos Legislativos y Técnica Parlamentaria sometió a su aprobación, en lo general, la 
iniciativa ciudadana de ley y, en lo particular, las modificaciones efectuadas a esa iniciativa. 

72. Ahí se mencionó la necesidad de expedir la ley de la materia con el objeto de no seguir recayendo en 
una omisión legislativa absoluta violatoria de los principios constitucionales y del derecho de los 
particulares a ser indemnizados debidamente. 

73. Expresamente se dijo que debía regularse la responsabilidad del Estado “(…) bajo los principios 
propios del derecho público, en concreto del derecho administrativo, estableciendo una responsabilidad 
directa y objetiva, en la que el ciudadano tenga derecho a una indemnización justa, proporcional y 
equitativa”, para así cumplir con el mandato constitucional a cargo del Estado “(…) de resarcir los 
daños y perjuicios que cause a los particulares, cuando éstos no tengan la obligación jurídica de 
soportarlos.”. 

74. También se retomaron de la iniciativa ciudadana los objetivos de “(…) elevar la calidad y 
profesionalismo de los servicios públicos, al obligar a los entes públicos a aumentar sus controles de 
calidad, capacitaciones, entregar mejores resultados y planear mejor sus acciones con el fin de no 
recaer en una responsabilidad patrimonial y administrativa, así como también restablecer la confianza 
de los gobernados frente al Estado, redundando en una mejor relación entre la sociedad y el 
gobierno.”. 

75. En seguida, se explicó que la ley estaría conformada por cinco capítulos; el segundo de ellos 
denominado “De las indemnizaciones”. Al respecto, se estableció el reconocimiento de “(…) la función 
primordialmente reparadora de los daños causados a los particulares, con lo cual se busca brindar un 
resarcimiento al particular afectado en su patrimonio mediante el pago de una indemnización y su 
actualización.” En lo relativo a la cuantía de las indemnizaciones, únicamente se precisó que sería 
aquella “(…) que resulte de las valoraciones aceptadas en otras leyes para reconocer el valor de los 
daños efectivamente producidos, según sea su naturaleza.”. 

76. En el dictamen con minuta de ley en cita, el texto originalmente asignado al artículo 11, fracción II, 
párrafo segundo, se trasladó al diverso 14, fracción II, párrafo segundo. 

77. El veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve se aprobó el Dictamen con Minuta de Decreto de Ley 
de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo. 

78. Como se relató al inicio de esta resolución, el veintiuno de febrero de dos mil veinte se publicó en el 
periódico oficial de la entidad la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo. La 
norma impugnada, esto es, artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la ley, dispone textualmente lo 
siguiente: 

Artículo 14. Los montos de las indemnizaciones se calcularán de la siguiente forma: (…) 

II. En el caso de daño moral, la autoridad administrativa o jurisdiccional, en su caso, calculará 
el monto de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en el Código Civil del 
Estado de Quintana Roo, y a falta de disposición de éste en el Código Civil Federal, debiendo 
tomar en consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante. 

La indemnización por daño moral que los entes públicos estatales o municipales estén 
obligados a cubrir no excederá del equivalente a tres mil seiscientos cincuenta veces del valor 
diario de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) vigente, por cada reclamante afectado, y 
(…). 

79. De la transcripción se desprende que la indemnización por concepto de daño moral se encuentra 
limitada a un monto máximo equivalente a tres mil seiscientas cincuenta veces del valor diario de la 
UMA por cada reclamante afectado. 

80. De conformidad con lo desarrollado en el apartado que antecede y como lo han resuelto ambas Salas 
de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversos precedentes22, este Tribunal Pleno 
considera que el establecimiento de una cantidad o tope máximo por encima del que no pueda 
condenarse a los entes públicos estatales y municipales del Estado de Quintana Roo a responder 
patrimonialmente por el daño moral que ocasionen con motivo de su actividad administrativa irregular 
implica una limitación al derecho a la justa indemnización que va en contra de su propia naturaleza. 

                                                 
22  Véase supra nota 19. 
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81. Lo anterior es así, pues no responde a la dimensión o gravedad del daño causado, ni a la falta de 
diligencia del Estado para evitarlo, con la consecuente afectación al objetivo esencial del régimen 
constitucional de responsabilidad patrimonial del Estado y de la propia ley estatal impugnada, 
consistente en que las personas no tengan que soportar los daños que el Estado les ocasione por su 
actividad administrativa irregular y en repararlos integralmente mediante una indemnización justa, 
proporcional y equitativa. 

82. En efecto, el establecimiento de un tope para la cuantificación de la indemnización por daño moral no 
permite que se cumpla a cabalidad con la finalidad resarcitoria que configura la naturaleza del sistema 
de responsabilidad patrimonial del Estado y que quedó plasmada tanto en la exposición de motivos de 
la reforma constitucional de dos mil dos, como en la de la ley estatal impugnada; por el contrario, 
permite que sea la persona afectada quien asuma e interiorice patrimonialmente las consecuencias 
suscitadas en su esfera jurídica, de manera que, al menos en esa medida, queda impune la actividad 
administrativa irregular dañina del Estado. 

83. En igual sentido, la previsión de un tope de esa naturaleza pugna con la otra finalidad de la reforma 
constitucional en materia de responsabilidad patrimonial del Estado y con los objetivos perseguidos con 
la expedición de la ley impugnada, a saber: robustecer la confianza en el Derecho y en el Estado y 
elevar la calidad y profesionalismo de los servicios públicos, al obligar a los entes públicos estatales y 
municipales a aumentar sus controles de calidad y capacitaciones, a entregar mejores resultados y a 
planear mejor sus acciones con el fin de no incurrir en responsabilidad, redundando en una mejor 
relación entre la sociedad y el gobierno. 

84. Efectivamente, si se establece un límite máximo por encima del que no se permita condenar a los entes 
públicos estatales y municipales del Estado de Quintana Roo al pago de una indemnización por daño 
moral causado por su actividad administrativa irregular, difícilmente podrán cumplirse las mencionadas 
finalidades a cabalidad. 

85. Lo anterior, porque la posibilidad de ser condenado al pago de una indemnización sirve como incentivo 
para evitar incurrir en conductas que generen un daño; sin embargo, la existencia de un tope permite 
que, en la práctica administrativa, se promueva entre los entes públicos que calculen la posibilidad de 
ser condenados como un riesgo contingente, pero admisible hasta cierto punto, lo que impide que tales 
órganos procuren su mayor esfuerzo para mejorar cada vez más la calidad del servicio que prestan. 

86. En otras palabras, el tope establecido en la ley elimina los incentivos necesarios para que los entes 
públicos estatales y municipales tomen previsiones para evitar vulneraciones derivadas de su actividad 
administrativa irregular en casos futuros; pues, al siempre tener que responder por una misma 
cantidad, con independencia de la magnitud del daño moral ocasionado, se crean impulsos inversos al 
esfuerzo de perfeccionamiento de los servicios públicos que el Estado presta. 

87. Ahora, es cierto que, como se vio en el apartado anterior, el derecho a la justa indemnización por los 
daños causados por el Estado con motivo de su actividad administrativa irregular no es absoluto y que 
al legislativo ordinario, federal o estatal se le concedió una amplia facultad de configuración normativa, 
de ejercicio obligatorio, para dar operatividad al sistema de responsabilidad patrimonial del Estado; lo 
que se deriva del texto expreso del artículo 109, último párrafo, de la Constitución Política del país, en 
el que se establece que los particulares tienen derecho a una indemnización “conforme a las bases, 
límites y procedimientos que establezcan las leyes”. 

88. Sin embargo, también quedó establecido que el derecho en comento tiene un ámbito material mínimo 
propio que debe tutelarse en la forma en que fue concebido y está previsto en la norma constitucional; 
de lo que se sigue que cualquier límite impuesto en la normatividad secundaria debe estar justificado y 
ser proporcional. 

89. En el caso, el límite cuantitativo establecido en el párrafo segundo de la fracción II del artículo 14 de la 
Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo no es una medida legislativa 
proporcional, como a continuación se explica. 

90. Este límite se trata de una medida que, sin duda, persigue una finalidad constitucionalmente válida, 
pues, aunque no se precisó expresamente en el proceso legislativo que le dio origen, al haberse 
establecido que el derecho sería a una indemnización “justa, proporcional y equitativa”, válidamente 
puede sostenerse que lo que buscó el legislativo local fue proteger el erario del Estado de Quintana 
Roo en contra de reclamos injustificados, así como que el presupuesto establecido para hacer frente a 
la responsabilidad patrimonial del Estado se concentre en un mayor número de indemnizaciones. Así 
fue como los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Quintana Roo razonaron y fundamentaron 
jurídicamente la validez de la norma impugnada al momento de rendir sus respectivos informes. 
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91. Por “reclamo injustificado” puede entenderse aquel que no se puede justificar en los fines de la 
responsabilidad patrimonial del Estado (reparar los daños ocasionados por una actividad administrativa 
irregular que los particulares no tengan el deber de soportar, elevar la calidad de los servicios públicos 
y robustecer la confianza en el Estado). 

92. En ese entendido, no puede sostenerse que la medida legislativa consistente en poner un límite 
máximo al monto por el que se puede condenar a los entes públicos estatales y municipales de la 
entidad por concepto de indemnización por daño moral sea idónea; es decir, no puede decirse que 
contribuya a evitar reclamos injustificados, pues no sirve como control de la veracidad y autenticidad de 
los reclamos. 

93. El límite contenido en la norma impugnada tampoco es necesario, ya que, aun sin ese tope cuantitativo, 
el operador jurídico no tiene libertad absoluta para admitir cualquier reclamo o para fijar cualquier 
cantidad por concepto de indemnización; por el contrario, existen medidas en el ordenamiento que 
impiden jurídicamente que procedan reclamos injustificados. 

94. En efecto, para evitar reclamos injustificados, existen en la ley requisitos de procedencia, tanto 
formales como de fondo, y facultades de control. 

Los elementos indispensables para la procedencia de una reclamación, de acuerdo con los artículos 3 
y 4 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo son23: 

a) Que el daño reclamado sea consecuencia de la actividad administrativa irregular de los entes 
públicos estatales y municipales del Estado. 

b) Que el daño sea real y evaluable en dinero. 

c) Que el daño esté directamente relacionado con una o varias personas y sea desigual al que 
pudiera afectar al común de la población. 

d) Que no se trate de un daño causado por caso fortuito o fuerza mayor. 

e) Que el daño no derive de hechos o circunstancias que no se hubieren podido prever o evitar 
según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de 
su realización. 

f) Que el daño no derive de obras públicas, programas o acciones de interés público que 
temporalmente puedan afectar al común de la población. 

g) Que el daño no lo haya causado un servidor público cuando actuaba fuera del ejercicio de sus 
funciones. 

h) Que el afectado no haya participado, coadyuvado, asistido o simulado directa o indirectamente la 
producción del daño. 

95. Los elementos descritos constituyen un filtro previsto por el legislativo estatal idóneo y necesario para 
evitar reclamos injustificados, ya que estructuran un esquema de procedencia que, en forma adecuada, 
los depura o filtra a partir de la integración de elementos de valoración objetivos que inciden en la 
selección cualitativa de las reclamaciones de daños que se presenten, haciendo viables sólo aquellas 
que encuentren justificación y merezcan tener un trámite y, consecuentemente, evitando aquellas que 
no lo hagan. 

96. Adicionalmente, ante la posible vulneración del sistema de filtración que representa el esquema de 
procedencia, el legislativo estatal también estableció una facultad de control consistente en obligar a 
los entes públicos estatales o municipales a denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que 
directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños con el propósito de 
acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial a cargo de ellos o de obtener alguna de las 

                                                 
23  Artículo 3. Se exceptúan de la obligación de indemnizar por parte de los entes públicos estatales y municipales, de acuerdo con esta Ley: 
   I. Los casos fortuitos y de fuerza mayor; 
   II. Los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular de los entes públicos; 
   III. Aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de 

la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento; 
   IV. Deriven de obras públicas, programas y acciones de interés público que temporalmente pudieran afectar al común de la población; 
   V. Las que causen los servidores públicos cuando no actúen en ejercicio de funciones públicas, y 
   VI. Los que sean consecuencia de que el afectado directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule su producción, denotando 

su dolo y permitiendo la actividad irregular de los mismos por parte de los entes públicos. 
   Artículo 4. Los daños y perjuicios materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada, incluidos los personales y morales, habrán 

de ser reales, evaluables en dinero, directamente relacionados con una o varias personas y desiguales a los que pudieran afectar al 
común de la población. 
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indemnizaciones a que se refiere la ley, tal y como se advierte del artículo 10 de la ley24. Esta medida 
constituye un incentivo más para evitar reclamos injustificados que pretendan vulnerar ilegítimamente el 
erario del Estado de Quintana Roo. 

97. En consecuencia, queda demostrado que el límite cuantitativo establecido en el párrafo segundo de la 
fracción II del artículo 14 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo no es 
una medida legislativa proporcional a la luz del derecho a la justa indemnización por los daños 
causados por el Estado con motivo de su actividad administrativa irregular. 

98. Ello, ya que, por un lado, se trata de una limitación al derecho que va en contra de su propia 
naturaleza, pues no permite responder a la dimensión del daño moral causado, ni a las particularidades 
de cada caso; y, por el otro, aunque la finalidad que persigue es constitucionalmente válida, lo cierto es 
que no es idónea ni necesaria para su consecución, en tanto que en la propia ley impugnada existen 
reglas que restringen la posibilidad de que se actualicen consecuencias perjudiciales para el erario del 
Estado de Quintana Roo. 

99. Por lo anterior, este Tribunal Pleno concluye que el párrafo segundo de la fracción II del artículo 14 de 
la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo es contrario al artículo 109, último 
párrafo, de la Constitución Política del país y, por lo tanto, que debe declararse su invalidez. 

100. SEXTO. Efectos. En mérito de lo expuesto, con fundamento en los artículos 41, fracción IV, y 73 de la 
Ley reglamentaria de la materia25, se declara la invalidez del artículo 14, fracción II, párrafo segundo, 
de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo, publicada en el periódico oficial 
de la entidad el veintiuno de febrero de dos mil veinte. 

101. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de 
este fallo al Congreso del Estado de Quintana Roo. 

102. SÉPTIMO. Decisión. Por lo antes expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo, expedida mediante el Decreto número 002, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiuno de febrero de dos mil veinte, la cual 
surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Quintana 
Roo, de conformidad con lo establecido en los considerandos quinto y sexto de esta decisión. 

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en la Periódico Oficial del 
Estado de Quintana Roo, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 
concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos 
Farjat, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto de los considerandos primero, segundo, tercero y 
cuarto, relativos, respectivamente, a la competencia, a la oportunidad, a la legitimación y a las causas de 
improcedencia y sobreseimiento. 

                                                 
24  Artículo 10. Los entes públicos estatales o municipales tendrán la obligación de denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que 

directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños con el propósito de acreditar indebidamente la 
Responsabilidad Patrimonial de los entes públicos estatales o municipales o de obtener alguna de las indemnizaciones a que se refiere 
esta Ley. 

25  Artículo 41. Las sentencias deberán contener:(…) 
    IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o 

actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la 
sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de 
la propia norma invalidada; 

    Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 
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En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de los párrafos del 83 al 86, Esquivel Mossa, Ortiz 
Ahlf separándose del párrafo 90 y por consideraciones adicionales, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos 
Farjat, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de 
fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo, expedida mediante el Decreto número 002, 
publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiuno de febrero de dos mil veinte. El señor 
Ministro González Alcántara Carrancá anuncio voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá incluso por declarar la invalidez por extensión del artículo 132 del 
Código Civil Local, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Pérez Dayán y 
Presidenta Piña Hernández, respecto del considerando sexto, relativo a los efectos, consistente en que la 
declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos al 
Congreso del Estado de Quintana Roo. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto 
concurrente. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos 
Farjat, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

Los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Javier Laynez Potisek no asistieron a la sesión por 
gozar de vacaciones, el primero al haber integrado la comisión de receso correspondiente al segundo periodo 
de sesiones de dos mil catorce y el segundo al haber integrado la comisión de receso correspondiente al 
segundo periodo de sesiones de dos mil diecisiete. 

La señora Ministra Presidenta Piña Hernández declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. 

Firman las señoras Ministras Presidenta y la Ponente con el Secretario General de Acuerdos quien da fe. 

Presidenta, Ministra Norma Lucía Piña Hernández.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Licenciado Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de veintiséis fojas útiles, 
en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente 
de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 175/2020, promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del 
siete de febrero de dos mil veintitrés. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a dos de mayo de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 175/2020. 

1. En sesión de siete de febrero de dos mil veintitrés, el Tribunal Pleno resolvió la acción de 
inconstitucionalidad 175/2020, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en la 
que declaró la invalidez del artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado de Quintana Roo, publicada en el periódico oficial de la entidad el veintiuno de 
febrero de dos mil veinte. 

2. El asunto requirió resolver si el artículo 14, fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado de Quintana Roo vulnera los derechos de acceso a la justicia, reparación 
integral y justa indemnización, al prever un límite cuantitativo máximo a la indemnización por daño 
moral que los entes públicos estatales o municipales en Quintana Roo están obligados a cubrir 
derivado de su actividad administrativa irregular. 

3. Si bien coincido con el sentido de la resolución, no comparto algunas de las razones que se plasmaron 
en la sentencia. Para explicar lo anterior, expondré muy brevemente las consideraciones de la 
sentencia para dar respuesta al problema que se nos plantea (I), para después expresar mis razones 
de disenso (II). 

I. Consideraciones de la sentencia. 

4. En principio, la sentencia precisa el alcance y contenido del derecho a la justa indemnización por los 
daños causados por el Estado con motivo de su actividad administrativa irregular1. Se concluye que el 
derecho es uno de rango constitucional, cuyo objeto es la reparación de la integridad del patrimonio 

                                                 
1 Páginas 21 a 35 de la sentencia.  
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afectado en proporción a la gravedad del daño y a las circunstancias del caso y su alcance debe 
medirse en función de la obligación de dejar indemne al sujeto activo de la relación. La resolución hace 
énfasis en que este derecho no es uno absoluto, pero su ámbito material mínimo propio no debe ser 
restringido arbitraria o desproporcionadamente por el Poder Legislativo ordinario en ejercicio de la 
facultad obligatoria de configuración normativa. Es por ello que el establecimiento de topes, tarifas o 
montos mínimos o máximos que impidan atender a criterios de razonabilidad no es compatible con el 
derecho a la reparación integral del daño2. 

5. Finalmente, la sentencia concluye que la norma impugnada restringe de manera desproporcional el 
derecho a la justa indemnización en tanto no permite responder a la dimensión del daño efectivamente 
causado, ni a las particularidades de cada caso. Esto debido a que, si bien la norma impugnada sí 
persigue una finalidad constitucionalmente válida, consistente en evitar un perjuicio desmedido al 
erario, ésta no es idónea ni necesaria. Lo anterior porque, por un lado, no evita reclamos injustificados, 
ni dispone parámetros eficientes para individualizar las compensaciones respectivas; y, por otro, la 
propia ley ya establece mecanismos para impedir la procedencia de reclamos injustificados3. 

II. Razones de disenso. 

6. Como anuncié, coincido con la resolución en términos generales y la declaración de invalidez que 
propone. Sin embargo, no concuerdo con dos puntos del análisis que realiza la sentencia en el estudio 
de fondo. El primero se refiere al impacto que la existencia de un tope al monto de la indemnización 
tiene en la actuación los entes públicos y sus respectivos funcionarios. El segundo es en relación con la 
aplicación del test de proporcionalidad a afectaciones de lo que la resolución denomina el ámbito 
material mínimo del derecho a la justa indemnización. Asimismo, si bien estoy de acuerdo con los 
efectos de la sentencia, considero que estos debieron incluir una declaración de invalidez por extensión 
del artículo 132 del Código Civil local. 

a) Disenso sobre el impacto que los topes máximos a la indemnización por actividad irregular del Estado 
tienen en la actuación de los servidores públicos. 

7. En relación con la primera cuestión, en la sentencia se afirma que la existencia de un tope máximo para 
el pago de la indemnización por actividad administrativa irregular conlleva que los entes públicos dejen 
de procurar de manera intencionada su mayor esfuerzo en la calidad de los servicios prestados4. 
Estimo que tal argumento parte de premisas no demostradas, que no toman suficientemente en cuenta 
los tipos de motivaciones de los servidores públicos y la manera en la que las sentencias sobre 
responsabilidad patrimonial del Estado pueden impactar en ellos. 

8. En mi opinión, las consideraciones de la sentencia soslayan que el patrimonio con el cual el Estado 
hace frente a las indemnizaciones no pertenece a los servidores públicos involucrados en la actividad 
irregular. Es cierto que, conforme al artículo 31 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 
Estado, éste puede repetir contra los servidores públicos que sean responsables del daño. Sin 
embargo, es importante tomar en cuenta que este precepto indica que para ello es necesario que se 
haya determinado en un proceso administrativo disciplinario que han incurrido en faltas administrativas 
graves. Así, el solo hecho de que se haya determinado que el Estado incurrió en actividad irregular, la 
cual no requiere acreditar negligencia o dolo, así como que debe reparar el daño causado no permite 
establecer que los servidores públicos involucrados terminarán pagando el monto de la indemnización. 

9. Además, estimo que los argumentos del proyecto restan eficacia al principio de buena fe que debe regir 
a las autoridades administrativas. Los argumentos de la sentencia sugieren que las razones que los 
servidores públicos tienen para cumplir adecuadamente sus funciones son meramente prudenciales, es 
decir, relacionadas con su propio bienestar y sus propios intereses. Soslayan, aunque no niegan, que 
sus principales motivaciones puedan ser no autointeresadas y estar más bien relacionadas con su 
compromiso en contribuir al bienestar de los mexicanos y, en general, de todas las personas que están 
en el país. 

10. Así, no considero válido señalar que la inexistencia del límite cuantitativo previsto en el precepto 
impugnado es necesaria para evitar que los servidores públicos, de manera intencional y premeditada, 
busquen incumplir con sus obligaciones o provocar un daño calculado. En todo caso, incluso partiendo 
de una concepción meramente autointeresada de los servidores públicos, estimo que no puede 
juzgarse si existen incentivos prudenciales suficientes para el adecuado desempeño de las funciones 
públicas atendiendo únicamente a los procesos de responsabilidad patrimonial del Estado. No 
podemos pasar por alto que estos mismos servidores públicos pueden ser sujetos a otros tipos de 
responsabilidad, particularmente en materia penal, para garantizar el adecuado cumplimiento de sus 
funciones. 

                                                 
2 Página 35 de la sentencia.  
3 Páginas 36 a 46 de la sentencia. 
4 Párrafos 83 a 86 de la sentencia.  
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11. Por lo anterior, me parece que el análisis de si topes máximos a montos de indemnización respetan el 
derecho a una justa indemnización no debe centrarse en los incentivos que la indemnización, 
considerada en forma independiente, proporciona a servidores públicos y, por lo tanto, a los entes del 
Estado. Más bien debe enfocarse en si impide injustificadamente que se garantice una reparación 
integral a la víctima. 

12. Con lo anterior no pretendo pasar por alto la vertiente de no repetición que, conforme a la Corte 
Interamericana, constituye un componente central de la reparación integral o justa indemnización. Sin 
embargo, estimo que el análisis de si esta dimensión de la reparación se cumple no puede hacerse 
atendiendo únicamente a los montos de la indemnización.5 De cualquier forma, un monto de 
indemnización podría ser más que suficiente para desincentivar una conducta por parte de los 
servidores públicos y aun así ser claramente insuficiente para proporcionar una justa indemnización a 
las personas afectadas por la actividad irregular estatal. 

b) Disenso sobre el ámbito material o contenido mínimo del derecho a una justa indemnización y su 
compatibilidad con el test de proporcionalidad. 

13. Ahora bien, en lo que se refiere a la segunda cuestión, estimo que las consideraciones de la sentencia 
en las que se indica que la prohibición de topes máximos forma parte del ámbito material mínimo del 
derecho a una justa indemnización no son compatibles con el test de proporcionalidad. Al respecto, la 
sentencia no aclara a qué se refiere con el ámbito material mínimo de este derecho, pero sus 
consideraciones dan a entender que con ello pretende referirse a su contenido mínimo o núcleo 
esencial. 

14. En una de sus principales concepciones,6 el núcleo esencial de los derechos se refiere a las 
obligaciones que éstos imponen y que no pueden limitarse justificadamente en ninguna circunstancia. 
En otras palabras, el núcleo esencial de un derecho establece exigencias absolutas, que no pueden ser 
afectadas o limitadas en ningún grado por el Estado, pues harían nugatorio al derecho mismo. 

15. Bajo esta concepción, las restricciones al núcleo esencial o contenido mínimo de los derechos siempre 
son injustificadas. Éstas nunca pueden resultar proporcionales y, en consecuencia, resulta innecesario 
e inapropiado analizarlas con base en un test de proporcionalidad. El examen de si las restricciones al 
derecho son legítimas y proporcionales únicamente podría hacerse respecto de las exigencias que 
corresponden a la periferia de un derecho, no a su núcleo. 

16. Por ello, me parece que la sentencia debió haber aclarado a qué se refería por el ámbito material 
mínimo del derecho a una justa indemnización, así como analizado si era compatible atribuir a este 
contenido mínimo la prohibición de establecer topes mínimos a indemnizaciones y someter tales topes 
a un análisis de proporcionalidad. 

c) Disenso sobre el apartado de efectos. 

17. En último lugar, si bien coincidí con los efectos de la sentencia, considero que adicionalmente debió 
haberse declarado la invalidez por extensión del artículo 132 del Código Civil local en las porciones 
normativas que establecen parámetros mínimos y máximos para la indemnización por daño moral, ya 
que este precepto comparte el mismo vicio de invalidez que el numeral invalidado por vía directa, y se 
encuentra en una relación de dependencia sistemática con éste, pues es de aplicación supletoria 
conforme al diverso 9 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Quintana Roo7. 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, formulado en relación con la sentencia del siete de febrero de  dos 
mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción de 
inconstitucionalidad 175/2020, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica 
con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a dos de mayo de 
dos mil veintitrés.- Rúbrica. 

                                                 
5  De hecho, en la jurisprudencia de la Corte Interamericana, las medidas de no repetición suelen centrarse en los montos de 

indemnizaciones o de sanciones, y más bien suelen referirse al desarrollo de capacitaciones de servidores públicos, así como reformas 
legislativas al derecho interno. 

6  Otra de ellas se refiere a aquellas obligaciones que imponen los derechos que deben ser cumplidas de manera inmediata, en vez de estar 
sujetas a un cumplimiento progresivo por parte del Estado. 

7  Véase la tesis jurisprudencial 53/2010, emitida por el Tribunal Pleno, de rubro “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIONES 
DE INCONSTITUCIONALIDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR LA INVALIDEZ INDIRECTA DE LAS NORMAS”. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  EXTRANJERA PAGADERAS EN 
LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $17.6723 M.N. (diecisiete pesos con seis mil setecientos veintitrés 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 26 de mayo de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Operaciones de 
Mercado, Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- Rúbrica.- Gerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y 
Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Subgerente de Cambios Nacionales,  Lic. 
Carlos Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5017 y 11.5137 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA México, S.A., Banco Nacional de México, S.A., Banca Mifel, S.A., 
Banco Invex, S.A., Banco J.P. Morgan, S.A., Banco Azteca, S.A. y ScotiaBank Inverlat, S.A. 

Ciudad de México, a 26 de mayo de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Operaciones de 
Mercado, Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- Rúbrica.- Gerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y 
Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Subgerente de Cambios Nacionales,  Lic. 
Carlos Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 11.27 por ciento. 

Ciudad de México, a 25 de mayo de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Operaciones de 
Mercado, Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- Rúbrica.- Gerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y 
Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Subgerente de Cambios Nacionales,  Lic. 
Carlos Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se declara que el Padrón Electoral y la 
Lista Nominal de Electores que serán utilizados con motivo de las jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 
2023, son válidos y definitivos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG262/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE DECLARA QUE 
EL PADRÓN ELECTORAL Y LA LISTA NOMINAL DE ELECTORES QUE SERÁN UTILIZADOS CON MOTIVO DE LAS 
JORNADAS ELECTORALES A CELEBRARSE EL 4 DE JUNIO DE 2023, SON VÁLIDOS Y DEFINITIVOS 

GLOSARIO 

CAP  Campaña de Actualización Permanente. 

CDV Comisión(es) Distrital(es) de Vigilancia. 

CLV Comisión(es) Local(es) de Vigilancia. 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia. 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

COVE Comisión del Voto de las Mexicanas y los Mexicanos Residentes en el Extranjero. 

CPEUM/ 
Constitución 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

CPV Credencial(es) para Votar. 

CPVE Credencial(es) para Votar desde el Extranjero. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

Decreto Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General de Partidos 
Políticos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y se expide la Ley 
General de los Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral. 

JDE Junta(s) Distrital(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral. 

JGE Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral. 

JLE Junta(s) Local(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral. 

LAVE Lineamientos para el acceso, verificación y entrega de los datos personales en posesión 
del Registro Federal de Electores por los integrantes de los Consejos General, Locales y 
Distritales, las Comisiones de Vigilancia del Registro Federal de Electores y los 
Organismos Públicos Locales. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

LIAER Lineamientos para la incorporación, actualización, exclusión y reincorporación de los 
registros de las ciudadanas y los ciudadanos en el Padrón Electoral y la Lista Nominal de 
Electores. 

Lineamientos 
LNEPP 

Lineamientos para la conformación de la Lista Nominal de Electores de Personas que se 
encuentran en Prisión Preventiva para los Procesos Electorales Locales 2022-2023 en 
los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México. 

Lineamientos 
LNERE 

Lineamientos para la conformación de la Lista Nominal de Electores Residentes en el 
Extranjero para los Procesos Electorales Locales 2022-2023. 

Lineamientos 
LNEVA 

Lineamientos para la conformación de la Lista Nominal de Electores de la prueba piloto 
del voto anticipado para el Proceso Electoral Local 2022-2023 en los estados de 
Coahuila de Zaragoza y México. 
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Lineamientos 
OPL 

Lineamientos que establecen los plazos y términos para el uso del Padrón Electoral y las 
Listas Nominales de Electores para los Procesos Electorales Locales 2022-2023. 

Lista(s) 
Adicional(es) 

Lista(s) Nominal(es) de Electores producto de Instancias Administrativas y resoluciones 
favorables del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

LNE Lista(s) Nominal(es) de Electores. 

LNEDF Lista(s) Nominal(es) de Electores Definitiva(s) con Fotografía. 

LNEPP Lista(s) Nominal(es) de Electores de Personas que se encuentran en Prisión Preventiva. 

LNER Lista(s) Nominal(es) de Electores para Revisión. 

LNERE Lista(s) Nominal(es) de Electores Residentes en el Extranjero.  

LNEVA Lista(s) Nominal(es) de Electores con Voto Anticipado en Territorio Nacional 

MAC Módulo(s) de Atención Ciudadana. 

OPL Organismo(s) Público(s) Local(es). 

PEL Proceso(s) Electoral(es) Local(es). 

PIT-VMRE Plan Integral de Trabajo del Voto de las Mexicanas y los Mexicanos Residentes en el 
Extranjero, Procesos Electorales Locales 2022-2023 

PIyCPEL  Plan Integral y Calendarios de Coordinación de los Procesos Electorales Locales 2022-
2023. 

RE Reglamento de Elecciones del Instituto Nacional Electoral. 

RIINE Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral. 

RPP Representaciones de los Partidos Políticos. 

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

SIILNEPP Solicitud(es) Individual(es) de Inscripción a la Lista Nominal de Electores de Personas 
que se encuentran en Prisión Preventiva para la Votación Postal para el PEL 2022-2023. 

SIILNERE Solicitud(es) Individual(es) de Inscripción a la Lista Nominal de Electores Residentes en 
el Extranjero. 

SIILNEVA Solicitud(es) Individual(es) de Inscripción a la Lista Nominal de Electores con Voto 
Anticipado en territorio nacional. 

SPECRE Sección del Padrón Electoral de las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos residentes 
en el extranjero. 

SRE Secretaría de Relaciones Exteriores.  

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

UTVOPL Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales. 

VA Voto Anticipado en Territorio Nacional. 

VMRE Voto de las Mexicanas y los Mexicanos Residentes en el Extranjero. 

VPPP Voto de las Personas que se encuentran en Prisión Preventiva. 

VRFE Vocalía(s) del Registro Federal de Electores. 

 

ANTECEDENTES 

1. Procedimiento para la detección y baja de registros duplicados. El 7 de agosto de 2014, la 
DERFE expidió el “Procedimiento para la detección y baja de registros duplicados. Versión 1.2.” 

2. Procedimiento para dar tratamiento a las notificaciones de pérdida de la ciudadanía o 
renuncia a la nacionalidad que formule la SRE. El 11 de agosto de 2014, la DERFE expidió el 
“Procedimiento para dar tratamiento a las notificaciones de pérdida de la ciudadanía o renuncia a la 
nacionalidad que formule la SRE. Versión 1.1.” 

3. Procedimiento alterno para dar de baja los registros de las y los ciudadanos fallecidos. El 27 
de noviembre de 2014, la CNV aprobó, mediante Acuerdo 1-ORD/08: 27/11/2014, el “Procedimiento 
alterno para dar de baja del Padrón Electoral los registros de ciudadanas y ciudadanos fallecidos. 
Versión 1.12. 24 de noviembre de 2014”. 
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4. Procedimiento para el Tratamiento de Registros y Trámites con Datos Personales Irregulares. 
El 12 de diciembre de 2014, la DERFE expidió el “Procedimiento para el Tratamiento de Registros y 
Trámites con Datos Personales Irregulares. Versión 2.5”. 

5. Modelo de Operación para la Credencialización en el Extranjero. El 16 de diciembre de 2015, 
este órgano superior de dirección aprobó, mediante Acuerdo INE/CG1065/2015, el Modelo de 
Operación para la Credencialización en el Extranjero. 

 En el primer párrafo del punto segundo de ese acuerdo, este Consejo General instruyó a la DERFE a 
conformar la sección del Padrón Electoral de ciudadanas y ciudadanos residentes en el extranjero y, 
en su momento, integrar la LNERE, a partir de la información que proporcionen las y los ciudadanos 
al solicitar su inscripción y/o actualización en las representaciones de México en el exterior, de 
acuerdo con los procedimientos operativos relativos a la credencialización y el análisis registral que 
están previstos en la etapa de procesamiento del referido Modelo. 

6. Conformación de la SPECRE. El 30 de marzo de 2016, este Consejo General aprobó, mediante 
Acuerdo INE/CG164/2016, la conformación de la SPECRE. 

7. Aprobación de los LAVE. El 4 de mayo de 2016, mediante Acuerdo INE/CG314/2016, este Consejo 
General aprobó los LAVE, cuyo contenido fue ratificado mediante diverso INE/CG424/2018 de fecha 
25 de abril de 2018. 

8. Cancelación de solicitudes de trámite y aplicación de las bajas correspondientes. El 10 de 
noviembre de 2016, la CNV aprobó, mediante Acuerdo 2-ORD/11: 10/11/2016, el procedimiento para 
la cancelación de solicitudes de trámite y aplicación de las bajas correspondientes. 

9. Procedimientos y protocolos relacionados con el Padrón Electoral y las LNE. El 21 de 
diciembre de 2016, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG860/2016, el Protocolo 
de seguridad para el acceso y manejo de los datos personales contenidos en el Padrón Electoral y 
las LNE; el Protocolo de seguridad para la entrega, devolución y destrucción de las relaciones de las 
y los ciudadanos con solicitud de trámite cancelada; el Procedimiento y Protocolo de seguridad para 
la generación, entrega, devolución o reintegro, borrado seguro y destrucción de las LNER, y el 
Procedimiento y Protocolo de seguridad para la generación, impresión, entrega, devolución y 
destrucción de las LNE para su uso en las jornadas electorales. 

 En el punto segundo del referido acuerdo, se determinó integrar como anexos del RE, al Protocolo de 
seguridad para el acceso y manejo de los datos personales contenidos en el Padrón Electoral y las 
LNE (19.1); el Procedimiento y Protocolo de seguridad para la generación, entrega, devolución o 
reintegro, borrado seguro y destrucción de las LNER (19.2), y el Procedimiento y Protocolo de 
seguridad para la generación, impresión, entrega, devolución y destrucción de las LNE para su uso 
en las jornadas electorales (19.3). 

10. Aprobación de los LIAER. El 28 de junio de 2017, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CG192/2017, los LIAER. 

11. Procedimiento para la formulación de Avisos Ciudadanos en el Extranjero. El 9 de noviembre 
de 2017, la CNV recomendó a la DERFE, mediante Acuerdo 1-ORD/11: 09/11/2017, aplicar el 
“Procedimiento para la Formulación de Avisos a las y los Ciudadanos que tramitaron su Credencial 
para Votar desde el Extranjero, Versión 1.2, octubre 2017”. 

12. Procedimiento para la formulación de Avisos Ciudadanos. El 30 de septiembre de 2018, la 
DERFE expidió el “Procedimiento para la formulación de avisos (Artículo 136, párrafo 5, de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales)”. 

13. Sentencia dictada en el expediente SUP-JDC-352/2018 y su acumulado SUP-JDC-353-2018.  El 
20 de febrero de 2019, al resolver los Juicios Ciudadanos SUP-JDC-352/2018 y su acumulado SUP-
JDC-353/2018, la Sala Superior del TEPJF concluyó que las personas en prisión preventiva que no 
han sido sentenciadas tienen derecho a votar, porque se encuentran amparadas bajo la presunción 
de inocencia. 

14. Procedimientos para la atención a la ciudadanía que está imposibilitada físicamente para 
acudir al MAC. El 22 de enero de 2020, este Consejo General, mediante Acuerdo INE/CG28/2020, 
aprobó los procedimientos para la atención a la ciudadanía que está imposibilitada físicamente para 
acudir al MAC y/o que no puede manifestar, por sus propios medios, su voluntad de manera clara, 
precisa e indubitable, para realizar su trámite de inscripción o actualización al Padrón Electoral y 
entrega de la CPV. 
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15. Modificación del Modelo de Operación para la Credencialización en el Extranjero. El 21 de 
febrero de 2020, este Consejo General, mediante Acuerdo INE/CG61/2020, aprobó la modificación 
del Modelo de Operación para la Credencialización en el Extranjero, aprobado en el diverso 
INE/CG1065/2015. 

16. Mecanismos para garantizar el derecho a la identidad de las personas suspendidas en sus 
derechos político-electorales. El 21 de febrero de 2020, este Consejo General aprobó, mediante 
Acuerdo INE/CG62/2020, los mecanismos para garantizar el derecho a la identidad de las personas 
suspendidas en sus derechos político-electorales, en acatamiento a la sentencia  SCM-JDC-
1050/2019, dictada por la Sala Regional Ciudad de México del TEPJF. 

 En ese sentido, a través de los mecanismos referidos, se dispone que los registros de las personas 
suspendidas en sus derechos político-electorales, solo se excluirán de la LNE y permanecerán 
vigentes en el Padrón Electoral, lo que permite emitir una CPV sólo como medio de identificación a 
esas personas. 

17. Procedimiento de Reincorporación al Padrón Electoral de las y los Ciudadanos Rehabilitados 
en sus Derechos Políticos por Notificación Judicial. El 3 de julio de 2020, mediante oficio 
INE/DERFE/0376/2020, la DERFE expidió el “Procedimiento de Reincorporación al Padrón Electoral 
de Ciudadanas y Ciudadanos Rehabilitados en sus Derechos Políticos por Notificación Judicial. 
Versión 2.1.” 

18. Procedimiento de Reincorporación al Padrón Electoral de las y los Ciudadanos Rehabilitados 
en sus Derechos Políticos por Petición Ciudadana. El 3 de julio de 2020, mediante oficio 
INE/DERFE/0376/2020, la DERFE expidió el “Procedimiento de Reincorporación al Padrón Electoral 
de Ciudadanas y Ciudadanos Rehabilitados en sus Derechos Políticos por Petición Ciudadana en el 
MAC. Versión 1.3.”. 

19. Modificaciones a los LIAER. El 8 de julio de 2020, este Consejo General, mediante Acuerdo 
INE/CG159/2020, aprobó las modificaciones a los LIAER, aprobados mediante diverso 
INE/CG192/2017. 

20. Modificaciones al Anexo 19.3 del RE aprobadas por la CRFE. El 3 de septiembre de 2020, 
mediante Acuerdo INE/CRFE56/06SE/2020, la CRFE aprobó las modificaciones al Anexo 19.3 del 
RE, con fundamento en el artículo 443, párrafo 1 de dicho Reglamento. 

21. Modificaciones a los LAVE. El 7 de septiembre de 2020, mediante Acuerdo INE/CG285/2020, este 
Consejo General aprobó las modificaciones a los LAVE, aprobados mediante Acuerdo 
INE/CG314/2016 y ratificados en el diverso INE/CG424/2018. 

22. Procedimiento para el tratamiento de las observaciones formuladas por los partidos políticos 
a la LNER. El 15 de enero de 2021, la CNV recomendó a la DERFE, mediante Acuerdo 
INE/CNV01/ENE/2021, aplicar el Procedimiento para el tratamiento de las observaciones formuladas 
por los partidos políticos a la LNER. 

23. Modificaciones al Anexo 19.3 del RE. El 26 de febrero de 2021, mediante Acuerdo 
INE/CG150/2021, este Consejo General aprobó las modificaciones al Anexo 19.3 del RE, referente a 
la generación de la LNE con Datos Acotados. 

24. Creación de la COVE. El 11 de agosto de 2021, mediante Acuerdo INE/CG1434/2021, este Consejo 
General aprobó la creación, con carácter temporal, de la COVE, con el objeto de supervisar y dar 
seguimiento al desarrollo de los trabajos, actividades y proyectos que se realicen en el marco de los 
PEL Ordinarios y, en su caso, Extraordinarios a celebrarse en los años 2022 y 2023 en las entidades 
federativas cuyas legislaciones contemplan el VMRE, así como la participación de la ciudadanía 
mexicana residente en el extranjero en los procesos de participación ciudadana que se celebren en 
2022 y 2023. 

25. Procedimiento para el Tratamiento de Registros con Datos de Domicilio Irregulares. El 12 de 
octubre de 2021, la CNV recomendó a la DERFE, mediante Acuerdo INE/CNV35/OCT/2021, aplicar 
el Procedimiento para el Tratamiento de trámites y registros con datos de Domicilio presuntamente 
Irregulares o falsos. 

26. Aprobación del PIT-VMRE. El 30 de junio de 2022, mediante Acuerdo INE/CG391/2022, este 
Consejo General aprobó el PIT-VMRE, con motivo de las elecciones ordinarias locales a celebrarse 
el 4 de junio de 2023 en las entidades de Coahuila y Estado de México, cuya legislación local 
contempla el VMRE para la elección de sus respectivas Gubernaturas. 
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27. Aprobación de los Lineamientos LNERE. El 30 de junio de 2022, este Consejo General aprobó, 
mediante Acuerdo INE/CG392/2022, los Lineamientos LNERE en el marco de los PEL 2022-2023 en 
las entidades de Coahuila y Estado de México. 

28. Aprobación de los Lineamientos OPL, así como de los plazos para la actualización del Padrón 
Electoral y los cortes de la LNE. El 20 de julio de 2022, mediante Acuerdo INE/CG581/2022, este 
Consejo General aprobó los Lineamientos OPL, así como los plazos para la actualización del Padrón 
Electoral y los cortes de la LNERE, con motivo de la celebración de los PEL 2022-2023. 

29. Anexos 21.1 y 21.2 del RE. Los días 20 de julio y 22 de agosto de 2022, mediante acuerdos 
INE/CG584/2022 e INE/CG597/2022, este Consejo General aprobó los Lineamientos para la 
organización del voto postal de las mexicanas y los mexicanos residentes en el extranjero para los 
procesos electorales y de participación ciudadana, así como los Lineamientos del voto electrónico 
por internet para las mexicanas y los mexicanos residentes en el extranjero, respectivamente. 

 Asimismo, este órgano superior de dirección acordó publicar en el RE esos lineamientos como sus 
anexos 21.1 y 21.2, respectivamente. 

30. Aprobación del PIyCPEL. El 26 de septiembre de 2022, este Consejo General aprobó, mediante 
Acuerdo INE/CG634/2022, el PIyCPEL, con motivo de las elecciones ordinarias locales a celebrarse 
el 4 de junio de 2023 en las entidades de Coahuila y Estado de México. 

31. Modelo de operación del voto presencial en el extranjero. El 19 de octubre de 2022, mediante 
Acuerdo INE/CG641/2022, este Consejo General aprobó el Modelo de operación del programa piloto 
del VMRE en modalidad presencial en Módulos Receptores de Votación en el extranjero para los 
PEL 2022-2023. 

32. Aprobación de los Lineamientos para la organización del VPPP y del Modelo de Operación. El 
29 de noviembre de 2022, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG822/2022, los 
Lineamientos para la organización del VPPP, el Modelo de Operación para la organización de la 
prueba piloto del VPPP. 

33. Aprobación de los Lineamientos para la organización del VA y del Modelo de Operación. El 29 
de noviembre de 2022, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG823/2022, los 
Lineamientos para la organización del VA y el Modelo de Operación para la organización de la 
prueba piloto del VA. 

34. Ampliación de vigencia de CPV. El 14 de diciembre de 2022, este Consejo General, mediante 
Acuerdo INE/CG846/2022, aprobó que las CPV que perdieron vigencia el 1° de enero de 2023, sean 
utilizadas en las elecciones ordinarias o, en su caso, extraordinarias que se celebren con motivo de 
los PEL 2022-2023. 

35. Inicio de los PEL 2022-2023. Los días 1º y 4 de enero de 2023, dieron comienzo los PEL 2022-2023 
en las entidades de Coahuila y Estado de México, respectivamente. 

36. Designación del encargado de despacho de la DERFE. El 3 de enero de 2023, mediante oficio 
INE/PC/001/2023, el entonces Consejero Presidente de este Consejo General designó al Ing. Jesús 
Ojeda Luna, como encargado de despacho de la DERFE, con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 16, segundo párrafo, inciso d) del RIINE. 

37. Aprobación de los Lineamientos LNEVA. El 27 de febrero de 2023, este Consejo General aprobó, 
mediante Acuerdo INE/CG124/2023, los Lineamientos LNEVA. 

38. Aprobación de los Lineamientos LNEPP. El 27 de febrero de 2023, este Consejo General aprobó, 
mediante Acuerdo INE/CG125/2023, los Lineamientos LNEPP. 

39. Publicación del Decreto. El 2 de marzo de 2023, se publicó en el DOF el Decreto, el cual entró en 
vigor al día siguiente. 

40. Controversia constitucional. El 9 de marzo de 2023, el INE presentó controversia constitucional 
ante la SCJN a fin de controvertir el Decreto. 

41. Forma y contenido de las LNE que se utilizarán en las jornadas electorales del 4 de junio de 
2023. Los días 10 y 22 de marzo de 2023, la DERFE presentó a la CNV y a la CRFE, 
respectivamente, la propuesta de forma y contenido de las LNE que se utilizarán con motivo de las 
jornadas electorales de los PEL 2022-2023. 
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42. Admisión de controversia constitucional. El 24 de marzo de 2023, la SCJN admitió la demanda 
presentada por el INE en contra del Decreto, y se radicó bajo el expediente de controversia 
constitucional 261/2023. 

 Asimismo, a través del acuerdo emitido en el incidente de suspensión derivado de la citada 
controversia constitucional 261/2023, se concedió la suspensión solicitada por el INE respecto de 
todos los artículos impugnados del Decreto para efecto de que las cosas se mantengan en el estado 
en que se encuentran y rijan las disposiciones vigentes antes de la publicación del citado Decreto. 

43. Designación de las Consejeras y los Consejeros Electorales por la Cámara de Diputados. El 31 
de marzo de 2023, la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión eligió por insaculación para 
ocupar los cargos de Consejeras y Consejeros Electorales de este Consejo General, a las 
ciudadanas Guadalupe Taddei Zavala y Rita Bell López Vences, así como a los ciudadanos Jorge 
Montaño Ventura y Arturo Castillo Loza, para el periodo del 4 de abril de 2023 al 3 de abril de 2032. 

44. Toma de protesta de las Consejeras y los Consejeros Electorales. El 3 de abril de 2023, en 
sesión protocolaria de este órgano superior de dirección, tomó protesta como Consejera Presidenta 
del Consejo General, la Lic. Guadalupe Taddei Zavala, electa para el periodo del 4 de abril de 2023 
al 3 de abril de 2032. 

 En esa misma sesión, tomaron protesta como Consejera y Consejeros Electorales de este Instituto, 
la Mtra. Rita Bell López Vences, el Mtro. Jorge Montaño Ventura, y el Mtro. Arturo Castillo Loza, 
quienes fueron electos para el mismo periodo. 

45. Nueva integración y presidencia de las Comisiones Permanentes y otros Órganos del INE. El 
10 de abril de 2023, mediante Acuerdo INE/CG257/2023, este Consejo General aprobó la integración 
y presidencia de las Comisiones Permanentes y otros Órganos del INE. 

46. Entrega del Informe sobre las observaciones formuladas por las RPP a las LNE. El 21 de abril 
de 2023, mediante oficios INE/DERFE/0383/2023 a INE/DERFE/0416/2023, e 
INE/DERFE/0419/2023, la DERFE entregó a las personas integrantes de la CNV y de este Consejo 
General, así como a los OPL de Coahuila y del Estado de México a través de la UTVOPL, 
respectivamente, los siguientes informes: 

I. “Informe que rinde la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores respecto del 
análisis realizado a las observaciones formuladas por los partidos políticos a la Lista Nominal 
de Electores, en términos de lo previsto en el artículo 151 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales”. 

II. “Informe que rinde la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores respecto del 
análisis realizado a las observaciones formuladas por los partidos políticos a la Lista Nominal 
de Electores Residentes en el Extranjero, en términos de lo previsto en el artículo 338 de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales”. 

 En sendos oficios, también se señaló que, por lo que respecta a la LNEPP y a la LNEVA, no se 
recibieron observaciones formuladas por las RPP a dichos instrumentos electorales. 

47. Presentación de informes relativos al Padrón Electoral y las LNE para los PEL 2022-2023. Los 
días 24 y 25 de abril de 2023, la DERFE presentó a la CRFE y a la CNV, respectivamente, los 
informes relativos al Padrón Electoral y la LNE en territorio nacional, la LNERE, la LNEPP y la 
LNEVA para los PEL 2022-2023 en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México, los cuales 
constituyen insumos para que este Consejo General declare la validez y definitividad del Padrón 
Electoral y la LNE que serán utilizados con motivo de las jornadas electorales a celebrarse el 4 de 
junio de 2023. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 

Este Consejo General es competente para declarar que el Padrón Electoral y las LNE que serán 
utilizados con motivo de las jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 2023, son válidos y 
definitivos, conforme a lo previsto en los artículos 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafos 
primero y segundo, y Apartado B, inciso a), numerales 3 y 7 de la CPEUM; 34, párrafo 1, inciso a); 
35; 44, párrafo 1, incisos l), gg) y jj), y 151, párrafo 5, de la LGIPE; 95 del RE; 4, numeral 1, fracción I, 
apartado A, inciso a), del RIINE; 55 de los Lineamientos LNERE; 47 de los Lineamientos LNEPP; 48 
de los Lineamientos LNEVA. 

El presente asunto se rige bajo la normativa de la LGIPE vigente hasta el dos de marzo de dos mil 
veintitrés; es decir, las normas existentes antes de la entrada en vigor del Decreto, de conformidad 
con el acuerdo emitido en el incidente de suspensión de la controversia constitucional 261/2023. 
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SEGUNDO. Razones jurídicas que sustentan la determinación. 

I. Marco constitucional y convencional de derechos humanos en materia político-electoral. 

Acorde a lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM, todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma 
establece. 

En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

En ese contexto, el artículo 34 de la CPEUM, alude que son ciudadanas y ciudadanos de la 
República, las mujeres y los varones que, teniendo la calidad de mexicanas y mexicanas, hayan 
cumplido 18 años y tengan un modo honesto de vivir. 

Así, en términos de lo señalado en el artículo 35, fracciones I y II de la CPEUM, son derechos de la 
ciudadanía, entre otros, votar en las elecciones populares y poder ser votada para todos los cargos 
de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. 

Adicionalmente, el artículo 36, fracción I de la CPEUM, en relación con el diverso 130, párrafo 1 de la 
LGIPE, indica que es obligación de las ciudadanas y los ciudadanos de la República, inscribirse en el 
RFE. La fracción III del mismo artículo hace referencia, entre otros, en votar en las elecciones. 

Bajo esa arista, conforme a los artículos 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafo primero de 
la CPEUM, así como 30, párrafo 2 de la LGIPE, el INE es un organismo público autónomo dotado de 
personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan el Poder Legislativo de la 
Unión, los Partidos Políticos nacionales y la ciudadanía, en los términos que ordene la ley. Todas las 
actividades del INE se regirán por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, 
máxima publicidad, objetividad, paridad, y se realizarán con perspectiva de género. 

Por su parte, el párrafo segundo de la disposición normativa antes citada, entre otras, establece que 
el INE será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento, y profesional 
en su desempeño; contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de 
vigilancia. Los órganos de vigilancia del padrón electoral se integrarán mayoritariamente por RPP 
nacionales. 

A su vez, la citada disposición constitucional determina, en el Apartado B, inciso a), párrafo 3, en 
relación con el artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción III de la LGIPE que, para los Procesos 
Electorales Federales y Locales, corresponde al INE, el Padrón Electoral y la LNE. 

El artículo 133 de la CPEUM, expone que la propia Constitución, las leyes del Congreso de la Unión 
que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se 
celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 
toda la Unión. 

En consecuencia, los tratados internacionales tienen fuerza de ley y son de observancia obligatoria 
porque forman parte de nuestro sistema jurídico; en esa medida, deben ser cumplidos y aplicados a 
todas y todos quienes se encuentren bajo su tutela. 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 21, apartado 3, indica que la 
voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 
mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e 
igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

Por su parte, la Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las 
Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
Universalmente Reconocidos, en su artículo 2, dispone que los Estados tienen la responsabilidad 
primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear  las 
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condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas 
requeridas para que toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda 
disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades. 

A la par, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos en el artículo 2, apartados 1 y 2, 
establece que los Estados Parte se comprometen a respetar y garantizar a todas y todos los 
individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos 
reconocidos en dicho Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social; así también, a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones del Pacto referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de 
otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no 
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

El propio Pacto invocado en su artículo 25, incisos a) y b), establece la obligación de los Estados 
Parte para proteger que todas y todos los ciudadanos gocen, sin ninguna distinción —de las antes 
referidas— y sin restricciones indebidas, del derecho y oportunidad a participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos y, 
consecuentemente, del derecho a votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual, y por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de las personas electoras. 

Así, en el sistema interamericano, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su 
artículo 23, apartado 1, incisos a) y b), protege que todas las ciudadanas y ciudadanos gocen de los 
derechos y oportunidades de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos, así como de votar y ser elegidos en elecciones 
periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la 
libre expresión de la voluntad del electorado. 

En el mismo orden convencional interamericano, el artículo XX, de la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre protege el derecho de toda persona, legalmente capacitada, de 
tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de 
participar en las elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres. 

Dichas obligaciones y deberes convencionales del Estado Mexicano son reconocidas y regladas en 
cuanto a su protección y formas de ejercicio en la CPEUM y desdoblados en su desarrollo normativo 
en la legislación electoral nacional. 

II. Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

De conformidad con su artículo 1º, párrafo 1, la LGIPE es de orden público y de observancia general 
en el territorio nacional y para la ciudadanía que ejerza su derecho al sufragio en territorio extranjero. 
Tiene por objeto establecer las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos 
electorales, distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, 
así como la relación entre el INE y los OPL. 

De conformidad con el artículo 7, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, votar en las elecciones constituye un 
derecho y una obligación que se ejerce para integrar órganos del Estado con puestos de elección 
popular. También es derecho de las y los ciudadanos y obligación para los Partidos Políticos la 
igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a cargos de 
elección popular. El voto es universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible, por lo que 
quedan prohibidos los actos que generen presión o coacción a las y los electores. 

El artículo 9 de la LGIPE, atribuye que, para el ejercicio del voto, las ciudadanas y los ciudadanos 
deberán satisfacer, además de los que fija el artículo 34 de la CPEUM, los siguientes requisitos: estar 
inscrito en el Registro Federal de Electores en los términos de la normativa general comicial, y contar 
con su CPV. De igual manera, establece que en cada distrito electoral el sufragio se emitirá en la 
sección electoral que corresponda al domicilio de la ciudadana o el ciudadano, salvo los casos de 
excepción expresamente señalados por la propia LGIPE. 

El artículo 30, párrafo 1, incisos a), c), d) y f) de la LGIPE, precisa que son fines del INE, contribuir al 
desarrollo de la vida democrática; integrar el Registro Federal de Electores; asegurar a las 
ciudadanas y los ciudadanos el ejercicio de sus derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento 
de sus obligaciones; así como, velar por la autenticidad y efectividad del sufragio. 
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De conformidad con lo previsto en el artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción III de la LGIPE, para los 
procesos electorales federales y locales, el INE tendrá la atribución del Padrón Electoral y la LNE. 

En esta arista, el artículo 33, párrafo 1, de la LGIPE, dispone que el INE tiene su domicilio en la 
Ciudad de México y ejerce sus funciones en todo el territorio nacional a través de 32 delegaciones, 
una en cada entidad federativa y 300 subdelegaciones, una en cada distrito electoral uninominal. 

Bajo esa línea, el párrafo 2 del artículo en comento, refiere que se podrá contar también con oficinas 
municipales en los lugares en que este Consejo General determine su instalación. 

Con fundamento en el artículo 54, párrafo 1, incisos a), b), c), d) y ñ) de la LGIPE, la DERFE tiene, 
entre otras atribuciones, la de formar, revisar y actualizar el Padrón Electoral, así como expedir la 
CPV, conforme al procedimiento establecido en el Título Primero del Libro Cuarto de dicha Ley y las 
demás que le confiera ese ordenamiento legal. 

Asimismo, el inciso e) del precepto jurídico en cita, confiere a la DERFE la facultad de establecer con 
las autoridades federales, estatales y municipales la coordinación necesaria, a fin de obtener la 
información sobre fallecimientos de las ciudadanas y los ciudadanos, o sobre pérdida, suspensión u 
obtención de la ciudadanía. 

En ese orden, el inciso f) del artículo en mención, advierte que es atribución de la DERFE, 
proporcionar a los órganos competentes del INE y a los Partidos Políticos nacionales y 
candidatas(os), las LNE en los términos de la LGIPE. 

A su vez, el párrafo 2 del multicitado precepto legal, instituye que, para coadyuvar en los trabajos 
relativos al Padrón Electoral se integrará la CNV, que presidirá la DERFE, con la participación de los 
Partidos Políticos nacionales. 

En términos de lo dispuesto en el artículo 126, párrafo 1, de la LGIPE, el INE prestará por conducto 
de la DERFE y las VRFE en las JLE y JDE, los servicios inherentes al Registro Federal de Electores. 

Así, el párrafo 2 del artículo en mención, refiere que el Registro Federal de Electores es de carácter 
permanente y de interés público. Tiene por objeto cumplir con lo previsto en el artículo 41 de la 
CPEUM sobre el Padrón Electoral. 

En esa dirección, el párrafo 4 del propio precepto jurídico, destaca que las personas integrantes de 
los Consejos General, Locales y Distritales, así como de las Comisiones de Vigilancia, tendrán 
acceso a la información que conforma el Padrón Electoral, exclusivamente para el cumplimiento de 
sus funciones y no podrán darla o destinarla a finalidad u objeto distinto al de la revisión del Padrón 
Electoral y las LNE. 

Por otra parte, la DERFE será la instancia encargada de mantener actualizado el Padrón Electoral, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 127 de la LGIPE. 

De conformidad con el artículo 128 de la LGIPE, en el Padrón Electoral constará la información 
básica de las mujeres y varones mexicanos, mayores de 18 años que han presentado la solicitud a 
que se refiere el párrafo 1 del artículo 135, de ese ordenamiento legal, agrupados en dos secciones, 
la correspondiente a las ciudadanas y los ciudadanos residentes en México y la otra relativa a las 
ciudadanas y los ciudadanos residentes en el extranjero. 

De igual forma, el artículo 129, de la LGIPE, señala que el Padrón Electoral se formará mediante las 
acciones siguientes: a) la aplicación de la técnica censal total o parcial; b) la inscripción directa y 
personal de las ciudadanas y los ciudadanos, y c) la incorporación de los datos que aporten las 
autoridades competentes relativos a fallecimientos o habilitaciones, inhabilitaciones y rehabilitaciones 
de derechos políticos de las ciudadanas y los ciudadanos. 

En términos de lo dispuesto en el artículo 130, en correlación con el diverso 142, párrafo 1 de la 
LGIPE, las ciudadanas y los ciudadanos están obligados a inscribirse en el Registro Federal de 
Electores e informar del cambio de su domicilio dentro de los 30 días siguientes a que éste ocurra 
ante la oficina del INE más cercana a su nuevo domicilio. 

De igual forma, el párrafo 2 de dicha disposición, destaca que las ciudadanas y los ciudadanos 
participarán en la formación y actualización del Padrón Electoral en los términos de las normas 
reglamentarias correspondientes. 

El artículo 131 de la LGIPE, alude que el INE debe incluir a las ciudadanas y los ciudadanos en las 
secciones del Registro Federal de Electores y expedirles la CPV, documento indispensable para que 
puedan ejercer su derecho al voto. 
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Además, el artículo 132, párrafo 1 de la LGIPE, indica que la técnica censal es el procedimiento que 
el INE instrumentará para la formación del Padrón Electoral. Esta técnica se realiza mediante 
entrevistas casa por casa, a fin de obtener la información básica de las mexicanas y los mexicanos 
mayores de 18 años de edad, consistente en: 

a) Apellido paterno, apellido materno y nombre completo; 

b) Lugar y fecha de nacimiento; 

c) Edad y sexo; 

d) Domicilio actual y tiempo de residencia; 

e) Ocupación, y 

f) En su caso, el número y fecha del certificado de naturalización. 

En ese sentido, el párrafo 2 del artículo en mención, prevé que la información básica contendrá la 
entidad federativa, el municipio, la localidad, el distrito electoral uninominal y la sección electoral 
correspondiente al domicilio, así como la fecha en que se realizó la visita y el nombre y la firma de la 
o el entrevistador. En todos los casos se procurará establecer el mayor número de elementos para 
ubicar dicho domicilio geográficamente. 

Bajo esa lógica, el párrafo 3 del artículo en cita, instruye que, concluida la aplicación de la técnica 
censal total, la DERFE verificará que no existan duplicaciones, a fin de asegurar que cada elector 
aparezca registrado una sola vez. 

También, el artículo 133, párrafo 1 de la LGIPE, prescribe que el INE se encargará de formar y 
administrar el Padrón Electoral y la LNE. 

El párrafo 2 del precepto jurídico en mención, refiere que el INE emitirá los lineamientos en los que 
se establezcan los plazos y términos para el uso del Padrón Electoral y las LNE en los PEL. 

El párrafo 4 del propio precepto jurídico, señala que el INE, a través de la comisión respectiva, de la 
DERFE y de la CNV, verificará el registro de las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos residentes 
en el extranjero en el Padrón Electoral para conformar la LNE tanto a nivel federal como local. 

Asimismo, el artículo 134 de la LGIPE, indica que, con base en el Padrón Electoral, la DERFE 
expedirá, en su caso, las CPV. 

En cumplimiento a lo señalado en los artículos 135 y 140 de la LGIPE, para la incorporación al 
Padrón Electoral se requerirá solicitud individual en la que conste la información que se menciona a 
continuación, además, para solicitar la CPV, la ciudadana o el ciudadano deberá identificarse, con su 
acta de nacimiento, además de los documentos que determine la CNV: 

a) Apellido paterno, apellido materno y nombre completo; 

b) Lugar y fecha de nacimiento. En el caso de las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos 
residentes en el extranjero, deberán acreditar la entidad federativa correspondiente a su lugar 
de nacimiento. Aquéllos que nacieron en el extranjero y nunca han vivido en territorio nacional, 
deberán acreditar la entidad federativa de nacimiento del progenitor mexicano. Cuando ambos 
progenitores sean mexicanos, señalará la de su elección, en definitiva; 

c) Edad y sexo; 

d) Domicilio actual y tiempo de residencia; 

e) Ocupación; 

f) En su caso, el número y fecha del certificado de naturalización, y 

g) Firma y, en su caso, huellas dactilares y fotografía de la o el solicitante. 

Además, el párrafo 2 del artículo 140, de la LGIPE, indica que el personal encargado de la 
inscripción asentará en la forma a que se refiere el párrafo anterior los siguientes datos: 

a) Entidad federativa, municipio y localidad donde se realice la inscripción; 

b) Distrito electoral federal y sección electoral correspondiente al domicilio, y 

c) Fecha de la solicitud de inscripción. 
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Aunado a lo anterior, el párrafo 3 del artículo en cita, mandata que a la ciudadana o el ciudadano que 
solicite su inscripción, se le entregará un comprobante de su solicitud, con el número de ésta, el cual 
devolverá al momento de recibir o recoger su CPV. 

Por otra parte, el artículo 136, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, prescribe que las ciudadanas y los 
ciudadanos tienen la obligación de acudir a las oficinas o módulos que determine el INE, a fin de 
solicitar y obtener su CPV, para lo cual, deberán identificarse, preferentemente, con documento de 
identidad expedido por autoridad, o a través de los medios y procedimientos que determine la CNV. 
La DERFE conservará copia digitalizada de los documentos presentados. 

El párrafo 5 del artículo en cita, alude que en el caso de las ciudadanas y los ciudadanos que, dentro 
del plazo correspondiente, no acudan a recibir su CPV, el INE, por los medios más expeditos de que 
disponga, les formulará hasta tres avisos para que procedan a recogerla. De persistir el 
incumplimiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 155 de la LGIPE. 

En cumplimiento a lo indicado por el artículo 136, párrafo 7 de la LGIPE, las oficinas del Registro 
Federal de Electores verificarán que los nombres de las ciudadanas y los ciudadanos que no hayan 
acudido a obtener su CPV, no aparezcan en las LNE. 

El artículo 137 de la LGIPE, establece que una vez llevado a cabo el procedimiento a que se refiere 
el artículo 136 de la propia Ley, se procederá a formar las LNE del Padrón Electoral con los nombres 
de aquellas personas a las que se les haya entregado su CPV. Dichos listados se formularán por 
distritos y por secciones electorales, y se pondrán a disposición de los Partidos Políticos para su 
revisión y, en su caso, para que formulen las observaciones que estimen pertinentes. Además, la 
DERFE proveerá lo necesario para que las LNE se pongan en conocimiento de la ciudadanía en 
cada distrito. 

Con base en lo dispuesto en el artículo 138, párrafo 1 de la LGIPE, la DERFE, con el fin de actualizar 
el Padrón Electoral, realizará anualmente a partir del 1º de septiembre y hasta el 15 de diciembre del 
año que corresponda, una campaña anual intensa para convocar a la ciudadanía a actualizar su 
situación registral. 

Además, el párrafo 2 del citado artículo 138, indica que durante el periodo de actualización deberán 
acudir ante las oficinas de la DERFE, en los lugares que ésta determine, para ser incorporados al 
Padrón Electoral todas las ciudadanas y todos los ciudadanos: que no hubiesen sido incorporados 
durante la aplicación de la técnica censal total, y que hubiesen alcanzado la ciudadanía con 
posterioridad a la aplicación de la técnica censal total. 

Igualmente, el párrafo 3 del artículo en comento, ordena que durante el período de actualización 
también deberán acudir a las oficinas las ciudadanas y los ciudadanos incorporados en el Padrón 
Electoral que: no hubieren notificado su cambio de domicilio; hubieren extraviado su CPV, y estando 
suspendidos en sus derechos políticos hubieren sido rehabilitados. 

El párrafo 4 del multicitado artículo, estipula que las ciudadanas y los ciudadanos al acudir 
voluntariamente a darse de alta o dar aviso de cambio de domicilio, o bien al ser requeridos por el 
personal del INE durante la aplicación de la técnica censal, tendrán la obligación de señalar el 
domicilio en que hubieren sido registrados con anterioridad y, en su caso, firmar y poner las huellas 
dactilares en los documentos para la actualización respectiva. 

En términos del artículo 139, párrafo 2 de la LGIPE, las mexicanas y los mexicanos que en el año de 
la elección cumplan los 18 años de edad entre el 1º de diciembre y el día de los comicios, deberán 
solicitar su inscripción a más tardar el día 30 de noviembre previo a la elección. 

El artículo 143, párrafo 1 de la LGIPE, señala que podrán solicitar la expedición de CPV o la 
rectificación ante la oficina del INE responsable de la inscripción, aquellas ciudadanas y ciudadanos 
que: 

a) Habiendo cumplido con los requisitos y trámites correspondientes, no hubieren obtenido 
oportunamente su CPV; 

b) Habiendo obtenido oportunamente su CPV, no aparezcan incluidos en la LNE de la sección 
correspondiente a su domicilio, o 

c) Consideren haber sido indebidamente excluidos de la LNE de la sección correspondiente a su 
domicilio. 
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El párrafo 2 del artículo en cita, establece que en los casos a que se refiere el párrafo que antecede, 
la solicitud de expedición o de rectificación se presentará en cualquier tiempo durante los dos años 
previos al proceso electoral. 

Además, el párrafo 3 del artículo en comento, contempla que, en el año de la elección las ciudadanas 
y los ciudadanos que se encuentren en el supuesto del inciso a), del párrafo 1, del artículo 143 de la 
misma LGIPE, podrán promover la instancia administrativa correspondiente para obtener su CPV 
hasta el último día de enero. En los casos previstos en los incisos b) y c) del párrafo señalado, las 
ciudadanas y los ciudadanos podrán presentar solicitud de rectificación a más tardar el día 14 de 
marzo. 

Así también, los párrafos 4 y 5 del artículo en mención, señalan que, en las oficinas del Registro 
Federal de Electores, existirán a disposición de las ciudadanas y los ciudadanos los formatos 
necesarios para la presentación de la solicitud respectiva. La oficina ante la que se haya solicitado la 
expedición de credencial o la rectificación resolverá sobre la procedencia o improcedencia de la 
misma dentro de un plazo de veinte días naturales. 

El párrafo 6 del artículo en estudio, refiere que la resolución que declare improcedente la instancia 
administrativa para obtener la credencial o de rectificación o la falta de respuesta en tiempo, serán 
impugnables ante el TEPJF. Para tal efecto, las ciudadanas y los ciudadanos interesados tendrán a 
su disposición en las oficinas del Registro Federal de Electores los formatos necesarios para la 
interposición del medio de impugnación respectivo. 

Aunado a ello, el párrafo 7 del multicitado artículo, establece que la resolución recaída a la instancia 
administrativa para obtener la credencial o de rectificación, será notificada personalmente a la 
ciudadana o el ciudadano si éste comparece ante la oficina responsable de la inscripción o, en su 
caso, por telegrama o correo certificado. 

El artículo 144, párrafo 1 de la LGIPE, dispone que la DERFE podrá utilizar la técnica censal parcial 
en distritos o secciones, o partes de éstos, en aquellos casos en que así lo decida la JGE, a fin de 
mantener actualizado el Padrón Electoral. 

Bajo esa línea, el párrafo 2 del artículo en comento, instituye que la técnica censal parcial tendrá por 
objeto recabar la información básica de las ciudadanas y los ciudadanos no incluidos en el Padrón 
Electoral o, en su caso, verificar los datos contenidos en el mismo, mediante visitas casa por casa. 

En este tenor, el artículo 146 de la LGIPE, mandata que las CPV que se expidan conforme a lo 
establecido en dicha ley, estarán a disposición de las personas interesadas en las oficinas o módulos 
que determine el INE hasta el 1º de marzo del año de la elección. En el caso de las credenciales 
expedidas desde el extranjero, serán entregadas en el mismo sitio donde fueron tramitadas. 

Respecto de las LNE, el artículo 147, párrafo 1 de la LGIPE, señala que son las relaciones 
elaboradas por la DERFE que contienen el nombre de las personas incluidas en el Padrón Electoral, 
agrupadas por distrito y sección, a quienes se ha expedido y entregado su CPV. 

Por otra parte, el artículo 148, párrafo 2 de la LGIPE, reconoce el derecho de los partidos políticos a 
acceder en forma permanente a la base de datos del Padrón Electoral y a las LNE, exclusivamente 
para su revisión, y no podrán usar dicha información para fines distintos. 

En términos de lo dispuesto en el artículo 149, párrafo 1 de la LGIPE, las observaciones pertinentes 
que las ciudadanas y los ciudadanos formulen a las LNE serán comunicadas por las JDE para los 
efectos conducentes. 

El párrafo 2, del propio artículo, señala que el INE establecerá los medios para que las mexicanas y 
los mexicanos residentes en el extranjero puedan realizar observaciones a la LNERE. 

Los párrafos 1 y 2 del artículo 150 de la LGIPE, instruyen que los partidos políticos podrán formular a 
la DERFE sus observaciones sobre las ciudadanas y los ciudadanos inscritos o excluidos 
indebidamente de las LNE, dentro del plazo de veinte días naturales a partir del 25 de febrero de 
cada uno de los dos años anteriores al de la celebración de las elecciones. La DERFE examinará las 
observaciones de los partidos políticos haciendo, en su caso, las modificaciones que conforme a 
derecho hubiere lugar. 

Acorde a lo dispuesto en el artículo 151, párrafo 1 de la LGIPE, el 15 de febrero del año en que se 
celebre el proceso electoral ordinario, la DERFE entregará en medios magnéticos, a cada uno de los 
partidos políticos las LNE divididas en dos apartados, ordenadas alfabéticamente y por secciones 
correspondientes a cada uno de los distritos electorales. El primer apartado contendrá los nombres 
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de las ciudadanas y los ciudadanos que hayan obtenido su CPV al 15 de diciembre y el segundo 
apartado contendrá los nombres de las ciudadanas y los ciudadanos inscritos en el Padrón Electoral 
que no hayan obtenido su CPV a esa fecha. 

Además, el párrafo 2 del referido artículo 151, señala que los partidos políticos podrán formular 
observaciones a dichas listas, señalando hechos y casos concretos e individualizados, hasta el 14 de 
marzo inclusive. 

El párrafo 3 del artículo en comento, dispone que de las observaciones formuladas por los partidos 
políticos se harán las modificaciones a que hubiere lugar y se informará a este Consejo General y a 
la CNV a más tardar el 15 de abril. 

En ese orden de ideas, el párrafo 4 del artículo en cita, aduce que los partidos políticos podrán 
impugnar ante el TEPJF el informe a que se refiere el párrafo anterior. La impugnación se sujetará a 
lo establecido en el párrafo 4, del artículo 150 de la LGIPE. 

El párrafo 5 del propio artículo, prescribe que, si no se impugna el informe o, en su caso, una vez que 
el TEPJF haya resuelto las impugnaciones, este Consejo General sesionará para declarar que el 
Padrón Electoral y las LNE son válidos y definitivos. 

El artículo 152, párrafo 1 de la LGIPE, estipula que los partidos políticos contarán en el INE con 
terminales de computación que les permitan tener acceso a la información contenida en el Padrón 
Electoral y en las LNE. Igualmente, y conforme a las posibilidades técnicas, los partidos políticos 
tendrán garantía de acceso permanente al contenido de la base de datos, base de imágenes, 
documentos fuente y movimiento del Padrón Electoral, exclusivamente para su revisión y verificación. 

Para dar cumplimiento a lo anterior, el artículo en cita, en su párrafo 2, refiere que la DERFE instalará 
centros estatales de consulta del Padrón Electoral para su utilización por las RPP ante las CLV, y 
establecerá, además, mecanismos de consulta en las oficinas distritales del propio Registro Federal 
de Electores, a los cuales tendrá acceso cualquier ciudadana o ciudadano para verificar si está 
registrado en el Padrón Electoral e incluido debidamente en la LNE que corresponda. 

En esta línea, el artículo 153, párrafo 1 de la LGIPE, mandata que la DERFE, una vez concluidos los 
procedimientos referidos en los párrafos anteriores, elaborará e imprimirá las LNEDF que contendrán 
los nombres de las ciudadanas y los ciudadanos que obtuvieron su CPV hasta el día último de 
febrero inclusive, ordenadas alfabéticamente por distrito y sección electoral para su entrega, por lo 
menos treinta días antes de la jornada electoral, a los consejos locales para su distribución a los 
consejos distritales y a través de éstos a las mesas directivas de casilla. 

A fin de mantener permanentemente actualizado el Padrón Electoral, el artículo 154, párrafo 1 de la 
LGIPE, establece que la DERFE recabará de los órganos de las administraciones públicas federal y 
estatal la información necesaria para registrar todo cambio que lo afecte. 

Aunado a lo anterior, el párrafo 2 del mismo artículo, advierte que las personas servidoras públicas 
del Registro Civil deberán informar al INE de los fallecimientos de las ciudadanas y los ciudadanos, 
dentro de los diez días siguientes a la fecha de expedición del acta respectiva. 

Asimismo, el párrafo 3 del artículo en cita, señala que los jueces que dicten resoluciones que 
decreten la suspensión o pérdida de derechos políticos o la declaración de ausencia o presunción de 
muerte de una ciudadana o ciudadano, así como la rehabilitación de los derechos políticos de las 
ciudadanas y los ciudadanos de que se trate, deberán notificarlas al INE dentro de los diez días 
siguientes a la fecha de expedición de la respectiva resolución. 

Por su parte, el párrafo 4 del propio artículo, refiere que la SRE deberá dar aviso al INE, dentro de los 
diez días siguientes a la fecha en que: a) expida o cancele cartas de naturalización; b) expida 
certificados de nacionalidad, y c) reciba renuncias a la nacionalidad. 

Consecuentemente, el párrafo 5 del precepto jurídico en comento, mandata que dichas autoridades, 
deberán remitir la información respectiva en los días señalados, conforme a los procedimientos y en 
los formularios que al efecto les sean proporcionados por el INE. 

El artículo 155, párrafo 1 de la LGIPE, instruye que las solicitudes de trámite realizadas por las 
ciudadanas y los ciudadanos residentes en territorio nacional, que no cumplan con la obligación de 
acudir a la oficina o módulo del INE correspondiente a su domicilio a obtener su CPV, a más tardar el 
último día de febrero del segundo año posterior a aquél en que se hayan presentado, serán 
canceladas. 
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Así también, el párrafo 2 del artículo en cita, dispone que en el supuesto a que se refiere el párrafo 
anterior, la DERFE elaborará relaciones con los nombres de las ciudadanas y los ciudadanos cuyas 
solicitudes hubiesen sido canceladas, ordenándolas por sección electoral y alfabéticamente, a fin de 
que sean entregadas a las RPP acreditadas ante las CDV, las CLV y la CNV, en lo que corresponde, 
a más tardar el día 30 de marzo de cada año, para su conocimiento y observaciones. 

De igual manera, el párrafo 3 del artículo en estudio, ordena que dichas relaciones serán exhibidas 
entre el 1º y el 31 de mayo, en las oficinas del INE, a fin de que surtan efectos de notificación por 
estrados a las ciudadanas y los ciudadanos interesados y éstos tengan la posibilidad de solicitar 
nuevamente su inscripción en el Padrón Electoral, durante el plazo para la campaña anual intensa o, 
en su caso, de interponer el medio de impugnación previsto en el párrafo 6 del artículo 143 de la 
LGIPE. 

Cabe señalar que, el párrafo 4 del artículo en comento, atribuye que los formatos de las CPV de las 
ciudadanas y los ciudadanos cuya solicitud haya sido cancelada en los términos de los párrafos 
precedentes, serán destruidos ante las respectivas Comisiones de Vigilancia. 

En concordancia con el párrafo 6 del artículo referido, los formatos de las CPV de las ciudadanas y 
los ciudadanos que solicitaron su inscripción al Padrón Electoral o efectuaron alguna solicitud de 
actualización durante los dos años anteriores al de la elección y no hubiesen sido recogidos por sus 
titulares dentro del plazo legalmente establecido para ello, serán resguardados, según lo dispuesto 
por el párrafo 6 del artículo 136 de la misma Ley. 

Además, el párrafo 7 del mismo precepto legal, declara que la DERFE dará de baja del Padrón 
Electoral a las ciudadanas y los ciudadanos que hubiesen avisado su cambio de domicilio mediante 
solicitud en que conste su firma, huellas dactilares y, en su caso, fotografía. En este supuesto, la baja 
operará exclusivamente por lo que se refiere al registro del domicilio anterior. 

Bajo esa tesitura, el párrafo 8 del artículo 155 de la LGIPE, indica que en aquellos casos en que las 
ciudadanas y los ciudadanos hayan sido suspendidos en el ejercicio de sus derechos políticos por 
resolución judicial, serán excluidos del Padrón Electoral y de la LNE durante el periodo que dure la 
suspensión. La DERFE reincorporará al Padrón Electoral a las ciudadanas y los ciudadanos que 
sean rehabilitados en sus derechos políticos una vez que sea notificado por las autoridades 
competentes, o bien cuando la ciudadana o el ciudadano acrediten con la documentación 
correspondiente que ha cesado la causa de la suspensión o han sido rehabilitados en sus derechos 
políticos. 

El párrafo 9 del mismo artículo, establece que serán dados de baja del Padrón Electoral las 
ciudadanas y los ciudadanos que hayan fallecido, siempre y cuando quede acreditado con la 
documentación de las autoridades competentes o, en su defecto, mediante los procedimientos que 
determine la CNV. 

En este sentido, el párrafo 1 del artículo 156 de la LGIPE, mandata que la CPV deberá contener, 
cuando menos, los siguientes datos de la persona electora: 

a) Entidad federativa, municipio y localidad que corresponden al domicilio. En el caso de las 
ciudadanas y los ciudadanos residentes en el extranjero, el país en el que residen y la entidad 
federativa de su lugar de nacimiento. Aquellos que nacieron en el extranjero y nunca han 
vivido en territorio nacional, deberán acreditar la entidad federativa de nacimiento del 
progenitor mexicano. Cuando ambos progenitores sean mexicanos, señalará la de su 
elección, en definitiva; 

b) Sección electoral en donde deberá votar la ciudadana o el ciudadano. En el caso de las 
ciudadanas y los ciudadanos residentes en el extranjero no será necesario incluir este 
requisito; 

c) Apellido paterno, apellido materno y nombre completo; 

d) Domicilio; 

e) Sexo; 

f) Edad y año de registro; 

g) Firma, huella digital y fotografía del elector; 

h) Clave de registro, y 

i) Clave Única del Registro de Población. 
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Por su parte, el párrafo 2 de la disposición en cita, señala que la CPV contendrá, además: 

a) Espacios necesarios para marcar año y elección de que se trate; 

b) Firma impresa del Secretario Ejecutivo del INE; 

c) Año de emisión; 

d) Año en el que expira su vigencia, y 

e) En el caso de la que se expida a la ciudadana o el ciudadano residente en el extranjero, la 
leyenda “Para Votar desde el Extranjero”. 

El párrafo 3 del artículo en comento, indica que a más tardar el último día de enero del año en que se 
celebren las elecciones, las ciudadanas y los ciudadanos cuya CPV hubiera sido extraviada, robada 
o sufrido deterioro grave, deberán solicitar su reposición ante la oficina del Registro Federal de 
Electores correspondiente a su domicilio. 

El artículo 156, párrafo 3 de la LGIPE, prescribe que a más tardar el último día de enero del año en 
que se celebren las elecciones, las ciudadanas y los ciudadanos cuya CPV hubiera sido extraviada, 
robada o sufrido deterioro grave, deberán solicitar su reposición ante la oficina del Registro Federal 
de Electores correspondiente a su domicilio. 

Con relación al domicilio de las ciudadanas y los ciudadanos, el párrafo 4 del propio artículo en cita, 
prevé que podrán optar entre solicitar que aparezca visible en el formato de su CPV o de manera 
oculta, conforme a los mecanismos aprobados por este órgano de dirección. 

En términos de lo dispuesto en el párrafo 5 del multicitado artículo, la vigencia de la CPV será de 10 
años, contados a partir del año de su emisión, a cuyo término la ciudadana o el ciudadano deberá 
solicitar una nueva. 

El artículo 158, párrafo 1, incisos a), b), c) y d) de la LGIPE, señala que las Comisiones de Vigilancia 
tienen, entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que la inscripción de las ciudadanas y los 
ciudadanos en el Padrón Electoral y en las LNE, así como su actualización, se lleven a cabo en  los 
términos establecidos en la propia Ley; vigilar que las CPV se entreguen oportunamente a las 
ciudadanas y los ciudadanos; recibir de los partidos políticos las observaciones que formulen  a las 
LNE, y coadyuvar en la campaña anual de actualización del Padrón Electoral. 

De acuerdo con el artículo 329, párrafo 1 de la LGIPE, las ciudadanas y los ciudadanos que residan 
en el extranjero podrán ejercer su derecho al voto para la elección de Presidencia de los Estados 
Unidos Mexicanos y Senadurías, así como de Gubernaturas y de Jefatura de Gobierno de las 
entidades federativas, siempre que así lo determinen las Constituciones Locales. 

En este tenor, el artículo 330, párrafo 1 de la LGIPE prescribe que, para el ejercicio del VMRE, las 
ciudadanas y los ciudadanos que residan en el extranjero, además de los que fija el artículo 34 de la 
CPEUM y los señalados en el párrafo 1 del artículo 9 de la misma ley, deberán cumplir los siguientes 
requisitos: 

a) Solicitar a la DERFE, cumpliendo los requisitos a través de los medios que apruebe este 
Consejo General, su inscripción en el Padrón Electoral y en la LNERE; 

b) Manifestar, bajo su más estricta responsabilidad y bajo protesta de decir verdad, el domicilio 
en el extranjero al que se le harán llegar la o las boletas electorales o, en su caso, el medio 
electrónico que determine el INE, en el que podrá recibir información en relación al Proceso 
Electoral, y 

c) Los demás establecidos en el Libro Sexto de la propia LGIPE. 

Asimismo, el artículo 331, párrafo 1 de la LGIPE, ordena que las ciudadanas mexicanas y los 
ciudadanos mexicanos que cumplan los requisitos señalados enviarán la solicitud en comento entre 
el 1º de septiembre y el 15 de diciembre del año previo a la elección de que se trate. 

El párrafo 2 del propio precepto jurídico en cita, dispone que la solicitud será enviada a la DERFE, 
por vía postal, electrónica, o en forma presencial en los módulos que para tal efecto se instalen en 
las embajadas o consulados y dentro de los plazos que determine el INE. 

Bajo esa premisa, el párrafo 3 del propio artículo, refiere que la solicitud será enviada a la DERFE, 
por correo certificado, acompañada de los siguientes documentos: 

a) Fotocopia legible del anverso y reverso de su CPV; la persona electora deberá firmar la 
fotocopia o, en su caso, colocar su huella digital, y 

b) Documento en el que conste el domicilio que manifiesta tener en el extranjero. 
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Igualmente, el párrafo 4 del artículo multicitado, indica que para efectos de verificación del 
cumplimiento del plazo de envío señalado en el párrafo 1 en comento, se tomará como elemento de 
prueba la fecha de expedición de la solicitud de inscripción que el servicio postal de que se trate 
estampe en el sobre de envío, y para el caso de la solicitud electrónica, se considerará la fecha de 
recepción la notificación en la que se encuentren adjuntos los documentos correspondientes. 

En esta dirección, el artículo 332, párrafo 1 de la LGIPE, establece que la solicitud de inscripción en 
la SPECRE, tendrá efectos legales de notificación al INE de la decisión de la persona ciudadana de 
votar desde el extranjero en la elección para Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos, 
Senadurías y de Gubernaturas de las entidades federativas y de la Jefatura de Gobierno de la 
Ciudad de México, siempre que así lo determinen las Constituciones Locales. Para tal efecto el 
respectivo formato contendrá la siguiente leyenda: 

"Manifiesto, bajo protesta de decir verdad, que por residir en el extranjero: 

a) Expreso mi decisión de votar en el país en que resido y no en territorio mexicano; 

b) Solicito votar por alguno de los siguientes medios: 

i. correo, 

ii. mediante entrega de la boleta en forma personal en los módulos que se 
instalen en las embajadas o consulados, o 

iii. por vía electrónica, en la próxima elección de Presidencia de los Estados 
Unidos Mexicanos, Senaduría, Gubernatura o Jefatura de Gobierno, según 
sea el caso; 

c) Autorizo al INE a que verifique el cumplimiento de los requisitos legales, para ser 
inscrito en el Padrón Electoral de las y los ciudadanos residentes en el extranjero, y 
darme de baja temporalmente, del Padrón Electoral de las y los ciudadanos 
residentes en México, y 

d) Solicito que me sean enviados los instructivos, formatos, documentos y materiales 
electorales que correspondan para ejercer mi derecho al voto en el extranjero”. 

Bajo esta lógica, el artículo 333, párrafo 1 de la LGIPE, dispone que las LNERE son las relaciones 
elaboradas por la DERFE que contienen el nombre de las personas incluidas en el Padrón Electoral 
que cuentan con su CPV, que residen en el extranjero y que solicitan su inscripción en dichas listas. 

El párrafo 2 del precepto jurídico en cita, señala que LNERE serán de carácter temporal y se 
utilizarán, exclusivamente, para los fines establecidos en la ley. 

También, el párrafo 3 del artículo en comento, prescribe que las LNERE no tendrán impresa la 
fotografía de las ciudadanas y los ciudadanos en ellas incluidas. 

En este orden de ideas, el párrafo 4 del multicitado artículo, contempla que este Consejo General 
podrá ordenar medidas de verificación adicionales a las previstas en el Libro Sexto de la LGIPE, a fin 
de garantizar la veracidad de las LNERE. 

El artículo 334, párrafo 1 de la LGIPE, establece que a partir del 1º de septiembre y hasta al 15 de 
diciembre del año previo al de la elección presidencial, la DERFE pondrá a disposición de las 
personas interesadas los formatos de solicitud de inscripción en el Padrón Electoral y en la LNERE, 
en los sitios que acuerde la JGE, por vía electrónica o a través de los medios que determine el propio 
órgano ejecutivo central del INE. 

El párrafo 2 del propio artículo, mandata que el INE convendrá con la SRE, en su caso, los 
mecanismos para la inscripción a la LNERE a través de las sedes diplomáticas, en los términos de 
los convenios de colaboración establecidos entre ambas instituciones. 

El párrafo 3 del artículo en cita, indica que el INE firmará los convenios necesarios con las instancias 
correspondientes de la administración pública federal y local, para impulsar el VMRE. 

Del mismo modo, el párrafo 4 del precepto jurídico referido, instruye que las mexicanas y los 
mexicanos residentes en el extranjero podrán tramitar su CPV, debiendo cumplir con los requisitos 
señalados en el artículo 136 de la propia LGIPE. 

En este tenor, el párrafo 5 del artículo en comento, determina que la DERFE establecerá en las 
embajadas o en los consulados de México en el extranjero, los mecanismos necesarios para el 
trámite de credencialización, para tal fin, el INE celebrará con la SRE los acuerdos correspondientes. 
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Así, el párrafo 6 del artículo en cita, ordena que, para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, 
se abrirá un plazo de noventa días para el trámite de credencialización que el INE determinará para 
cada Proceso Electoral antes de que inicie el plazo de incorporación a la LNERE a que se refiere el 
párrafo 1 del artículo en mención. 

El artículo 335, párrafo 1 de la LGIPE, prescribe que las solicitudes de inscripción al Padrón Electoral 
de las ciudadanas y los ciudadanos residentes en el extranjero serán atendidas en el orden 
cronológico de su recepción, debiéndose llevar un registro de la fecha de las mismas. 

En esa dirección, el párrafo 2 del artículo que se cita, indica que, una vez verificado el cumplimiento 
de los requisitos establecidos por este Consejo General, la DERFE procederá a la inscripción de la 
persona solicitante en la LNERE. En caso de que el solicitante tenga una inscripción previa en el 
Padrón Electoral, se le dará de baja en la sección correspondiente a las ciudadanas y los ciudadanos 
residentes en México. 

Bajo esta lógica, el párrafo 1 del artículo 336 de la LGIPE, mandata que, concluido el plazo para la 
recepción de solicitudes de inscripción, la DERFE procederá a elaborar las LNERE con las 
solicitudes recibidas y tramitadas y los registros contenidos en la SPECRE. 

Es así, que el párrafo 2 del artículo en cita, establece que las listas se elaborarán en dos 
modalidades: 

a) En el caso de las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero, el 
listado se formulará por país de residencia y por entidad federativa de referencia, si la CPV se 
expidió o renovó desde el extranjero, o por el distrito electoral que aparece en ésta y si fue 
expedida en territorio nacional, y 

b) Conforme al criterio de domicilio en México de las ciudadanas y los ciudadanos residentes en 
el extranjero, por entidad federativa y distrito electoral, ordenados alfabéticamente. Estas listas 
serán utilizadas por el INE para efectos del escrutinio y cómputo de la votación. 

Adicionalmente, el párrafo 1 del artículo 337 de la LGIPE, instaura que las RPP ante la CNV, tendrán 
derecho a verificar las LNERE, a que se refiere el inciso b) del párrafo 2 del artículo 336 de la propia 
ley, a través de los medios electrónicos con que cuente la DERFE. 

Por otra parte, el párrafo 2 del artículo en cita, señala que las LNERE no serán exhibidas fuera del 
territorio nacional. 

El artículo 338, párrafo 1 de la LGIPE, refiere que a más tardar el 15 de febrero del año de la elección 
que corresponda, la DERFE pondrá a disposición de los partidos políticos las LNERE, 
salvaguardando la protección de los datos personales que en ellas se contengan. 

El párrafo 2 de la disposición normativa aludida, indica que los partidos políticos podrán formular 
observaciones a dichas listas, señalando hechos y casos concretos e individualizados, hasta el 28 de 
febrero, inclusive. 

Del mismo modo, en atención a lo estipulado en el párrafo 3 del artículo en mención, de las 
observaciones realizadas por los partidos políticos, así como las personas candidatas independientes 
se harán las modificaciones a que hubiere lugar y se informará a este Consejo General y a la CNV a 
más tardar el 15 de abril del año de la elección. 

III. Marco reglamentario aplicable. 

De conformidad con el artículo 45, párrafo 1, incisos g), h), l) y m) del RIINE, para el cumplimiento de 
las atribuciones que la LGIPE le confiere, corresponde a la DERFE definir, considerando la opinión 
de la CNV, las técnicas, criterios y procedimientos que se aplicarán con la finalidad de actualizar el 
Padrón Electoral, emitir los mecanismos para la inscripción de las ciudadanas y los ciudadanos al 
Padrón Electoral y la LNE, así como la actualización de estos instrumentos; igualmente, le 
corresponde a la DERFE emitir los procedimientos para la inscripción de las ciudadanas y los 
ciudadanos residentes en el extranjero en el Padrón Electoral y la elaboración de las LNE 
correspondientes, así como emitir los procedimientos para definir los mecanismos para la expedición 
y entrega de la CPV, incluyendo a las mexicanas y los mexicanos residentes en el extranjero que 
hayan solicitado su inscripción al Padrón Electoral. 

El artículo 77, párrafo 1 del RIINE, establece que la CNV es el órgano encargado de vigilar los 
métodos y procedimientos de inscripción, cambios de domicilio y depuración del Padrón Electoral y 
las LNE; así como la entrega de las CPV a las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos en territorio 
nacional y a la ciudadanía residente en el extranjero, además de coadyuvar con la DERFE, de 
conformidad con lo establecido en la LGIPE y la normatividad aplicable. 
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Así, el párrafo 3, del artículo en comento, prescribe que la CNV contará, para el ejercicio de sus 
atribuciones con Grupos de Trabajo Permanentes y, a propuesta de su Presidente, podrá aprobar la 
creación de Grupos de Trabajo Temporales. El objeto de los Grupos de Trabajo será proporcionar a 
la CNV los elementos técnicos y operativos necesarios para la toma de sus acuerdos y resoluciones. 

Por su parte, el artículo 89 del RE, dispone que, para el acceso y verificación del Padrón Electoral y 
la generación, entrega, revisión, uso, resguardo, reintegro y destrucción de las bases de datos y, en 
su caso, de los impresos de las LNE, los sujetos obligados, según corresponda, deberán observar 
todas las previsiones y los mecanismos de seguridad para la protección de los datos personales, 
establecidos en la LGIPE y en los LAVE. 

En ese tenor, el artículo 92, numeral 10 del RE, determina que la DERFE, una vez revisadas las 
observaciones que, en su caso, la CNV hubiera enviado, elaborará el procedimiento de entrega de 
las LNER por las RPP acreditadas ante las Comisiones de Vigilancia, de las candidaturas 
independientes y de los partidos políticos con registro local, mismo que hará del conocimiento de las 
personas integrantes de la CRFE. 

Asimismo, el numeral 2 del precepto jurídico en comento, señala que el procedimiento referido en el 
numeral 1 del propio artículo, deberá cumplir al menos con los siguientes objetivos específicos: 

a) Describir las actividades de generación de los archivos que contendrá la LNER, por entidad 
federativa; 

b) Describir las actividades para la asignación de elementos distintivos a cada uno de los 
archivos que serán entregados; 

c) Comunicar la forma como se llevará a cabo el cifrado de los archivos a entregar, el proceso 
para la generación de copias, así como la generación de claves de acceso únicas por archivo; 

d) Presentar el flujo que se seguirá para entregar los archivos con LNER, a las RPP acreditadas 
ante las Comisiones de Vigilancia, las candidaturas independientes y los partidos políticos con 
registro local; 

e) Contemplar los mecanismos de devolución, borrado seguro y destino final de los medios de 
almacenamiento que contienen la información de la LNER, e 

f) Informar de los mecanismos de seguridad y control que se aplicarán en cada una de las 
actividades anteriormente mencionadas, con la finalidad de asegurar la confidencialidad y la 
protección de los datos personales de las ciudadanas y los ciudadanos, así como la integridad 
de la información. 

De igual manera, el numeral 4 del mismo artículo, indica que la recepción, el análisis y el dictamen de 
procedencia de las observaciones formuladas por los partidos políticos a las LNER, por parte de la 
DERFE, así como la generación del informe final correspondiente, se hará conforme a lo señalado en 
la LGIPE, así como al procedimiento que determine la propia DERFE. La propuesta del 
procedimiento será hecha del conocimiento de la CNV. 

En ese sentido, el artículo 93, numeral 1 del RE, ordena que la DERFE generará y entregará las 
LNEDF, las adendas respectivas, si las hubiere, las Listas Adicionales y, en los casos que aplique, la 
LNERE, a los OPL, con base a las disposiciones generales que emita este Consejo General, así 
como a lo previsto en los convenios generales de coordinación y colaboración que sean suscritos 
entre el INE y los OPL. De la misma manera, tales documentos serán entregados a las funcionarias y 
los funcionarios de casilla por conducto de los consejos correspondientes, a las RPP y, en su caso, 
de las representaciones de las candidaturas independientes. 

El artículo 95, numeral 1 del RE, señala que previo a la celebración de la jornada electoral respectiva, 
y una vez resueltas por el TEPJF las impugnaciones que en su caso se hubieren interpuesto en 
contra del informe de observaciones a las LNER a los partidos políticos, en referencia al artículo 151, 
párrafo 3 de la LGIPE, este Consejo General emitirá, mediante el acuerdo correspondiente, la 
declaratoria de validez y definitividad del Padrón Electoral y la LNE en territorio nacional y la LNERE. 

De acuerdo con el numeral 2 de ese precepto, para la emisión de la declaratoria de validez y 
definitividad, se tomarán en consideración, además de los resultados que se obtengan de la 
Verificación Nacional Muestral más reciente y, en su caso, los presentados por el Comité Técnico de 
Evaluación del Padrón Electoral, aquellos resultados que deriven de los procesos de actualización y 
depuración al Padrón Electoral y las LNE realizados por la DERFE, así como las tareas de 
verificación y observaciones de los partidos políticos formuladas en los términos previstos en  la 
LGIPE. 
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Ahora bien, de conformidad con el artículo 107 del RE, para la revisión de la LNERE, se deberá 
tomar en cuenta lo establecido en el artículo 337 de la LGIPE, así como los convenios generales de 
coordinación y colaboración y sus anexos que para tal efecto se celebren. 

Asimismo, los anexos 21.1 y 21.2 del RE, a través de sus respectivos lineamientos, establecen las 
bases y los procedimientos para la organización del voto postal y electrónico a través de internet de 
las personas ciudadanas mexicanas residentes en el extranjero; en específico, se establece que los 
términos y plazos para la ejecución de las actividades en cada proceso electoral y de participación 
ciudadana, en el presente caso los PEL 2022-2023, serán aprobados por este Consejo General 
mediante el PIT-VMRE y los Lineamientos LNERE. 

De igual manera, el Modelo de operación del programa piloto del VMRE en modalidad presencial en 
Módulos Receptores de Votación en el extranjero para los PEL 2022-2023, aprobado mediante 
Acuerdo INE/CG641/2022, describe los aspectos operativos a realizar durante los actos 
preparatorios, el periodo de votación y los actos posteriores a la jornada electoral, para la 
implementación de un piloto, con carácter vinculante, de voto presencial en el extranjero, por medios 
electrónicos a través de internet; para tal efecto, lo referente a la conformación de la LNERE para 
dicha modalidad de votación se observará lo previsto en los Lineamientos LNERE. 

Por su parte, el numeral 54 de los Lineamientos LNERE, establece que la DERFE generará la 
LNERE Definitiva, de conformidad con lo establecido en la LGIPE, el RE, los propios Lineamientos, 
los LAVE, así como los acuerdos adoptados por este Consejo General, tomando en consideración 
las propuestas que, en su caso, emita la CNV. 

El numeral 55 de los Lineamientos LNERE, indica que, transcurrido el plazo para la interposición del 
medio de impugnación o resuelta la última impugnación, este Consejo General hará la declaración de 
validez de la LNERE Definitiva. 

Además, el numeral 60 de los Lineamientos LNERE, señala que la LNERE Definitiva estará integrada 
por: 

a) Las ciudadanas y los ciudadanos que cuentan con CPVE y cuya SIILNERE fue determinada 
como procedente. 

 En el caso del voto presencial en sedes en el extranjero, se integrará por las personas 
ciudadanas con CPVE entregada, que no hayan elegido alguna otra modalidad de votación. 

b) Las ciudadanas y los ciudadanos que cuentan con CPV vigente y cuya SIILNERE fue 
determinada como procedente. 

c) Las ciudadanas y los ciudadanos que se incorporen a la LNERE en cumplimiento de las 
sentencias que para tal efecto sean notificadas por el TEPJF, o por las instancias 
administrativas derivadas de las SRLNERE. 

Por su parte, el numeral 46 de los Lineamientos LNEPP, dispone que la DERFE generará la LNEPP 
Definitiva, de conformidad con lo establecido en la LGIPE, el RE, los propios Lineamientos, los LAVE, 
así como los acuerdos adoptados por este Consejo General, tomando en consideración las 
propuestas que en su caso emita la CNV. 

El numeral 47 de los Lineamientos LNEPP, indica que, transcurrido el plazo para la interposición del 
medio de impugnación o resuelta la última impugnación, este Consejo General hará la declaración de 
validez de la LNEPP Definitiva. 

De conformidad con lo previsto en el numeral 52 de los Lineamientos LNEPP, la LNEPP Definitiva 
estará integrada por: 

a) Las personas en prisión preventiva cuya SIILNEPP fue determinada como procedente, y 

b) Las personas en prisión preventiva que se incorporen a la LNEPP en cumplimiento de las 
sentencias que para tal efecto sean notificadas por el TEPJF. 

El artículo 47 de los Lineamientos LNEVA, indica que la DERFE generará la LNEVA Definitiva, de 
conformidad con lo establecido en la LGIPE, el RE, los propios Lineamientos, los LAVE y los 
acuerdos adoptados por este Consejo General, tomando en consideración las propuestas que en su 
caso emita la CNV. 

También, el artículo 48 de los Lineamientos LNEVA, refiere que, transcurrido el plazo para la 
interposición del medio de impugnación o resuelta la última impugnación, este Consejo General hará 
la declaración de validez de la LNEVA Definitiva. 
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Con base en lo previsto en el artículo 53 de los Lineamientos LNEVA, la LNEVA Definitiva estará 
integrada por: 

a) Las personas solicitantes cuya SIILNEVA fue determinada como procedente, y 

b) Las personas con VA que se incorporen a la LNEVA en cumplimiento de las sentencias que 
para tal efecto sean notificadas por el TEPJF. 

A su vez, el artículo 15, párrafo 1 de los Lineamientos OPL, indica que, a más tardar el 20 de febrero 
de 2023, la DERFE entregará en medio electrónico la LNER a las RPP que participen en el PEL 
correspondiente. En la misma fecha, la DERFE dispondrá en los Centros de Consulta los listados 
completos y diferenciados de la ciudadanía que se encuentre en dichas relaciones. 

En términos del artículo 16, párrafo 1 de los Lineamientos OPL, los OPL recibirán hasta el 20 de 
marzo de 2023 las observaciones que formulen los partidos políticos a la LNER. Las observaciones 
se harán señalando hechos y casos concretos e individualizados, y serán entregadas 
preferentemente en un medio óptico con la finalidad de agilizar y mejorar la búsqueda en el Padrón 
Electoral. 

El artículo 18 de los Lineamientos OPL, señala que los OPL remitirán a la DERFE las observaciones 
de los partidos políticos de manera inmediata y a más tardar hasta el 21 de marzo de 2023, la cual 
procederá a su análisis y, en caso de resultar legalmente procedentes, se realizarán las 
modificaciones al Padrón Electoral y a la LNE generando el correspondiente informe del resultado del 
análisis y determinación de procedencia. Para realizar el análisis y la determinación de procedencia, 
la DERFE utilizará el “Procedimiento para el tratamiento de las observaciones formuladas por los 
partidos políticos a la Lista Nominal de Electores para Revisión”. 

Ahora bien, es oportuno mencionar que, a través del Acuerdo INE/CG581/2022, este Consejo 
General aprobó los plazos para la actualización del Padrón Electoral y los cortes de la LNE, con 
motivo de la celebración de los PEL 2022-2023, entre los cuales, se destacan los siguientes: 

1. Las campañas especiales de actualización iniciaron el 1° de septiembre de 2022 y 
concluyeron el 7 de febrero de 2023. 

2. El periodo para solicitar la reposición de CPV concluyó el 13 de febrero de 2023. 

3. El periodo para la inscripción de las y los jóvenes mexicanos que cumplan 18 años de edad 
antes o bien, inclusive el día de la jornada electoral del 4 de junio de 2023, inició el 1° de 
septiembre de 2022 y concluyó el 7 de febrero de 2023. 

4. Las CPV de las y los ciudadanos que hubiesen realizado su trámite de inscripción y/o 
actualización hasta el 7 de febrero de 2023 o bien, solicitado la reposición de la misma por 
causa de robo, extravío o deterioro grave hasta el 13 de febrero de 2023, estuvieron 
disponibles hasta el 17 de abril de 2023. 

5. El corte de la LNER fue al 7 de febrero de 2023. 

6. La entrega de las LNER se realizó el 20 de febrero de 2023. 

7. La entrega de las observaciones formuladas a la LNER se realizó hasta el 20 de marzo de 
2023. 

8. La DERFE hizo entrega del informe de las observaciones formuladas a la LNER a este 
Consejo General, a la CNV y a los OPL de Coahuila y Estado de México, por conducto de la 
UTVOPL, el 21 de abril de 2023. 

9. El corte para la impresión de las LNEDF fue el 17 de abril de 2023. 

10. Las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero que solicitaron su 
incorporación a la LNERE y manifestaron su decisión de votar en los PEL 2022-2023 desde el 
país en que residen, debieron presentar la solicitud respectiva en el periodo del 1° de 
septiembre de 2022 al 10 de marzo de 2023. 

11. Las y los ciudadanos pudieron subsanar la inconsistencia que notificó la DERFE, cuando así 
correspondiera, hasta el 19 de marzo de 2023. 

12. El periodo para el análisis y dictaminación de las SIILNERE y manifestar su decisión de votar 
desde el país en que residen, así como los documentos de subsane que en su caso se 
enviaron para aclarar alguna inconsistencia, finalizó el 24 de marzo de 2023. 
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Finalmente, se destaca que el INE ha emitido diversos lineamientos y procedimientos que regulan el 
tratamiento para la exclusión de diversos registros de ciudadanas y ciudadanos cuyas solicitudes de 
trámite fueron canceladas porque no acudieron a recoger su CPV; aquellos registros duplicados; las 
y los ciudadanos que proporcionaron datos personales o domicilios presuntamente irregulares o 
falsos a la autoridad electoral; las y los ciudadanos que fueron suspendidos en sus derechos  
político-electorales; los registros de las ciudadanas y los ciudadanos fallecidos, así como las 
personas que perdieron la nacionalidad mexicana. 

Con base en las disposiciones normativas enunciadas, válidamente este órgano superior de 
dirección puede declarar que el Padrón Electoral y las LNE que serán utilizados con motivo de las 
jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 2023, son válidos y definitivos. 

TERCERO. Motivos para declarar la validez y definitividad del Padrón Electoral y las LNE que serán 
utilizados con motivo de las jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 2023. 

I. Acciones para la integración y actualización del Padrón Electoral y las LNE. 

El próximo domingo 4 de junio de 2023, se celebrarán elecciones locales ordinarias en las entidades 
de Coahuila de Zaragoza y México, en donde se disputarán los siguientes cargos de elección 
popular: 

ENTIDAD FEDERATIVA GUBERNATURA 

DIPUTACIONES 

MAYORÍA RELATIVA 
REPRESENTACIÓN 

PROPORCIONAL 

Coahuila 1 16 9 

Estado de México 1 --- --- 

TOTAL 2 16 9 

 

Cabe señalar que ambas entidades prevén en su legislación local el VMRE para la elección de la 
persona titular del Poder Ejecutivo Estatal, en el marco de los PEL 2022-2023, en términos de las 
disposiciones previstas en los Lineamientos LNERE. 

Asimismo, es preciso señalar que en el PEL 2022-2023, se realizará la prueba piloto del VA y del 
VPPP, cuyos listados nominales se conforman de acuerdo con los Lineamientos LNEVA y los 
Lineamientos LNEPP, respectivamente, aprobados por este Consejo General. 

Es así que, previo al inicio de los PEL 2022-2023, el INE, a través de la DERFE y sus órganos 
desconcentrados, realizaron una serie de acciones para mantener actualizados el Padrón Electoral y 
las LNE, con la finalidad de contar con instrumentos electorales con el más alto grado de certeza y 
confiablidad que se utilizarán en las jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 2023. 

Con lo anterior, se garantiza que las ciudadanas y los ciudadanos inscritos en el Padrón Electoral, 
hayan obtenido su CPV y estén en condiciones de ejercer su derecho al sufragio. 

Por esa razón, resulta relevante describir las actividades que la DERFE, de manera conjunta con las 
comisiones de este Consejo General y la CNV, han desarrollado, encaminadas todas a la declaración 
de la validez y definitividad de los instrumentos electorales referidos, los cuales serán utilizados en 
las próximas jornadas electorales del 4 de junio de 2023. 

1. Actualización al Padrón Electoral y la LNE. 

A través de la LGIPE, así como en los acuerdos emitidos por este Consejo General y la CNV, se 
prescribe la realización de campañas para que las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos que 
cumplan la mayoría de edad se inscriban en el Padrón Electoral y obtengan su CPV; asimismo, 
para que, quienes ya se encuentren inscritas e inscritos, actualicen su situación registral. 

Además, en los acuerdos y lineamientos que ha aprobado este órgano superior de dirección, se 
armonizan los plazos estipulados en la LGIPE, a fin de potenciar el derecho del voto de las 
ciudadanas y los ciudadanos mexicanos, a manera de ampliar o adecuar los periodos para que 
se inscriban o actualicen sus datos en el Padrón Electoral y, en consecuencia, se cuente con 
LNE actualizadas. 
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a. CAP. 

Con motivo de la CAP 2021-2022, en el periodo comprendido entre el 16 de diciembre de 2021 y 
el 31 de agosto de 2022, en las entidades con PEL 2022-2023 operaron 97 MAC, de los cuales, 
72 fueron de tipo fijo, ocho semifijos y 17 móviles; de ellos, 28 laboraron en doble turno. 

El número de trámites de inscripción y/o actualización (inscripciones, correcciones de datos, 
cambio de domicilio, reposiciones por extravío o deterioro grave, corrección de datos en 
dirección y reincorporación) que se realizaron en las citadas entidades, fue de 1,963,564 
trámites. 

El número de ciudadanas y ciudadanos residentes en las entidades aludidas que durante esta 
campaña acudieron a recoger su CPV fue de 1,963,564. Adicionalmente, en el mismo periodo 
fueron reemplazadas 60,963 credenciales. 

b. Campaña Especial de Actualización en el marco de los PEL 2022-2023. 

Del 1° de septiembre de 2022 al 7 de febrero de 2023, en las entidades que celebrarán 
elecciones locales ordinarias en el marco de los PEL 2022-2023, operaron 97 MAC, de los 
cuales 72 fueron de tipo fijo, ocho semifijos y 17 móviles; de ellos, 47 trabajaron con doble turno. 

El número de trámites de inscripción y/o actualización que se realizaron en ambas entidades 
durante el periodo referido ascendió a 1,299,049. 

Asimismo, el número de trámites solicitados de reposición de CPV por robo o extravío, así como 
por deterioro grave, en el periodo comprendido del 1° de septiembre de 2022 al 13 de febrero de 
2023, fue de 528,696. 

c. Actualización en el extranjero. 

Este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG392/2022, los Lineamientos LNERE, en 
los que se estableció que las personas ciudadanas mexicanas residentes en el extranjero que 
deseen ser incorporadas a la LNERE, además de cumplir los requisitos que fijan expresamente 
los artículos 34 de la CPEUM; 9, párrafo 1 y 330 de la LGIPE, deberán manifestar su decisión de 
votar desde el país en el que residen en el marco de los PEL 2022-2023. 

En ese sentido, las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero pudieron 
solicitar su incorporación a la LNERE manifestando su decisión de votar en los PEL 2022-2023, 
desde el país en que residen, por lo cual, del 1° de septiembre de 2022 al 10 de marzo de 2023, 
se recibieron un total de 7,842 SIILNERE. 

De esta manera, el 24 de marzo de 2023, la DERFE determinó la procedencia o improcedencia 
de las SIILNERE recibidas como resultado del cumplimiento de los requisitos establecidos en la 
LGIPE y en los Lineamientos LNERE, recibiendo un total de 7,774 SIILNERE determinadas 
como procedentes. 

De manera adicional y de acuerdo con lo establecido en el numeral 10, fracción I, último párrafo, 
de los Lineamientos LNERE, con corte al 24 de marzo de 2023, se incorporó a la LNERE la 
ciudadanía residente en el extranjero que podrá emitir su voto de manera presencial en virtud de 
contar con una CPVE vigente con referencia a Coahuila o a Estado de México, siendo un total 
de 72,959 registros. 

Como consecuencia a ello, la LNERE para Revisión quedó conformada por un total de 80,861 
registros. 

Es preciso señalar que, en el marco de las tareas para la conformación de la LNERE, de 
conformidad con los Lineamientos LNERE, se aplicaron los procedimientos de verificación de la 
situación registral, con la finalidad de identificar movimientos posteriores realizados por la 
ciudadanía o bajas al Padrón Electoral resultantes de los programas de depuración que 
instrumenta la DERFE, así como de verificar que las y los ciudadanos estuvieren incorporados 
de manera única, atendiendo a lo establecido en los lineamientos en cita. 

A partir de los procedimientos anteriormente señalados, con corte al 21 de abril de 2023, la 
LNERE que será utilizada en los PEL 2022-2023 para la elección de Gubernaturas de Coahuila y 
del Estado de México, bajo las modalidades de votación postal, electrónica por internet y 
presencial en Módulos Receptores de Votación en el extranjero, asciende a un total de 80,733 
registros de ciudadanas y ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero. 
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d. Formulación de avisos, previo a la cancelación de trámites. 

Con base en los procedimientos aprobados por el Instituto a través de la DERFE, se efectuaron 
los procedimientos de avisos a la ciudadanía, tanto en el territorio nacional como en el 
extranjero, previo a la cancelación de trámites. 

d.1. Territorio nacional. 

Para el caso de 3,959 ciudadanas y ciudadanos que, habiendo tramitado la inscripción o 
actualización al Padrón Electoral durante los dos años previos al de la elección, no acudieron a 
obtener su CPV, la DERFE formuló hasta tres avisos para incentivarlos a que concluyeran su 
trámite. 

En términos de la normatividad aplicable y del procedimiento para la formulación de avisos 
ciudadanos, el primer aviso ciudadano se realizó mediante carta personalizada, entregada en 
visita domiciliaria que realizó el personal de campo de las VRFE en las JDE, mientras que el 
segundo y el tercer aviso se realizaron mediante la publicación por estrados de los listados de 
personas ciudadanas candidatas para la formulación de avisos, en las oficinas de las VRFE en 
las JDE, así como en los MAC. 

En ese sentido, en las entidades con PEL 2022-2023, durante el primer aviso se formularon 
3,959 avisos en el ámbito nacional mediante un operativo de campo; mientras que en el segundo 
aviso se efectuaron 3,459 avisos y se publicaron en los estrados de las VRFE de las JDE, así 
como en los MAC; y, en el tercer aviso, se publicaron tanto en los estrados de las VRFE y de los 
MAC 2,901 avisos. 

d.2. Residentes en el extranjero. 

Ahora bien, para las ciudadanas y los ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero que 
tramitaron su CPVE y que por diversas circunstancias no la recibieron, a fin de que estos 
solicitaran el reenvío de su CPVE, se formularon tres avisos, con el objetivo de asegurar su 
derecho al sufragio. 

Es importante destacar que, además de publicar los avisos en los estrados electrónicos del 
portal institucional, con base en los medios de contacto que las y los ciudadanos que realizaron 
su trámite en el extranjero, los avisos se realizaron por medio de llamadas telefónicas 
programadas y por correo electrónico. 

En la ejecución del procedimiento de formulación de avisos a ciudadanas y ciudadanos que 
tramitaron su CPVE, de cara a los PEL 2022-2023, durante el primer aviso se realizaron 562 
llamadas telefónicas exitosas, se enviaron 59 correos electrónicos y se publicaron un total de 
3,498 avisos en los estrados electrónicos de la página web del INE; en el segundo aviso se 
formularon 543 llamadas telefónicas exitosas, se enviaron 58 correos electrónicos y se 
publicaron un total de 3,442 avisos en estrados electrónicos; en el tercer aviso se formularon 498 
llamadas telefónicas exitosas, se enviaron 53 correos electrónicos y se publicaron un total de 
3,399 avisos en estrados electrónicos. 

2. Programas de depuración. 

El INE, a través de la DERFE, ejecutó diversos procedimientos, así como actividades técnicas y 
operativas para la actualización permanente del Padrón Electoral y la LNE, los cuales dieron 
como resultado la exclusión o baja de registros de ciudadanas y ciudadanos, cuyas solicitudes 
de trámite fueron canceladas porque: no acudieron a recoger su CPV hasta el 28 de febrero de 
2023; tienen registros duplicados; proporcionaron datos personales o domicilios presuntamente 
irregulares o falsos a la autoridad electoral; fueron suspendidos en sus derechos  político-
electorales; son registros de ciudadanas y ciudadanos fallecidos; o bien, perdieron la 
nacionalidad mexicana. 

a. Cancelación de trámites. 

En la LGIPE se establece el procedimiento y las medidas para la cancelación de las solicitudes 
de trámite realizadas por las y los ciudadanos que no cumplan con la obligación de acudir a 
obtener la correspondiente CPV. 

Estas actividades son verificadas directamente por los partidos políticos, a través de las CLV y 
las CDV. 
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Así, entre el 6 de junio de 2022 y el 17 de abril de 2023, la DERFE excluyó del Padrón Electoral 
2,646 registros de ciudadanas y ciudadanos; de los cuales 1,831 credenciales corresponden a 
trámites realizados en el territorio nacional y 815 registros excluidos de ciudadanas y ciudadanos 
que tramitaron su CPVE y no la recibieron. 

Los trámites correspondientes a los registros excluidos del Padrón Electoral fueron cancelados, 
los formatos de credencial involucrados fueron leídos, destruidos y puestos a disposición final en 
sesiones de las CLV. 

b. Registros duplicados. 

En acatamiento a lo prescrito en la LGIPE, la DERFE ha verificado que en el Padrón Electoral no 
existan duplicidades, a fin de que cada persona electora aparezca registrada una sola vez. 

Las duplas —registros probablemente duplicados— de registros en el Padrón Electoral que 
pudieron corresponder a una o un ciudadano, fueron comparadas por elementos biométricos o 
por confronta visual en gabinete. 

En el supuesto de que, en los procedimientos aplicados en gabinete, existiera duda sobre la 
identidad de la o el ciudadano, se acudió a su domicilio para constatar plenamente la duplicidad 
del registro antes de afectar la base de datos del Padrón Electoral. 

En los casos en que se confirmó la duplicidad, se dio de baja el registro más antiguo y se 
mantuvo vigente el más reciente, con la finalidad de garantizar la permanencia de la o el 
ciudadano en la LNE. 

Así, derivado de la instrumentación de este programa, del 6 de junio de 2022 al 17 de abril de 
2023, se excluyeron 641 registros duplicados del Padrón Electoral. 

c. Registros con datos personales y domicilios irregulares o falsos. 

En el periodo comprendido entre el 6 de junio de 2022 y el 17 de abril de 2023, la DERFE aplicó 
250 bajas al Padrón Electoral por datos irregulares; de los cuales, 169 fueron por datos 
personales irregulares o falsos, 49 por usurpación de identidad, así como 32 registros por 
domicilios irregulares. 

Este programa de depuración es producto de la instrumentación de herramientas 
multibiométricas, a partir del cual se detectaron trámites registrales que presentaban 
correspondencia en las huellas dactilares con registros del Padrón Electoral con variaciones 
sustanciales en los datos personales, en estos casos, el INE presentó la denuncia de hechos 
ante la autoridad correspondiente. 

Para la detección de domicilios presuntamente irregulares, implicó el análisis de la situación 
registral; la aclaración ciudadana del domicilio proporcionado; el análisis de la situación jurídica; 
la exclusión de domicilios irregulares del Padrón Electoral, y la notificación a las y los ciudadanos 
involucrados para garantizarles el derecho de audiencia. 

d. Suspensión de derechos político-electorales. 

En atención a los “Mecanismos para garantizar el derecho a la identidad de las personas 
suspendidas en sus derechos político-electorales”, aprobados mediante Acuerdo 
INE/CG62/2020, la DERFE excluye de la LNE a las y los ciudadanos que hayan sido 
suspendidos en el ejercicio de sus derechos político-electorales, durante el periodo que dure la 
suspensión de acuerdo con la resolución judicial respectiva. 

En tal virtud, entre el 6 de junio de 2022 y el 17 de abril de 2023, se excluyeron un total de 3,070 
registros de ciudadanas y ciudadanos por suspensión de sus derechos político-electorales por 
notificación judicial. 

Las y los ciudadanos que hayan sido suspendidos en sus derechos políticos, son reincorporados 
al Padrón Electoral por mandato judicial o bien, cuando acrediten que ha cesado la causa de la 
suspensión. 

e. Reincorporación por suspensión de derechos. 

Del 6 de junio de 2022 al 17 de abril de 2023, se reincorporaron a la LNE un total de 3,349 
registros de ciudadanas y ciudadanos. 

De esos registros, 2,950 fueron por petición ciudadana en los MAC y 399 por notificación judicial 
o extensión de la temporalidad de la sanción. 
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f. Ciudadanas y ciudadanos fallecidos. 

La DERFE aplica la baja del Padrón Electoral de los registros de las y los ciudadanos que hayan 
fallecido, siempre y cuando quede acreditado con la documentación emitida por las autoridades 
competentes o mediante el procedimiento que determine la CNV. 

Derivado de lo anterior, entre el 6 de junio de 2022 y el 17 de abril de 2023, la DERFE excluyó 
92,395 registros de ciudadanas y ciudadanos fallecidos. 

De esos registros, 92,387 se dieron de baja con base en las notificaciones que realizaron las 
autoridades competentes, mientras que los ocho registros restantes se efectuaron a través de la 
aplicación del procedimiento alterno —aprobado por la CNV para la notificación directa de 
familiares— para dar de baja del Padrón Electoral los registros de las y los ciudadanos 
fallecidos. 

h. Pérdida de vigencia de la CPV. 

De conformidad con la LGIPE, las CPV tienen una vigencia de 10 años contados a partir del año 
de su emisión, a cuyo término las ciudadanas y los ciudadanos deberán solicitar una nueva 
credencial. 

No obstante, mediante Acuerdo INE/CG846/2022, este Consejo General aprobó que las CPV 
que perderían vigencia el 1° de enero de 2023, sean utilizadas en las elecciones ordinarias o, en 
su caso, extraordinarias que se celebren con motivo de los PEL 2022-2023. 

Tomando en consideración lo anterior, en el periodo del 6 de junio de 2022 al 17 de abril de 
2023, la DERFE aplicó la baja del Padrón Electoral de 279 registros correspondientes a CPV 
que perdieron vigencia. 

i. Determinación judicial. 

Del 6 de junio al 17 de abril de 2023, se excluyó un registro por concepto de determinación 
judicial. 

3. Convenios y Anexos Técnicos con OPL, en el marco de los PEL 2022-2023. 

El INE, por conducto de la DERFE, ha participado en la realización de diversas actividades en el 
marco de los PEL, proporcionando la información y documentos requeridos para ese efecto. 

En ese sentido, el INE ha suscrito dos Convenios Generales de Coordinación y Colaboración en 
materia registral con las autoridades de los OPL de las entidades federativas, con la finalidad de 
establecer las bases de coordinación para hacer efectiva la realización de actividades inherentes 
a los PEL 2022-2023. 

Con base en ello, se definieron, entre otras actividades, las correspondientes a los siguientes 
rubros: notificación ciudadana de ubicación de casillas en secciones electorales involucradas en 
la afectación del Marco Geográfico Electoral; LNE para Exhibición; LNER; entrega de 
observaciones de la LNER, formuladas por las RPP para análisis; LNEDF para su utilización en 
las Mesas Directivas de Casilla; Listas Adicionales; reglas para garantizar la confidencialidad de 
las LNE; entrega de estadísticos del Padrón Electoral y LNE; generación y entrega de productos 
cartográficos; candidaturas independientes; verificación de los registros de las y los ciudadanos 
que manifiesten su apoyo a candidatas y candidatos independientes, y entrega de los tantos 
adicionales de la LNEDF que se requieran. 

Del mismo modo, el INE y los OPL de Coahuila y Estado de México suscribieron dos Anexos 
Técnicos al Convenio General de Coordinación y Colaboración, con el fin de precisar las 
actividades, plazos y mecanismos de colaboración pactados en el Convenio General, respecto 
de la organización de los PEL 2022-2023. 

A través de los citados instrumentos jurídicos, se estableció, entre otras, que la DERFE, por 
medio de las JLE de esas entidades federativas, entregaría a los OPL el formato donde se 
asentarían las observaciones a la LNER que realizaron las RPP acreditadas ante los propios 
OPL. 

Asimismo, se determinó que la DERFE sería la encargada de entregar a las RPP acreditadas 
ante la CNV, así como las RPP acreditadas ante los OPL, las LNER en formato digital, las 
cuales incluyen los mecanismos de seguridad y control, ordenadas alfabéticamente por distrito 
electoral, al interior de esta por municipio y sección electoral, mismas que a su vez son divididas 
en dos apartados. 
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En esa arista, se dispuso que los OPL se encargarían de hacer llegar a la DERFE las 
observaciones en formato digital que las RPP, así como las personas representantes de  las 
candidaturas independientes, en su caso, formularon a la LNER. 

Además, se instruyó a la DERFE a entregar en formato digital a los OPL, el informe respecto de 
la atención a las observaciones formuladas a la LNER de las entidades federativas. Dicho 
informe consideró únicamente las observaciones que los OPL entregaron a la DERFE dentro del 
plazo transcurrido hasta el 17 de abril de 2023. 

II. Acciones institucionales para reforzar y ampliar el grado de certeza y confiabilidad de los 
instrumentos electorales. 

1. Informe sobre las observaciones formuladas por las RPP a la LNER y a la LNERE para 
Revisión. 

En cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 151, párrafo 3 y 338, párrafo 3 de la LGIPE, así 
como de las disposiciones emitidas a través de los acuerdos aprobados por este Consejo 
General y la CNV, relativas a la revisión de la LNE en el marco de los PEL 2022-2023, respecto 
de las actividades relativas a la recepción, análisis y dictamen de las observaciones formuladas 
por los partidos políticos a la LNE, así como de las modificaciones a dicho instrumento electoral, 
la DERFE presentó el informe sobre las observaciones realizadas a la LNE presentadas por las 
RPP. 

A través de los documentos denominados “Informe que rinde la Dirección Ejecutiva del Registro 
Federal de Electores respecto del análisis realizado a las observaciones formuladas por los 
partidos políticos a la Lista Nominal de Electores, en términos de lo previsto en el artículo 151 de 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales”, e “Informe que rinde la Dirección 
Ejecutiva del Registro Federal de Electores respecto del análisis realizado a las observaciones 
formuladas por los partidos políticos a la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero, 
en términos de lo previsto en el artículo 338 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales”, los cuales se agregan al presente instrumento jurídico como Anexo 1 y Anexo 2, 
respectivamente, se da cuenta precisa de las actividades instrumentadas por la DERFE para 
analizar técnica y jurídicamente cada una de las observaciones presentadas por las RPP, con el 
objeto de determinar su procedencia y eventual aplicación a los instrumentos electorales 
registrales, así como a las LNEDF que serán utilizadas el domingo 4 de junio de 2023. 

Es importante destacar que, el procedimiento de recepción, análisis, verificación y dictamen de 
las observaciones formuladas por las RPP a la LNE y a la LNERE, fue instrumentado en 
observancia a la metodología y a los criterios para la calificación de las observaciones 
aprobados por la CNV el 15 de enero de 2021 mediante Acuerdo INE/CNV01/ENE/2021, con la 
finalidad de fortalecer la certeza y la transparencia en la revisión, así como la objetividad y 
legalidad en el análisis por parte de la DERFE. 

Por otra parte, es preciso señalar que, de conformidad con lo establecido en los numerales 55 y 
56 de los Lineamientos para la organización del VPPP; 43 de los Lineamientos LNEPP; 41 a 46 
de los Lineamientos para la organización del VA, así como 44 de los Lineamientos LNEVA, la 
DERFE informó a las personas integrantes de este Consejo General y de la CNV que, respecto 
de la LNEPP y la LNEVA, ambas para revisión, no se recibieron observaciones formuladas por 
las RPP a dichos instrumentos. 

a. LNER. 

A continuación, se resaltan aspectos medulares del Informe que rindió la DERFE respecto del 
análisis realizado a las observaciones formuladas por los partidos políticos a la LNER, en 
términos de lo previsto en el artículo 151 de la LGIPE, el cual se agrega al presente instrumento 
jurídico como Anexo 1. 

En primera instancia, se resalta que la DERFE entregó la LNER a las RPP acreditadas ante la 
CNV, así como las RPP acreditadas ante los OPL, la cual fue integrada por un total de 
15,192,947 registros de ciudadanas y ciudadanos, de los cuales 14,952,546 habían obtenido su 
CPV al 7 de febrero de 2023. 
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En ese sentido, las observaciones formuladas por los partidos políticos a la LNER encuadran en 
lo establecido en el artículo 151 de la LGIPE; es decir, que consideran como registros de 
personas ciudadanas inscritas o excluidas indebidamente de las LNE y que señalan como 
hechos y casos concretos e individualizados; además, de que también encuadran en las 
categorías previstas en el Procedimiento para el tratamiento de las observaciones formuladas 
por los partidos políticos a la LNER. 

Es así que, fueron presentadas en tiempo y forma 130,001 observaciones relativas a personas 
ciudadanas que pudieran estar indebidamente inscritas en la LNE, así como a registros que 
presentan presuntos domicilios irregulares, para su análisis y dictamen de procedencia por parte 
de la DERFE. 

Las observaciones formuladas por las RPP encuadraron en las siguientes categorías: 

DESGLOSE DE LAS OBSERVACIONES RECIBIDAS 
OBSERVACIONES 

RECIBIDAS 

Ciudadanas(os) que aparecen duplicadas(os) en la LNER. 14,434 

Ciudadanas(os) que fallecieron y aparecen en la LNER. 187 

Ciudadanas(os) con domicilio presuntamente irregular en la LNE. 115,380 

TOTAL 130,001 

 

El análisis de las observaciones se ajustó puntualmente a las disposiciones constitucionales, 
legales y reglamentarias aplicables, así como al Procedimiento para el tratamiento de las 
observaciones formuladas por los Partidos Políticos a la LNER. Versión 5.0, aprobado por la 
CNV en sesión celebrada el 14 de enero de 2021. 

El documento no sólo prevé las actividades de gabinete, revisión documental y verificación en 
campo a cargo de la DERFE, sino que detalla los criterios para la calificación e, inclusive, el 
catálogo de respuestas para cada observación derivado del análisis. La previsión normativa de 
cada una de las etapas, desde la recepción hasta el dictamen de procedencia técnica y jurídica, 
ha garantizado la certeza, la transparencia, la exhaustividad y la objetividad en la revisión por 
parte de la DERFE. 

El diseño de este procedimiento de análisis considera los altos volúmenes de observaciones que 
se han presentado en las elecciones federales y locales, las capacidades tecnológicas de la 
DERFE, y el acervo de información y documentación relativa a los movimientos al Padrón 
Electoral que se ha consolidado a lo largo de más de 31 años desde la creación de la autoridad 
electoral nacional. 

Con base en el Procedimiento, la DERFE ejecutó procesos informáticos de consulta a la base de 
datos del Padrón Electoral a partir de cada una de las observaciones. Además, para el análisis 
de los presuntos registros duplicados, se aplicó la tecnología de comparación biométrica por 
huella dactilar e imagen facial. 

Complementariamente, y cuando fue necesario, la DERFE revisó los expedientes registrales de 
las y los ciudadanos respectivos. 

Como última fase de este proceso de análisis y dictaminación, el personal de la DERFE llevó a 
cabo verificaciones en campo, una vez agotadas las etapas de revisión previas. En este sentido 
se atendieron cada una de las observaciones recibidas. 

En particular, para las 115,380 observaciones del tipo A05 Ciudadanas(os) con domicilio 
presuntamente irregular en la LNE, en el apartado 7.3 del informe se describen las actividades 
realizadas en gabinete para, en primer término, identificar si los registros observados se 
encontraban incluidos en la LNER, y posteriormente revisar si ya habían sido analizados en 
programas de depuración previos de domicilio irregular o correspondían a domicilios colectivos 
que ya habían sido verificados y en los que por sus características, se justifica la coincidencia de 
múltiples personas ciudadanas cuyo domicilio se asocia a dicho lugar; adicionalmente, se 
realizaron revisiones de gabinete y campo con el fin de identificar elementos y/o evidencia para 
determinar la procedencia o improcedencia de las observaciones presentadas. 
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Después de todo ese proceso de análisis y verificación, el número de observaciones 
procedentes fue de 97 registros; es decir, los casos determinados como procedentes significan 
el 0.07% del total de las observaciones formuladas por las RPP a la LNER. 

Adicionalmente, los partidos políticos presentaron 361,904 casos relativos a presuntas 
inconsistencias en los datos de la ciudadanía. Si bien dichos casos no corresponden a personas 
ciudadanas inscritas o excluidas indebidamente de las LNE, como lo señala la LGIPE, la DERFE 
analizó cada uno de ellos con la finalidad de identificar posibles áreas de oportunidad para la 
mejora de la calidad de los instrumentos registrales. 

Como resultado del análisis, en 181 casos se identificó una situación de duplicidad, aplicándose 
la baja al Padrón Electoral del registro con la fecha de actualización más antigua y manteniendo 
como vigente el registro con la fecha de actualización más reciente. 

En los casos en los que se llevó a cabo la exclusión del registro de la LNE, la DERFE notificará a 
cada ciudadana o ciudadano su situación registral, haciendo de su conocimiento las alternativas 
para eventuales aclaraciones con la finalidad de garantizar su derecho al voto. 

Las y los ciudadanos cuyos registros hayan sido dados de baja podrán presentar una Demanda 
de Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la Ciudadana o del 
Ciudadano, de conformidad con las disposiciones aplicables de la LGIPE y de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

De esta manera, queda salvaguardado el derecho constitucional a emitir el sufragio de la 
ciudadanía a los que eventualmente pueda afectar el dictamen previsto en este documento. 

La recepción, cuantificación, integración, análisis, verificación y dictamen técnico y jurídico de las 
observaciones —con base en la normatividad y en el procedimiento aprobado al efecto por la 
CNV—, así como la aplicación de las bajas respectivas, redundan en calidad y consistencia del 
Padrón Electoral y de las LNE. 

Las modificaciones derivadas de las observaciones procedentes serán aplicadas para las 
LNEDF que serán utilizadas en la jornada electoral de los PEL 2022-2023, que se celebrará el 
próximo domingo 4 de junio de 2023. 

A partir de los elementos de análisis, los procedimientos y valoraciones expuestos, 
adminiculados y concatenados de manera fundada y motivada, se puede concluir que la LNE 
cumple las características de veracidad, actualización, calidad, precisión y consistencia, con lo 
que se garantiza un ejercicio pleno de los derechos de la ciudadanía al emitir el sufragio en las 
elecciones que se desarrollarán en 2023. 

b. LNERE para Revisión. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 338, párrafo 1 de la LGIPE, así como en los 
acuerdos sobre la materia emitidos por este Consejo General, la DERFE entregó el 29 de marzo 
de 2023 la LNERE para Revisión en medio digital a las RPP ante la CNV que así lo solicitaron. 
Ese mismo día se dispuso a los partidos políticos el acceso a la LNERE para Revisión, a través 
del Centro de Consulta del Padrón Electoral. 

De esta forma, los partidos políticos contaron con la información para realizar la revisión de los 
archivos electrónicos que contienen el listado nominal que mandata la LGIPE. Esta verificación 
se suma a los programas de actualización y depuración que implementa la DERFE y que 
supervisan los partidos políticos en la CNV, para garantizar la calidad de los instrumentos 
registrales del INE. 

A partir de esta verificación, de la LNERE para Revisión conformada por 80,861 registros, las 
RPP formularon 4,876 observaciones relativas a Inscripciones extemporáneas mayor a 30 años, 
para su análisis y dictamen de procedencia por parte de la DERFE. 

DESGLOSE DE LAS OBSERVACIONES RECIBIDAS 
OBSERVACIONES 

RECIBIDAS 

Sin clave de 
observación 

Inscripciones extemporáneas mayor a 30 años 4,876 

TOTAL 4,876 
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El análisis de las observaciones se ajustó puntualmente a las disposiciones constitucionales, 
legales y reglamentarias aplicables, así como al Procedimiento para el tratamiento de las 
observaciones formuladas por los Partidos Políticos a la LNER. Versión 5.0. 

Con base en la metodología aprobada por los partidos políticos en 2022, la DERFE ejecutó 
procesos informáticos de consulta a la base de datos del Padrón Electoral a partir de cada una 
de las observaciones. 

Complementariamente, y cuando fue necesario, la DERFE revisó los expedientes registrales de 
las y los ciudadanos respectivos. 

Es importante precisar que, las 4,876 observaciones presentadas por los partidos políticos no 
encuadran en lo establecido en el artículo 338 de la LGIPE; es decir, no refieren casos concretos 
e individualizados respecto de personas ciudadanas inscritas o excluidas indebidamente de las 
LNE, además de que no encuadran en las categorías previstas en el procedimiento de análisis 
aprobado por la CNV en 2022. No obstante, fueron analizadas por la DERFE considerando que 
han sido aportadas por las RPP con el objetivo de mejorar los procedimientos de actualización y 
la calidad del Padrón Electoral. 

La recepción, cuantificación, integración, análisis, verificación y dictamen técnico y jurídico de las 
observaciones —con base en la normatividad y en el procedimiento aprobado al efecto por la 
CNV— junto con la aplicación de las bajas respectivas, redundan en la calidad y consistencia del 
Padrón Electoral y de las LNE. 

A partir de los elementos de análisis, los procedimientos y las valoraciones expuestas, en 
términos de lo señalado en este apartado y en el informe que se agrega al presente instrumento 
jurídico como Anexo 2, es de concluir que la LNERE cumple las características de veracidad, 
actualización, calidad, precisión y consistencia, con lo que se garantiza un ejercicio pleno de los 
derechos de la ciudadanía al emitir el sufragio desde el extranjero en las elecciones que se 
desarrollarán en el presente año, bajo las modalidades de votación postal, electrónica por 
internet y presencial en Módulos Receptores de Votación en el extranjero. 

2. Comisiones de Vigilancia. 

La CPEUM y la LGIPE determinan que las actividades relacionadas con la construcción del 
Padrón Electoral y, en general, todas las actividades registrales, se realicen con la coadyuvancia 
de la CNV, las CLV y las CDV. 

La LGIPE determina que, para coadyuvar con los trabajos relativos al Padrón Electoral deberá 
integrarse la CNV, así como una comisión de vigilancia en cada entidad federativa y una en cada 
distrito electoral federal, para un total de 333 comisiones de vigilancia. 

Estos órganos que son integrados mayoritariamente por los partidos políticos, permiten que las 
actividades registrales electorales cuenten con el acompañamiento, supervisión y propuestas de 
mejora continua por parte de dichos partidos políticos, lo cual posibilita que los procedimientos y 
productos electorales gocen de validación política, derivada del trabajo técnico realizado por 
estos órganos, a efecto de que las acciones de actualización y depuración del Padrón Electoral y 
la LNE se realicen sin ningún tipo de sesgo político. 

Asimismo, de conformidad con el RIINE, la CNV, para el ejercicio de sus atribuciones, contará 
con grupos de trabajo permanentes y temporales, los cuales se encargan de manera 
especializada de coadyuvar en el análisis, diseño, recomendación y supervisión de los procesos 
registrales más relevantes. 

Este grado de vinculación de los partidos políticos, a través de las comisiones de vigilancia, 
somete a los instrumentos registrales y en particular, a cada programa de construcción y 
actualización del Padrón Electoral y las LNE, a un proceso permanente de revisión y validación 
técnica, lo que brinda que dichos productos electorales cuenten con un alto grado de confianza y 
transparencia para la celebración de las elecciones. 

Así, en el periodo del 6 de junio de 2022 al 25 de abril de 2023, la CNV sesionó en 24 ocasiones, 
11 de manera ordinaria y 13 de forma extraordinaria. En dichas sesiones se adoptaron 67 
acuerdos, de los cuales 52 están relacionados con aspectos sustantivos del Padrón Electoral, la 
LNE, el diseño y la vigencia de la CPV. 
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Asimismo, los grupos de trabajo auxiliares de la CNV se reunieron en 66 ocasiones de manera 
ordinaria y 17 en forma extraordinaria, proponiendo 16 proyectos de acuerdo. Cabe resaltar que, 
estos grupos constituyen los organismos en que se revisan y diseñan las propuestas de acuerdo 
que posteriormente son sometidos a la consideración de la CNV. 

Por su parte, las CLV y las CDV, en las 32 entidades federativas, en el periodo comprendido 
entre el 6 de junio de 2022 y el 17 de abril de 2023, celebraron un total de 3,319 sesiones, de las 
cuales 2,019 fueron ordinarias y 1,300 extraordinarias, en donde se aprobaron un total de 3,015 
acuerdos, de los cuales, 1,674 están relacionados con la actualización del Padrón Electoral y la 
LNE. 

3. Comisiones del Consejo General. 

Con fundamento en el artículo 42 de la LGIPE, este Consejo General contará con comisiones 
permanentes y temporales, las cuales contribuyen al desempeño de sus atribuciones y ejercen 
las facultades que les confiere la propia ley y los acuerdos y resoluciones que emita este mismo 
órgano superior de dirección. 

En ese contexto, y con base en las disposiciones de la propia LGIPE, el RIINE y el Reglamento 
de Comisiones del Consejo General, la DERFE a través de su titular o bien, de la persona 
encargada del despacho, asume las funciones de Secretaría Técnica de una comisión 
permanente, denominada CRFE, así como de una comisión temporal, denominada COVE. 

a. CRFE. 

La CRFE es una comisión de carácter permanente y ejerce las atribuciones de discutir y aprobar 
los dictámenes, proyectos de acuerdo o de resolución y, en su caso, los informes que deban ser 
presentados a este órgano superior de dirección, así como conocer los informes que sean 
presentados por la DERFE en cumplimiento a sus atribuciones y obligaciones establecidas en la 
normatividad electoral y sus programas anuales de trabajo, entre las que se encuentran las de 
integrar, actualizar y depurar el Padrón Electoral, proporcionar la LNE, expedir la CPV y la 
CPVE, mantener actualizada la cartografía electoral y realizar el seguimiento a la operación de 
las comisiones de vigilancia, en los que participan las RPP, cuyo propósito es contribuir a la 
confiabilidad y calidad del Padrón Electoral y la LNE. 

En ese entendido, la CRFE tiene como obligación, por cada asunto que se le encomiende, 
presentar un informe, dictamen o proyecto de resolución, según el caso, dentro del plazo que 
determine la LGIPE o este Consejo General. 

Dentro del periodo comprendido entre el 6 de junio de 2022 y el 24 de abril de 2023, la CRFE 
sesionó en 11 ocasiones, de las cuales tres fueron de forma ordinaria y ocho de forma 
extraordinaria. 

Asimismo, en el periodo señalado, se aprobaron en la CRFE, con el objetivo de presentar y 
someter a la consideración de este Consejo General, para su aprobación, un total de nueve 
acuerdos, siete informes y dos presentaciones en materia del Padrón Electoral, la LNE, la CPV y 
el Marco Geográfico Electoral con motivo de los PEL 2022-2023. 

De igual manera, la CRFE conoció y supervisó el trabajo de la DERFE en apoyo a los PEL  
2022-2023, a través de cuatro informes de actividades del Registro Federal de Electores, que se 
rindieron con periodicidad trimestral entre el 6 de junio de 2022 y el 24 de abril de 2023. 

b. COVE. 

La COVE fue creada mediante Acuerdo INE/CG1434/2021, con el objetivo de supervisar y dar 
seguimiento al desarrollo de los trabajos, actividades y proyectos que se realicen en el marco de 
los PEL ordinarios y, en su caso, extraordinarios a celebrarse en los años 2022 y 2023, en las 
entidades federativas cuyas legislaciones contemplen el ejercicio del VMRE, así como a las 
tareas para la participación de la ciudadanía mexicana residente en el extranjero en los procesos 
de participación ciudadana que, en su caso, se organicen en 2022 y 2023. 

Con ese fin, la COVE tiene las funciones de aprobar su programa de trabajo, en el que se 
establecerá el calendario de sesiones de la Comisión; informar a este Consejo General respecto 
del avance y seguimiento a las actividades relacionadas con el VMRE en los procesos 
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electorales y de participación ciudadana, previstas en la LGIPE, el RIINE, el RE y demás 
normatividad y acuerdos en la materia; coordinar las acciones de vinculación con la comunidad 
mexicana residente en el extranjero y el análisis de las modalidades de voto extraterritorial; 
presentar los informes que le sean solicitados en la materia, dar seguimiento a los 
requerimientos que les sean encomendados por este órgano superior de dirección; así como, las 
demás funciones que le confieran la normatividad aplicable o este Consejo General. 

Ahora bien, en el periodo comprendido del 6 de junio de 2022 al 24 de abril de 2023, dicha 
Comisión Temporal sesionó en siete ocasiones, de las cuales cuatro fueron de forma ordinaria y 
tres de forma extraordinaria. 

Asimismo, en el periodo señalado, se aprobaron en la COVE, con el objetivo de presentar y 
someter a la consideración de este Consejo General, para su aprobación, un total de tres 
acuerdos, tres programas y siete presentaciones en materia del Padrón Electoral, la LNERE, la 
CPVE y la promoción del VMRE con motivo de las elecciones locales del 4 de junio de 2023. 

De igual manera, se presentaron tres informes de avance del VMRE con motivo de los PEL 
2022-2023, en cumplimiento de las actividades y periodos de ejecución del PIT-VMRE. 

III. Resultados finales sobre la conformación del Padrón Electoral y las LNE que serán utilizados 
con motivo de las jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 2023. 

1.  LNEDF. 

Como resultado de los trabajos de actualización, de los programas de depuración 
instrumentados por la DERFE hasta el 17 de abril de 2023, y con fundamento en las 
disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias a que se ha hecho referencia, el Padrón 
Electoral quedó integrado por 15,050,242 registros de personas ciudadanas inscritas; de esta 
manera, la LNEDF se conforma por 15,031,650 registros de ciudadanas y ciudadanos que 
podrán emitir su voto en la jornada electoral del 4 de junio de 2023, con motivo de los PEL  
2022-2023. 

Con base en los trabajos desarrollados por el INE, a través de sus órganos directivos, ejecutivos, 
técnicos y de vigilancia, así como de los análisis e informes realizados por los mismos, se 
concluye que los instrumentos registrales del INE cumplen los elementos requeridos de 
veracidad, actualización, calidad precisión y consistencia. 

Además, es de resaltar la respuesta favorable de la ciudadanía durante las campañas de 
actualización al Padrón Electoral, lo que contribuyó en gran medida en la detentación de 
instrumentos registrales con los requisitos apuntados, mismos que cuentan con niveles de 
confiabilidad y certeza suficiente para su utilización en las próximas contiendas electorales. 

Derivado de los elementos de análisis, los procedimientos y las valoraciones descritas, de 
manera fundada y motivada, se advierte que existen elementos suficientes para declarar la 
validez y definitividad del Padrón Electoral y de la LNE. 

En la siguiente tabla, se muestra el estadístico del Padrón Electoral y la LNEDF ordenado por 
entidad federativa y sexo, así como el porcentaje de cobertura, que se utilizará para la jornada 
electoral del 4 de junio de 2023: 

ENTIDAD 

PADRÓN ELECTORAL LNEDF TOTAL  

PADRÓN 

ELECTORAL

TOTAL  

LNEDF 

PORCENTAJE 

DE 

COBERTURA HOMBRES MUJERES HOMBRES MUJERES 

Coahuila 1,162,937 1,195,554 1,161,137 1,193,888 2,358,491 2,355,025 99.85% 

México 6,038,727 6,653,024 6,028,923 6,647,702 12,691,751 12,676,625 99.88% 

TOTAL 7,201,664 7,848,578 7,190,060 7,841,590 15,050,242 15,031,650 99.88% 

 

2.  LNERE. 

Derivado de los trabajos de actualización de la SPECRE, y con motivo de la presentación de su 
manifestación de votar, entre otras disposiciones normativas, la LNERE se conformó por un total 
de 80,733 registros de ciudadanas y ciudadanos residentes en el extranjero que podrán emitir su 
voto en la jornada electoral del 4 de junio de 2023. 
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De los 80,733 registros que tiene la LNERE Definitiva, 80,157 corresponden a personas 
ciudadanas con una CPVE; de ellas, 7,198 manifestaron su intención de votar a través de una 
SIILNERE determinada procedente por la DERFE, mientras que 72,959 registros fueron 
incorporados por la aplicación del numeral 10, fracción I, último párrafo de los Lineamientos 
LNERE, que dispone que, en el caso de personas ciudadanas que cuenten con CPVE vigente y 
que no soliciten su inscripción en la LNERE en los términos del párrafo primero de esa fracción, 
quedarán integradas en la LNERE bajo la modalidad de votación presencial para el ejercicio del 
sufragio en las sedes en el extranjero que para tal efecto determine este Consejo General y bajo 
los procedimientos y términos aprobados por el mismo; entre ellos, el Modelo de operación del 
programa piloto del VMRE en modalidad presencial en Módulos Receptores de Votación en el 
extranjero para los PEL 2022-2023 y los propios Lineamientos LNERE. 

Por su parte, 576 registros de ciudadanas y ciudadanos que cuentan con CPV (expedida en 
territorio nacional) vigente, y que manifestaron su intención de votar desde el extranjero a través 
de una SIILNERE determinada procedente por la DERFE, fueron incorporados a la LNERE. 

En la siguiente tabla se muestra el estadístico de la LNERE Definitiva que se utilizará para la 
jornada electoral del 4 de junio de 2023, ordenada por entidad federativa, sexo y modalidad de 
votación: 

ENTIDAD 

MODALIDAD DE VOTACIÓN 

TOTAL LNERE 

POSTAL ELECTRÓNICO 

PRESENCIAL 

SIILNERE NUMERAL 10* 

HOMBRES MUJERES HOMBRES MUJERES HOMBRES MUJERES HOMBRES MUJERES HOMBRES MUJERES 

Coahuila 458 397 673 723 58 41 9,975 10,493 11,164 11,654 

SUBTOTAL 855 1,396 99 20,468 22,818 

México 1,107 658 2,089 1,319 169 82 31,414 21,077 34,779 23,136 

SUBTOTAL 1,765 3,408 251 52,491 57,915 

TOTAL 

SEXO 
1,565 1,055 2,762 2,042 227 123 41,389 31,570 45,943 34,790 

TOTAL 

ENTIDAD 
2,620 4,804 350 72,959 80,733 

Numeral 10*: El numeral 10, fracción I, último párrafo de los Lineamientos LNERE, dispone que, en el caso de personas ciudadanas que cuenten con CPVE 

vigente y que no soliciten su inscripción en la LNERE en los términos del párrafo primero de esa fracción, quedarán integradas en la LNERE bajo la modalidad de 

votación presencial para el ejercicio del sufragio en las sedes en el extranjero que para tal efecto determine este Consejo General y bajo los procedimientos y 

términos aprobados por el mismo. 

3. LNEPP. 

Derivado de las actividades para la integración de la LNEPP, dicho instrumento electoral se 
conformó por un total de 4,987 registros de ciudadanas y ciudadanos de Coahuila y Estado de 
México que podrán emitir su voto en la jornada de votación anticipada del VPPP del 15 al 19 de 
mayo de 2023, para que el escrutinio y cómputo se efectúe el 4 de junio de 2023, de los cuales 
434 son mujeres y 4,553 son hombres. 

En tal virtud, en la siguiente tabla se muestra el estadístico de la LNEPP para los PEL  2022-
2023, ordenado por entidad federativa y sexo: 

ENTIDAD FEDERATIVA 
SEXO 

TOTAL LNEPP 
HOMBRES MUJERES 

Coahuila 0 12 12 

México 4,553 422 4,975 

TOTAL 4,553 434 4,987 
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4. LNEVA. 

Como consecuencia de las actividades para la integración de la LNEVA, dicho instrumento 
electoral se conformó por un total de 189 registros de ciudadanas y ciudadanos de Coahuila y 
Estado de México que podrán emitir su voto en la jornada del VA del 15 al 19 de mayo de 2023, 
así como el escrutinio y cómputo a realizarse el 4 de junio de 2023, de los cuales 127 son 
mujeres y 62 son hombres. 

En tal virtud, en la siguiente tabla se muestra el estadístico de la LNEVA que se utilizará para los 
PEL 2022-2023, ordenado por entidad federativa y sexo: 

ENTIDAD FEDERATIVA 
SEXO 

TOTAL LNEVA 
HOMBRES MUJERES 

Coahuila 21 58 79 

México 41 69 110 

TOTAL 62 127 189 

 

Los informes estadísticos sobre la conformación de la LNEDF, la LNERE, la LNEPP y la LNEVA para 
los PEL 2022-2023, que contienen el detalle de la información anteriormente mencionada, y que 
fueron presentados previamente ante la CRFE y la CNV, se agregan al presente instrumento jurídico 
como Anexo 3, Anexo 4, Anexo 5 y Anexo 6, respectivamente. 

Por las razones expuestas, este Consejo General estima oportuno que se declare que el Padrón 
Electoral y la LNE que serán utilizados con motivo de las jornadas electorales a celebrarse el 4 de 
junio de 2023, son válidos y definitivos. 

En virtud de las consideraciones vertidas, este Consejo General en ejercicio de sus facultades, emite los 
siguientes: 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se declaran válidos y definitivos tanto el Padrón Electoral como la Lista Nominal de Electores 
que serán utilizados en las jornadas electorales a celebrarse el 4 de junio de 2023, con motivo de los 
Procesos Electorales Locales Ordinarios 2022-2023 en el Estado de Coahuila de Zaragoza y en el Estado de 
México, en los términos señalados en el considerando tercero del presente acuerdo y de conformidad con los 
anexos que forman parte integral de este instrumento. 

SEGUNDO. Publíquense el presente acuerdo y sus anexos en el portal de internet y en la Gaceta 
Electoral del Instituto Nacional Electoral, así como en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 28 de abril 
de 2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene 
De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Carla Astrid 
Humphrey Jordán, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge Montaño Ventura, Maestra Dania Paola 
Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera 
Presidenta, Licenciada Guadalupe Taddei Zavala. 

La Consejera Presidenta del Consejo General, Lic. Guadalupe Taddei Zavala.- Rúbrica.- El Encargado 
del Despacho de la Secretaría del Consejo General, Mtro. Miguel Ángel Patiño Arroyo.- Rúbrica. 

 

El Acuerdo y los anexos pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-28-de-abril-de-2023/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2023/INE/CGext202304_28_ap_8.pdf 

__________________________ 
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ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que, ante la solicitud formulada por el 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero, se modifica el tiempo asignado en radio y 
televisión a dicho Instituto correspondiente al segundo trimestre de dos mil veintitrés para la difusión de la 
consulta previa, libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del Estado de Guerrero. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG263/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE, ANTE LA 

SOLICITUD FORMULADA POR EL INSTITUTO ELECTORAL Y DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE 

GUERRERO, SE MODIFICA EL TIEMPO ASIGNADO EN RADIO Y TELEVISIÓN A DICHO INSTITUTO 

CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO TRIMESTRE DE DOS MIL VEINTITRÉS PARA LA DIFUSIÓN DE LA CONSULTA 

PREVIA, LIBRE E INFORMADA A LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS Y AFROMEXICANAS DEL ESTADO 

DE GUERRERO 

GLOSARIO 

Comité Comité de Radio y Televisión del Instituto Nacional Electoral 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

Convenio 169 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 

Indígenas y Tribales en Países Independientes 

COVID-19 Coronavirus SARS-CoV2 
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ANTECEDENTES 

Medidas COVID-19 

I. Medidas preventivas y de actuación dictadas por la JGE. El diecisiete de marzo de dos mil 
veinte, mediante Acuerdo identificado con la clave INE/JGE34/2020, la JGE aprobó las medidas 
preventivas y de actuación con motivo de la pandemia provocada por el virus COVID-19. En el punto 
de Acuerdo Octavo de dicho instrumento, respecto a las comunicaciones derivadas de los 
procedimientos, se señala que se privilegiarán las notificaciones electrónicas sobre las personales, 
en términos de lo dispuesto en la normativa aplicable. 

Administración del tiempo del Estado en radio y televisión 2023 

II. Solicitud de tiempo en radio y televisión del ITE. El veintisiete de octubre de dos mil veintidós, 
mediante oficio ITE-PG-194/2022, el ITE solicitó al INE que, en virtud del proceso de aplicación de 
una consulta previa, libre e informada a las comunidades indígenas que eligen a su autoridad por 
usos y costumbres, cuya fase consultiva está prevista para el mes de mayo de dos mil veintitrés, se 
considere la posibilidad de ampliar los tiempos en radio y televisión para la transmisión de mensajes 
del ITE. 

 Adicionalmente, el tres de febrero de dos mil veintitrés, mediante oficio ITE-PG-57/2023, el ITE 
solicitó al INE la ampliación de tiempo en radio y televisión durante el mes de abril de dos mil 
veintitrés para continuar con la difusión de la consulta previa, libre e informada dirigida a las 
comunidades del estado de Tlaxcala. 

III. Pautas de autoridades electorales del primer semestre de 2023. El veinticuatro de noviembre de 
dos mil veintidós, la JGE emitió el Acuerdo [...] por el que se aprueban las pautas para la 
transmisión en radio y televisión de los mensajes de autoridades electorales, correspondientes al 
periodo ordinario del primer semestre de dos mil veintitrés, identificado con la clave 
INE/JGE230/2022. 

IV. Términos y condiciones de la entrega de materiales y elaboración de órdenes de transmisión 
2023. El veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, el Comité aprobó el Acuerdo […] por el que 
se establecen los términos y condiciones para la entrega y recepción electrónica de materiales, así 
como para la elaboración de las órdenes de transmisión en los procesos electorales locales y el 
periodo ordinario que transcurrirán durante 2023, identificado con la clave INE/ACRT/63/2022. 

V. Catálogo Nacional de emisoras 2023. El veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, el Comité 
emitió el Acuerdo […] por el que se declara la vigencia del marco geográfico electoral relativo a los 
mapas de cobertura, se aprueba el Catálogo Nacional de estaciones de radio y canales de televisión 
que participarán en la cobertura de los procesos electorales locales y el período ordinario durante 
2023 y se actualiza el catálogo de concesionarios autorizados para transmitir en idiomas distintos al 
español y de aquellos que transmiten en lenguas indígenas nacionales que notifiquen el aviso de 
traducción a dichas lenguas, identificado con la clave INE/ACRT/64/2022. Publicación ordenada en 
el DOF por el Consejo General, mediante el Acuerdo identificado con la clave INE/CG828/2022. 

VI. Asignación de tiempo para autoridades electorales correspondiente al primer trimestre de 
2023. El veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, el Consejo General emitió el Acuerdo […] 
por el que se determina la asignación de tiempo en radio y televisión a las autoridades electorales 
para el primer trimestre de dos mil veintitrés, mediante la aplicación de criterios específicos de 
distribución, identificado con la clave INE/CG829/2022. 

VII. Atención a la solicitud del IMPEPAC y asignación de tiempo a las autoridades electorales 
durante el segundo trimestre de 2023. El veintisiete de febrero de dos mil veintitrés, el Consejo 
General emitió el Acuerdo […] por el que, ante la solicitud formulada por el Instituto Morelense de 
Procesos Electorales y Participación Ciudadana, se modifica el tiempo asignado en radio y televisión 
a dicho Instituto correspondiente al primer trimestre de dos mil veintitrés para la difusión de la 
consulta previa, libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas del estado de Morelos y 
se determina la asignación de tiempo en radio y televisión a las autoridades electorales para el 
segundo trimestre de dos mil veintitrés, identificado con la clave INE/CG92/2023. 

Reforma legal en materia electoral 2023 

VIII. Decreto que reforma diversas disposiciones en materia electoral. El dos de marzo de dos mil 
veintitrés, se publicó en el DOF el Decreto emitido por el Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la LGIPE, de la 
LGPP, de la LOPJF y se expide la LGMIME. 
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IX. Creación del Comité Técnico para la implementación de la Reforma Electoral 2023. El tres de 
marzo de dos mil veintitrés, el Consejo General emitió el Acuerdo […] por el que se da inicio formal 
a la organización y aprobación de los trabajos de modificación de los instrumentos normativos y 
administrativos del Instituto y se crea el Comité Técnico para la Implementación de la Reforma 
Electoral 2023, identificado con la clave INE/CG135/2023, mediante el cual se aprobó la creación 
del Comité Técnico para la implementación de la Reforma Electoral 2023. 

X. Controversia Constitucional. El nueve de marzo de dos mil veintitrés, en su carácter de 
representante del INE, el encargado de despacho de la Secretaría Ejecutiva promovió ante la SCJN 
una controversia constitucional en contra del Decreto publicado en el DOF el dos de marzo de dos 
mil veintitrés que reforma diversas disposiciones en materia electoral. En dicho instrumento, el INE 
solicitó que se otorgue la suspensión del Decreto referido y sus efectos, en tanto se pronuncia el 
máximo órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia. 

XI. Aprobación del Plan de Trabajo y Cronograma de actividades. El dieciséis de marzo de dos mil 
veintitrés, mediante Acuerdo identificado con la clave INE/CG136/2023, el Consejo General aprobó 
el Plan de Trabajo y Cronograma para la realización de las actividades necesarias para el 
cumplimiento de la Reforma Electoral 2023 del Comité Técnico encargado de dichos trabajos. 

XII. Admisión de la controversia constitucional y suspensión del Decreto. El veinticuatro de marzo 
de dos mil veintitrés, el ministro instructor Javier Laynez Potisek admitió la demanda de controversia 
constitucional que interpuso el INE en contra del Decreto por el que se reforma, adiciona y derogan 
diversas disposiciones de la LGIPE, la LGPP, la LOPJF y se expide la LGMIME. Dicho medio de 
control constitucional se registró con el expediente 261/2023. 

 Asimismo, el ministro instructor concedió la suspensión solicitada por el INE respecto de todos los 
artículos impugnados del Decreto referido para efecto de que las cosas se mantengan en el estado 
en el que se encuentran y rijan las disposiciones vigentes antes de la reforma. 

XIII. Suspensión de trabajos. El veintisiete de marzo de dos mil veintitrés, el Consejo General emitió el 
Acuerdo […] por el que, en cumplimiento al Acuerdo emitido en el incidente de suspensión derivado 
de la controversia constitucional 261/2023, se suspenden los trabajos de modificación de los 
instrumentos normativos y administrativos del Instituto para la implementación de la Reforma 
Electoral 2023, así como el Plan de Trabajo y Cronograma, aprobados mediante Acuerdos 
INE/CG135/2023 e INE/CG136/2023, identificado con la clave INE/CG179/2023. En los puntos de 
Acuerdo PRIMERO y SEGUNDO se determinó lo siguiente: 

PRIMERO. En cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado en el incidente de 
suspensión derivado de la controversia constitucional 261/2023, se determina 
suspender los trabajos de modificación de los instrumentos normativos y 
administrativos del Instituto para la implementación de la Reforma Electoral 2023, así 
como el Plan de Trabajo y Cronograma, aprobados mediante acuerdos 
INE/CG135/2023 e INE/CG136/2023, en los términos señalados en los considerandos 
de este acuerdo. 

SEGUNDO. Las Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas, así como los órganos 
desconcentrados locales y distritales del Instituto, deberán aplicar en el ejercicio de 
sus funciones las disposiciones vigentes hasta antes de la publicación del Decreto por 
el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la LGIPE, de la Ley 
General de Partidos Políticos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 
se expide la Ley General de los Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

Solicitud formulada por el IEPC de Guerrero 

XIV. Lineamientos, Plan de Trabajo y Calendario para la realización de la consulta. El cinco de abril 
de dos mil veintitrés, el Consejo General del IEPC de Guerrero emitió el Acuerdo 020/SE/05-04-
2023, por el que se aprueban los Lineamientos, Plan de trabajo y Calendario para la consulta previa, 
libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del estado de Guerrero, 
en cumplimiento a la acción de inconstitucionalidad 136/2020 y las reglas para la postulación y 
registro de candidaturas indígenas y afromexicanas a los cargos de Diputaciones Locales e 
integrantes de Ayuntamientos, así como para acreditar la autoadscripción calificada que deberán 
observar los partidos políticos, coaliciones, candidaturas comunes y candidaturas independientes, 
en el proceso electoral local ordinario 2023-2024, en cumplimiento a la sentencia dictada en el 
expediente SCM-JDC-402/2018. 
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XV. Notificación de Acuerdo. El diecisiete de abril de dos mil veintitrés, mediante correo electrónico 
dirigido a la Dirección de Administración de Tiempos del Estado en Radio y Televisión adscrita a la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, la Directora Ejecutiva de Prerrogativas y 
Organización Electoral del IEPC de Guerrero notificó el Acuerdo identificado con la clave 020/SE/05-
04-2023 para las acciones conducentes. Asimismo, solicitó asesoría e información respecto a la 
gestión para la ampliación de tiempo del OPL en radio y televisión. 

XVI. Información adicional. El veinte de abril de dos mil veintitrés, mediante oficio 0384/2023 vinculado 
al expediente IEPC/P/I/2023, el IEPC de Guerrero remitió información complementaria sobre la 
solicitud referida en el párrafo previo, vía el Sistema de Vinculación con los Organismos Públicos 
Locales Electorales. 

CONSIDERACIONES 

Competencia en materia de administración de tiempos de radio y televisión 

1. De conformidad con los artículos 41, Base V, Apartado A de la CPEUM, 29 y 30 numeral 2 de la 
LGIPE, el INE es un organismo público autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio 
propios, que se rige bajo los principios de certeza, legalidad, imparcialidad, independencia, máxima 
publicidad, objetividad, paridad y se realizarán con perspectiva de género. 

2. Los artículos 41, Base III, Apartados A y B de la CPEUM; 30, numeral 1, inciso i), 31, numeral 1, 
160, numeral 1 de la LGIPE; y 7, numeral 3 del RRTME, establecen que el INE es la autoridad única 
encargada de la administración de los tiempos del Estado en radio y televisión correspondientes a la 
prerrogativa de los partidos políticos y candidaturas independientes, así como la asignación de 
tiempos para las demás autoridades electorales y es independiente en sus decisiones y 
funcionamiento. 

3. Como lo señalan los artículos 1, numeral 1 de la LGIPE, en relación con el 49 de la LGPP, dichas 
disposiciones son de orden público y de observancia general en el territorio nacional y reglamentan 
las normas constitucionales relativas al acceso a radio y televisión para los partidos políticos, el INE 
y las autoridades electorales en las entidades federativas, en términos de la CPEUM. 

4. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 41, Base III de la CPEUM; 161, numeral 1 y 164, 
numeral 1 de la LGIPE, el INE y las demás autoridades electorales para la difusión de sus 
respectivos mensajes accederán a la radio y televisión en el tiempo que el primero dispone en 
dichos medios. 

5. Los artículos 4, fracciones XIV, XV, y XVI; y 17 de la Ley General de Comunicación Social, señalan 
que se entienden como Tiempos de Estado las transmisiones gratuitas diarias referidas en los 
artículos 251 y 252 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; como Tiempos 
Fiscales los que corresponden al pago en especie del Impuesto Federal sobre Servicios 
Expresamente Declarados de Interés Público por Ley, en los que intervengan Empresas 
Concesionarias de Bienes del Dominio Directo de la Nación a través de transmisiones gratuitas en 
radio y televisión, y como Tiempos Oficiales los que comprenden tanto los Tiempos de Estado como 
los Tiempos Fiscales en radio y televisión que: 

“…La Secretaría de Gobernación administrará el uso de los Tiempos de Estado  y de 
los Tiempos Fiscales, conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, así como por el Decreto del Presupuesto  de 
Egresos de la Federación del ejercicio fiscal correspondiente, salvo en el caso de los 
Tiempos Oficiales que en distintos momentos corresponda administrar al Instituto 
Nacional Electoral, conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y a la legislación de la materia. 

La distribución de los Tiempos Fiscales se realizará en la proporción siguiente: 

I. Cuarenta por ciento al Poder Ejecutivo Federal; 

II. Treinta por ciento al Poder Legislativo Federal, tiempos que se distribuirán en 
partes iguales a la Cámara de Diputados y a la Cámara de Senadores; 

III. Diez por ciento al Poder Judicial Federal, y 

IV. Veinte por ciento a los Entes Autónomos Constitucionales. 

La Secretaría de Gobernación dará seguimiento a la utilización de los tiempos fiscales. 
Asimismo, estará facultada para reasignar estos tiempos cuando no hubieren sido 
utilizados con oportunidad o se encuentren subutilizados, de conformidad con las 
disposiciones generales que al efecto emita. 

Las reasignaciones se ajustarán a la proporción prevista en este artículo…”. 
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6. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 8, numeral 2; 9, numeral 1 y 10, numeral 4 del 

RRTME, del total del tiempo que dispone el INE en periodo ordinario, el cincuenta por ciento (50%) 

debe distribuirse en forma igualitaria entre los partidos políticos, el cual será utilizado para la 

transmisión de mensajes con duración de treinta (30) segundos. 

Facultad del Consejo General en materia de radio y televisión 

7. El artículo 35, numeral 1 de la LGIPE dispone que este Consejo General es el órgano superior de 

dirección del INE y es el responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales 

y legales en materia electoral. 

8. De conformidad con los artículos 44, numeral 1, incisos k), n) y jj); 161, 162, numeral 1, inciso a), 

164 y 184, numeral 1, inciso a) de la LGIPE; 4, numeral 2, inciso a), 6, numeral 1, incisos a), e), h) e 

i); 18 numeral 1 y 32, numeral 1 del RRTME, es facultad de este Consejo General: i) conocer y 

resolver los asuntos vinculados con la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio 

y televisión destinado a los propios fines del INE, a los de otras autoridades electorales federales y 

locales, y al ejercicio del derecho de los partidos políticos y candidaturas independientes cuando por 

su importancia así lo requiera; ii) aprobar la asignación del tiempo en radio y televisión que 

corresponderá a las autoridades electorales, federales o locales, fuera y dentro de los procesos 

electorales; iii) dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las atribuciones anteriores y las 

señaladas en la normativa electoral, y iv) aprobar la asignación trimestral de tiempos en radio y 

televisión destinado a las autoridades electorales. 

 Considerando lo anterior, la materia del presente instrumento se circunscribe a la modificación de 

tiempo en radio y televisión a las autoridades electorales del estado de Guerrero durante el segundo 

trimestre de dos mil veintitrés. 

Estado de la Reforma Electoral 2023 

9. Es preciso señalar que, el veintidós de febrero de dos mil veintitrés, el Senado de la República 

aprobó el proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 

de la LGIPE, de la LGPP, de la LOPJF y se expide la LGMIME. Asimismo, el dos de marzo de dos 

mil veintitrés, se promulgó en el DOF la reforma legal en materia político-electoral. 

 De conformidad con lo anterior y en virtud del impacto institucional que implica el Decreto de 

referencia, el tres de marzo de dos mil veintitrés, mediante el Acuerdo identificado con la clave 

INE/CG135/2023, el Consejo General creó el Comité Técnico para la Implementación de la Reforma 

Electoral 2023, con el propósito de dar cumplimiento a los mandatos que derivan de las leyes 

anteriormente referidas. 

 En las sesiones ordinarias del Consejo General, el Comité Técnico presentaría informes donde se 

dé cuenta de los avances realizados de acuerdo con sus atribuciones. Sin embargo, conforme al 

párrafo segundo del artículo transitorio Tercero del Decreto, las disposiciones generales emitidas 

por el INE con antelación a su entrada en vigor seguirán vigentes hasta en tanto el Consejo General 

emita aquellas disposiciones que deban sustituirlas. 

 Asimismo, el veinticuatro de marzo, el ministro instructor Javier Laynez Potisek admitió la 

controversia constitucional 261/2023 que interpuso el INE en contra del Decreto referido y concedió 

la suspensión respecto de todos los artículos impugnados para efecto de que las cosas se 

mantengan en el estado en el que se encuentran y rijan las disposiciones vigentes antes de la 

reforma. 

 Ante dicha determinación, el veintisiete de marzo de dos mil veintitrés, mediante Acuerdo 

identificado con la clave INE/CG179/2023, el Consejo General determinó la suspensión de los 

trabajos de modificación de los instrumentos normativos y administrativos del Instituto para la 

implementación de la Reforma Electoral 2023, así como el Plan de Trabajo y Cronograma, 

aprobados mediante los Acuerdos identificados con las claves INE/CG135/2023 e INE/CG136/2023. 
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Solicitud de asignación de tiempo del IEPC de Guerrero y marco normativo 

10. El diecisiete de abril de dos mil veintitrés, mediante correo electrónico, el IEPC de Guerrero notificó 
al INE el Acuerdo identificado con la clave 020/SE/05-04-2023, mediante el cual fundamenta la 
solicitud de ampliación de tiempo en radio y televisión, de conformidad con el criterio aplicable a las 
entidades federativas en las que se celebre un mecanismo de democracia directa o participativa 
para la difusión de promocionales relacionados con el proceso de aplicación de una consulta previa, 
libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del estado de Guerrero 
respecto de las reglas para la postulación y registro de candidaturas indígenas y afromexicanas a 
los cargos de diputaciones locales y personas integrantes de los ayuntamientos, así como para 
acreditar la autoadscripción calificada que deberán observar los partidos políticos, coaliciones, 
candidaturas comunes y candidaturas independientes en el proceso electoral local 2023-2024. 

11. En tal virtud, es necesario señalar que el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM establece que 
todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en 
los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que la misma establece. 

 En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

 El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

12. El artículo 2, párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto de la CPEUM establece lo siguiente: 

 La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos 
indígenas que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, 
o parte de ellas. 

 La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a 
quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. 

 Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, 
económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de 
acuerdo con sus usos y costumbres. 

 El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco 
constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. 

 El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y 
leyes locales. 

 Asimismo, el apartado A, fracciones I y VII del referido artículo constitucional reconoce el derecho de 
los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la 
autonomía para decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, 
política y cultural, y para elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los 
ayuntamientos, observando el principio de paridad de género. 

 Adicionalmente, el apartado C reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera 
que sea su denominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación y, en 
consecuencia, determina que tendrán en lo conducente los derechos señalados en los apartados A 
y B del artículo referido, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, desarrollo e inclusión 
social. 

 En ese sentido, la Primera Sala de la SCJN, en la tesis 1a. CCXCVI/2018 (10a.) de rubro 
PERSONAS, PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. LA PROTECCIÓN QUE EXIGE EL 
ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, IMPLICA EL RECONOCIMIENTO DE DISTINTOS SISTEMAS 
NORMATIVOS CONFORMADOS POR DISPOSICIONES JURÍDICAS NACIONALES E 
INTERNACIONALES Y USOS Y COSTUMBRES DE AQUÉLLOS, consideró que la CPEUM 
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reconoce la multiculturalidad que caracteriza a la nación mexicana y, por tanto, de la existencia y 
vigencia de distintos sistemas normativos dentro del territorio nacional: un sistema normativo 
conformado por las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales del Estado central y otro 
conformado por los usos y costumbres de los distintos pueblos y comunidades que habitan nuestro 
país, los cuales incluso podrían estimarse simultáneamente aplicables para el caso de las personas, 
pueblos y comunidades indígenas, de acuerdo con su especificidad cultural y particular pertenencia 
étnica. 

13. En la tesis LII/2016 de rubro SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. SE INTEGRA POR EL DERECHO 
INDÍGENA Y EL DERECHO FORMALMENTE LEGISLADO, la Sala Superior del TEPJF consideró 
que el reconocimiento del derecho a la libre determinación y autonomía de los pueblos y 
comunidades indígenas implica una modificación sustancial del paradigma del sistema jurídico 
mexicano, al reconocer que el derecho indígena, conformado por los distintos sistemas normativos 
de cada pueblo y comunidad, se encuentra al mismo nivel que el derecho formalmente legislado. 
Por tanto, el derecho indígena no debe ser considerado como simples usos y costumbres, pues se 
trata de dos ordenamientos jurídicos distintos que se encuentran en una relación de coordinación. 

 El máximo órgano jurisdiccional de la materia sostiene que el sistema jurídico mexicano se inscribe 
en el pluralismo jurídico, el cual considera que el derecho se integra tanto por el derecho legislado 
formalmente, como por el derecho indígena generado por los pueblos indígenas y las comunidades, 
siendo necesario para que sea efectivo el derecho a la libre determinación y su autonomía, así como 
para preservar su identidad cultural diferenciada y formas propias de organización político-social. 

14. El artículo 3 de la DNUDPI ordena que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho, determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural. Asimismo, el artículo 4 de la DNUDPI 
determina que los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen 
derecho a la autonomía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y 
locales, así como a disponer de medios para financiar sus funciones autónomas. 

 En términos del artículo 5 de la DNUDPI, los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y 
reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo 
a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y 
cultural del Estado. En ese sentido, el artículo 8, numeral 2, inciso d) de la DNUDPI instruye que los 
Estados deberán establecer mecanismos eficaces preventivos de toda forma de asimilación o 
integración forzada. 

 Con base en el artículo 9 de la DNUDPI, los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a 
pertenecer a una comunidad o nación indígena, de conformidad con las tradiciones y costumbres de 
la comunidad o nación que se trate. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar discriminación 
de ningún tipo. Adicionalmente, el artículo 19 de la DNUDPI dispone que los Estados celebrarán 
consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus 
instituciones representativas, antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que 
los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado. En este orden de ideas y en 
atención a las medidas que debe adoptar el Estado mexicano para combatir el racismo y la 
discriminación, el Convenio 169 es el principal instrumento internacional que permite exigir el 
reconocimiento constitucional de las personas, pueblos y comunidades indígenas, así como su 
inclusión institucional, en términos de lo previsto en el artículo 1º de la CPEUM. 

15. El Convenio 169 reconoce en sus artículos 2 y 3, numeral 1, la obligación para que el Estado 
establezca medidas para proteger el derecho de los pueblos indígenas y garantizar el respeto a su 
integridad, para asegurar a quienes los integran el goce de sus derechos en igualdad de 
condiciones que los otros sectores de la sociedad. En el mismo sentido, el artículo 8, numerales 1 y 
2 establecen que al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse en 
consideración sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre que éstas no sean incompatibles 
con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos. 

 El artículo 4 del Convenio 169 refiere que se deberán adoptar las medidas especiales que se 
precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el 
medio ambiente de los pueblos interesados. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a 
los deseos expresados libremente por los pueblos referidos. Además, el goce sin discriminación de 
los derechos generales de la ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia  
de tales medidas especiales. 
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 En esa tesitura, el artículo 6, numeral 1 del Convenio 169, señala que, al aplicar las disposiciones de 
dicho instrumento, los gobiernos deberán realizar lo siguiente: i) consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, 
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente; ii) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan 
participar libremente, en la misma medida que otros sectores de la población y a todos los niveles 
en la adopción de decisiones en instituciones electivas, organismos administrativos y de otra índole, 
responsables de políticas y programas que les conciernan; y iii) establecer los medios para el pleno 
desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos y, en los casos apropiados, proporcionar 
los recursos necesarios para ese fin. El numeral 2 del mismo artículo, indica que las consultas 
llevadas a cabo en aplicación del multicitado Convenio 169, deberán efectuarse de buena fe y de 
una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas propuestas. 

16. Los artículos 8, 9,10 y 11 de la CPELSG establecen que el estado de Guerrero sustenta su 
identidad multiétnica, plurilingüística y pluricultural en sus pueblos originarios indígenas, 
particularmente, los nahuas, mixtecos, tlapanecos y amuzgos, así como en sus comunidades 
afromexicanas. Además, reconoce y garantiza el derecho a la libre determinación y autonomía de 
los pueblos indígenas y afromexicanos, atendiendo en todo momento a los principios consagrados 
en la CPEUM y en los instrumentos internacionales en la materia e incorporados al orden jurídico 
nacional. 

 Asimismo, la CPELSG reconoce como derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos, entre 
otros, decidir sus formas internas de convivencia y de organización social, económica, política y 
cultural; aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos 
internos, con sujeción a lo dispuesto en el orden constitucional y legal; y elegir, de acuerdo con sus 
normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a sus autoridades políticas o representantes y 
garantizar la participación de las mujeres en condiciones de equidad, estimulando su intervención  y 
liderazgo en los asuntos públicos. 

 Aunado a lo anterior, el artículo 37 de la CPELSG establece que son obligaciones de los partidos 
políticos, entre otras, las que se mencionan a continuación: registrar candidaturas, observando el 
principio de paridad con fórmulas compuestas por personas del mismo género propietarias y 
suplentes; registrar preferentemente candidaturas indígenas en los lugares en donde su población 
sea superior al cuarenta por ciento (40%) y garantizar la participación política de las mujeres 
conforme a sus usos y costumbres. 

17. La división política administrativa del estado de Guerrero consta de veintiocho (28) distritos 
electorales locales y ochenta y cinco (85) municipios, de los cuales, ocho (8) distritos son indígenas 
y uno (1) es afromexicano. Asimismo, la entidad está conformada por pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas presentes en cuarenta y nueve (49)1 de los ochenta y cinco (85) 
municipios del estado de Guerrero. En un (1) municipio, las comunidades eligen a sus autoridades 
municipales mediante el régimen de Sistemas Normativos Indígenas y en los ochenta y cuatro (84) 
restantes a través del sistema de partidos políticos, en el marco del sistema electoral mexicano, 
como se muestra a continuación: 

No. Distritos locales indígenas  No. Distrito local afromexicano 

1 
Distrito 14 con cabecera en  Ayutla de los 

Libres 
 1 

Distrito 15 con cabecera en Cruz 
Grande 

2 Distrito 16 con cabecera en Ometepec    

3 Distrito 23 con cabecera en Huitzuco    

4 Distrito 24 con cabecera en Tixtla    

5 Distrito 25 con cabecera en Chilapa    

6 Distrito 26 con cabecera en Olinalá    

7 Distrito 27 con cabecera en Tlapa    

8 
Distrito 28 con cabecera en San Luis 

Acatlán 
   

 

                                                 
1 Municipios que concentran el 40% o más de población auto adscrita como indígena o afromexicana. 
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Distritación local del estado de Guerrero 

 

Fuente: Anexo 3a del Acuerdo identificado con la clave INE/CG815/2022. 

Mapa de comunidades indígenas y afromexicanas de Guerrero que  participarán en la consulta 

 

Fuente: Oficio 0384/2023 vinculado al expediente IEPC/P/I/2023. 
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18. De conformidad con la distritación aprobada por este Consejo General mediante el Acuerdo 
identificado con la clave INE/CG815/2022, en el artículo 17 de los Lineamientos se establece que 
los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas que se encuentran en cada uno de los 
municipios que forman parte de los ocho (8) distritos electorales locales considerados como 
indígenas y un (1) distrito afromexicano serán sujetos de consulta, como se muestra a continuación: 

Relación de municipios sujetos de consulta 

No. Municipio Distrito 
Porcentaje de población 

indígena y/o 
afromexicana 

1 Ayutla de los Libres 

14 65 % 
2 Tlacoapa 

3 Zapotitlán Tablas 

4 Acatepec 

5 Azoyú 

15 63.07 % 

6 Copala 

7 Cuajinicuilapa 

8 Cuautepec 

9 Florencio Villarreal 

10 Marquelia 

11 Juchitán 

12 Igualapa 

16 75.67 % 

13 Ometepec 

14 Tlacoachistlahuaca 

15 Xochistlahuaca 

16 Metlatónoc 

17 Atenango del Río 

23 41.41 % 

18 Buenavista de Cuéllar 

19 Copalillo 

20 Huitzuco de los Figueroa 

21 Tepecoacuilco de Trujano 

22 Iguala de la Independencia 

23 Mártir de Cuilapan 

24 62.86% 

24 Mochitlán 

25 Quechultenango 

26 Tixtla de Guerrero 

27 Zitlala 

28 Chilapa de Álvarez 
25 62.84% 

29 José Joaquín de Herrera 

30 Ahuacuotzingo 

26 82.43 % 

31 Atlixtac 

32 Copanatoyac 

33 Cualác 

34 Huamuxtitlán 

35 Olinalá 

36 Xochihuehuetlán 
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No. Municipio Distrito 
Porcentaje de población 

indígena y/o 
afromexicana 

37 Alcozauca de Guerrero 

27 83.52 % 

38 Alpoyeca 

39 Tlalixtaquilla de Maldonado 

40 Tlapa de Comonfort 

41 Xalpatláhuac 

42 Atlamajalcingo del Monte 

43 Malinaltepec 

28 82.47 % 

44 San Luis Acatlán 

45 Cochoapa el Grande 

46 Iliatenco 

47 Metlatónoc 

48 Atlamajalcingo del Monte 

 

 Fuente: Oficio 0384/2023 vinculado al expediente IEPC/P/I/2023. 

 Asimismo, serán sujetos de consulta los municipios que concentran cuarenta por ciento (40%) o 
más de población que se autoadscribe indígena que no se encuentran dentro de algún distrito 
electoral local catalogado como indígena o afromexicano, como se describe a continuación: 

No. Municipio 
Población 

total 
Población de 
3 años y más 

Condición de autoadscripción 
indígena 

Total Porcentaje 

1 Cuetzala del Progreso 8,272 7,818 3,368 43.10% 

2 Eduardo Neri 53,126 50,001 20,673 41.30% 

3 Ixcateopan de Cuauhtémoc 6,138 5,786 4,114 71.10% 

 

 Es importante señalar que el IEPC de Guerrero ha establecido mecanismos de participación para la 
ciudadanía indígena o afromexicana que se encuentra en condición de migrante o radicados en 
municipios distintos a los de origen, estableciendo para ello la colocación de Módulos Receptores de 
opinión, ubicados en las cabeceras municipales de los Ayuntamientos de Acapulco (región 
Acapulco), Zihuatanejo (región Costa Grande), Chilpancingo (región Centro) y Taxco (región Norte). 
En consecuencia, la consulta tiene impacto en un territorio más allá de los municipios y distritos 
antes señalados. 

Respuesta a la solicitud de asignación de tiempo 

19. Para atender la solicitud del IEPC de Guerrero debe considerarse que el derecho a la consulta es 
una de las garantías fundamentales que aseguran la participación de los pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanos en las decisiones relativas a medidas que afecten sus derechos. Lo 
anterior, a partir de los sistemas de consulta de cada pueblo o comunidad para que pueda 
entenderse como un relacionamiento adecuado y efectivo con otras autoridades estatales, actores 
sociales o políticos y terceros interesados. Según la interpretación de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos al dictar sentencia dentro del caso Pueblo Indígena Kichwa De Sarayaku Vs. 
Ecuador,2 la consulta se sustenta en el respeto al derecho a la cultura propia o identidad cultural, los 
cuales deben ser garantizados, particularmente, en una sociedad pluralista, multicultural y 
democrática. 

                                                 
2 Al respecto, resulta orientadora la Jurisprudencia P.J. 21/2014 (10ª.) del Tribunal Pleno de la SCJN cuyo rubro es “JURISPRUDENCIA 
EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE PARA LOS JUECES MEXICANOS 
SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.” 
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 Asimismo, la Primera Sala de la SCJN sostiene en la tesis aislada 1ª CCXXXVI/2013, (10a.) de 
rubro COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. TODAS LAS AUTORIDADES, EN EL ÁMBITO 
DE SUS ATRIBUCIONES, ESTÁN OBLIGADAS A CONSULTARLOS, ANTES DE ADOPTAR 
CUALQUIER ACCIÓN O MEDIDA SUSCEPTIBLE DE AFECTAR SUS DERECHOS E 
INTERESES, que para proteger los derechos fundamentales de las comunidades y pueblos 
indígenas se requiere garantizar el ejercicio de ciertos derechos humanos de índole procedimental, 
principalmente el de acceso a la información, el de la participación en la toma de decisiones y el de 
acceso a la justicia. Por lo anterior, ante alguna medida que pudiera afectar sus derechos e 
intereses, es deber de cualquier autoridad del Estado mexicano, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, consultar a las comunidades y pueblos indígenas. 

 En el mismo sentido, en la Jurisprudencia 37/2015 de rubro CONSULTA PREVIA A 
COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE REALIZARSE POR AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 
ELECTORALES DE CUALQUIER ORDEN DE GOBIERNO, CUANDO EMITAN ACTOS 
SUSCEPTIBLES DE AFECTAR SUS DERECHOS, la Sala Superior del TEPJF razonó sobre el 
deber de las autoridades administrativas electorales de consultar a las comunidades mediante 
mecanismos eficaces que garanticen su conocimiento y por conducto de sus instituciones 
representativas, cada vez que pretendan emitir alguna medida susceptible de afectarles 
directamente. 

20. Como se precisó en el apartado de antecedentes, mediante Acuerdo identificado con la clave 
020/SE/05-04-2023, el IEPC determinó en los puntos de acuerdo PRIMERO, CUARTO y QUINTO lo 
siguiente: 

PRIMERO. Se aprueban los Lineamientos, Plan de trabajo y calendario para regular el 
proceso de consulta previa, libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas  
y afromexicanas del estado de Guerrero, respecto de las reglas para la postulación y 
registro de candidaturas indígenas y afromexicanas a los cargos de Diputaciones 
Locales e integrantes de Ayuntamientos, así como para acreditar la autoadscripción 
calificada, que deberán observar los partidos políticos, coaliciones, candidaturas 
comunes y candidaturas independientes, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2023-
2024. 

[…] 

CUARTO. Comuníquese el presente Acuerdo y sus anexos a la Unidad Técnica de 
Vinculación con los Organismos Públicos Locales del Instituto Nacional Electoral, a 
través del SIVOPLE, para su conocimiento. 

QUINTO. El presente Acuerdo entrará en vigor y surtirá efectos a partir de la 
aprobación por el Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Guerrero. 

[…] 

 En tal virtud, el IEPC de Guerrero solicitó lo siguiente: 

Por este medio me permito saludarle, y a su vez informarle que, este organismo 
electoral en colaboración con el H. Congreso del Estado, están llevando a cabo 
actividades relativas a la consulta respecto de las normas relacionadas con el registro 
de candidaturas indígenas y afromexicanas a los cargos de Diputaciones Locales e 
integrantes de los Ayuntamientos, contenidas en la Ley 483 de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del Estado de Guerrero, así como en los Lineamientos 
para el registro de candidaturas a los cargos de Diputaciones Locales e integrantes de 
los Ayuntamientos, para el Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024. 

En ese contexto, se prevé la celebración de reuniones previas informativas, en las 
sedes de los 49 municipios aprobados mediante acuerdo 020/SE/05-04-2023 por el 
Consejo General de este, lo que permitirá concentrar en ellas a las autoridades de las 
comunidades, delegaciones y colonias de los 49 municipios sujetos de la consulta, sin 
embargo, ello no excluye la participación de la ciudadanía en general quienes tengan 
interés en escuchar la información, principalmente si forman parte de estos municipios 
indígenas y afromexicanos. Además, se prevé la asistencia de observadoras y 
observadores que previamente se acreditarán y acudirán plenamente identificados. 
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Bajo este contexto, es sumamente necesario contar con su valioso apoyo a efecto de 
que se asesore y brinde información respecto a las gestiones de ampliación de 
tiempos de radio y televisión con que cuenta este organismo electoral, dado que el 
área de Sistemas Normativos Pluriculturales realizará una -estrategia integral de 
difusión para la consulta previa, libre e informada a pueblos y comunidades indígenas 
y afromexicanas-. 

Por lo anterior, se solicita, de manera atenta, y de no haber inconveniente se agende 
una reunión virtual, en la plataforma que usted indique, en el que se expondría el 
contexto del trabajo que está desarrollando este Instituto Electoral. 

[…] 

 No se omite señalar que, en alcance al Acuerdo y a la solicitud referidos, el veinte de abril de dos mil 
veintitrés, el IEPC de Guerrero remitió al INE información complementaria para delimitar y precisar 
los municipios que deberán cubrirse y las fechas de celebración de las etapas de la consulta 
respectiva. 

 En ese contexto, la solicitud referida pretende la asignación de tiempos del Estado en radio y 
televisión en materia electoral para los meses de mayo y junio de dos mil veintitrés con el objeto de 
difundir las fases siguientes: a) informativa; b) deliberación y consenso; c) diálogos consultivos;  y d) 
resultados de la consulta previa, libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas del estado de Guerrero, en cumplimiento a la acción de inconstitucionalidad 
136/2020 y las reglas para la postulación y registro de candidaturas indígenas y afromexicanas a los 
cargos de diputaciones locales y personas integrantes de los ayuntamientos, así como para 
acreditar la autoadscripción calificada que deberán observar los partidos políticos y, en su caso, 
coaliciones, candidaturas comunes y candidaturas independientes en el proceso electoral local 
ordinario 2023-2024, en cumplimiento a la sentencia dictada en el expediente SCM-JDC-402/2018. 

21. Cabe precisar que mediante sentencia dictada en el expediente SCM-JDC-402/2018, la Sala 
Regional Ciudad de México determinó lo siguiente: 

A fin de establecer esquemas que ayuden a revertir en el ámbito electoral local la 
desigualdad en la representación indígena, se vincula: 

[…] 

3. Al Instituto Local, para que: 

3.1. En forma previa al inicio del próximo proceso electoral, realice los estudios 
concernientes e implemente acciones afirmativas en materia indígena para el caso de 
registro de candidaturas a diputaciones locales y Ayuntamientos, pudiendo apoyarse 
en buenas prácticas, tales como las emitidas en el ámbito federal. 

Así también, deberá verificar que los partidos políticos, atendiendo a lo señalado en el 
numeral anterior, implementen las acciones afirmativas y las hagan efectivas para 
que se permita consolidar el derecho en igualdad de las personas indígenas para 
participar en los procesos electorales de diputaciones locales e integrantes de los 
Ayuntamientos. 

22. En atención a lo anterior, mediante el Acuerdo identificado con la clave 031/SO/26-06-2019, el IEPC 
de Guerrero aprobó el Plan de trabajo para dar cumplimiento a la sentencia dictada por Sala 
Regional Ciudad de México en el expediente SCM-JDC-402/2018. Asimismo, se consideró lo 
resuelto por la Sala Superior del TEPJF en el expediente SUP-REC-1386/2018.3 

                                                 
3 En la sentencia de referencia se estableció el criterio que deben adoptar las autoridades administrativas electorales para armonizar la 
normativa electoral que regirá en un determinado proceso electoral. Al respecto, se determinó que las autoridades de carácter 
legislativo y administrativo tienen la obligación de establecer reglas orientadas para asegurar condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres en el ejercicio de sus derechos político-electorales. Adicionalmente, tratándose de autoridades administrativas, como es el caso 
del IEPC de Guerrero, su ejercicio debe ajustarse al principio de reserva de ley y subordinación jerárquica, debiendo emitir estas reglas 
primordialmente antes del inicio del proceso electoral o del desarrollo de los procedimientos de selección de candidaturas y, 
necesariamente, antes de la jornada electoral.  
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 Sin embargo, mediante el Acuerdo identificado con la clave 029/SE/14-08-2020, el IEPC de 
Guerrero declaró la imposibilidad de realizar el proceso de consulta a las comunidades indígenas y 
afromexicanas del estado de Guerrero, derivado de la prevalencia de los contagios ocasionados por 
la COVID-19, toda vez que se encontraban vigentes las medidas de prevención consistentes en 
evitar la aglomeración de personas. 

 En ese contexto, mediante Acuerdo identificado con la clave 043/SO/31-08-2020, el IEPC de 
Guerrero emitió los Lineamientos, mismos que fueron modificados mediante los diversos 078/SE/24-
11-2020, 083/SO/25-11-2020, 094/SO/24-03-2021 y 112/SE/05-08-2021. 

 Adicionalmente, mediante Decreto 460, el Congreso del Estado de Guerrero adicionó y reformó la 
Ley 483. En concreto, los artículos 13 bis y 272 bis adicionados a dicho ordenamiento previeron la 
postulación de candidaturas a diputaciones de mayoría relativa e integrantes de los ayuntamientos 
con integrantes de origen indígena o afromexicano en los municipios y distritos electorales donde 
dichos grupos fueran igual o mayor al 40%. Asimismo, se establecieron los elementos que debían 
reunir las constancias que presentaran los partidos políticos o coaliciones para dar cumplimiento a la 
autoadscripción calificada. 

23. Derivado de lo anteriormente expuesto, en la acción de inconstitucionalidad 136/2020, la SCJN 
invalidó el Decreto 460, por el que se adicionó y reformó la Ley 483, al determinar que, de manera 
previa a su aprobación, se omitió llevar cabo una consulta a las comunidades indígenas y 
afromexicanas, como se especifica a continuación: 

[…] 

115. De lo antes mencionado, se advierte que las adiciones impuestas mediante el 
Decreto impugnado, son susceptibles de afectar directamente a los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas de la entidad y, en consecuencia, existía la 
obligación de consultarles directamente, en forma previa a la emisión del decreto 
impugnado. 

116. En efecto, se tratan de cambios legislativos que, valorados de manera 
sistemática, inciden en los derechos humanos y de participación política de los pueblos 
y comunidades indígenas o afromexicanas de la entidad, pues se refieren a la 
postulación por parte de los partidos políticos de candidaturas a diputaciones de 
mayoría relativa de origen indígena o afromexicana e integrantes de los 
ayuntamientos; asimismo, regulan la manera de acreditar la auto adscripción calificada 
para el registro de las candidaturas, por lo que, se insiste, todos estos nuevos 
supuestos afectan o pueden llegar a afectar de manera directa los derechos o la 
autonomía que les corresponde a los pueblos y comunidades indígenas en su 
autodeterminación. 

117. No pasa desapercibido que la pretensión de la legislatura local con la emisión del 
Decreto controvertido fue dar cumplimiento de la ejecutoria dictada en el juicio para la 
protección de los derechos político-electorales SCM-JDC-402/2018, del índice de la 
Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación; sin embargo, ello no exime de consultar a los pueblos y comunidades 
indígenas antes de emitir las normas que se dirigen a regular diversos aspectos que 
pueden afectar su esfera de derechos. 

[…] 

137. Dicho lo anterior, se reitera, dado que son cambios legislativos que actualizan los 
criterios del Tribunal Pleno para hacer exigible la consulta indígena del análisis del 
procedimiento legislativo que dio origen al Decreto impugnado se advierte que, como 
fue planteado por los accionantes y externado por el Ejecutivo y Legislativo de la 
entidad federativa, no se llevó a cabo consulta alguna a los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas previo a la emisión del decreto 
impugnado. 
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[…] 

143. En relación con esta condición, los pueblos y las comunidades indígenas y 
afromexicanas han sido un grupo estructural y sistemáticamente vulnerado en el goce 
y ejercicio de sus derechos humanos; por ello, la implementación de las medidas antes 
descritas exige un enfoque diferencial y respetuoso de la diversidad cultural de los 
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos. 

144. Las medidas de la emergencia sanitaria no pueden ser empleadas como una 
excusa para adoptar decisiones, sin implementar un procedimiento de consulta en 
forma previa, informada, culturalmente adecuada a través de sus representantes o 
autoridades tradicionales y de buena fe. 

[…] 

154. Más aun, porque además de la medida que el legislador local emitió como acción 
afirmativa, también reguló el mecanismo para acreditar la autoadscripción calificada 
que, a juicio de los promoventes, constituye una fórmula no idónea e invasiva que 
vulnera el derecho de autodeterminación de los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas, para cumplir con un requisito de autoadscripción calificada—cuya 
constitucionalidad no se prejuzga ahora—. 

155. En casos como el que ahora se resuelve, es constitucionalmente reprochable que 
se aproveche una crisis sanitaria para aprobar medidas legislativas que son 
susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas de la entidad federativa, eludiendo la obligación de realizar la consulta 
exigida por la Constitución Federal. 

156. Por todo lo anterior, este Tribunal Pleno estima que con la emisión del Decreto 
impugnado se vulneraron en forma directa los artículos 2 de la Constitución Federal y 
6 del Convenio 169 de la OIT y, en consecuencia, se declara su invalidez de manera 
total. 

[…] 

157. SEXTO. Efectos. Conforme a lo dispuesto en los artículos 41, fracción IV, y 73 de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
General, las sentencias dictadas en acciones de inconstitucionalidad deberán 
establecer sus alcances y efectos. 

[…] 

159. En este orden de ideas, es importante enfatizar que el Congreso local deberá 
llevar a cabo una consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas de Guerrero, en la que deberá respetar los principios y estándares 
expuestos por esta Suprema Corte en esta sentencia, lo cual implica —por supuesto— 
que de manera previa, libre, informada, de buena fe, con la finalidad de llegar a un 
acuerdo y culturalmente adecuada, se someta a consulta todas aquellas normas que 
son susceptibles de afectar directamente a estos pueblos originarios, tanto las que 
dieron origen a la declaración de invalidez ahora decretada, como todas aquellas que 
puedan afectarles directamente y se pretendan incluir en el decreto que, en 
cumplimiento a esta sentencia, se emita. 

 En los términos precisados, la SCJN vinculó al Congreso del Estado de Guerrero para llevar a cabo 
la consulta referida y, en consecuencia, la reforma correspondiente, para lo cual fijó como plazo un 
año contado a partir de la finalización del proceso electoral 2020-2021. 

 Por último, en marzo de dos mi veintitrés, el IEPC de Guerrero celebró un convenio de colaboración 
y coordinación interinstitucional con el Congreso del Estado de Guerrero a efecto de establecer las 
bases, mecanismos e instrumentos de colaboración, con la finalidad de efectuar de manera 
coordinada la consulta libre, previa, informada, culturalmente adecuada y de buena fe a pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas del estado de Guerrero, en relación con la consulta 
ordenada mediante sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 136/2020. 
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24. De lo anterior se desprende que las acciones determinadas por la SCJN y la Sala Regional Ciudad 

de México para que el IEPC de Guerrero realice los estudios concernientes e implemente acciones 

afirmativas en materia electoral a favor de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas en 

el estado de Guerrero configuran un procedimiento que reviste características de un ejercicio propio 

de participación ciudadana. 

 Asimismo, en el orden jurídico nacional se prevé la existencia de diversos mecanismos de 

democracia directa que implican la participación de la ciudadanía, tales como la revocación  de 

mandato y la consulta popular. En el caso concreto, el artículo 19, numeral 1, fracción IV de la 

CPELSG dispone que son derechos de los ciudadanos guerrerenses participar en los procesos de 

referéndum, revocación de mandato, plebiscito y demás instrumentos de participación ciudadana. 

 Si bien en dicho cuerpo normativo no se contempla expresamente a la consulta previa, libre e 

informada como un mecanismo de participación ciudadana, una interpretación garantista a la 

normativa referida permite a este Consejo General considerarla como un mecanismo de tal índole, 

toda vez que, mediante la consulta se somete de forma directa a la ciudadanía un tema 

trascendente, lo que en términos de la tesis XLIX/2016 emitida por la Sala Superior del TEPJF de 

rubro “MECANISMOS DE DEMOCRACIA DIRECTA. EN SU DISEÑO DEBEN OBSERVARSE LOS 

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO HUMANO DE 

VOTAR” es el elemento definitorio de los aludidos mecanismos de democracia directa. Además, al 

resolver el asunto identificado con el número de expediente SCM-JDC-157/2020, la Sala Regional 

Ciudad de México, en reiteradas ocasiones, se refiere a la consulta como un mecanismo de 

participación ciudadana. 

 En consecuencia, la asignación de tiempo en radio y televisión que solicita el IEPC de Guerrero no 

solo es consecuencia natural de sentencias emitidas por la Sala Regional Ciudad de México y la 

SCJN, sino que la solicitud es benéfica, garantista y progresiva de los derechos humanos de  la 

ciudadanía a la que va dirigida la consulta previa, libre e informada que actualmente se encuentra 

desarrollando el OPL. 

25. Ahora bien, en atención a que en el estado de Guerrero no se realizaría algún mecanismo de 

democracia directa o participativa durante el segundo trimestre de dos mil veintitrés, mediante el 

Acuerdo identificado con la clave INE/CG92/2023, este Consejo General asignó el veinticinco por 

ciento (25%) del tiempo disponible en radio y televisión entre las autoridades electorales locales que 

presentaron la solicitud respectiva y el setenta y cinco por ciento (75%) restante se destinó al INE 

para el cumplimiento de sus fines. 

 Asimismo, en dicho instrumento, este Consejo General determinó que las consultas previas, libres e 

informadas serán consideradas como mecanismos de participación ciudadana a las que se aplicará 

el criterio de distribución de tiempos del Estado en radio y televisión en materia electoral siguiente: 

cuarenta por ciento (40%) al INE, cuarenta por ciento (40%) al OPL y veinte por ciento (20%) entre 

el resto de las autoridades electorales locales en todas las emisoras previstas en el Catálogo de 

estaciones de radio y canales de televisión de la entidad respectiva, aprobado y actualizado por el 

Comité en las fases que por su importancia y necesidad así se requiera. Aunado a lo anterior, se 

precisó que las solicitudes de tiempo serán procesadas atendiendo las particularidades del caso, las 

fases de la consulta para las cuales se realizó la solicitud y los fines propios del INE. 

26. Por ello, la solicitud de asignación de tiempo adicional por parte del IEPC de Guerrero atenderá 

dicho criterio a partir del doce de mayo y hasta el treinta de junio de dos mil veintitrés, en 

consideración al “Plan de trabajo para regular el procedimiento de consulta previa, libre e informada 

a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas del Estado de Guerrero, respecto de las 

reglas para la postulación y registro de candidaturas indígenas y afromexicanas a los cargos de 

Diputaciones Locales e Integrantes de Ayuntamientos, así como para acreditar la autoadscripción 

calificada, que deberán observar los Partidos Políticos, Coaliciones, Candidaturas Comunes y 

Candidaturas Independientes, en el Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024”, en donde se 

especifican las etapas que considera la consulta y se mencionan a continuación: 
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No. Fase Objetivo 
Periodo de ejecución 2023 

Abril Mayo Junio Julio 

1 Previa 

Se celebrarán reuniones en los 49 municipios 
sujetos de la consulta, para presentar los 
lineamientos y acordar fechas para las actividades 
sustanciales. 

    

2 Informativa 

En los 49 municipios para exponer el contenido de 
las reglas de candidaturas indígenas y 
afromexicanas que se emitieron para el proceso 
electoral 2020-2021 y que no pudieron ser 
consultadas en su momento. 

    

3 
Deliberación 
y consenso 

Las propias autoridades de cada localidad con sus 
respectivas asambleas acordarán la opinión que 
emitirán respecto de las reglas para el registro de 
candidaturas indígenas y afromexicanas. 

    

4 
Diálogos 

consultivos 

Las autoridades comunitarias acudirán a un diálogo 
para presentar sus opiniones en el sentido de: 1. 
Otorgar el consentimiento y conformidad con el 
proyecto de reforma y adición de los artículos 13 bis 
y 272 bis a la Ley 483, así como las reglas del 
proceso electoral 2020-2021; 2. Manifestar que 
están parcialmente de acuerdo y sugieren algunas 
modificaciones; 3. No están de acuerdo y proponen 
contenido. 

    

5 Resultados 

A partir de las opiniones, el Instituto determinará la 
procedencia de las modificaciones que se 
propongan o, en su caso, identificar si la mayoría 
coincide en estar de acuerdo con la adición de los 
artículos 13 bis y 272 bis, así como con las reglas 
que se implementaron en el proceso electoral 2020-
2021. 

    

6 
Conclusión y 

difusión 
Se emitirá un informe en el que se determinen los 
resultados de la consulta. 

    

 

 Es preciso señalar que, hasta que fue aprobado el Acuerdo identificado con la clave 020/SE/05-04-
2023 y su Plan de Trabajo para regular el procedimiento de la consulta, esto es, el cinco de abril de 
la presente anualidad, el IEPC de Guerrero contó con fechas precisas de cada una de las etapas 
que comprende el mecanismo de referencia, por lo cual no fue posible remitir la solicitud de tiempo 
con mayor antelación, aunado a que, por su propia naturaleza, la realización no establece una fecha 
única, tal y como lo prevé el considerando 19 del Acuerdo identificado con la clave 
INE/CG829/2022. Lo anterior, en atención a que, a diferencia de otros mecanismos de participación 
ciudadana o democracia directa, la consulta previa, libre e informada no está prevista en un marco 
regulatorio expreso y específico que señale un modelo concreto para su ejecución. 

 En similitud de razonamientos, este Consejo General emitió los Acuerdos identificados con las 
claves siguientes: 

 Acuerdo identificado con la clave INE/CG829/2022, por el que reconociendo la importancia de 
la consulta libre e informada a las comunidades indígenas que eligen a su autoridad por usos y 
costumbres en el estado de Tlaxcala, se determinó que la solicitud realizada por el Instituto 
Tlaxcalteca de Elecciones era procedente durante el mes de marzo de dos mil veintitrés. Lo 
anterior, con el objeto de convocar a las comunidades a participar en la consulta respectiva. 

 Acuerdo identificado con la clave INE/CG92/2023, por el que se modificó el tiempo asignado al 
IMPEPAC durante el primer trimestre de dos mil veintitrés para la difusión de la consulta previa, 
libre e informada a los pueblos y comunidades indígenas del estado de Morelos y se determinó 
la asignación de tiempo a las autoridades electorales para el segundo trimestre de dos mil 
veintitrés. 
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27. En ese contexto y en atención a la importancia de la consulta previa, libre e informada a los pueblos 
y comunidades indígenas y afromexicanas como un derecho reconocido en la CPEUM, la CPELSG, 
los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte, así como los precedentes 
jurisdiccionales de la SCJN y la Sala Superior del TEPJF, este órgano superior de dirección 
determina que la solicitud realizada por el IEPC de Guerrero con el objeto de convocar a los 
pueblos y comunidades a participar en la multicitada consulta, es procedente del doce de 
mayo al treinta junio de dos mil veintitrés. Esto es, una vez iniciado el periodo correspondiente a 
la fase informativa, así como la totalidad de las fases de deliberación y consenso, diálogos 
consultivos y resultados, periodos en donde se intensifica la participación directa de las 
comunidades y se dan a conocer los efectos generados del mecanismo, de acuerdo con el propio 
Plan de trabajo aprobado por el IEPC de Guerrero. 

 Lo anterior, en virtud de la fecha de emisión del presente instrumento y de conformidad con el 
calendario de elaboración, notificación y vigencia de las órdenes de transmisión, aprobado en el 
Acuerdo identificado con la clave INE/JGE230/2022, que se muestra a continuación: 

No. 

Límite para 
entrega de 

materiales y 
estrategias 

Elaboración de 
Orden de 

Transmisión 
Notificación 

Vigencia de la Orden de 
Transmisión 

19 2 de mayo 3 de mayo 4 de mayo 12 al 18 de mayo 

20 9 de mayo 10 de mayo 11 de mayo 19 al 25 de mayo 

21 16 de mayo 17 de mayo 18 de mayo 26 de mayo al 1 de junio 

22 23 de mayo 24 de mayo 25 de mayo 2 al 8 de junio 

23 30 de mayo 31 de mayo 1 de junio 9 al 15 de junio 

24 6 de junio 7 de junio 8 de junio 16 al 22 de junio 

25 13 de junio 14 de junio 15 de junio 23 al 29 de junio 

26 20 de junio 21 de junio 22 de junio 30 de junio 

 

 Nota. La numeración corresponde al calendario aprobado en el Acuerdo identificado con la 
clave INE/JGE230/2022. 

28. Con base en las premisas referidas y de conformidad con el punto de Acuerdo OCTAVO del diverso 
INE/CG92/2023, es necesario modificar el tiempo disponible en radio y televisión correspondiente al 
periodo ordinario por lo que se asignará de la manera siguiente: cuarenta por ciento (40%) al INE, 
cuarenta por ciento (40%) al IEPC de Guerrero y el veinte por ciento (20%) restante se dividirá, en 
partes iguales, entre el resto de las autoridades electorales locales del estado de Guerrero en todas 
las emisoras de radio y canales de televisión que integran el catálogo de la entidad. 

 Para arribar a la determinación anterior se considera que, en el caso concreto, el periodo de 
asignación de tiempo es acorde con lo siguiente: 

 La consulta fue ordenada por la Sala Regional Ciudad de México mediante sentencia dictada 
en el expediente SCM-JDC-402/2018 y por la SCJN en la acción de inconstitucionalidad 
136/2020. 

 Aunque en los acuerdos de asignación trimestral aprobados por este Consejo General se 
especifica que la distribución de tiempo en las entidades que celebrarán mecanismos de 
democracia directa o participativa será aplicable únicamente durante los treinta (30) días 
previos a aquel en que se lleve a cabo la jornada electiva, se debe valorar la necesidad de que 
durante cincuenta (50) días, el IEPC de Guerrero cuente con mayor tiempo en radio y televisión 
para la transmisión de promocionales relativos a la consulta previa, libre e informada a los 
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas de Guerrero sobre las acciones afirmativas 
implementadas por el OPL y el contenido de la iniciativa de reforma del Congreso Local a la ley 
electoral local por cuanto hace al registro y postulación de candidaturas indígenas y 
afromexicanas a diputaciones locales y personas integrantes de los ayuntamientos. 

 Durante los meses de mayo y junio tendrán lugar las fases: informativa, deliberación y 
consenso, diálogos consultivos y resultados. 
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 Aunado a lo anterior, la decisión que toma este Consejo General encuentra sustento en lo siguiente: 

 El artículo 6 de la LGIPE señala que: i) la promoción de la participación ciudadana para el 
ejercicio del derecho al sufragio corresponde al INE y a los OPL; ii) el INE y los OPL deberán 
garantizar el principio de paridad de género en el ejercicio de los derechos políticos y 
electorales, así como el respeto a los derechos humanos de las mujeres; y iii) el INE dispondrá 
lo necesario para asegurar el cumplimiento de las normas antes establecidas y de las demás 
dispuestas en la LGIPE. 

 El artículo 30, numeral 1, incisos a), d) y g) de la LGIPE dispone que son fines del INE: i) 
contribuir al desarrollo de la vida democrática; ii) asegurar a la ciudadanía el ejercicio de los 
derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; y iii) llevar a cabo la 
promoción del voto y coadyuvar a la difusión de la educación cívica y la cultura democrática. 

 En el acuerdo INE/CG92/2023 este Consejo General fijo su postura respecto al tema al señalar 
que las consultas previas, libres e informadas o la denominación que para tal efecto reciban 
serán consideradas como mecanismos de participación ciudadana. 

 En consecuencia, este Colegiado cuenta con razones suficientes para atender la solicitud formulada 
por el IEPC de Guerrero. En ese sentido, del doce de mayo al treinta de junio de dos mil 
veintitrés, esto es, cincuenta (50) días, del tiempo en radio y televisión que corresponde a las 
autoridades electorales se asignará para los fines de este proceso de consulta el cuarenta por ciento 
(40%) al INE, cuarenta por ciento (40%) al IEPC de Guerrero y veinte por ciento (20%) entre el resto 
de las autoridades electorales locales en todas las emisoras previstas en el Catálogo de estaciones 
de radio y canales de televisión aprobado y actualizado por el Comité, las cuales participan en la 
cobertura del periodo ordinario en el estado de Guerrero. 

Materiales de las autoridades electorales locales 

29. Atendiendo lo dispuesto en los artículos 11, numeral 3 y 43, numerales 12 y 13 del RRTME, en el 
caso de las autoridades electorales locales que habiendo solicitado tiempo en radio y televisión no 
remitan el material correspondiente, dicho tiempo quedará a disposición del INE. 

Fundamentos para la emisión del Acuerdo 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículos 1º, párrafo primero; 2, párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, Base A, fracciones I y VII; y 41, 
Bases III, apartados A y B, V, Apartado A. 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos indígenas y Tribales en 
Países Independientes 

Artículos 2; 3, numeral 1; 4; y 6, numerales 1 y 2. 

Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los  Pueblos Indígenas 

Artículos 3; 4; 5; 8, numerales 1 y 2, inciso d); 9 y 19. 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Artículos 1, numeral 1; 6; 29; 30, numerales 1, incisos a), d), g) e i) y 2; 31, numeral 1; 35, numeral 1; 44, 
numeral 1, incisos k), n) y jj); 160, numeral 1; 161, numeral 1; 162, numeral 1, inciso a); 164, numeral 1; y 184, 
numeral 1, inciso a). 

Ley General de Comunicación Social 

Artículos 4, fracciones XIV, XV, XVI; y 17. 

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 

Artículos 251 y 252. 

Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral 

Artículos 4, numeral 2, inciso a); 6, numeral 1, incisos a), e), h) e i); 7, numeral 3; 8, numeral 2; 9, numeral 1; 
10, numeral 4; 11, numeral 3; 18 numeral 1; 32, numeral 1; y 43, numerales 12 y 13. 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero 

Artículos 8; 9; 10; 11; 19, numeral 1, fracción IV y 37. 
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En atención a los antecedentes, consideraciones y fundamentos señalados, resulta procedente que este 

Consejo General del Instituto Nacional Electoral emita el presente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se atiende la solicitud presentada por el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 

Estado de Guerrero aprobada mediante el Acuerdo identificado con la clave 020/SE/05-04-2023, así como el 

alcance remitido mediante oficio 0384 vinculado al expediente IEPC/P/I/2023, en lo concerniente al uso de los 

tiempos del Estado en radio y televisión, en los términos señalados en el presente Acuerdo. 

SEGUNDO. Se determina que, en atención a la consulta previa, libre e informada a los pueblos y 

comunidades indígenas y afromexicanas del estado de Guerrero respecto de las reglas para la postulación y 

registro de candidaturas indígenas y afromexicanas a los cargos de diputaciones locales y personas 

integrantes de los ayuntamientos, así como para acreditar la autoadscripción calificada que deberán observar 

los partidos políticos y, en su caso, coaliciones, candidaturas comunes y candidaturas independientes en el 

proceso electoral local ordinario 2023-2024, se modifica la asignación de tiempo en radio y televisión para las 

autoridades electorales del estado de Guerrero del doce de mayo al treinta de junio de dos mil veintitrés para 

que se realice de conformidad con el criterio adoptado por este Consejo General en el punto de Acuerdo 

OCTAVO del diverso INE/CG92/2023 que se menciona a continuación: 

 El cuarenta por ciento (40%) se asignará al Instituto Nacional Electoral, cuarenta por ciento (40%) al 

Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero y el veinte por ciento (20%) 

restante se dividirá, en partes iguales, entre el resto de las autoridades electorales locales, en todas 

las emisoras previstas en el Catálogo de estaciones de radio y canales de televisión aprobado y 

actualizado por el Comité, las cuales participan en la cobertura del periodo ordinario en el estado de 

Guerrero. 

TERCERO. En caso de que las autoridades electorales no hayan realizado la solicitud respectiva en el 

plazo previsto o que habiendo realizado dicha solicitud no remitan el material a transmitir en radio y televisión, 

el tiempo que les corresponda quedará a disposición del Instituto Nacional Electoral. 

CUARTO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos que notifique de 

manera electrónica el presente Acuerdo a la persona titular de la Vocalía Ejecutiva de la Junta Local del 

Instituto Nacional Electoral en el estado de Guerrero y, por su conducto, a las autoridades electorales distintas 

al Organismo Público Local. Asimismo, a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos 

Locales para que notifique el contenido del presente instrumento al Organismo de su competencia. 

QUINTO. Se instruye al Secretario Ejecutivo para que, por conducto de la Unidad Técnica de Servicios de 

Informática, ponga a disposición en el portal de Internet del Instituto Nacional Electoral el presente 

instrumento. 

SEXTO. El presente Acuerdo surtirá efectos una vez aprobado por este Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral. 

SÉPTIMO. Se ordena la publicación del presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y la Gaceta 

del Instituto Nacional Electoral. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 28 de abril 

de 2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene 

De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Carla Astrid 

Humphrey Jordán, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge Montaño Ventura, Maestra Dania Paola 

Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera 

Presidenta, Licenciada Guadalupe Taddei Zavala. 

La Consejera Presidenta del Consejo General, Lic. Guadalupe Taddei Zavala.- Rúbrica.- El Encargado 

del Despacho de la Secretaría del Consejo General, Mtro. Miguel Ángel Patiño Arroyo.- Rúbrica. 
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EXTRACTO del Acuerdo INE/CG261/2023 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se crea 
la Comisión Temporal de Presupuesto 2024. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional Electoral. 

EXTRACTO DEL ACUERDO INE/CG261/2023 DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 
ELECTORAL POR EL QUE SE CREA LA COMISIÓN TEMPORAL DE PRESUPUESTO 2024 

ANTECEDENTES 

(…) 

I. Integración de la CTP 2023. El 9 de mayo de 2022 se aprobó en sesión extraordinaria del Consejo 
General del INE el Acuerdo INE/CG342/2022 sobre la creación de la Comisión Temporal de 
Presupuesto 2023, la cual quedó integrada de la siguiente manera: CTP Mtra. Beatriz Claudia Zavala 
Pérez Presidenta Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante Carla Astrid Humphrey Jordán 
Integrante Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante Mtro. Jaime Rivera Velázquez Integrante Titular de la 
DEA Secretaría Técnica Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los Partidos Políticos. 

(…) 

XV. Procedimiento de insaculación. El 31 de marzo de 2023 la Cámara de Diputados realizó el 
procedimiento de insaculación para la elección de consejeras y consejeros electorales del Consejo 
General, que ejercerán el encargo del 4 de abril de 2023 al 3 de abril de 2032, por el cual declaró 
electos como Consejera Presidenta a la Lic. Guadalupe Taddei Zavala, como Consejera electoral a la 
Mtra. Rita Bell López Vences y como Consejeros electorales al Mtro. Jorge Montaño Ventura y al Mtro. 
Arturo Castillo Loza, en sustitución de las personas Consejeras Electorales que concluyeron sus 
respectivos encargos. 

XVI. Protesta de las y los Consejeros Electorales. El 3 de abril de 2023 tuvo lugar la sesión 
extraordinaria del Consejo General, en la que rindieron protesta del cargo de Consejera Presidenta, 
Consejera y Consejeros del Consejo General del INE, las ciudadanas y los ciudadanos Guadalupe 
Taddei Zavala, Rita Bell López Vences, Jorge Montaño Ventura y Arturo Castillo Loza para el periodo 
constitucional anteriormente mencionado. 

(…) 

ACUERDO 

PRIMERO. -. Se crea la Comisión Temporal de Presupuesto 2024 con el objeto de llevar a cabo un 
ejercicio de evaluación respecto del presupuesto aprobado para el ejercicio fiscal 2023, y revisar, 
analizar y discutir la propuesta de Anteproyecto del Presupuesto del Instituto Nacional Electoral para el 
Ejercicio Fiscal 2024, con la siguiente integración: Comisión Temporal de Presupuesto 2024 Carla 
Astrid Humphrey Jordán Presidenta Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante Mtro. Arturo 
Castillo Loza Integrante Mtra. Rita Bell López Vences Integrante Mtro. Jorge Montaño Ventura 
Integrante Titular de la Dirección Ejecutiva de Administración Secretaría Técnica Personas Consejeras 
del Poder Legislativo Personas representantes de los Partidos Políticos. 

SEGUNDO. - La Comisión Temporal de Presupuesto 2024 se extinguirá, previo informe que presente 
al máximo órgano de dirección del Instituto, al aprobarse por el Consejo General el acuerdo que 
determine el presupuesto del Instituto Nacional Electoral para el ejercicio fiscal de 2024, que refleje el 
establecido por la H. Cámara de Diputados en el Presupuesto de Egresos de la Federación que para 
tal efecto se publique en el Diario Oficial de la Federación. 

(…) 

CUARTO. - Publíquese en el portal de internet y en la Gaceta Electoral del Instituto Nacional Electoral; 
así como un extracto en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 28 de 
abril de 2023, por votación unánime (…) La Consejera Presidenta del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral, Lic. Guadalupe Taddei Zavala. - Rúbrica. - El encargado de despacho de la 
Secretaría Ejecutiva y Secretario de la Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, Mtro. 
Miguel Ángel Patiño Arroyo. - Rúbrica. 

El acuerdo completo se encuentra disponibles para su consulta en las siguientes direcciones 
electrónicas: 

DOF: www.dof.gob.mx/2023/INE/CGext202304_28_ap_7.pdf 

INE Acuerdo: https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-28-de-abril-de-2023/ 

Ciudad de México, a 9 de mayo de 2023.- Encargado de Despacho de la Dirección Ejecutiva de 
Administración, Mtro. Ignacio Ruelas Olvera.- Rúbrica. 
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
SUSPENSIÓN de labores en las Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa el día 
22 de mayo de 2023, por causa de fuerza mayor, derivado de la actividad volcánica presentada en los últimos días 
por el volcán Popocatépetl. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa.- Coordinación de las Salas Regionales de Oriente. 

SUSPENSIÓN DE LABORES EN LAS SALAS REGIONALES DE ORIENTE DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA, POR CAUSA DE FUERZA MAYOR, DERIVADO DE LA ACTIVIDAD VOLCÁNICA PRESENTADA EN 

LOS ÚLTIMOS DÍAS POR EL VOLCÁN “POPOCATÉPETL”. 

San Andrés Cholula, Puebla, veintidós de mayo de dos mil veintitrés.- Con fundamento en lo dispuesto por 
el artículo 365 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria conforme al numeral 1° 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como los diversos PRIMERO y 
SEGUNDO del Acuerdo SS/6/2018, por el que se da a conocer el “Procedimiento para determinar la 
suspensión de labores en las Salas Regionales por casos urgentes, fortuitos o de fuerza mayor”, emitido por 
el Pleno General de la Sala Superior de este Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 20 de 
marzo de 2018, 33, fracciones V y XII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 57 y 
58 fracciones III y IX del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; con motivo de la 
creciente actividad volcánica presentada en los últimos días por el volcán “Popocatépetl” que ha provocado 
una caída importante de ceniza en el Municipio de San Andrés Cholula y Municipios colindantes del Estado de 
Puebla, situación que pone en riesgo el estado de salud tanto del personal que labora en las Salas Regionales 
de Oriente de este órgano jurisdiccional como de la población en general, dando lugar a que el Centro 
Nacional de Prevención de Desastres haya declarado en AMARILLO FASE 3 el “Semáforo de Alerta 
Volcánica del Popocatépetl”, hecho que constituye un caso de FUERZA MAYOR; SE ACUERDA: 

PRIMERO. Se declara la SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES JURISDICCIONALES para la PRIMERA, 
SEGUNDA y TERCERA SALAS REGIONALES DE ORIENTE DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA, el día 22 de mayo de 2023; en consecuencia, en este día no correrán los plazos 
procesales previstos en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

SEGUNDO. Comuníquese de inmediato el presente acuerdo a la Presidencia del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, por conducto de la Secretaría Particular de la Presidencia o de la Secretaría General 
de Acuerdos, para que sea publicado en la página institucional de este Tribunal. 

TERCERO. Se ordena colocar una copia del presente acuerdo, en la ventanilla de la Oficialía de Partes 
Común para las Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, así como en la 
Puerta de Acceso principal a dichas Salas. 

CUARTO. Así lo proveyó y firma el Magistrado PEDRO MARTÍN IBARRA AGUILERA, Coordinador de las 
Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante la presencia del Secretario 
de Acuerdos, que autoriza y da fe. 

Coordinador de las Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, Mag. 
Pedro Martín Ibarra Aguilera.- Rúbrica.- Doy Fe.: Secretario de Acuerdos, Lic. Ismael Posada Arévalo.- 
Rúbrica. 

(R.- 536738) 

 

 

SUSPENSIÓN de labores en las Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa el día 
23 de mayo de 2023, por causa de fuerza mayor, derivado de la actividad volcánica presentada en los últimos días 
por el volcán Popocatépetl. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa.- Coordinación de las Salas Regionales de Oriente. 

SUSPENSIÓN DE LABORES EN LAS SALAS REGIONALES DE ORIENTE DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA, POR CAUSA DE FUERZA MAYOR, DERIVADO DE LA ACTIVIDAD VOLCÁNICA PRESENTADA EN 
LOS ÚLTIMOS DÍAS POR EL VOLCÁN “POPOCATÉPETL”. 

San Andrés Cholula, Puebla, veintitrés de mayo de dos mil veintitrés.- Con fundamento en lo dispuesto por 
el artículo 365 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria conforme al numeral 1° 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como los diversos PRIMERO y 
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SEGUNDO del Acuerdo SS/6/2018, por el que se da a conocer el “Procedimiento para determinar la 
suspensión de labores en las Salas Regionales por casos urgentes, fortuitos o de fuerza mayor”, emitido por 
el Pleno General de la Sala Superior de este Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 20 de 
marzo de 2018, 33, fracciones V y XII de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 57 y 
58 fracciones III y IX del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; con motivo de la 
creciente actividad volcánica presentada en los últimos días por el volcán “Popocatépetl” que ha provocado 
una caída importante de ceniza en el Municipio de San Andrés Cholula y Municipios colindantes del Estado de 
Puebla, situación que pone en riesgo el estado de salud tanto del personal que labora en las Salas Regionales 
de Oriente de este órgano jurisdiccional como de la población en general, dando lugar a que el Centro 
Nacional de Prevención de Desastres haya declarado en AMARILLO FASE 3 el “Semáforo de Alerta 
Volcánica del Popocatépetl”, hecho que constituye un caso de FUERZA MAYOR; SE ACUERDA: 

PRIMERO. Se declara la SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES JURISDICCIONALES para la PRIMERA, 
SEGUNDA y TERCERA SALAS REGIONALES DE ORIENTE DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA, el día 23 de mayo de 2023; en consecuencia, en este día no correrán los plazos 
procesales previstos en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

SEGUNDO. Comuníquese de inmediato el presente acuerdo a la Presidencia del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, por conducto de la Secretaría Particular de la Presidencia o de la Secretaría General 
de Acuerdos, para que sea publicado en la página institucional de este Tribunal. 

TERCERO. Se ordena colocar una copia del presente acuerdo, en la ventanilla de la Oficialía de Partes 
Común para las Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, así como en la 
Puerta de Acceso principal a dichas Salas. 

CUARTO. Así lo proveyó y firma el Magistrado PEDRO MARTÍN IBARRA AGUILERA, Coordinador de las 
Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante la presencia del Secretario 
de Acuerdos, que autoriza y da fe. 

Coordinador de las Salas Regionales de Oriente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, Mag. 
Pedro Martín Ibarra Aguilera.- Rúbrica.- Doy Fe.: Secretario de Acuerdos, Lic. Ismael Posada Arévalo.- 
Rúbrica. 

(R.- 536740) 
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